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Introducción

Este documento está orientado a servir de guía argumentativa y práctica 

para que las3 profesionales de la salud y del sector judicial, así como los 

agentes de la administración pública en general, comprendan mejor sus 

responsabilidades y lleven adelante acciones para cumplir con las normas 

sobre el acceso a la interrupción legal del embarazo (ILE)4 de las mujeres 

que han atravesado una violación sexual y de esta forma garantizar este 

derecho en los países de América latina y el Caribe (LAC). 

Su elaboración fue una decisión estratégica de La Mesa por la Salud y la 

Vida de las Mujeres (La Mesa)5 de Colombia y la Alianza Nacional por el 

Derecho a Decidir (ANDAR)6 de México, junto con el Consorcio Latinoa-

mericano contra el Aborto Inseguro (CLACAI)7 y el Comité de Derechos 

Sexuales y Reproductivos de la Federación Latinoamericana de Sociedades 

3 Quienes han escrito este texto reconocen la limitación que en lengua castellana nos impone 
el uso del «masculino» cuando lo equipara con lenguaje «neutro». Por tal motivo, y para 
evitar el uso constante de «las y los» que resulta en una evidente imposibilidad para leer 
en forma fluida el texto, haremos uso del femenino o del masculino (singular o plural) en 
forma indistinta a lo largo del texto, siguiendo la manera como otros autores han resuelto 
este dilema. Algunas veces hablaremos en femenino y otras en masculino. En ambos casos 
reconocemos esta como una alusión a mujeres y hombres.

4 A lo largo de este texto utilizaremos las expresiones interrupción legal del embarazo (ILE) y 
aborto. La ILE se refiere al derecho de las mujeres a acceder a servicios de interrupción del 
embarazo por razones que están contempladas o definidas según las leyes de cada país.

5 http://www.despenalizaciondelaborto.org.co/ 
6 http://www.andar.org.mx/
7 http://www.clacai.org/



6 de Obstetricia y Ginecología (FLASOG).8 Este trabajo fue el resultado de un proceso 

consultivo desarrollado durante el año 2011 en el que participaron organizaciones 

y personas con vasta experiencia en el campo de la salud, los derechos sexuales y 

reproductivos y los derechos humanos de las mujeres. 

El propósito de esta iniciativa es desarrollar estándares y herramientas que contribuyan 

a garantizar el acceso oportuno y seguro a la ILE de las mujeres sobrevivientes de una 

violación. Si bien el aborto en esta situación está contemplado en la mayoría de los 

marcos legales de LAC, el acceso efectivo está severamente obstaculizado. Se plantea 

así la paradoja de que los primeros responsables de cumplir con la ley –el Estado 

a través de sus instituciones y funcionarios públicos– omiten sus responsabilidades 

primarias como garantes de los derechos de las mujeres.

El acceso a la ILE de mujeres en situación de violación es un proceso que involucra 

a instituciones y agentes del sector salud y del ámbito judicial; y también puede re-

querir la intervención de otras instancias administrativas del Estado –la de medicina 

legal o de las fuerzas de seguridad como la policía–.

Este documento se focaliza en la definición de estándares para la aplicación de la 

causal violación (CV) basados en los marcos constitucionales nacionales y en el sis-

tema internacional de derechos humanos que rigen en LAC, al tiempo que también 

contempla las barreras de acceso al aborto en los casos de violación que han sido 

documentadas en la región.

La CV presenta desafíos distintos a los de otras permisiones legales –como la causal 

salud– contempladas en los códigos penales de la región LAC.9 Con relación a la 

causal salud, una iniciativa similar fue llevada adelante en el pasado reciente y se cen-

tró en el desarrollo de elementos para una interpretación apropiada de sus alcances 

en el marco de los derechos humanos y de una concepción integral de la salud.10,11 

8 http://www.flasog.org/
9 Entendida como la permisión legal del embarazo ante el riesgo de salud enfrentado por la mujer.
10 Entre 2007 y 2008 se desarrolló un debate colectivo sobre la causal salud, también impulsado por la Mesa 

y Andar, en el que participaron 50 personas y 15 instituciones de diverso perfil y disciplinas en el campo 
de la salud y los derechos humanos. Ese debate dio lugar a la publicación Causal salud, interrupción legal 
del embarazo, ética y derechos humanos. Esa iniciativa dio lugar al desarrollo de nuevas herramientas 
y la publicación ha sido difundida entre profesionales –especialmente de la salud– en los países de la 
región a través de diversas actividades (entrenamientos, foros de discusión, eventos académicos, y 
pronunciamientos). Disponible en: http://www.despenalizaciondelaborto.org.co/Causal-Salud

11 El proceso de causal salud dio lugar a una importante movilización en la región LAC en torno al tema del 
acceso oportuno y legal de las mujeres a los servicios de aborto legal, promoviendo una interpretación 
amplia de la causal salud en consonancia con las normas éticas, constitucionales, y del marco internacional 
de los derechos humanos. El documento Causal salud, interrupción legal del embarazo, ética y derechos 
humanos incluye un cuerpo sólido de argumentos que han favorecido interpretaciones de los derechos 
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El objetivo central de la iniciativa CV es necesariamente diferente debido a la diversidad 

de formas en las que esta causal es consignada en los códigos penales, y es tratada 

en la jurisprudencia y las reglas administrativas que regulan su aplicación. Por estas 

razones, este documento se focaliza en los problemas en la aplicación de la CV y en 

las posibles respuestas, atendiendo a la diversidad de marcos regulatorios que exis-

ten en la región de LAC con relación al delito de violación y teniendo en cuenta las 

barreras de acceso al aborto en los casos de violación que se observan actualmente.

Otra diferencia con la causal salud es la densidad del material disponible. La producción 

académica, regulatoria y jurisprudencial que enfoca la relación entre violación, emba-

razo forzado, aborto y acceso a servicios de salud y servicios jurídicos es escasa en la 

región LAC. Esta limitación es un problema pero al mismo tiempo representa un desafío 

singular dado que supone el desarrollo de nuevas argumentaciones y procedimientos.

A diferencia de la causal salud, la CV interpela a varios sectores y actores (sector 

salud, sistema judicial, y autoridades administrativas) y pone de relieve las obligacio-

nes de los agentes judiciales con una significación particular. En la causal salud, la 

interpretación y aplicación adecuadas recaen fundamentalmente en las profesionales 

de la salud. En la CV, el sector judicial o administrativo también puede verse involu-

crado. Esto implica que, cuando las normas del país lo demanden, la interacción y 

coordinación entre diversos sectores y actores del aparato estatal y de las políticas 

públicas es necesaria para una apropiada aplicación de la CV.

Finalmente, la CV también plantea nuevos desafíos desde una perspectiva legal 

regional debido a la variabilidad de los modelos de regulación del aborto que existe 

en los códigos penales de la región, así como en las leyes y regulaciones adminis-

trativas que establecen procedimientos para acceder a la ILE en caso de violación. 

Adicionalmente, esta diversidad regulatoria no sólo es mucho mayor a la existente 

respecto de la causal salud, sino que se focaliza en un problema sociocultural –la 

violación de una mujer– poco visibilizado aún y sobre el cual el sector salud tiene un 

gran desconocimiento y variados preconceptos.

Este documento ha sido elaborado para responder un conjunto de preguntas básicas 

que han orientado su estructura y contenidos:

humanos de las mujeres desde una visión que integra los derechos a la vida y a la salud, el derecho a la 
dignidad humana, a la libertad, la autonomía y el libre desarrollo de la personalidad, el derecho a estar 
libre de tratos crueles, inhumanos y degradantes, el derecho a la información, el derecho a la igualdad 
y a la intimidad, entre otros. Esos argumentos han articulado también las tres dimensiones de la salud, 
los principios para considerar en la aplicación de la causal, las consideraciones éticas, los criterios de 
interpretación y los criterios para resolver conflictos en la aplicación de la causal.



8  \ ¿Cuáles son las reglas y las prácticas actuales relativas a la ILE por CV?

 \ ¿Cuáles son los elementos de las normas y de las prácticas que favorecen el 

acceso a los servicios de aborto de las mujeres que han sido violadas? ¿Cuáles 

son las barreras que existen para acceder a esos servicios?

 \ ¿Cuáles son los estándares o las reglas derivadas del marco de los derechos 

humanos que contribuyen a superar esas barreras, y a favorecer la aplicación 

efectiva y oportuna de la CV?

Como ninguna otra situación que las mujeres enfrentan, la violación, el embarazo 

resultado de la violación y el embarazo forzado –cuando la interrupción no resulta 

accesible–, condensan la discriminación que las mujeres de nuestras sociedades 

viven, así como ponen en evidencia el rol que las instituciones legales y sociales 

desempeñan en la reproducción de esa discriminación.

En este sentido, el trabajo sobre la CV tiene el potencial de cuestionar algunas de las 

concepciones y mecanismos de la sociedad patriarcal en los que la violencia sexual 

contra las mujeres se asienta. Este poder cuestionador y transformador del tratamiento 

de la violación se inició, entre otros hitos, cuando las feministas comenzaron a hablar 

de la violencia contra las mujeres como un asunto público y político.12 Parafrasean-

do a Estrich, la historia de la violación es una historia de sexismo. Este sexismo se 

observa en la «ley redactada por los legisladores, la interpretada por los tribunales, 

la aplicada por los fiscales y la que produce efectos sobre las víctimas», así como 

también en la ley interpretada por los profesionales de la salud y otras autoridades 

administrativas (Estrich, 2010). No obstante los cambios culturales y legales de los 

últimos años, persiste la visión hegemónica acerca de que «la culpa es de la mujer» 

y con frecuencia este estereotipo se traduce en que para muchos hombres un «no» 

significa un «sí» (Estrich, 2010: 61). El resultado de este sentido común dominante 

es que «en lugar de concentrarnos en atender a la mujer maltratada, investigamos 

su conducta, examinamos su patología...» (Schneider, 2010: 47).

Esta situación se torna más crítica aún si se tiene en cuenta que pese a todos los 

esfuerzos realizados en las últimas décadas para eliminar la violencia contra las 

mujeres, los estudios disponibles en la región revelan que las mujeres son víctimas 

de violación –entre otras formas de violencia– en el ámbito del hogar, por parte de 

familiares cercanos (pareja, padre, hermano u otros parientes). Si bien no es el único 

12 Desde 1981 en LAC se estableció el 25 de noviembre como el Día de la No Violencia contra las Mujeres. 
En estas tres décadas desde esa decisión, casi todos los países han reformado sus leyes de violencia, y 
han modificado el capítulo correspondiente del código penal.
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lugar donde la violencia contra las mujeres se produce, su ocurrencia en el ámbito 

del hogar –definido culturalmente como un espacio privado– confiere a esta situa-

ción características distintivas que es necesario considerar para la aplicación de la 

CV y más aún para proponer respuestas a través de políticas públicas transversales, 

sensibles al género y a la condición socioeconómica.

Sin políticas públicas de este tipo, no habrá estándares que garanticen el acceso 

real y oportuno a los servicios de ILE para las mujeres en situación de violación. Sin 

normas legales y regulaciones administrativas claras que respeten el marco de los 

derechos humanos, que sean formuladas de modo transparente y con mecanismos 

de exigibilidad y control, los derechos de las mujeres continuarán siendo vulnerados. 

Para que las políticas públicas funcionen eficazmente es imprescindible que se di-

fundan entre quienes tienen el deber de aplicarlas y también entre quienes son sus 

potenciales beneficiarias –en este caso, las mujeres. Es además necesario que se 

garantice el financiamiento de los servicios, en este caso, una atención integral de 

la mujer que ha sido violada, incluido el acceso a los servicios de ILE. 

Reconocer el costo de los derechos puede entenderse como una exhortación a identi-

ficar la vinculación que existe entre derechos y gasto estatal. Esto es, cuánto dinero el 

Estado destina a proteger los derechos y, en particular, para entender cuáles derechos 

se protegen con mayor fuerza que otros y de qué manera se lo hace. La ausencia de 

gasto del Estado siempre significa una ausencia de derechos: «un derecho legal sólo 

existe si y cuando tiene costos presupuestarios» (Holmes y Sunstein, 2011: 20-38).

Por otro lado, las políticas públicas deben ser formuladas por las autoridades res-

pectivas sin la injerencia y/o la imposición de las preferencias morales o religiosas 

individuales. El ejercicio pleno de los derechos sexuales y reproductivos requiere asi-

mismo el cumplimiento de las normas constitucionales que establecen Estados laicos 

y separan la religión del Estado. El sexo y la reproducción son esferas particularmente 

vulnerables frente a las presiones, influencias y manipulaciones provenientes de las 

religiones: «las influencias de lo religioso continúan siendo una de las principales 

barreras para la democratización y el pluralismo de orden sexual. Afirmar que la re-

ligión constituye un obstáculo central para una política democrática de la sexualidad 

es ya un dato innegable...» (Vaggione, 2009: 13). 

Una consideración final es necesaria para comprender mejor el espíritu y la orientación 

de este documento. La definición de estándares que permitan sortear los problemas 

en la aplicación de la CV se basa en la noción acerca de que en cualquier circunstancia 

en que una mujer resulte embarazada como consecuencia de una violación, ella es 

la única que debe y puede decidir. Y que esa decisión debe disponer de opciones 



10 reales como la posibilidad de interrumpir el embarazo, así como la decisión de de-

nunciar el delito del que ha sido víctima o no hacerlo, aun cuando esto implique la 

impunidad del victimario. Si de la no denuncia de la violación deriva la impunidad 

del agresor porque la mujer así lo decide, es deber de los profesionales respetar esa 

decisión.13 A menudo las mujeres optan por no denunciar por temor a ser víctimas 

de mayor violencia o de violaciones reiteradas, por desconfianza, y/o por el estigma 

social que puede recaer sobre ellas en aquellos contextos en los que no se respetan, 

no se protegen ni se garantizan sus derechos. Pero si la mujer decide denunciar a 

su agresor y/o solicitar la interrupción del embarazo en un servicio de salud, el in-

cumplimiento de las normas (retrasos en el acceso al aborto por problemas en los 

servicios de salud y/o retrasos o barreras en el acceso al aborto por fallas del sistema 

judicial) no resulta de ningún modo admisible ni debe quedar impune.

Finalmente, este documento está dirigido a dos audiencias principales. Por un lado a 

los profesionales de la salud –tanto aquellos que tienen la responsabilidad directa de 

la prestación del servicio como aquellos con funciones de gestión y administración 

de los servicios–. Por el otro, a los operadores judiciales y otras autoridades adminis-

trativas –como la policía y la medicina legal, entre otros– que tienen relación con la 

situación de la mujer que ha sido violada según lo estipulen las normas de cada país.

El documento está organizado en 6 capítulos: Introducción; (I) La causal violación: 

definición del problema; (II) Marco conceptual para la comprensión de la causal viola-

ción como un asunto de derechos humanos: derechos, principios y salud pública; (III) 

La aplicación de la causal violación en el ámbito del sector salud; (IV) La aplicación de 

la causal violación en ámbitos administrativos y judiciales;14 y (V) Responsabilidades 

por las barreras y obstáculos para el acceso a la interrupción del embarazo por causal 

violación. Adicionalmente, el documento incluye un capítulo de metodología (VI) en 

el que se describe el proceso de debate y construcción de consensos que se llevó 

adelante para elaborar la versión final del texto. Finalmente el documento concluye 

con las referencias bibliográficas y un anexo en el que se listan los participantes del 

Foro Virtual Causal Violación.

13 La obligación de respetar la decisión de la mujer debe, sin embargo, ejercerse teniendo en cuenta 
también que en ciertos casos, las normas legales de los países de la región imponen a los profesionales 
de la salud: a) el deber de denunciar el delito de violación cuando éste ha sido consagrado como delito 
de acción pública, o b) poner a las autoridades en conocimiento de una situación de violencia para 
proteger a las personas con discapacidad, víctimas de esta situación.

14 Es importante aclarar que los aspectos más amplios relacionados con la intervención de áreas 
administrativas y judiciales frente a la atención integral de la violencia y la violencia sexual no son materia 
de este documento cuando no se vinculan con la ILE.



capítulo I

 

La causal 
violación: 
definición 
del problema

La situación de violación sexual que mujeres, adolescentes y niñas pueden 

atravesar afecta intensamente sus vidas. También un embarazo producto 

de una violación las afecta. En varios países de América latina y el Caribe 

(LAC), el derecho positivo regula la interrupción legal del embarazo (ILE) 

en caso de violación. Cuando el acceso al aborto por la causal violación 

(CV) es negado u obstaculizado, la mujer, la adolescente o la niña se en-

frentan a una continuación forzada del embarazo y a una violación de sus 

derechos humanos.

El presente capítulo ofrece una definición sobre la ILE por la CV. En primer 

lugar se introduce la problemática de la violencia sexual, la violación y 

sus consecuencias sobre ciertos grupos de mujeres en situación de vul-

nerabilidad (sección I.1.). En segundo lugar se presenta un diagnóstico de 

la magnitud del embarazo forzado como consecuencia de la violación y 

de la demanda de servicios de ILE por esta causal (sección I.2.). En tercer 

lugar, se describen los modelos de regulación jurídica del aborto vigentes 

en la región, con énfasis en sus variaciones con relación a la ILE por CV 

(sección I.3.).



12 I.1. La violación:  
 violencia sexual y de género 

I.1.1. Definición y magnitud del problema

La violación es una forma de violencia sexual y ésta es una manifestación de la 

violencia de género.

Como explica Wood (2009), la violencia sexual se diferencia de la categoría más 

amplia de violencia de género pues esta última incluye la violencia que ocurre 

debido al género de la víctima sin que necesariamente exista contacto sexual. La 

violencia de género se entiende como «cualquier acción o conducta, basada en 

su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la 

mujer, tanto en el ámbito público como en el privado [...] incluye la violencia física, 

sexual y psicológica» (Belén do Pará, 1993): que tenga lugar dentro de la familia o 

la unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal y que comprende, 

entre otros, violación, maltrato y abuso sexual, que tenga lugar en la comunidad... 

y que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, 

prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo [...] instituciones 

educativas, establecimientos de salud que sea perpetrada o tolerada por el Estado 

o sus agentes, donde quiera que ocurra.

La Organización Mundial de la Salud (OMS) define la violencia sexual como «todo 

acto sexual, la tentativa de consumar un acto sexual, los comentarios o insinuaciones 

sexuales no deseados, o las acciones para comercializar o utilizar de cualquier otro 

modo la sexualidad de una persona mediante coacción por otra persona, indepen-

dientemente de la relación de ésta con la víctima, en cualquier ámbito, incluidos el 

hogar y el lugar de trabajo» (Jewkes et al., 2002 en Contreras et al., 2010).15

Desde la perspectiva de salud pública es importante anotar que la violencia sexual se 

manifiesta de múltiples maneras, siendo la violación una de las más críticas para la 

CV.16 Existen diversos tipos de violencia sexual y maneras de clasificarla: las relaciones 

sexuales bajo coacción en el matrimonio y en las citas, las violaciones por parte de 

extraños, el abuso sexual de niñas, niños y jóvenes, la trata y explotación, la violencia 

sexual durante el proceso de migración, el acoso sexual en el lugar de trabajo, la 

15 Es importante anotar que con frecuencia los estudios utilizan definiciones diversas sobre violencia sexual 
lo que genera dificultades al momento de realizar comparaciones, tal como ilustran Contreras et al. 
(2010), en reciente estudio.

16 Ver introducción de este documento.
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violencia sexual en situaciones de emergencia y conflicto/posconflicto, y los actos 

violentos contra la integridad sexual de las mujeres, como la mutilación genital y las 

inspecciones obligatorias de la virginidad (Sagot et al., 2000). También los tipos de 

agresores que dan lugar a diferentes categorías de violación: la violación perpetrada 

por las parejas o por personas distintas a las parejas, por vecinos, conocidos, en el 

marco de conflictos armados, en el marco de otras agresiones como hurto, entre 

otras (Londoño, 2000; Contreras et al., 2010; OMS, 2003: 28-37).17

La Corte Interamericana de Derechos Humanos sostuvo18 que la violencia sexual como 

un tipo de violencia contra las mujeres «supone una intromisión en la vida sexual 

que, además de anular el derecho a tomar libremente las decisiones respecto con 

quien tener relaciones sexuales, conlleva la completa pérdida del control sobre las 

decisiones más personales e íntimas y sobre las funciones corporales básicas» (Asen-

sio et al., 2010: 22). La violencia sexual está conectada a otras formas de violencia, 

como la psicológica, física, y la institucional. Asimismo, esta estructura y dinámicas 

de violencia pueden profundizarse por factores como el racismo, el sexismo y la 

discriminación étnica, y por situaciones de vulnerabilidad específicas, por ejemplo 

los conflictos armados o la edad adolescente (Bruyn, 2003).

Pese a la escasa evidencia sobre violencia sexual en América Latina (LAC), hay in-

dicaciones claras de que es un problema tanto de salud pública como de violación 

de los derechos humanos. En este sentido, los estudios señalan que es un «grave 

problema omnipresente en la región».19 «La violencia sexual contra las mujeres 

es un tipo común de violencia: se estima que hasta seis de cada diez mujeres del 

mundo sufren violencia física o sexual a lo largo de sus vidas» (UNIFEM, 2009 en 

Contreras et al., 2010: 11). La prevalencia de relaciones sexuales forzadas por la 

pareja íntima varía entre el 5% y el 47% de acuerdo con las encuestas de pobla-

ción (OMS, 2003). Según la OMS, casi una de cada cuatro mujeres afirma haber 

sido víctima de violencia sexual por parte de su pareja, y hasta una tercera parte de 

las adolescentes ha sufrido una iniciación sexual forzada (OMS, 2003). En relación 

con la denuncia, algunos estudios en LAC han tratado de calcular el porcentaje de 

víctimas que denuncian casos de violencia sexual a las autoridades o que buscan 

otros tipos de ayuda y atención profesional. Se estima que en la región sólo un 5% 

17 En este documento nos centraremos especialmente en la violación.
18 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Rosendo Cantú, Sentencia del 31 de agosto de 2010, 

párr. 119; Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Fernández. Ortega. Sentencia del 30 de 
agosto de 2010, párr. 129.

19 «La evidencia de base sobre violencia sexual en LAC tiene importantes limitaciones, no obstante el 
número de estudios realizados ha aumentado en las dos últimas décadas. Existen grandes disparidades 
geográficas; por ejemplo, aproximadamente la mitad de todos los estudios revisados fueron realizados 
en Brasil y México» (Contreras et al., 2010: 7).



14 de las víctimas adultas denuncian el suceso a la policía (UNFPA, 1998 en Contreras 

et al., 2010). Los motivos para no hacerlo son múltiples e incluyen la vergüenza, el 

miedo o temor a represalias, la culpa o las dificultades para enfrentar el camino de 

la denuncia (UNFPA, 1998 en Contreras et al., 2010: 41).

También debe tenerse en cuenta que la falta de estadística oficiales sobre la pre-

valencia de violencia sexual, y concretamente sobre los casos de violación, pueden 

deberse a la falta de desagregación de los datos según sexo, contribuyendo a la invi-

sibilización de la violencia contra las mujeres. En este sentido, la Corte Constitucional 

colombiana sostuvo que los sistemas de registro no son sensibles a la identificación 

de las necesidades específicas de los grupos desplazados sujetos a un mayor nivel 

de vulnerabilidad tales como las mujeres cabeza de familia y los grupos étnicos.20 

La violación es una forma de violencia sexual. Se ha entendido que la violación es la 

penetración del ano o la vagina con cualquier objeto o parte del cuerpo o de cual-

quier parte del cuerpo de la víctima o del cuerpo del autor con un órgano sexual, por 

fuerza o por amenaza de fuerza o de coacción, o tomando ventaja de un ambiente 

de coacción, o contra una persona incapaz de dar su genuino consentimiento (Wood, 

2009). La violación es sexo coactivo no consensuado. Es una amenaza para las mu-

jeres y limita seriamente sus capacidades para ser libres, al tiempo que refuerza la 

posición de sometimiento (Asensio et al., 2010).

De acuerdo con el British Crime Survey la violación es el delito al que las mujeres 

más temen. Las ideas y representaciones de las mujeres respecto a la vivencia de 

una violación o situación extendida de violencia sexual son diferentes. No obstante, 

hay ciertos datos relevantes respecto a sus percepciones. De acuerdo a una investi-

gación realizada en Inglaterra, el 60% de las mujeres víctimas de violación estaban 

preparadas para autoclasificar su experiencia como «violación». Alrededor de las tres 

cuartas partes de las mujeres que se autoclasificaron como víctima de «un intento 

de violación» también entienden este incidente como un crimen. Las mujeres que 

sufrieron abuso sexual –ya sea por su pareja actual o en una cita– son menos pro-

pensas a identificarse como víctimas de un crimen (Myhill y Allen, 2002).

La violación es un acto de discriminación hacia las mujeres, causa y consecuencia 

de la desigualdad entre los sexos y de la discriminación basada en género. De este 

modo, la violencia contra las mujeres, incluida la violencia sexual y la violación, ha 

sido reconocida como una cuestión de derechos humanos, vinculados, entre otros, 

20 Corte Constitucional, Sentencia T-025 de 2004.
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a la vida, la salud, la libertad, la integridad física, a estar libre de torturas y de tratos 

crueles inhumanos y degradantes.21

La violación también es un problema de salud. Entre las consecuencias de salud que 

no son mortales se encuentran: afección de estrés postraumático, trauma y lesión 

físicos –como fístula traumática (desgarre)–, infecciones de transmisión sexual, abor-

to espontáneo, embarazo no deseado, y aborto inseguro (Bruyn, 2003). Asimismo, 

gran parte de las afectaciones psicológicas que sufren las mujeres que han estado 

en situaciones de violencia sexual se acentúan con las estigmatizaciones sociales e 

institucionales que impiden en muchos casos la realización de la denuncia y la pro-

secución de la investigación, entre otras consecuencias.

I.1.2. La violación y los grupos en situación de  
 vulnerabilidad 

Según el estudio de Heise y Ellsberg (2005), entre 8 y 27% de las mujeres y niñas 

informaron haber sido víctimas de violencia sexual por alguien que no era su pareja. 

Estos datos varían según el método aplicado. En Nicaragua, por ejemplo, sólo el 8% 

reconoce la violencia sexual en entrevistas cara a cara mientras que en cuestionarios 

autoadministrados estas cifras se incrementan hasta el 26% (Contreras et al., 2010). Un 

conjunto de evidencia importante en la región muestra que gran parte de la violencia 

sexual es perpetrada contra adolescentes, niños y niñas, y que las niñas pequeñas son 

particularmente vulnerables. De la misma manera, se ha encontrado una correlación 

entre los aspectos socioeconómicos y el riesgo de una mujer de sufrir violencia sexual. 

Los aspectos que aumentan el riesgo de violencia son: «vivir en contextos marginados, 

condiciones adversas como la orfandad o vivir en la calle y pobreza» (Contreras et al., 

2010: 51). Este dato es más inquietante dada la información probatoria que vincula el 

abuso sexual en la niñez y la adolescencia con la victimización durante la edad adulta, 

más violencia o relaciones sexuales sin protección (OMS, 2003).

Veamos algunas situaciones particulares de violencia sexual. En cuanto a la trata, 

Brasil y República Dominicana figuran entre los cuatro países del mundo con mayor 

número de mujeres víctimas de trata. Otros lugares con altos niveles son Colombia 

21 Como se verá en el capítulo II, varios tratados internacionales y declaraciones de derechos humanos 
recientes han definido la violencia contra la mujer como una violación de los derechos humanos. Tal 
es el caso de la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer (1993), la Convención 
Interamericana sobre la Prevención, el Castigo y la Erradicación de la Violencia contra la Mujer 
(Convención de Belém do Pará, 1994), el Programa de Acción de la Conferencia Internacional sobre la 
Población y el Desarrollo, celebrada en El Cairo (1994), y la Plataforma de Acción adoptada en la Cuarta 
Conferencia Mundial sobre la Mujer, celebrada en Pekín (1995).



16 y el Caribe. Adicionalmente existe también evidencia de que las mujeres migrantes 

en la región de LAC, en particular las indocumentadas, corren «alto riesgo de su-

frir abuso sexual durante el proceso de migración (Mora, 2006 en Contreras et al., 

2010)... aunque existe poca información cuantitativa sobre este asunto en la región. 

En un estudio de la frontera entre Guatemala y México se encontró que el 70% 

de las mujeres migrantes habían sufrido algún tipo de violencia y el 60% de esas 

mujeres declararon haber sufrido algún tipo de abuso sexual (Montaño et al., 2007 

en Contreras et al., 2010).

A su vez, existen espacios institucionales como las escuelas en los que, bajo la tuición 

estatal, niñas, niños y adolescentes son aún más vulnerables a la violencia sexual. Como 

se afirma en un documento sobre violencia sexual en las instituciones educativas (CDR 

et al., 2011: 2) «La Organización Mundial de la Salud estimó que en el año 2002, 150 

millones de niñas y 78 millones de niñas, niños y adolescentes en el mundo habían 

experimentado una relación sexual coaccionada, u otro tipo de violencia sexual que 

implicó un contacto sexual, y que una tercera parte de las adolescentes en el mundo 

había iniciado su vida sexual de manera forzada. Aunque la mayoría de víctimas de 

violencia sexual son atacadas por un miembro del entorno familiar, cientos de miles 

de niñas, niños y adolescentes en todo el mundo sufren estos abusos sexuales en sus 

escuelas». Así también en el estudio de 2006 de Naciones Unidas sobre la violencia 

contra los niños, niñas y adolescentes se reconoció que «en los centros educativos tam-

bién tiene lugar la violencia sexual y la violencia por motivos de género. En gran parte 

esta violencia la ejercen los profesores y estudiantes varones contra las muchachas».

Por otro lado, existe documentación acerca de violación a mujeres y niñas en con-

textos de conflicto armado y posconflicto (Colombia, El Salvador, Guatemala, Haití y 

Perú: Bastick et al., 2007; Rico, 1996 en Contreras et al., 2010; Human Rights Watch, 

2005). En el caso de Colombia pone además de manifiesto que el «desplazamiento 

interno como resultado del conflicto parece estar incrementando el riesgo de violencia 

sexual contra las mujeres». Allí, las cifras oficiales reconocen que más de una tercera 

parte de las mujeres desplazadas internamente han sido obligadas a tener relaciones 

sexuales (Amnistía Internacional, 2004 en Contreras et al., 2010: 36).

Aunque son pocos los estudios en la región LAC que indagan sobre la violencia o 

el abuso sexual de mujeres y niñas durante situaciones de emergencia causadas por 

desastres naturales se ha documentado el abuso experimentado por las mujeres en 

República Dominicana después del huracán Noel en 2007, así como entre las mujeres 

en Haití donde, un año después del terremoto, mujeres víctimas de violencia siguen 

llegando a diario a las oficinas locales de los grupos de mujeres encargadas de la 

atención a víctimas, según reporta Amnistía Internacional (2010) En todo caso, estas 

situaciones son más críticas si se considera que entre un 25% a 50% de las muertes 
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maternas ocurridas entre mujeres refugiadas se debe a complicaciones de aborto 

inseguro (Amnistía Internacional, 2010; Lehmann, 2002).22

Otro grupo de mujeres que enfrentan una particular situación de vulnerabilidad son 

quienes se encuentran en situación de prisión, donde el «Estado que regula los derechos 

reproductivos de las mujeres privadas de libertad aparece como significativamente vo-

luble y arbitrario... en parte porque las prisiones son instituciones cerradas que operan, 

en gran medida en las sombras, fuera del escrutinio público» (Roth, 2010).

En este contexto, y dada la magnitud del problema de la violación, así como las 

diversas vulnerabilidades que enfrentan las mujeres, es importante reconocer que el 

apoyo del sector salud es a menudo deficiente debido a problemas de infraestructura 

básica, problemas relativos al resguardo de la privacidad y la confidencialidad así 

como debido a actitudes discriminatorias. «Estudios en la región indican que gran 

parte del personal de salud expresa actitudes hostiles hacia las niñas y mujeres que 

revelan experiencias de abuso sexual» y a menudo no les preguntan si han sufrido 

violencia ni les ofrecen información, referencias o acceso a servicios de aborto (Le-

hmann, 2002: 67).

I.2. Violación, embarazo forzado  
 y aborto

Una de las consecuencias previsibles de la violación es el embarazo forzado (Londoño, 

2000). Este se define como cualquier embarazo que la mujer considera peligroso 

para su salud, su vida y su integridad (Chiarotti et al., 1997). Tanto la magnitud del 

embarazo forzado como sus consecuencias han sido poco documentadas pese a 

tratarse de una problemática frecuente: mujeres que fueron violadas por parte de 

sus parejas reportaron con más frecuencia tanto embarazos no deseados como 

«pérdidas», sean éstas un aborto espontáneo, un aborto inducido o un mortinato 

(Silverman et al., 2007).23

La relación entre el embarazo forzado y el aborto puede abordarse a través de es-

tudios realizados entre mujeres que atravesaron situaciones de abuso sexual y tam-

22 Pese a que la necesidad de servicios de aborto en contextos de refugiados, se mantiene sin documentar, 
el UNFPA (2010) reveló estas cifras. Las mismas son citadas en el trabajo de Lehmann (2002).

23 Estudio realizado en Bangladesh en una muestra nacional.



18 bién a través de estudios realizados con mujeres que acuden en busca de servicios 

de aborto. Sobre los primeros, las evidencias coinciden en señalar que alrededor 

del 10 al 15% de las mujeres que fueron abusadas resultan embarazadas. En un 

estudio realizado en 1996 en los Estados Unidos se entrevistaron telefónicamente 

4008 mujeres mayores de 18 años durante 3 años; entre éstas, 10% reportó haber 

quedado embarazada como producto de una violación (Távara et al., 2011). En otro 

estudio desarrollado en una institución de prestación de servicios en México que 

incluyó 1651 mujeres víctimas de violencia, la tasa de embarazo alcanzó poco más 

del 14% en el grupo de 12-49 años (Lara et al., 2003).

Otro estudio relevante es el realizado por la OMS (WHO, 2011). En relación con la 

prevalencia de la violencia sexual en las mujeres, en ese estudio realizado en 10 países 

en desarrollo en mujeres en edad reproductiva (15-49 años) entre 15 y 71% informó 

haber sufrido violencia física y/o sexual por parte de su pareja en algún momento 

de sus vidas: 70% en Etiopía y Perú. En ese mismo estudio, la primera experiencia 

sexual para muchas mujeres fue reportada como forzosa: 24% en el Perú rural; 28% 

en Tanzania; 30% en zonas rurales de Bangladesh; y 40% en Sudáfrica. Si bien la 

violencia sexual es perpetrada mayormente por parejas varones de mujeres adultas, 

esta investigación también muestra que la violencia sexual contra niñas y niños es 

común: aproximadamente 20% de las mujeres y 10% de los varones entrevistados 

reportaron haber sido víctimas de violencia sexual durante la niñez. También se re-

portó una alta prevalencia de violencia sexual en el noviazgo o relaciones similares: 

en Sudáfrica, 42% de las mujeres y 38% de los varones reportó haber sido víctima 

de violencia física (WHO, 2011).

Las evidencias de mujeres que acuden a servicios de aborto muestran que, por 

ejemplo en China, la prevalencia de violencia doméstica era del 23% –incluyendo 

18% de situaciones de abuso sexual, y 57% de las mujeres tenía una historia previa 

de aborto inducido–. En este estudio se concluye que una de las consecuencias del 

abuso sexual es la alta tasa de embarazos no deseados debido a fallas y/o dificul-

tades con el uso de anticonceptivos en esas situaciones. Por otro lado, la evidencia 

internacional también muestra que las mujeres que solicitan un aborto tienen un 

riesgo mayor de sufrir violencia doméstica en comparación con la población general 

(Wu et al., 2005).

En cuanto a la decisión sobre la continuación o no del embarazo, en el estudio re-

portado por Távara et al. (2011), 50% de las mujeres optó por interrumpirlo y en otra 

investigación realizada en Colombia en un centro que presta servicios a mujeres que 

atravesaron una violación, sobre 121 mujeres, el 63% interrumpió el embarazo (Lara 

et al. 2003). Finalmente, «los estudios indican que entre 50% y 60% de las adoles-

centes que quedan embarazadas tienen antecedentes de haber sido abusadas física o 
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sexualmente» (IPAS, 2005: 1; Klein y the Committee on Adolescence, 2005). A esto se 

suma el hecho de que muchas adolescentes recurren al aborto en estados avanzados 

del embarazo, cuando el riesgo de complicaciones es mayor (Olukoya et al., 2001).

I.3. La violencia sexual y el aborto en 
 las legislaciones de América latina

Los regímenes jurídicos sobre aborto en LAC pueden clasificarse de diversas for-

mas.24 A los efectos de este documento, distinguiremos, primero, las legislaciones 

que criminalizan el aborto de aquellas que han abandonado por completo el castigo 

penal. Entre estas últimas, se encuentran Cuba y Guyana. El resto de los regímenes 

legales del aborto penalizan la práctica con alcance dispar. Entre estos sistemas 

jurídicos encontramos un espectro que va desde las legislaciones que castigan el 

aborto durante todo el embarazo a aquellas que sólo prevén su sanción penal en 

las etapas más avanzadas de la gestación. Tal como se indica en el cuadro I, en LAC 

existen tres tipos puros de regulación penal positiva del aborto. 

Cuadro I. Modelos puros de regulación penal del aborto en los textos 

de las normas y la jurisprudencia

Modelos puros Países

De penalización total Chile, El Salvador, Honduras, Nicaragua, República 
Dominicana, Surinam

De causales permisos/indicaciones /aborto 
no puniblei

Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, 
Ecuador, Guatemala, Guyana, México, Panamá, 
Paraguay, Perú, Venezuela, Uruguay

De derogación/plazos o trimestres/mixto o 
combinado/a pedido de la mujerii

Guyana Francesa, México DF y Puerto Rico

i A lo largo del documento, se utilizarán las denominaciones modelos de causales o permisos, preferentemente.

ii En este documento se utilizará preferentemente la denominación modelo de plazos.

Fuentes: Actualización propia sobre la base de DAES y ONU Mujeres (2011).25

24  Una revisión compre hensiva de las clasificaciones puede hallarse en Eser y Koch (2005).
25 Las fuentes consultadas para la elaboración, actualización y verificación de esta sección del documento 

incluyen además: WHO (2011); Boland y Katzive (2008); y Boland (2010).



20 En un primer conjunto de países rige el modelo de penalización total donde el aborto 

se castiga sin contemplar expresamente excepciones. Este modelo está vigente en 

cinco países.26 Bajo este modelo, jueces o profesionales de la salud aceptan autorizar 

abortos muy excepcionalmente apelando al estado de necesidad en caso de peligro 

grave para la vida de la mujer embarazada (IDAES, 2011).

Un segundo modelo se conoce como modelo de permisos. Este es el tipo de legislación 

vigente, con variantes, en la mayoría de los países de LAC. Uno de los rasgos centrales 

de este modelo es la incorporación de una serie de causales bajo las cuales el aborto 

está justificado. Entre las causales consagradas en las legislaciones encontramos:

 \ La causal vida, definida como el peligro o riesgo para la vida de las mujeres.

 \ La causal salud, definida como el peligro o riesgo para la salud de las muje-

res, caracterizada en algunos países como salud física, mental y/o social.27

 \ La causal de aborto en caso de malformaciones incompatibles con la vida.

 \ La causal socioeconómica.

 \ La causal de aborto por inseminación forzada.

 \ La causal violación.28

Por último, un tercer modelo se conoce como el modelo de plazos por la supresión 

de la penalización del aborto en el embarazo temprano y su mantenimiento con una 

serie de causales de aborto permitido para las etapas avanzadas del mismo. En el caso 

de LAC esta regulación rige sólo en México DF, Guyana Francesa y Puerto Rico.29 

Además, en estas jurisdicciones el aborto se permite en las etapas más avanzadas 

del embarazo sólo en casos indicados en las normas penales y con ciertos plazos.30

26 Es, por ejemplo, el régimen instaurado en Chile desde 1989 y en Nicaragua desde que en el año 2007 
la Asamblea Nacional derogó la permisión del aborto terapéutico.

27 En algunos casos los abortos permitidos por peligro o riesgo para la salud, se denominan abortos 
terapéuticos.

28 En algunas legislaciones, las normas que tipifican las causales de despenalización contemplan, a veces, 
la necesidad de que el aborto «no pueda ser evitado por otros medios».

29 En estos países la ILE está disponible a demanda de la mujer y se excluye el recurso al derecho penal 
durante las primeras semanas del embarazo fijando plazos, como ocurre en México DF –donde la ley 
vigente sanciona el aborto que se produce a partir de las doce semanas.

30 En el caso de México DF, las indicaciones de aborto permitido rigen entre la semana doce y hasta la 
semana veinte, a partir de entonces la terminación del embarazo está prohibida. No obstante si bien 
la Circular de la SS del DF México establece un plazo de 20 semanas, en el Código Penal no se fija un 
plazo para los abortos terapéuticos, lo que daría una mayor margen de interpretación en casos difíciles 
que exigieran salvar la vida de la mujer o situaciones graves.
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En este documento se emplea la expresión modelo de permisos para englobar tanto 

los países que regulan el aborto según el modelo puro de permisos así como las reglas 

aplicables a partir del segundo trimestre en las jurisdicciones que, como México DF, 

establecen el modelo de plazos.31

Según se indica en las siguientes secciones, el modelo de permisos se presenta con 

importantes divergencias por países y dentro de ellos. Esas divergencias se observan 

al menos en dos niveles:

 \ El del derecho positivo: en la formulación legal del modelo en el texto de las 

normas del código penal y las reglas y la jurisprudencia que lo complementan.

 \ En la aplicación práctica de las normativas vigentes frente a las cuales exis-

ten variaciones en materia de políticas públicas, oferta efectiva de servicios, 

y grados de cumplimiento o de omisión de parte de las autoridades y las 

personas obligadas por la normativa aplicable. 

I.3.1. Variaciones del modelo de permisos  
 en el derecho positivo32

Desde el punto de vista de su diseño en el derecho positivo, en LAC el modelo de 

permisos varía por factores que incluyen:

a. Las causales de aborto permitido en el código penal y su alcance.

b. La exigencia de denuncias y/o autorizaciones previas a la realización del 

aborto permitido.

c. La identificación de las indicaciones como una «causal de justificación» o 

una «excusa absolutoria».33

d. El alcance de las penas y la definición de sobre quiénes recaen (las mujeres, 

los profesionales de la salud, etc.).

31 Además de México DF siguen este modelo de regulación la Guyana Francesa y Puerto Rico. Dado el status 
jurídico especial de ambas jurisdicciones dependientes de Francia y Estados Unidos respectivamente, 
y las complejas características de sus sistemas jurídicos, en el resto del documento se incluyen sólo 
referencias tangenciales a estos países.

32 En el resto del documento, la expresión «derecho positivo» se utiliza para hacer referencia al texto de 
las normas jurídicas de cualquier status (leyes, resoluciones, ordenanzas) y la jurisprudencia que las 
interpreta.

33 Para una explicación más completa de esta distinción puede consultarse el punto 1.3.1.2. (a) de este 
capítulo.



22 e. La previsión de plazos máximos para acceder al aborto según el tipo de 

causal.

f. La existencia de políticas públicas e iniciativas sanitarias en relación a la dis-

ponibilidad, accesibilidad, adaptabilidad y calidad del modelo de permisos.

g. La disponibilidad y el alcance de marcos regulatorios o protocolos que definan 

condiciones específicas de prestación y acceso a los servicios de ILE.

h. Las interpretaciones y los requisitos fijados en normas o regímenes comple-

mentarios como, por ejemplo, los que regulan la violencia sexual; las capa-

cidades de niñas, adolescentes y mujeres con discapacidad y las personas 

responsables de ellas; o las regulaciones del secreto profesional, objeción de 

conciencia, entre otros.34

La formulación del marco conceptual y las condiciones de aplicación para el acceso 

a la ILE en casos de violación que proponen los siguientes capítulos requiere agrupar 

los aspectos más relevantes compartidos por las 14 legislaciones de la región que 

adoptaron un modelo de permisos.35 Con ese propósito, clasificamos los modelos 

de permisos según los dos primeros criterios esbozados: el tipo de causales de 

abortos permitidos previstas en el código penal por un lado, y la exigencia o no de 

procedimientos previos que incluyan denuncias y/o autorizaciones de la ILE en caso 

de violación, por el otro.

I.3.1.1. Clasificaciones de los modelos  
 de permisos según causales y requisitos  
 de denuncia o autorización previa

Existen en la región tres tipos principales de modelos de permisos que son relevantes 

para la aplicación de la CV sexual:36

 \ Modelos con CV sexual, con y sin causal salud.

 \ Modelos sin CV sexual y con causal salud.

 \ Modelos sin CV sexual y sin causal salud (modelos con causal vida).

34 En los países federales y los que admiten grados de regulación administrativa descentralizada, además 
estas variaciones de los textos normativos pueden hallarse también entre jurisdicciones, según ocurre, 
por ejemplo, en la Argentina, Brasil o México.

35 La Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Guatemala, Guyana, México, Panamá, 
Paraguay, Perú, Venezuela, y Uruguay.

36 Dada su presencia marginal en las normas de la región, a los efectos de la presente clasificación no 
hemos considerado la causal socioeconómica, disponible en las legislaciones de Uruguay y el estado 
de Yucatán en México.
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Cuadro II. Variaciones del modelo de permisos por causal y dentro 

de la causal violencia

Variaciones de 
modelos de 
permisos por 
causal

Procedimientos previos para 
acceder a la ILE por causal violación 
(denuncias y autorizaciones o 
trámites judiciales) Países

Sin CV Sin causal 
salud, con 
causal vida

Guatemala

Con causal 
salud

Perú y Venezuela

Con CViii Sin denuncia previa Sin autorización 
ni trámite judicial 
previos

Brasil,ii,iii Ecuador, 
Paraguay

Con denuncia 
previa

Autorización o trá-
mite judicial previos

Estados de México,iii 
México DF (20 semanas), 
Bolivia y Panamá

Sin autorización 
ni trámite judicial 
previos

Uruguay (3 meses), Ar-
gentina, Colombia y Costa 
Ricai

i El aborto por violación se considera expresamente una excusa absolutoria.

ii La regulación expresamente aclara la no exigibilidad de denuncia previa del delito de violación.

iii La CV no coexiste con la causal salud ni en Brasil ni en algunos estados mexicanos. En el resto de los países 

contemplados en el cuadro las legislaciones contienen la causal salud y la CV.

 

Según el cuadro II, el primer conjunto de legislaciones que incluye la CV sexual se 

encuentra vigente en Argentina, Brasil, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Guyana, 

México, Paraguay y Uruguay. A su vez, entre estos países la CV coexiste con la causal 

salud, salvo en los casos de Brasil y algunos estados de México donde sólo se permite 

la ILE en caso de violación.37 El segundo grupo que no incorpora la violación como 

causa del aborto permitido incluye a Guatemala, Perú y Venezuela. Y, entre estas 

legislaciones, las de Perú y Venezuela incluyen la causal salud, mientras que la de 

Guatemala la omite, previendo sólo la causal vida.

37 El detalle actualizado de las normas locales mexicanas puede consultarse en http://www.gire.org.mx/
contenido.php?informacion=31.



24 En aquellos países en los que los códigos penales o la jurisprudencia contemplan la ILE 

en caso de violación, el aborto se justifica en caso de violación propia e impropia,38 

estupro, o acceso carnal sin coacción o sin libre consentimiento,39 con el alcance 

con que estas conductas son definidas en las normas que permiten el aborto y en 

la tipificación de las lesiones y los delitos de violencia sexual en cada código penal. 

La variación textual con la que las normas penales de la región definen la CV pue-

de observarse en el cuadro del anexo I que incluye el detalle de las normas o citas 

jurisprudenciales que consagran la causal.

En cada país, la CV se aplica según se define en el permiso de aborto por violación, 

es decir según se define en los códigos o leyes donde éste está consignado. Adicio-

nalmente, la CV debe interpretarse teniendo en cuenta la definición del tipo penal 

que castiga la violación que establecen los delitos especiales. Según lo muestra el 

cuadro del anexo II sobre las normas que tipifican los delitos de violación, también 

en esta dimensión los códigos de LAC exhiben variaciones relevantes, ya que algunos 

han sido objeto de reformas que actualizaron la tipificación de la violación para incluir 

conductas y formas de ejercicio de la violencia sexual históricamente no reconocidas 

como tales y que exceden la definición de violación, como el acceso carnal coactivo, 

para incluir la violencia ejercida sin coacción física pero mediante coacción psicoló-

gica o «sin consentimiento libre». Esa ampliación también ha tocado al castigo o la 

sanción agravada de la violación en las relaciones maritales o estables, en las que el 

acceso carnal se produce en contextos de violencia psíquica. En estos casos puede 

interpretarse que la CV permite la ILE por violación.

Modelos de permisos con causal violencia según requisitos de 

denuncia y/o autorización previa 

Tal como lo muestra el cuadro II, entre los modelos de permisos que consagran la 

CV pueden distinguirse aquellos que exigen requisitos específicos previos para la 

realización del aborto de aquellos que los excluyen expresamente o no los prevén.

De esta forma, entre las legislaciones que establecen requerimientos previos, algunas 

demandan la denuncia de la violación y trámites judiciales anteriores al aborto, como 

38 Algunas legislaciones de la región utilizan la expresión «violación impropia» para hacer referencia a 
la violación de personas menores de cierta edad –fijada en cada norma con criterios diversos– y a la 
violación de personas con discapacidad mental. La doctrina penal se refiere a este tipo de violación 
también como violación «ficta» o equiparada. En contraste, la expresión «violación propia» se utiliza 
para designar el resto de los casos de violación. 

39 Estos son los conceptos utilizados por las normas penales para tipificar conductas de violencia sexual. 
Para precisar en cada caso el alcance del tipo penal y del permiso para la ILE será necesario observar la 
formulación de los textos concretos de las normas de aborto y violencia sexual en cada código penal.
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en Bolivia, México o Panamá. Otras exigen solamente la denuncia previa de la viola-

ción, como en provincias de la Argentina y en Colombia, Costa Rica y Uruguay. Por 

último, un tercer grupo no requiere ni denuncia ni trámite previo. Aquí, sin embargo, 

se incluyen dos tipos de situaciones diferentes. De un lado, se encuentra Brasil, donde 

las normativas indican la inexigibilidad de la denuncia de violación, por lo que basta 

la palabra de la mujer. Por otro lado, en Ecuador, Guatemala y Paraguay, las normas 

nada dicen expresamente sobre la necesidad de la denuncia previa de la violación. 

En estos casos, la solicitud de la denuncia puede o no ser requerida en los hechos, 

según la interpretación de los actores a cargo de la ILE. Sin embargo, esta práctica 

discrecional es improcedente porque cuando la normativa no exige la denuncia de 

la violación, su demanda es inconsistente con las normas que asignan a la mujer la 

potestad de denunciar la violación. En esos casos además, la exigencia de denuncia 

previa implica vulnerar el principio de legalidad, al imponer un requisito no previsto 

normativamente.

Por otro lado, en estos países donde no se exige una denuncia previa es posible que 

la legislación permita o exija a las profesionales de la salud la denuncia o notificación 

posterior de la violación y la toma de la prueba para la futura investigación del delito. 

En cada país, esta obligación o potestad voluntaria de los profesionales de la salud 

dependerá de cómo se ha formulado en las normas positivas:

 \ La caracterización de la acción penal en el delito de violación como de acción 

pública o dependiente de instancia privada.

 \ La protección del secreto profesional.

 \ La obligación de denunciar en cabeza de las profesionales de la salud.

 \ La tipificación del delito de violación de los deberes de funcionario público 

o profesionales ante la omisión de la denuncia.

 \ Los regímenes de denuncia o puesta en conocimiento de casos de violencia 

en la regulación de protección de víctimas adultas, mujeres menores de edad 

y personas con discapacidad mental.

De la conjunción de todas estas normas, en cada país puede surgir:

 \ El alcance de los deberes de los profesionales de la salud de suministrar 

información sobre las alternativas de denuncia de la violencia.

 \ La potestad opcional o la obligación de denunciar la violación luego del 

aborto en cabeza de las profesionales de la salud.

 \ La potestad de la mujer víctima de efectuar la denuncia.



26  \ La potestad o los deberes de los tutores, guardadores o representantes legales 

de efectuar la denuncia.

 \ El deber adicional de los profesionales de la salud de poner en conocimiento 

de las autoridades administrativas encargadas de actuar ante hechos de vio-

lencia interpersonal estos hechos para prevenir o proteger a víctimas niñas, 

adolescentes o con discapacidad.40 Un ejemplo del complejo juego de estas 

normas puede hallarse en el anexo III al presente capítulo.

La ILE por violación en los modelos de permisos sin causal 

violencia

En los países en los que el modelo de permisos no incluye la CV, la ILE puede deman-

darse sobre la base de la causal salud, y cuando ésta no está contemplada, puede 

demandarse sobre la base de la causal vida, entendida ésta, como vida digna.41 En 

estos casos operan los requisitos previstos especialmente para acceder a la ILE ante 

el peligro para la salud o la vida.42

I.3.1.2. Otras variaciones regulatorias del modelo de permisos

Además de las variaciones en las categorías más relevantes mencionadas, en los 

países donde rige el modelo de permisos, las legislaciones sobre aborto divergen 

también en al menos otros cuatro niveles. Nos referimos a la variación de los modelos 

de permisos según:

 \ La determinación del modelo de permisos como un conjunto de causas de 

justificación o como excusas absolutorias.

 \ La disponibilidad y el alcance de marcos regulatorios o protocolos que definan 

condiciones específicas de prestación y acceso a los servicios de ILE.

 \ La existencia de políticas públicas e iniciativas sanitarias en relación a la dis-

ponibilidad, accesibilidad, adaptabilidad y calidad del modelo de permisos.

 \ La existencia de reglas que determinen la cobertura del costo y los gastos de 

los servicios de ILE en los sistemas públicos, privados o semipúblicos de salud.

40 La variedad de normas de este tipo da lugar a deberes o potestades de denuncia diferentes en los 
distintos países de la región. En el cuadro anexo III puede observarse un detalle simplificado de las 
normas vigentes sobre los deberes o potestades de denunciar de las víctimas y los profesionales de la 
salud.

41 En relación a la causal vida, véase la definición de vida digna en el capítulo 2.
42 Ver González Vélez, coord. (2008a).
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Por razones de extensión, se presenta a continuación una descripción sintética de 

las variaciones y los aspectos jurídicos generales involucrados en cada una de las 

dimensiones listadas.43

a. El modelo de permisos y el aborto permitido

En los países occidentales se ha debatido extensamente si las reglas que establecían 

tratos diferenciados a los abortos realizados en determinadas circunstancias consti-

tuían «causas de justificación»44 del aborto eximentes de responsabilidad o «excusas 

absolutorias» eximentes del castigo45 (Eser y Koch, 2005).

La respuesta a los desacuerdos sobre la caracterización de tales reglas resulta relevante 

porque la identificación de las causales de ILE como causas de justificación implica 

que la realización del aborto en los casos previstos no configura un delito para la 

mujer, las profesionales de la salud y otros partícipes, eliminando la asignación de 

responsabilidad. En cambio, la definición de los permisos de aborto como excusas 

absolutorias supone la configuración de una conducta delictiva frente a la que el 

sistema judicial sólo puede eximir la imposición de la pena a quienes expresamente 

se identifica en la norma penal. Es decir, la mujer, el médico y los restantes partíci-

pes en la realización del aborto en los casos previstos habrían cometido un delito 

y serían responsables, aunque podrían no ser pasibles de sanción penal cuando la 

norma lo estipulara.

Esta distinción técnica es relevante además, porque la estipulación de los permisos 

de aborto como causas de justificación conlleva:

 \ La legalidad de la oferta y provisión de servicios de aborto permitido.

43 Dado que el objetivo de este documento es servir a una audiencia regional, el abordaje de las divergencias 
y las disputas interpretativas abiertas en cada sistema jurídico es necesariamente sintético y se centra 
en las principales conclusiones justificadas en un marco de derechos humanos.

44 Desde el punto de vista técnico del derecho penal una causa de justificación es una previsión legal 
que funciona como autorización para la consumación de una conducta tipificada. La permisión de esa 
conducta exime de responsabilidad a su autor. La legítima defensa, el estado de necesidad constituyen 
ejemplos de causales de justificación.

45 Desde el punto de vista técnico del derecho penal, una excusa absolutoria es una previsión legal que 
se puede utilizar para reducir, o directamente eximir, la aplicación de un castigo cuando se consuma 
una conducta penalizada y contraria al derecho, es decir, una conducta no permitida. En este caso la 
conducta es típica, antijurídica y culpable, con lo cual si bien los elementos necesarios para la existencia 
de delito están presentes, la pena no se aplica por alguna circunstancia particular. Este vendría a ser 
el caso, por ejemplo, de las normas que eximen de pena a quienes, siendo cónyuges o parientes hasta 
algún grado de consanguinidad de quien haya cometido un delito, ayuden a este último a ocultarse u 
ocultar la comisión del mismo bajo ciertas circunstancias.
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de los servicios de aborto justificado.

Por el contrario, si las causales previstas en las normas penales representaran sólo 

excusas absolutorias, se arguye, no correspondería regular ni ofrecer la prestación 

de servicios de una práctica considerada delictiva.

Estos desacuerdos sobre la caracterización de las normas se han replicado a través 

del siglo XX en LAC produciendo interpretaciones restrictivas de las reglas penales 

y cercenando la posibilidad de ofrecer servicios de aborto en los casos permitidos.46

Ahora bien, la observación de las legislaciones de la región sugiere que la determi-

nación de si el modelo de regulación del aborto consagra un conjunto de causas 

de justificación o de aborto permitido, por un lado, o formula una serie de excusas 

absolutorias del castigo, por el otro, debe efectuarse o bien (a) sobre la base del 

texto explícito de las normas penales, la existencia de pronunciamientos de la ad-

ministración pública, o precedentes jurisprudenciales que estipulan o interpretan la 

caracterización de las causales como instancias de aborto permitido o no; o (b) a 

partir de la interpretación integral de las reglas que en los regímenes generales de 

derecho penal, constitucional e internacional de los derechos humanos funcionan 

como herramientas para determinar si una norma penal contiene una causa de jus-

tificación o una excusa absolutoria cuando ello debe ser interpretado por falta de 

claridad en la legislación.

Según se indica en el siguiente cuadro III, en los países que encuadran en el modelo 

de permisos, encontramos aquellos que como México, Paraguay o Uruguay han esta-

blecido que las causales previstas en la norma penal son eximentes de responsabilidad 

o que, como Costa Rica, estipulan, un tratamiento diferenciado para la CV donde 

se aclara que se trata de una excusa absolutoria,47 lo que termina generando una 

barrera adicional para acceder a la ILE por CV. También se encuentran países como 

Colombia, Bolivia o la Argentina donde decisiones judiciales indican la determinación 

de instancias de aborto permitido. Así, por ejemplo surge de la Sentencia C-355 de 

la Corte Constitucional de Colombia que: 

«... en los casos previstos en el artículo 124 son mucho más que excusas abso-

lutorias o causales de impunidad legal, también llamadas causales personales 

46 A veces esos desacuerdos provocaron reformas legislativas para clarificar los debates dogmáticos y las 
prácticas de obstrucción al modelo de permisos, tal como ocurrió en México en 2000 y 2002.

47 En Costa Rica, la causal salud y la causal vida, son en contraste, causales de justificación del aborto, es 
decir, eximentes de responsabilidad.
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de exclusión de la punibilidad y constituyen excepciones constitucionalmente 

obligatorias para el legislador pues si bien el fin que se busca con la penalización 

del aborto es proteger el principio de la vida humana, no justifica el sacrificio 

de la vida, la salud física y mental, la libertad de la mujer, por lo menos en las 

circunstancias que se estudian, es decir, la afectación de estos derechos no re-

sulta necesaria, útil y proporcionada y por tanto no se cumple con el requisito 

de que el beneficio constitucional obtenido sea superior al sacrificio que impone 

la restricción.

Ante el incumplimiento de las funciones que justifican el reproche penal, ha de 

solicitarse que el aborto cuando se realiza en las circunstancias de que trata el 

artículo 124 del Código Penal no se penalice, pues esta penalización es contraria 

a la Constitución».

Lo mismo puede inferirse de algunas de las decisiones judiciales argentinas que han 

obligado la realización de abortos en los casos previstos en el artículo 86 del Código 

Penal y que insisten en que dichos abortos deben ofrecerse sin previa autorización 

judicial (Ramos et al., 2009).48

En tercer término, encontramos a Brasil o algunas jurisdicciones de la Argentina donde 

la existencia de normas administrativas provinciales y federales que regulan la oferta 

y el acceso a servicios de ILE reflejan la definición administrativa de un modelo de 

permisos. En cuarto lugar, se hallan los sistemas jurídicos de Ecuador, Guatemala, 

Panamá, Paraguay, Perú, y Venezuela, donde no existen previsiones legislativas, ad-

ministrativas o jurisprudenciales expresas que definan el carácter de los permisos de 

aborto, pero donde la interpretación sistémica de las normas generales del código 

penal junto con la Constitución y los tratados de derechos humanos que obligan 

a esos países, permite concluir que los códigos penales consagran un modelo de 

permisos en el cual el aborto se encuentra justificado en los casos señalados.

48 Para una revisión sistemática de las sentencias argentinas en casos de abortos justificados según el art. 
86 del Código Penal pueden consultarse los trabajos de Cárdenas y Tandeter (2008) y Menéndez (2011).
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justificación o excusa absolutoria

Definición por Permisos de aborto como 
causas de justificación  
(no se configura el delito de 
aborto)

Permisos de aborto como 
excusa absolutoria  
(existe delito pero no debe 
aplicarse castigo)

Código Penal o legislación 
especial

México (códigos estatales y Ley 
Federal)i

Costa Rica (todas las causales 
menos la CV)

Paraguay

Uruguay 

Costa Rica (Código Penal): sólo 
para la CV (art. 93)

Jurisprudencia Colombia (sentencia Corte Cons-
titucional C-355)

Argentina (sentencia de Prov.
de Chubut)

Regulaciones administrativas Argentina, Brasil

Definición por el juego de 
leyes, reglas y principios ge-
nerales del derecho penal, 
derecho constitucional y de-
recho internacional de los 
derechos humanos

Bolivia, Ecuador, Guatemala 
Panamá, Perú, y Venezuela

i No obstante, por el lenguaje de algunos códigos penales estableciendo que en el delito de aborto «no se aplicará 

sanción», en algunos estados se puede entender que el delito se configura pero en ciertas circunstancias se 

excluye la pena, denominándose «excusa absolutoria», más aún tomando en cuenta la primera sentencia de la 

Suprema Corte de Justicia de México donde así lo definió. En un posterior fallo, la Suprema Corte no abordó la 

cuestión, sin embargo, estableció que era facultad del legislador local despenalizar o no una conducta, siendo 

la despenalización del aborto una medida idónea para proteger los derechos humanos de las mujeres.l

l SCJN, Acción de Inconstitucionalidad 10/2000, engrose a cargo de la ministra ponente Olga María del Carmen Sánchez Cordero, 29 
y 30 de enero de 2002. Disponible en <http://www2.scjn.gob.mx/juridica/engroses/cerrados/302/00000100.019.doc> [consulta: 
25 de junio de 2012]; y SCJN, Acción de Inconstitucionalidad146/2007 y su acumulada 147/2007, ministro ponente: Sergio Salvador 
AguirreAnguiano, ministro encargado del engrose: José Ramón Cossío Díaz, 28 de agosto de 2008. Disponible en<http://www.equidad.
scjn.gob.mx/IMG/pdf/ENGROSECOSSxcdO-146-07.pdf>[consulta: 25 de junio de 2012].

b. Las regulaciones sanitarias y administrativas sobre la  

 prestación y oferta de servicios de ILE

Al aceptar que, con la excepción prevista para el aborto por violación en Costa Rica, 

el modelo de permisos vigente en el resto de los países de la región contempla la 
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permisión del aborto frente a un conjunto de conductas justificadas que eximen 

de responsabilidad a la mujer, los profesionales de la salud y otros partícipes, los 

regímenes vigentes se distinguen según la disponibilidad de regulaciones sanitarias 

y administrativas que contemplan las condiciones para la aplicación del modelo de 

permisos y la prestación efectiva de servicios de ILE. 

Según surge del cuadro IV, esas regulaciones existen hoy en algunas provincias de 

la Argentina y a nivel nacional en Brasil, Colombia, y México donde rigen distintos 

tipos de normas jurídicas. El avance en la emisión de esos nuevos marcos normativos, 

complementado a veces por pautas jurisprudenciales como las establecidas por la 

Corte Constitucional de Colombia o los tribunales superiores en varias provincias 

argentinas, es un fenómeno reciente y en constante evolución.

Cuadro IV. Países con modelos de indicaciones reglamentados a través 

de normas administrativas o sanitarias

Países con 
regulaciones 
específicas

Tipo de 
regulación

Nivel de 
regulación Fecha

Causales 
reguladas Jurisdicciones

Argentina Ley provinciali

Decreto provincial

Resolución 
administrativa 
provincial

Provincial y 
municipal

2007 en 
adelante

Varía según 
provincia

Ciudad de Buenos 
Aires, provincia 
de Buenos Aires, 
Chubut, Santa Fe, 
Neuquén, Ciudad 
de Rosario.

20 provincias sin 
regulación

Brasil Norma técnica 
nacional

Federal 2005 Sólo violen-
cia sexual

Colombia Decreto presiden-
cial y otro conjun-
to de normas de 
orden ministerial 
que adoptan Guía 
Técnicai

Nacional 2006 Todas

México Ley federal 

Legislación y reso-
luciones ministe-
riales locales 

Locales y 
federalii

2000 en 
adelante

A nivel 
federal sólo 
violación y 
en algunos 
estados 
también 
se incluyen 
otras cau-
sales

Con variaciones por 
estadoiii



32 Países con 
regulaciones 
específicas

Tipo de 
regulación

Nivel de 
regulación Fecha

Causales 
reguladas Jurisdicciones

Panamá Norma ministerial Nacional 1988 Todas

i Actualmente, desde octubre de 2009, el decreto presidencial 4444 se encuentra suspendido.
ii Norma Oficial Mexicana 046 (federal) regula la violencia familiar y violencia sexual, y prevé la prestación de servicios 

de aborto por violación. También están los lineamientos de los Estados de Chihuahua, México D.F. y Oaxaca.

iii Para un detalle actualizado de las normas locales vigentes en México puede verse el sitio oficial de GIRE 
http://www.gire.org.mx/contenido.php?informacion=70

La lectura integral de las distintas normas referidas en el cuadro IV junto con los 

criterios más explícitos desarrollados en los códigos penales y la jurisprudencia, han 

establecido un conjunto de pautas que regulan con mayor detalle la prestación de 

los servicios de ILE correspondientes al modelo de permisos allí donde está vigente.

El cuadro anexo IV sintetiza algunas de esas reglas a las que se hará referencia en 

los próximos capítulos. Entre los aspectos regulados por esas normas se destacan:

 \ Requisitos específicos para el acceso a la causal salud

 \ Determinación médica del peligro para la vida o la salud de la mujer.

 \ Concepto de salud integral.

 \ Requisitos para la constatación de la causal (un médico/varios médicos/

comités de ética/comités interdisciplinarios/ médico especialista).

 \ Requisitos específicos para el acceso a la causal violación

 \ Definición de la CV.

 \ Exigencia de denuncia previa de la violación. Formatos de la denuncia 

(escrita/oral, policial, judicial, documento público).

 \ Exigencia de autorización judicial o administrativa previa (pautas, trámites 

ante fiscalías, juzgados, policía).

 \ Requisitos para constatación de la violación (test, ADN, otros requisitos).

 \ Requisitos de denuncia posterior de la violación (deber u opcional).

 \ Presunción de violación en víctimas mujeres menores de edad o con 

discapacidad.

 \ Requisitos de preservación de la evidencia de la violación (deber u op-

cional).
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 \ Requisitos consentimiento informado.

 \ Requisitos objeción de conciencia.

 \ Requisitos generales previos para la aplicación de las causales de aborto 

permitido

 \ Plazos.

 \ Intervención de comités, uno o más profesionales de la salud y tipo de 

profesional (requisito opcional u obligatorio).

 \ Requisitos de refrenda de autoridades superiores (directores, autoridades 

del sistema de salud).

 \ Mecanismos de apelación de decisiones (administrativos, judiciales).

 \ Sanciones por la no prestación del servicio.

 \ Requisitos para mujeres de grupos en situación de vulnerabilidad

 \ Mujeres con discapacidad (diferencias por tipo de discapacidad).

 \ Niñas.

 \ Adolescentes.

 \ Mujeres indígenas.

 \ Mujeres migrantes.

 \ Mujeres en zona de conflicto/desplazadas.

 \ Mujeres en situación de prisión.

 \ Requisitos generales para la prestación de los servicios de interrupción del 

embarazo

 \ Consentimiento de pareja.

 \ Confidencialidad.

 \ Objeción de conciencia.

 \ Contenidos de la información (sobre violación, embarazo, procedimiento 

de interrupción).

 \ Modelo de atención (ILE dentro de programas de atención integral a 

víctimas de violencia sexual).

 \ Asesoramiento o consejería previos obligatorios.



34  \ Oferta de anticoncepción de emergencia.

 \ Consejería posaborto (incluida la anticoncepción).

 \ Períodos de espera.

 \ Consentimiento materno/paterno o de representantes.

 \ Métodos previstos para el aborto (medicamentos, quirúrgico).

 \ Financiamiento o subsidio público de los servicios.

 \ Condiciones del funcionamiento de redes de servicios y sistemas de 

referencia y contrarreferencia.

 \ Requisitos específicos sobre instalaciones.

 \ Requisitos relativos al tipo de profesional acreditado para prestar el 

servicio.

 \ Medidas para formación y entrenamiento en ILE (aspectos éticos y téc-

nicos).

 \ Sistemas de información.

Además, en algunos países de LAC las normas de atención de víctimas de violencia 

sexual hacen excepcionalmente alusión a los servicios de ILE. En ese caso, las normas 

sanitarias y administrativas que regulan la ILE deben interpretarse en consonancia 

con las que prevén la atención de víctimas de violencia sexual.49

c. Políticas públicas e iniciativas sanitarias  

 en relación a la disponibilidad, accesibilidad, adaptabilidad 

 y calidad del modelo de permisos

Las normas que establecen los modelos de permisos de aborto en LAC fueron 

sancionadas a lo largo del siglo XX y en la última década del presente siglo. Sin 

embargo, sólo en las últimas dos décadas en algunos países de la región se inició el 

desarrollo de iniciativas estatales tendientes a garantizar la disponibilidad, accesibi-

lidad, adaptabilidad y calidad de servicios públicos y privados de ILE. En la mayoría 

de los países de la región donde este proceso se ha iniciado éste es incipiente y en 

49 Un ejemplo de estas normas lo proveen, por ejemplo, la Norma Técnica para la Atención de los Agravios 
resultantes de la violencia sexual contra las mujeres y las adolescentes (2005) y el Modelo Integrado 
para la Prevención y la Atención de la Violencia Familiar y Sexual (2006) del Ministerio de Salud del 
Gobierno de Brasil.
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muchos otros aún no se observan avances regulatorios para garantizar la aplicación 

del modelo de permisos vigente.50

Como consecuencia de ello, el cumplimiento de parte de los sujetos públicos y 

privados de las obligaciones de garantizar la disponibilidad de servicios de ILE es 

aún insuficiente y parcial, y difiere sustantivamente entre los países de LAC. Las di-

ferencias son también importantes dentro de cada país y en los distintos niveles de 

organización de los sistemas judiciales, administrativos y de salud. Así, es posible que 

en la práctica el modelo de permisos de aborto varíe incluso allí donde las normas 

son textualmente similares. Paradójicamente, en ocasiones se observa que normas 

jurídicas diferentes plantean prácticas de restricción en la prestación de servicios de 

ILE parecidas, según veremos en el capítulo V, en el que se describen las barreras 

que impiden el acceso al aborto por CV en los países de LAC.

Respecto de la existencia de políticas públicas, iniciativas sanitarias estatales, y 

ofertas públicas de servicios de ILE, si bien no existen relevamientos sistemáticos las 

barreras de acceso, la literatura disponible sugiere que éste es insuficiente incluso 

donde existen reglas sancionadas recientemente. Así, países con reglas administrativas 

que regulan el acceso a servicios de ILE muestran un grado de aplicación dispar y 

una disponibilidad variada de servicios. Por otro lado, países que no han aprobado 

marcos regulatorios adicionales a las normas penales exhiben en ocasiones políticas 

públicas tendientes a promover la oferta de servicios de ILE.

Sin perjuicio de las descripciones específicas de las barreras de acceso al aborto ante 

la CV que se identifican en el capítulo V, el siguiente cuadro V ordena los países de 

LAC en función de la existencia de marcos regulatorios que complementan las normas 

penales y la disponibilidad de algún tipo de iniciativa pública u oferta de servicios 

de ILE.51 Según surge del cuadro, la previsión en el derecho positivo de modelos de 

permisos no se correlaciona necesariamente con la existencia de iniciativas públicas 

para su implementación o cumplimiento, ni siquiera allí donde en los últimos años 

se han emitido regulaciones tendientes a promover la accesibilidad a la ILE.

50 Una llamada de atención sobre las deudas de implementación de servicios de ILE que caracterizan el 
accionar de los Estados de la región en los que la legislación permite el aborto en ciertas circunstancias 
puede hallarse en las recomendaciones efectuadas a los distintos países de LAC por los comités de 
monitoreo de los tratados de derechos humanos de Naciones Unidas.

51 Las iniciativas sanitarias que se listan son aquellas que tiene como norma de referencia a la ley penal 
que establece los permisos para la interrupción del embarazo.
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del modelo de permisos

Países Regulaciones administrativas y 
sanitarias

Existencia de 
iniciativas públicas 
para implementación 
o cumplimiento

Pa
ís

es
 o

 ju
ri

sd
ic

ci
on

es
 c

on
 R

eg
ul

ac
io

ne
s 

de
 IL

E

Argentina 

(5 provin-

cias)

Protocolos de Aborto No Punible en 

provincia de Buenos Aires, Ciudad 

de Buenos Aires, Neuquén, Santa Fe, 

Chubut (2007 en adelante)

Sí, pero no en todas 

las provincias con re-

gulación

Brasil Norma Técnica para la Atención Huma-

nizada del Aborto (2005)

Norma Técnica para la Atención de 

los Agravios resultantes de la violencia 

sexual contra las mujeres y las adoles-

centes (2005)

Sí, pero no en todos 

los estados del país

Colombia Decreto Presidencial (2006) y otro 

conjunto de normas administrativas 

como la Resolución que adopta la Guía 

Técnica (aprobadas a partir de 2006)i

Sí, pero aún no en 

todas las regiones del 

país

México Normas locales (leyes y/o normas sani-

tarias) (2002 en adelante)ii
Sí, pero no en todos 

los estados

México DF Lineamientos generales de organiza-

ción y operación de los servicios de 

salud relacionados con la interrupción 

legal del embarazo en el DF. 

ILE después de la 

semana 12 y hasta 

semana 20, disponi-

ble pero no en todos 

los estados

Panamá Resuelto No. 02007 de 1988 que or-

dena la conformación de la Comisión 

Nacional Multidisciplinaria de Aborto 

Terapéutico

Sí
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Países Regulaciones administrativas y 

sanitarias
Existencia de 
iniciativas públicas 
para implementación 
o cumplimiento

Pa
ís

es
 o

 ju
ri

sd
ic

ci
on

es
 s

in
 r

eg
ul

ac
io

ne
s 

sa
ni

ta
ri

as

Argentina 

(19 provin-

cias)

Sin regulaciones sanitarias No

Bolivia No

Ecuador No

Guatemala En algunos centros 

médicos

Paraguay No

Perú Sí, en algunos centros 

médicos

Uruguay No

i Actualmente, desde octubre de 2009, el Decreto Presidencial 4444 se encuentra suspendido.

ii Ver nota 49 supra.

d. La existencia de reglas que determinen la cobertura del  

 costo y los gastos de los servicios de ILE en los sistemas  

 públicos, privados o semipúblicos de salud

Finalmente, un rasgo importante de la mayoría de las políticas y regulaciones sani-

tarias mencionadas es la ausencia –salvo excepciones como Colombia y provincias 

argentinas– de reglas que exijan la cobertura del costo y los gastos de los servicios 

de ILE en los sistemas públicos, privados o semipúblicos de salud.
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capítulo II

 

 
Marco conceptual 
para la 
comprensión de la 
causal violación 
como un asunto 
de derechos 
humanos: 
derechos, 
principios y 
salud pública

Este capítulo presenta en primer lugar los principios y derechos que sirven 

de sustento a la interpretación y aplicación de la CV (sección II.1.) a lo que 

se incorporan aportes desde la salud pública que resultan relevantes para 

el acceso a la ILE por CV (sección II.2.).

El marco conceptual adoptado en este documento propone un tratamiento 

de la CV desde la perspectiva de los derechos humanos. También resalta 

la obligación de los Estados de garantizar la prestación del servicio de ILE 

como un elemento clave para proteger los derechos involucrados en esta 

causal dada la relación intrínseca que existe entre el reconocimiento de 

un derecho y las condiciones necesarias para su goce efectivo. Esta obli-

gación del Estado implica que el sector salud y el sector judicial (incluidas 

otras autoridades e instancias administrativas) destinen recursos colectivos 

para la defensa de los derechos involucrados en la CV así como prohíba 

la interferencia u obstaculización de su goce (Sunstein, 2010). Se parte 



40 de reconocer que los derechos carecen de «virtualidad práctica, en ausencia de 

un Estado que vele por su protección» pues «es difícil separar los derechos de las 

responsabilidades, porque son correlativos» (Holmes y Sunstein, 2011: 16 y 162). En 

ese sentido, una primera obligación sería adoptar todas las medidas necesarias para 

dar cumplimiento a la legislación y a las políticas públicas, respetando los derechos 

de las mujeres (investigando y sancionando la violencia adecuadamente) y garanti-

zando la prestación del servicio de interrupción del embarazo. Una consideración 

particularmente relevante en el tratamiento de la CV es que se requiere de un marco 

que establezca una doble protección, por un lado la atención integral de la violación 

y por el otro, la garantía de ILE.

Este marco conceptual fue construido sobre la base de la producción del derecho 

internacional comparado, con una mirada que integra la dimensión sustantiva (los 

derechos y principios que fundamentan el establecimiento de la causal), y la dimen-

sión procedimental (los derechos sobre la base de los cuales la causal debe aplicarse). 

También se ha construido desde la perspectiva de la salud pública, que entiende a 

la violación como una afectación de la salud física, psíquica y social de la mujer, a 

los que deben sumarse otros impactos colectivos y públicos.

Es importante anotar que la CV, a diferencia de otras causales –como la causal salud 

y la causal por malformaciones fetales– no se define y procesa únicamente en el 

sector salud sino que involucra otros ámbitos como el judicial y/o el administrativo.52 

Esto hace que una gama más amplia de derechos y obligaciones resulte relevante 

para su aplicación.

La fundamentación del marco conceptual que se desarrolla en este capítulo incluye 

al mismo tiempo la sustancia y el procedimiento: ¿por qué existe la CV? y ¿por qué 

aplicar la CV?53 

52 Este involucramiento de otros sectores puede ser un requisito expresamente previsto en las normas 
que regulan el acceso a la ILE o las que se refieren al tratamiento de víctimas de violencia sexual; puede 
ser exigido allí donde persisten dudas interpretativas sobre las condiciones de aplicación de las normas 
de ILE; o puede ser impuesto como barrera cuando las normas específicamente niegan la exigencia de 
trámites como la denuncia de la violación.

53 Además de fundamentar la CV y su aplicación en los países que establecen el modelo de permisos para 
abortar, los principios, los derechos y las razones de política pública desarrollados en este capítulo también 
fundamentan el acceso a la ILE en los países que regulan el aborto según el modelo puro de penalización 
total. En esos casos, los principios, derechos y razones de política y salud pública desarrollados en este 
capítulo conforme al marco de derechos humanos justifican la prestación de servicios de ILE ya que la 
penalización total del aborto resulta incompatible con aquellos.
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II.1. Los principios y derechos

La interpretación y aplicación de la CV deben estar orientadas por un conjunto de 

principios derivados del marco internacional de protección de los derechos humanos. 

Además de enmarcarse en los conceptos de derechos humanos, estos principios 

ponen de manifiesto aspectos éticos fundamentales que encuentran su recepción 

también en los principios que guían el ejercicio de las profesiones. De esta manera, 

el respeto de los derechos humanos es vinculante tanto para los Estados como para 

quienes participan en la aplicación de la CV desde distintos sectores.

Estos principios abarcan:

a. Respeto y protección (abstenerse de obstaculizar directa o indirectamente el 

acceso a servicios de ILE y garantizar que terceros no lo obstaculicen).

b. Cumplimiento (garantizar el acceso efectivo a servicios de ILE).

c. Igualdad (formal y material: los mismos derechos para todas las personas y 

adopción de medidas adecuadas para atender las necesidades diferentes).

d. Equidad (eliminación de las desigualdades evitables e injustas).

e. No discriminación (impedir que las mujeres se vean afectadas por la ausencia 

de servicios cuando se trata de acceder a aquellos que les afectan de manera 

exclusiva como es el caso de la ILE).

f. El principio de dignidad.54

A continuación se desarrollan los derechos que conforman el marco conceptual de 

este documento:

a. El derecho a estar libre de tratos crueles, inhumanos y degradantes, como 

derivación del principio de dignidad.

b. El derecho a la vida.

c. Derecho a la libertad, la autonomía y el libre desarrollo de la personalidad.

d. El derecho a la igualdad y la no discriminación.

e. El derecho a la privacidad y a la intimidad.

f. El derecho a la información.

54 Para ampliar la información sobre los principios que deben guiar la aplicación de la CV ver (González 
Vélez, coord. 2008a: 158-179).



42 g. El derecho al debido proceso.

h. El derecho a la salud.

a. El principio de la dignidad humana y el derecho a  

 estar libre de tratos crueles, inhumanos y degradantes

El principio a la dignidad humana ha sido reconocido en numerosos instrumentos 

internacionales de derechos humanos y es uno de los fundamentos de la CV más 

importantes (González Vélez, coord., 2008a).

La dignidad refiere a la capacidad de decidir y está presente en la configuración del 

resto de las libertades y derechos. «Desde la perspectiva de los derechos de las mu-

jeres, quienes históricamente han sido privadas y limitadas en libertades, la dignidad 

humana recoge todos aquellos elementos necesarios para lograr una calidad de vida 

plena» (Bohorquez y Aguirre, 2010: 139).

La dignidad humana está formulada de diversas maneras en los instrumentos de 

derechos humanos. La Convención Americana de Derechos Humanos en los artí-

culos 5, 6 y 11 hace referencia directa a la dignidad (Bohorquezy Aguirre, 2010). 

En el artículo 5.2 lo configura como la prohibición de ser sometido a tratos crueles, 

inhumanos y degradantes, «Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos 

crueles, inhumanos o degradantes».

El argumento de la dignidad afirma que «obligar a una mujer a continuar con un 

embarazo no querido ni decidido por ella, sino que es el resultado de una agresión 

sexual supone desconocer que la mujer es una persona con un proyecto de vida, a 

quien no puede imponerse por la fuerza un embarazo que no es producto de una 

relación libre y consentida sino el resultado de conductas arbitrarias que desconocen 

su carácter de sujeto autónomo de derechos».55 

El principio a la dignidad humana fue reconocido como uno de los fundamentos de 

la despenalización del aborto en Colombia.56 Así, la sentencia C-355 de 2006 con-

sideró que «La dignidad humana asegura de esta manera una esfera de autonomía 

y de integridad moral que debe ser respetada por los poderes públicos y por los 

particulares. Respecto de la mujer, el ámbito de protección de su dignidad humana 

incluye las decisiones relacionadas con su plan de vida, entre las que se incluye la 

55 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-355 de 2006.
56 En el ordenamiento jurídico colombiano, el principio de dignidad también es reconocido como un 

derecho humano.
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autonomía reproductiva, al igual que la garantía de su intangibilidad moral, que 

tendría manifestaciones concretas en la prohibición de asignarle roles de género 

estigmatizantes, o inflingirle sufrimientos morales deliberados». Según esta senten-

cia, la dignidad humana establece límites a la facultad del legislador de penalizar el 

aborto; es decir cuándo debe decidir sobre las conductas que declara como delitos 

y las penas que les impone.

Reconocer a las mujeres como sujetos de dignidad –explicó la Corte colombiana–im-

pide la penalización total del aborto: «una regulación penal que sancione el aborto 

en todos los supuestos, significa la anulación de los derechos fundamentales de la 

mujer, y en esa medida supone desconocer completamente su dignidad y reducirla 

a un mero receptáculo de la vida en gestación, carente de derechos o de intereses 

constitucionalmente relevantes que ameriten protección.»

En cuanto al embarazo derivado de violación, explicó también el Tribunal constitu-

cional colombiano que la dignidad humana: «debe ser una de las hipótesis bajo las 

cuales debe considerarse que la interrupción del embarazo no es constitutiva de 

delito de aborto, no sólo por la manera como fue inicialmente contemplada por el 

legislador sino también porque en este caso la prevalencia absoluta de la protección 

de la vida del nasciturus supone un total desconocimiento de la dignidad humana 

y del libre desarrollo de la personalidad de la mujer gestante, cuyo embarazo no es 

producto de una decisión libre y consentida sino el resultado de conductas arbitrarias 

que desconocen su carácter de sujeto autónomo de derechos y que por esa misma 

razón están sancionadas penalmente en varios artículos del Código Penal».57

La prohibición de tratos crueles, inhumanos y degradantes protege a las mujeres 

de la imposición de un embarazo que no han decidido y de la obligación de conti-

nuarlo hasta el parto cuando no lo desean. En este sentido se han expedido varios 

pronunciamientos de tribunales nacionales y órganos de monitoreo de los tratados 

de derechos humanos:

 \ «obligar a la madre a llevar a término el embarazo implicaba del mismo 

modo someterla a tratos crueles, inhumanos y degradantes que afectan su 

intangibilidad moral, esto es, su derecho a la dignidad humana.»58 

 \  Se recomienda «al Estado [de Nicaragua] despenalizar el aborto en casos 

de violación y riesgo para la salud de las mujeres: ‘16. El Comité expresa su 

profunda preocupación por la prohibición general del aborto (...) esta situación 

57 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-355 de 2006.
58 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia T-585 de 2010



44 implicaría para los grupos de mujeres arriba señaladas una constante exposi-

ción a las violaciones cometidas contra ellas, lo que supone un grave estrés 

traumático con el riesgo de padecer prolongados problemas psicológicos, 

tales como ansiedad y depresión. El Comité nota también con preocupación 

que las mujeres que solicitan el aborto por las circunstancias mencionadas 

más arriba, corren por ello el riesgo de penalización. Asimismo, le preocupa 

al Comité que la ley que autorizaba el aborto terapéutico en tales condiciones 

fuera derogada por el Parlamento en 2006 y que desde la adopción de esta 

prohibición se han documentado varios casos en los cuales la muerte de la 

mujer embarazada estuvo asociada a la falta de una oportuna intervención 

médica orientada a salvar su vida, en clara violación de las numerosas normas 

éticas de la profesión médica (...)».59

En el caso de la CV, el principio a la dignidad y el derecho a no estar sometida a 

tratos crueles inhumanos y degradantes implican que la mujer no puede ser forzada 

«a adoptar comportamientos en su vida reproductiva contra su voluntad, como el 

embarazo forzado, la negativa a proveer servicios de aborto terapéutico, la termina-

ción forzada del embarazo y, particularmente, la continuación forzada del mismo».60 

Obligar a las mujeres a sufrir en su cuerpo las consecuencias del delito del que han 

sido víctimas supone reproducir su victimización e implica infligirles daños psicológicos 

y morales que configuran un trato cruel, inhumano y degradante (Cook et al., 2010).

Por otra parte, el ideario suicida que la imposición forzada del embarazo puede 

provocar, constituye un trato cruel, inhumano y degradante. Así lo entendieron 

los tribunales de Irlanda del Norte, que han afirmado que el riesgo de suicidio de 

una mujer embarazada constituye una amenaza a la vida de la mujer, que no sólo 

se traduce en los daños físicos sino en la angustia mental que puede causarle su 

predisposición al suicidio.61 

Desde 1949, la Comisión contra Crímenes de Guerra de las Naciones Unidas, ha 

condenado la instrumentalización del cuerpo de las mujeres para servir los intereses 

del Estado. Esta condena comprendió tanto la imposición forzada del embarazo 

como la del aborto al considerar que dicha afrenta representaba un atentado a la 

autonomía y la dignidad de la mujer y un trato cruel, inhumano y degradante.62

59 Comité Contra La Tortura 42º período de sesiones.
60 Comité Contra la Tortura 42° período de sesiones: 101.
61 Northern Ireland Law Reports 188 (Court of Appeal) Family Planning Association of Northen Ireland v. 

Minister for Health Social Services and Public Safety, 2004. 
62 U.N. War Crimes Comm’n, Trial of Ulrich Greifelt and Others, 1949.
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Asimismo, cuando las normas vigentes justifican el aborto en caso de violación, pero 

los servicios de ILE no se ofrecen, se deniegan, o se imponen dilaciones, demandas no 

previstas o carentes de fundamento jurídico, la omisión, la negación o la obstrucción 

arbitraria también representan otra forma de trato cruel, inhumano y degradante.

También la falta de acceso a la ILE, en los casos de violación ha sido entendida 

como un trato cruel, inhumano y degradante. Las Observaciones finales el Comité 

de Derechos Humanos de 1996 en el caso de Perú así lo establecieron con relación 

a la prohibición del acceso a servicios, estando éste proscrito por el artículo 7 del 

PIDCP: «15. (...) También lo preocupa [al Comité] que el aborto esté sujeto a sancio-

nes penales, aun en el caso de que el embarazo de una mujer sea producto de una 

violación y de que el aborto clandestino sea la mayor causa de mortalidad materna. 

Estas disposiciones traen como resultado someter a las mujeres a un tratamiento 

inhumano y pudieran ser incompatibles con los artículos 3, 6 y 7 del Pacto». Como 

consecuencia de lo anterior, en las recomendaciones finales indicó: «22. (...) El Perú 

debe asegurarse de que las leyes que guardan relación con la violación, el abuso 

sexual y la violencia contra las mujeres las protejan de manera eficaz y debe tomar 

las medidas necesarias para evitar que las mujeres deban arriesgar su vida en razón 

de la existencia de disposiciones legales restrictivas sobre el aborto»

Más recientemente, en su decisión contra la Argentina en el caso LMR el Comité 

consideró que la obstrucción y la dilación de los servicios de aborto previstos en el 

código penal, solicitados por una mujer menor de edad que padecía un retraso mental 

y había sido víctima de violación, causaban un daño moral y físico que representa 

una violación del art. 7 y un incumplimiento del art. 17 del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos (PIDCP).63

b. El derecho a la vida

El derecho a la vida ha sido reconocido en numerosos instrumentos internacionales 

de derechos humanos.64 De modo creciente, el ámbito de protección de este derecho 

es interpretado incluyendo elementos que garantizan la vida más allá del sentido 

estrictamente biológico.

En Colombia, por ejemplo, la Corte Constitucional ha usado el concepto de vida digna 

para proteger no solamente el derecho de las personas a estar vivas en sentido bio-

63 Comunicación No 1608/2007. L.M.R c. Argentina. Dictamen del Comité de Derechos Humanos.
64 Para ampliar la información sobre los alcances y el reconocimiento de este derecho ver González Vélez, 

2008: 98-100.
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digna. En la sentencia C-355 de 2006 en la que se despenalizó el aborto en algunas 

circunstancias precisó: «la vida humana, en los términos de la garantía constitucional 

de su preservación, no consiste solamente en la supervivencia biológica sino que, 

tratándose justamente de la que corresponde al ser humano, requiere desenvolverse 

dentro de unas condiciones mínimas de dignidad. Y, como la persona conforma un 

todo integral y completo, que incorpora tanto los aspectos puramente materiales, 

físicos y biológicos como los de orden espiritual, mental y síquico, para que su vida 

corresponda verdaderamente a la dignidad humana, deben confluir todos esos fac-

tores como esenciales en cuanto contribuyen a configurar el conjunto del individuo».

En esta decisión se resaltaron también varias dimensiones de la protección cons-

titucional de la vida que juegan distintos papeles en el ordenamiento jurídico. En 

primer lugar, se precisó que la protección de la vida era un valor que irradiaba todo 

el ordenamiento constitucional, cuya consecuencia más importante es que constituye 

un principio de acción para todas las autoridades: «toda la actuación del Estado debe 

orientarse a protegerla y no sólo y exclusivamente en un sentido antropocéntrico. 

Este deber de protección de la vida como valor constitucional trasciende del plano 

meramente axiológico al normativo y se constituye como mandato constitucional en 

una obligación positiva o un principio de acción, según el cual todas las autoridades 

del Estado, sin excepción, en la medida de sus posibilidades jurídicas y materiales, 

deben realizar todas las conductas relacionadas con sus funciones constitucionales 

y legales con el propósito de lograr las condiciones para el desarrollo efectivo de la 

vida humana». Además de la vida como un valor, la Corte reconoció la vida como 

un derecho fundamental, una de cuyas características es que «supone la titularidad 

para su ejercicio y dicha titularidad, como la de todos los derechos está restringida 

a la persona humana».

Como surge de esta sentencia, la comprensión de la vida digna se relaciona también 

con el derecho a:

 \ La autonomía o posibilidad de construir el «proyecto de vida» y de determinar 

sus características (vivir como se quiere).

 \ Ciertas condiciones materiales concretas de existencia (vivir bien). 

 \ La intangibilidad de los bienes no patrimoniales, integridad física e integridad 

moral (vivir sin humillaciones) (González Vélez, coord., 2008a: 32).

Esta interpretación acerca de la vida resulta particularmente relevante para la CV, 

pues en estas circunstancias, el embarazo resultado de la violación representa un 

obstáculo para que la mujer determine acerca de su proyecto de vida.
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El derecho a la vida debe ser también interpretado como interdependiente del 

derecho a la salud, toda vez que la protección de la vida supone la garantía de la 

salud que –como se verá más adelante–, está afectada en los casos en los que se 

demanda acceso a la ILE por la CV.

Por otro lado, en la protección de los derechos de las mujeres también se ha recono-

cido el derecho a una vida libre de violencias. Según la Convención de Belem do Pará: 

«Toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público 

como en el privado» (art. 3), entendiendo que la violencia comprende «cualquier 

acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, 

sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado». El 

derecho a la vida libre de violencia contempla todos los elementos de la fundamen-

tación de la CV: «el derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral», 

«el derecho a la libertad y a la seguridad personales» y «el derecho a no ser some-

tida a torturas». La vida libre de violencias supone el respeto de la integridad de las 

mujeres, su derecho a la libertad y a la seguridad, así como la ausencia de tortura; 

todas ellas violaciones de derechos que se derivan del embarazo producto de una 

violación o de la imposición de barreras a la ILE en estos casos.

En el reciente caso juzgado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Ro-

sendo Cantú y Otra c. México,65 se determinó que el Estado es responsable por la 

violación de los derechos a la integridad personal, a la dignidad y a la vida privada, 

consagrados, respectivamente, en los arts. 1, 2 y 6 de la Convención Interamerica-

na para Prevenir y Sancionar la Tortura, así como por el incumplimiento del deber 

establecido en el art. 7a de la Convención Interamericana para Prevenir Sancionar y 

Erradicar la Violencia contra la Mujer. Esta decisión constituye un precedente relevan-

te respecto a la relación entre la CV y el derecho a una vida libre de violencia.66,67

65 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Rosendo Cantú c. México, octubre de 2009.
66 Valentina Rosendo Cantú es una mujer indígena tlapanecas/me’phaa, perteneciente a la comunidad 

indígena de Caxitepec, habitante de la región de la Montaña en el Estado de Guerrero, México. El 16 
de febrero de 2002, Rosendo Cantú, a los 17 años de edad, fue torturada sexualmente por agentes 
militares, mientras se encontraba lavando ropa cerca de su casa. La violación tumultuaria se produjo 
mientras era interrogada sobre la ubicación de varios hombres de su comunidad señalados por los 
militares como «encapuchados». La denuncia de los hechos fue presentada el 8 de marzo de 2002 ante 
el Ministerio Público del Fuero Común. Para ello Valentina tuvo que enfrentarse a múltiples obstáculos 
para tener acceso efectivo a la justicia y a la atención médica. Las investigaciones estuvieron plagadas 
de omisiones y negligencias, y su denuncia fue investigada por el fuero militar, el cual carece de 
competencia, imparcialidad e independencia para investigar este tipo de hechos. Caso Rosendo Cantú 
c. México. Corte Interamericana de Derechos Humanos, octubre de 2009).

67 También está el caso de Inés Fernández Ortega en el mismo sentido. Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, Fernández Ortega y otros c. México, Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 30 de agosto de 2010 Serie C No. 215.



48 c. El derecho a la libertad, la autonomía  

 y el libre desarrollo de la personalidad  

Estrechamente vinculado con la protección de la dignidad humana, la CV también 

tiene como fundamento la protección del derecho de las mujeres a la libertad, y 

la protección de otros dos derechos derivados, el derecho a la autonomía y al libre 

desarrollo de la personalidad.

El derecho a la autonomía está ampliamente reconocido en los instrumentos de de-

recho internacional (González Vélez, coord., 2008a: 101). A efectos de la aplicación 

de la CV, el derecho a la autonomía y al libre desarrollo de la personalidad expresa la 

capacidad de decidir con autonomía el proyecto de vida conforme al cual se quiere 

vivir. La aplicación de la CV debe operar como una garantía frente a la imposición 

del embarazo mediante la violencia y/o su continuación forzada.

De acuerdo con la Suprema Corte de Justicia de la Nación de México,68 el libre desa-

rrollo de la personalidad es la consecución del proyecto de vida que para sí tiene el ser 

humano, como ente autónomo. Como han sostenido la doctrina y la jurisprudencia 

comparadas, tal derecho es el reconocimiento del Estado sobre la facultad natural 

de toda persona a ser individualmente como quiere ser, sin coacción, ni controles 

injustificados o impedimentos por parte de los demás, con el fin de cumplir las metas 

u objetivos que se ha fijado, es decir, es la persona humana quien decide el sentido 

de su propia existencia, de acuerdo a sus valores, ideas, expectativas, gustos, etcétera 

y que, por supuesto, como todo derecho, no es absoluto, pues encuentra sus límites 

en los derechos de los demás y en el orden público.

De igual forma, la Suprema Corte de México indicó que este derecho «comprende, 

entre otras, la libertad de (...) de procrear hijos y cuántos, así como en qué momento 

de su vida, o bien, decidir no tenerlos; (...) y, por supuesto, la libre opción sexual, pues 

todos estos aspectos, evidentemente, son parte de la manera en que el individuo 

desea proyectarse y vivir su vida y que, por tanto, sólo él puede decidir en forma 

autónoma».69 Además de su vinculación a la interrupción del embarazo resultado 

de la violación, la libertad, la autonomía y el libre desarrollo de la personalidad han 

sido entendidos como el fundamento de la despenalización del aborto en términos 

68 SCJN, Amparo Directo 6/2008, op. cit. págs. 85 y 86.
69 Ibídem.; SCJN, sentencia matrimonio gay, pág. 95, 96 y 100. Ver también. «derecho al libre desarrollo 

de la personalidad. aspectos que comprende» (novena época. semanario judicial de la federación y su 
gaceta. tomo xxx, diciembre de 2009. tesis p. lxvi/2009. página 7) y «derechos a la intimidad, propia 
imagen, identidad personal y sexual. constituyen derechos de defensa y garantía esencial para la condición 
humana» (novena época. semanario judicial de la federación y su gaceta. tomo xxx, diciembre de 2009. 
tesis p. xvii/2009. página 7). 
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generales y son fundamentales para garantizar el acceso a la ILE aplicación. Este 

fue uno de los argumentos aplicados por la Corte Suprema de Canadá en donde la 

norma que penalizaba el aborto en todos los casos –salvo cuando existía riesgo para 

la salud de la mujer– fue declarada contraria a la Constitución.70 En esta providencia 

se esgrimieron –entre otros argumentos– que un componente crítico del derecho a 

la libertad era el derecho a tomar decisiones personales sin la intervención del Esta-

do y se afirmó que la protección de la libertad contemplaba desarrollar el potencial 

personal hasta el máximo, planear la propia vida y poder elegir, sin que las elecciones 

personales tuvieran que ser aprobadas por el Estado sino sólo respetadas.

Asimismo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación de México se ha pronunciado 

respecto de las obligaciones de los Estados en el reconocimiento de esta autonomía 

de decisión sexual de las personas y ha establecido que «dentro de los derechos per-

sonalísimos se encuentran necesariamente comprendidos el derecho a la intimidad y 

a la propia imagen, así como a la identidad personal y sexual (...) al ser la sexualidad 

un elemento esencial de la persona y de su psique, la autodeterminación sexual 

forma parte de ese ámbito propio y reservado de lo íntimo... Por consiguiente, al 

constituir derechos inherentes a la persona, fuera de la injerencia de los demás, se 

configuran como derechos de defensa y garantía esencial para la condición humana, 

ya que pueden reclamarse tanto en defensa de la intimidad violada o amenazada, 

como exigir del Estado que prevenga la existencia de eventuales intromisiones que 

los lesionen...».

El empleo de las instituciones del Estado para obligar a las mujeres a continuar 

embarazos impuestos por la violación representa otra forma de violencia contra las 

mujeres. De hecho, el embarazo forzado ha sido comparado a la violación, pues 

obliga a las mujeres a que sirvan, a través de sus cuerpos y contra su voluntad, a los 

intereses de quien ejerce la fuerza y el poder sobre ellas (Bellucci, 1997).

La coacción impuesta a través de la violación o la denegación de la ILE refuerza 

actitudes y prácticas que desconocen y limitan la autonomía y la libertad de las 

mujeres. Mientras la violación reduce las mujeres a objetos sexuales, el embarazo 

forzado las reduce a su función reproductiva, produciéndose de esta manera una 

doble victimización. Ambas situaciones niegan la capacidad de las mujeres de tomar 

decisiones respecto de sus propios cuerpos y las instrumentalizan. En ese sentido, el 

Comité de la CEDAW ha recomendado a los Estados Partes que «aseguren que se 

tomen medidas para impedir la coacción con respecto a la fecundidad y la reproduc-

ción, y para que las mujeres no se vean obligadas a buscar procedimientos médicos 

70 Corte Suprema de Canadá, R. Morgentaler v. The Queen, 1988.



50 riesgosos, como abortos ilegales, por falta de servicios apropiados en materia de 

control de la natalidad».71 

Como ha afirmado la Corte Constitucional de Colombia en varias causas resueltas,72 

el derecho al libre desarrollo de la personalidad condensa la libertad in nuce, 

«porque cualquier tipo de libertad se reduce finalmente a ella».73 «Se trata por 

lo tanto del derecho a la libertad general de actuación, que comprende no sólo 

los específicos derechos de libertad consagrados por la Constitución (libertad de 

cultos, de conciencia, de expresión e información, libertad de escoger profesión u 

oficio, libertades económicas, etc.) sino también el ámbito de autonomía individual 

no protegido por ninguno de estos derechos.»74 En este sentido, el derecho a ser 

madre, o, en otros términos, la consideración de la maternidad como una opción 

de vida que corresponde al fuero interno de cada mujer. En consecuencia, estos 

derechos, además, protegen la facultad de las mujeres de adoptar decisiones sobre 

su vida y su salud, incluida su salud sexual y reproductiva, y sobre los procesos de 

verdad, justicia y reparación y de contar con todas las condiciones para convertir 

esas decisiones en actos reales.

d. El derecho a la igualdad y la no discriminación 

La igualdad formal garantiza igual reconocimiento de las mujeres como sujeto de 

las leyes y la igualdad material protege el reconocimiento de condiciones mínimas 

de vida que efectivamente promuevan la igualdad en el acceso a los bienes y las 

oportunidades.

La igualdad ha sido reconocida en múltiples instrumentos internacionales de pro-

tección de los derechos humanos como lo ha sido también la no discriminación.75 

Estas dos dimensiones de la igualdad se traducen en la exigencia de que las normas 

jurídicas no impongan a las mujeres cargas mayores que al resto de la sociedad y, 

por lo tanto, que todas las mujeres puedan acceder por igual a los servicios de ILE 

bajo la CV. Por otro lado, demanda a la vez, que se tengan en cuenta las necesida-

des especiales de las mujeres y de grupos particulares de mujeres en el diseño de 

71 CEDAW, Recomendación general nº 19 (11º período de sesiones, 1992).
72 Sentencias T–420/92, T–79/94, T–292/94, T–211/95, T–442/95, T–145/96, T–290/96, T–590/96, 

T–393/97, T–667/97 T–656/98.
73 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-355-06, mayo del 2006.
74 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-355-06, mayo de 2006. En ese orden de ideas, se afirma: 

«de cierto modo, puede decirse que la consagración del derecho al libre desarrollo de la personalidad 
viene a ser como el colofón o la decisión complementaria que el constituyente adoptó como garantía de 
las libertades religiosa, de pensamiento y opinión y de conciencia». Corte Constitucional Colombiana, 
sentencia C–616 de 1997.

75 Para ampliar la información sobre este derecho ver González Vélez, coord. (2008a: 169-179).
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las políticas públicas. Esto implica que se adopten medidas adecuadas para atender 

las necesidades diferentes de los diversos grupos de mujeres según la edad (niñas y 

adolescentes), condición socioeconómica, raza o etnia (indígenas, afrodescendientes) 

o según alguna situación especial. Desde la perspectiva de la igualdad, la aplicación 

de la CV implica tener en cuenta las circunstancias personales de las mujeres para 

darle «significado, contenido y efecto a las provisiones legales» (González Vélez, 

coord., 2008a: 55).

La prohibición legal o las normas restrictivas para interrumpir un embarazo impuesto 

por una violación es un régimen jurídico que afecta únicamente a las mujeres y, por lo 

tanto, constituye una forma de discriminación. En situaciones como éstas las mujeres 

son quienes sufren el acto de violencia y también quienes deben asumir la carga del 

embarazo y el parto. Por ello, las normas prohibitivas suponen una afectación de sus 

derechos desproporcionada con relación a los derechos de los varones.

En este sentido, la igualdad y la no discriminación son un fundamento de la CV y 

orientan su aplicación por cuanto:

 \ Exigen que la ley no trate de manera diferente a las mujeres, que es lo que 

ocurre cuando se prohíbe un procedimiento médico que únicamente ellas 

requieren.

 \ Exigen que se equilibren las cargas materiales entre todas las personas para 

que las mujeres no tengan que asumir un peso mayor y puedan contar con 

iguales condiciones materiales y oportunidades.

 \ Impiden que a las mujeres, por esa condición, se les imponga un trato des-

favorable que afecte el goce efectivo de sus demás derechos.

 \ Exigen que se tengan en cuenta las consideraciones que se derivan de cir-

cunstancias particulares que enfrentan los distintos grupos de mujeres.

Por otro lado, tanto la penalización del aborto en caso de violación como la restricción 

de los servicios de ILE cuando esta causal está permitida representan la imposición 

de un modelo de mujer basado en estereotipos culturales, construcciones sociales y 

creencias religiosas que definen a las mujeres como madres abnegadas o receptáculos 

cuyo única finalidad es la reproducción de la especie humana. Además, el presupuesto 

de que la maternidad es la condición «normal» o «merecida» de la mujer supone con 

frecuencia la omisión de las consecuencias y costos que ello implica (Siegel, 1992).

Los estereotipos pueden producir daño y, por lo tanto, representan una forma de 

discriminación según el artículo 5(a) de la CEDAW que define el compromiso de 

los Estados de «modificar los patrones socioculturales de conducta (...) con miras a 



52 alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cual-

quier otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad de 

cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres». Estos 

estereotipos resultan discriminatorios ya que «ignoran características individuales, 

habilidades, necesidades, deseos y circunstancias de modo que niegan a cierto gru-

po sus derechos humanos y sus garantías fundamentales, a través de la creación de 

jerarquías de género» (Cook y Cusack, 2010: 20) Al instituir estos estereotipos, el 

derecho reproduce, perpetúa y refuerza la inequidad entre las personas. De modo 

similar, la restricción legal o fáctica en el acceso a la ILE en caso de violación tiene 

un fuerte efecto simbólico y prescriptivo, otorgando a los profesionales de la salud y 

otros funcionarios una autoridad que desplaza la voluntad y agencia de las mujeres.

Cuando se niega la ILE en caso de violación se está imponiendo forzadamente un 

embarazo. Este acto implica una instrumentalización del cuerpo de las mujeres que 

descansa en estereotipos de género, que vulneran su igualdad tanto en la dignidad 

que toda mujer merece en tanto persona. Esta situación coloca a las mujeres en 

situaciones de discriminación incompatible con el artículo 1.1. de la Convención 

Americana que establece una cláusula de no discriminación y el el art. 26 del PIDCP 

en el que se define que todas las personas «tienen derecho sin discriminación a igual 

protección de la ley, por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones 

políticas o de cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, naci-

miento o cualquier otra condición social;» Asimismo viola el art. 24 de la Convención 

Americana de Derechos Humanos que establece que «todas las personas son iguales 

ante la ley (...) [y] tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley».

La no discriminación, por su parte prohíbe que la condición de la mujer, o las si-

tuaciones especiales de algunas mujeres, justifiquen tratos desfavorables o menos 

ventajosos. En el caso de la CV, la consideración, de las circunstancias personales de 

las mujeres por parte de los servicios de salud, contribuyen a profundizar la no discri-

minación. A continuación se listan, solo a manera ejemplificativa, ciertas situaciones o 

condiciones que pueden exigir prestar especial atención a ciertos grupos de mujeres.

Mujeres menores de edad: es importante tener en cuenta que las decisiones que 

involucran su salud sexual y reproductiva (como la CV) las obliga a enfrentar múltiples 

barreras, además de considerar que el embarazo en una menor de edad (en general, 

y según el derecho positivo de cada país, menor de 13 años) es considerado en sí 

mismo una violación.76 Las niñas y adolescentes enfrentan las mismas barreras que 

las mujeres adultas en relación al acceso a servicios de salud sexual y reproductiva 

76 Ver anexos capítulo I.
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pero en su caso se acentúan debido a que se encuentran en una situación mayor de 

desprotección frente al sistema de salud y no siempre gozan de una titularidad que 

les permite acceder a los servicios. «Al respecto, dos conceptos resultan de utilidad 

cuando se trata de favorecer la igualdad entre las adolescentes: el interés superior 

del menor y las capacidades evolutivas. Ambos se apoyan en la tesis de que la pro-

tección parental debe ceder ante la capacidad progresiva de los menores de decidir, 

de manera tal que paulatinamente el menor asuma el control de las decisiones sobre 

su propia vida, como parte del proyecto de vida que diseñe para sí, en el tránsito a 

la adultez. Cuando esto no sucede, es decir, cuando se constata que el menor no 

puede decidir y la madre y/o el padre deben decidir por el menor, deben hacerlo en 

todo caso consultando los derechos de éste, por encima de sus propios intereses 

o deseos. Esta visión de la capacidad de decidir de los menores también supone 

que la titularidad de derechos es plena y nunca los abandona, pero su ejercicio es 

progresivo y depende de que los menores vayan adquiriendo herramientas que les 

permitan hacerlo» (Gracia et al., 2001: 181).

Finalmente la Convención de los Derechos del Niño permite definir un contenido preciso 

del interés superior del menor, consistente en la protección de los derechos mismos, 

es decir, el interés superior del menor es la protección de sus derechos reconocidos 

en el derecho internacional de los derechos humanos: la salud, la vida, la integridad, 

la información, la autonomía, la igualdad, la dignidad, entre muchos otros77 (Cook y 

Dickens, 2000). En el caso de la CV, para que una niña o adolescente pueda adoptar 

decisiones autónomas, es necesario que se pongan a su disposición todos los recursos 

necesarios absteniéndose de obstaculizarlos, retrasarlos o impedir su ejecución.

Mujeres en situación de prisión: dos consideraciones deben tenerse en cuenta para 

garantizar la igualdad en el acceso a la ILE. Por un lado, con frecuencia las prisiones 

pueden ser lugares donde las mujeres están expuestas a múltiples formas de abuso 

y acoso.78 La segunda es que las mujeres en situación de prisión son víctimas de 

77 La Corte de los Estados Unidos estudió una ley de Massachusetts que obligaba a las mujeres menores 
no casadas a obtener el permiso de los padres para acceder a un aborto y sólo ante su negativa permitía 
la búsqueda de una autorización judicial, la cual podía ser negada si se consideraba contrario al interés 
superior del menor. El tribunal indicó que si bien tienen fundamento las limitaciones a la capacidad de 
decidir de las menores, la interrupción del embarazo era una decisión de una naturaleza especial ya que 
por ejemplo la decisión de contraer matrimonio podía posponerse ante una restricción legal, mientras que 
la interrupción del embarazo no podía ser pospuesta, así mismo, que todos los riesgos que el embarazo 
representa para una mujer, se hacen más gravosos en el caso de las menores. La Corte decidió que, en 
primer lugar, las menores podían acudir al juez y obtener autorización, sin acudir antes a sus padres y 
los jueces, si la menor era madura debían dar la autorización. Cuando la menor era inmadura también 
debía obtenerla de acuerdo con su interés superior (Corte Suprema de Estados Unidos. Bellotti vs. Baird 
(Bellotti II). 443 U.S.

78 Se estima que entre el 5 y el 10% de las mujeres que ingresan a una institución de detención o a una 
prisión están embarazadas y otras se embarazan mientras están privadas de libertad (Roth, 2010: 117).



54 múltiples opresiones, que van desde ser trasladadas entre prisiones sin justificación 

aparente, hasta ser víctimas de requisitos no «legales» o arbitrariedades frente a 

determinados tratamientos, que son impuestos consuetudinariamente por los guar-

dias. Estos últimos son los que velan, en la práctica por la prestación de servicios, 

por ejemplo de salud. Esta segunda consideración indica que en general es difícil 

establecer «quién tiene el poder de decisión ante la ausencia de política pública 

oficial» en las cárceles lo que puede sin duda generar dobles discriminaciones en 

estas mujeres (Roth, 2010). 

Mujeres indígenas: uno de los aspectos importantes a tener en cuenta para garan-

tizar su acceso a los servicios es la comunicación entre las mujeres y los proveedores 

y en este sentido, la disponibilidad de traducción resulta crítica. Algunas mujeres 

integrantes de grupos étnicos pueden experimentar como «violación» una relación 

sexual forzada por parte de la pareja, o interpretar como violación el incesto, con 

las dificultades que esto trae para la búsqueda adecuada y oportuna de servicios.

Mujeres con discapacidad mental: proporcionar información de forma empática y 

a través de medios adecuados que le permitan comprender su alcance. También 

como regla debe prevalecer la voluntad de la mujer en relación con la continuación 

o la interrupción del embarazo y por ello deben realizarse los esfuerzos apropiados 

y de buena fe para que pueda expresar su voluntad. En caso de que esto resulte 

imposible, la persona que la ley defina para prestar consentimiento en su nombre 

debe decidir según el mejor interés de la mujer.79

Mujeres en situación de desplazamiento y las víctimas del conflicto armado: es im-

portante anotar que siendo la violencia sexual una de las más frecuentes violaciones 

de los derechos de estos grupos de mujeres, ésta puede adoptar múltiples formas: 

la violación, el embarazo forzado, el abuso sexual, la esclavización, y el aborto for-

zado.80 Por tratarse de un contexto de particular vulnerabilidad es común que las 

mujeres tengan dificultades para buscar y encontrar atención en forma oportuna, 

experimentan mayores limitaciones para el acceso a servicios (la distancia, el some-

timiento a situaciones de violencia generalizada, el miedo o temor a las represalias), 

entre otras circunstancias, lo que debe tenerse en cuenta al momeno de diseñar e 

implementar los servicios de atención.

El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales considera que la eliminación 

de la discriminación es fundamental para la plena vigencia de los derechos especial-

79 En todo caso, este «tomador de decisiones sustituto» no puede ser una persona que se encuentre 
directamente en conflicto con sus intereses (González Vélez, coord. 2008a).

80 Corte Constitucional de Colombia, Auto 092 de 2008.
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mente el derecho a la salud. En la Observación General No 14 definió los elementos 

esenciales e interrelacionados del derecho a la salud, entre los cuales incluyó la 

accesibilidad (posibilidad de acceder efectivamente a los servicios de salud) y a la 

no discriminación como una de las condiciones: «No discriminación: los estableci-

mientos, bienes y servicios de salud deben ser accesibles, de hecho y de derecho, a 

los sectores más vulnerables y marginados de la población, sin discriminación alguna 

por cualquiera de los motivos prohibidos».

e. El derecho a la privacidad y la intimidad

Estos derechos protegen un ámbito de la vida del control de terceros y del Estado y 

también han sido reconocidos en diversos instrumentos internacionales.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) en el Caso Atala Riffo 

y niñas vs. Chile ha señalado que «la vida privada es un concepto amplio que no es 

susceptible de definiciones exhaustivas y comprende, entre otros ámbitos protegi-

dos, la vida sexual y el derecho a establecer y desarrollar relaciones con otros seres 

humanos. Es decir, la vida privada incluye la forma en que el individuo se ve a sí 

mismo y cómo y cuándo decide proyectar a los demás».

De modo similar, la Suprema Corte de Justicia de la Nación de México ha señalado 

como parte del derecho a la vida privada la coexistencia del derecho a la intimi-

dad: «la vida privada es lo genéricamente reservado y la intimidad –como parte de 

aquélla– lo radicalmente vedado, lo más personal; de ahí que si bien son derechos 

distintos, al formar parte uno del otro, cuando se afecta la intimidad, se agravia a 

la vida privada».81

Como fundamento de la CV, estos derechos tutelan la facultad de las mujeres de 

decidir sobre la continuación o la interrupción del embarazo como una decisión 

que incumbe exclusivamente su intimidad y su privacidad, excluyendo la injerencia 

del Estado y de terceros pues son ellas las únicas que deben decidir acerca de la 

afectación de su proyecto de vida, como resultado de la violación y del embarazo 

resultante. En el caso de la violación hay, al menos, dos dimensiones de la privacidad 

afectadas: la dimensión pública del delito de violación y la dimensión privada de la 

decisión frente a las consecuencias de ese delito, en este caso, frente al embarazo 

producto de la violación. Si bien las mujeres son quienes deben tomar decisiones sobre 

81 «Vida privada e intimidad. Si bien son derechos distintos, ésta forma parte de aquélla», 171883, Novena 
Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XXVI, Julio de 2007, p. 272, 1a. 
CXLIX/2007, Tesis Aislada.
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en el ámbito del hogar, se invoque una idea de privacidad que avale la dominación 

masculina en la familia. Es decir, la defensa de la privacidad no se invoca como razón 

de la «inmunidad para proteger el dominio masculino», sino, por el contrario, la 

privacidad brinda a las mujeres una «oportunidad para el desarrollo individual, para 

la toma de decisiones individuales» (Schneider, 2010: 45-46).

De forma específica, en casos de violencia sexual, la Comisión Interamericana de De-

rechos Humanos (CIDH) en su reciente Informe sobre Acceso a la justicia para mujeres 

víctimas de violencia sexual en Mesoamérica ha declarado que «la violación sexual 

vulnera valores y aspectos esenciales de la vida privada, supone una intromisión en la 

vida sexual y anula el derecho de la víctima a tomar libremente las decisiones respecto 

con quien tener relaciones sexuales, perdiendo de forma completa el control sobre 

sus decisiones más personales e íntimas y sobre las funciones corporales básicas».82

En términos prácticos, la existencia de un conjunto de medidas cautelares o de protec-

ción (como la prohibición de contacto con la víctima, el desalojo e incluso el arresto), 

aunque tienen muchos problemas en su implementación, reflejan que la violencia 

contra las mujeres tiene una dimensión pública como problema (Schneider, 2010). 

En este mismo sentido, la garantía del acceso a la ILE refleja que la violación tiene 

una dimensión privada, frente a la cual son las mujeres las únicas que deben decidir.

En el caso Tysiac vs. Polonia,83 la Corte Europea explicó que el derecho a la priva-

cidad protegía la decisión de las mujeres a interrumpir el embarazo. Precisó que el 

derecho a la privacidad:

 \ Implicaba obligaciones negativas para los Estados que se traducían en la 

prohibición de interferir en la vida privada de las mujeres, por ejemplo en la 

decisión de interrumpir un embarazo.

 \ Implicaba también obligaciones positivas como la de adoptar medidas para 

garantizar el respeto de la privacidad también en las relaciones entre parti-

culares, por ejemplo en la intervención de los profesionales de la salud frente 

a las decisiones de las mujeres.

 \ No puede ser sólo teórico por lo que implica la protección del derecho a 

tomar decisiones en el ámbito de la privacidad, pero también la posibilidad 

de hacerlas efectivas.

82 CIDH, Acceso a la justicia para mujeres víctimas de violencia sexual en Mesoamérica, 
Aprobado el 9 de diciembre de 2011, párr. 71.

83 Corte Europea de Derechos Humanos. Tysiac vs. Poland. 2007.
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Para la CV, la protección de este derecho contempla también el cuidado que debe 

tenerse respecto a la información que se revele sobre la violación en el contexto de 

la relación médica-paciente. Mientras que las mujeres pueden decidir no informar 

una experiencia de violación, el embarazo lo «impide y por el contrario, le da vigencia 

(...) Darse cuenta del embarazo por violación es una nueva violación que le causa 

estragos a las víctimas; tal vez más insanos que la primera, por cuanto se encontraban 

en un período de gran vulnerabilidad. Este embarazo quiere decir: la violación está 

presente y no se puede olvidar. El embarazo es una presión que obliga a muchas a 

contar la experiencia de la violación que tenían escondida» (Londoño, 2000: 108). 

En este contexto es crucial preservar la confidencialidad y proteger la intimidad de la 

mujer a fin de evitar la demora en la búsqueda de atención y la exposición a riesgos 

por las circunstancias que pudieran rodear la violación. 

La protección de estos derechos resulta también clave para asegurar que la mujer 

tome la decisión acerca de denunciar o no el hecho delictivo según lo que considere 

mejor para su vida, y que pueda separar la decisión respecto del delito de violación 

de la decisión respecto de la ILE.84 Por ello, el rol de los profesionales de la salud, y 

en particular el resguardo de la confidencialidad y el secreto profesional deben ser 

obligaciones primarias: «Toda persona tiene derecho al secreto y confidencialidad 

de la información sobre su salud. Compartir adecuadamente la información es un 

requisito previo para que las enfermeras y demás profesionales de salud establezcan 

relaciones sinceras y de colaboración con los pacientes y sus familias o con quienes 

les dispensa cuidados» (Consejo Internacional de Enfermeras, 2003: 1).

En síntesis, los derechos a la intimidad y privacidad protegen a las mujeres para que 

la información que revelan en el ámbito de los servicios de salud, el ámbito judicial 

y/o el administrativo sea reservada de acuerdo a sus decisiones y necesidad, y se 

traducen específicamente en el derecho a la confidencialidad y al secreto profesional 

(González Vélez, coord., 2008a).

Finalmente, en la CV, la protección del derecho a la intimidad implica también la 

protección de las mujeres ante juicios que interfieran injustificadamente en su inti-

midad. En este sentido, la Comisión Interamericana, en el caso Karen Atala, sostuvo 

84 Ver en Canadá el documento Confidentiality of Personal Health Information del College of physicianas 
and surgeons of Ontario (2005). Este documento está orientado a explicar las pautas sobre el secreto 
confidencial y la revelación de información: «Maintaining confidentiality is fundamental to providing the 
highest standard of patient care. Patients who understand that their information will remain confidential 
are more likely to provide the physician with complete and accurate health information, which in turn, 
leads to better treatment advice from the physician».



58 que las acciones del Estado chileno (la Corte Suprema de ese país)85 afectaron su 

derecho a la protección de la vida privada (artículo 11.2 de la Convención Americana 

de Derechos Humanos). Sostiene este organismo que «este derecho garantiza esferas 

de intimidad que nadie puede invadir».86

Según la Corte Constitucional de Colombia, en la doctrina de la Sentencia C-822 de 

2005, las víctimas de delitos sexuales, tienen un derecho constitucional a la protección 

de su intimidad contra juicios, valoraciones y pruebas que impliquen una intromisión 

irrazonable, innecesaria y desproporcionada en su vida íntima, «como ocurre, en prin-

cipio, cuando se indaga genéricamente sobre el comportamiento sexual o social de la 

víctima previo o posterior a los hechos que se investigan. Tal circunstancia, transforma 

las pruebas solicitadas o recaudadas en pruebas constitucionalmente inadmisibles, 

frente a las cuales tanto la Carta como el legislador ordenan su exclusión».

f. El derecho a la información 

El derecho a la información, en la medida en que se reconoce como un derecho 

humano también implica obligaciones negativas y positivas. Las obligaciones nega-

tivas prohíben las intervenciones arbitrarias en el acceso a la información, mientras 

que las obligaciones positivas ordenan la provisión de información completa, clara, 

veraz y oportuna. Otro aspecto importante de este derecho y su relevancia para 

adoptar decisiones autónomas sobre la salud, es que la información sea recibida en 

condiciones determinadas, esto es, que resulte clara y oportuna, veraz y completa, 

precisa, confiable y apropiada a las condiciones de quien la reciba de forma de ase-

gurar que pueda ser comprendida.

Un caso decidido por la Corte Europea de Derechos Humanos en el que se reivindi-

có el derecho de las mujeres a recibir información sobre aborto, fue el Open Door 

Counselling and Dublin Well Woman Centre and Others vs. Irlanda, en el cual se 

resolvió a favor la demanda interpuesta por varias organizaciones a las que el go-

bierno irlandés había prohibido ofrecer información a las mujeres sobre los servicios 

de aborto disponibles en el exterior, argumentando que era necesario proteger la 

moral pública. Aun cuando la Corte reconoció la facultad de los Estados de proteger 

la moral pública, «no dudó en dictaminar que prohibir una mera entrega de infor-

mación sobre servicios de aborto constituía una violación al derecho de libertad de 

85 En 2004, la Corte Suprema de Chile le quitó a la jueza Karen Atala la custodia de sus hijas por considerar 
que la aceptación de su lesbianismo y la convivencia con una pareja del mismo sexo la inhabilitaban 
para vivir con ellas y ejercer como madre.

86 Comisión Interamericana. Demanda «Karen Atala e hijas contra el Estado chileno». Caso 12.502. 17 de 
septiembre de 2010.
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expresión: [La] orden limitaba la libertad a recibir e impartir información sobre servicios 

que son legales en otros países de la Convención y que pueden ser cruciales para la 

salud y bienestar de la mujer».87 Adicionalmente, se reconoció que las limitaciones 

para recibir información acerca del aborto causan una vulneración del derecho de 

las mujeres a la salud: «[La] evidencia disponible, la misma que no ha sido disputada 

por el gobierno, sugiere que el mandato ha creado un riesgo para la salud de estas 

mujeres, quienes buscan abortar en fases más avanzadas del embarazo, debido a 

la falta de una consejería apropiada, y que no están aprovechando la supervisión 

médica normal después del aborto. El mandato puede haber tenido efectos adver-

sos en mujeres que no tenían los recursos necesarios o no tenían el nivel educativo 

necesario para acceder a fuentes de información alternativas».88,89

La información es el sustrato de las decisiones autónomas sobre la sexualidad y la 

reproducción. Sobre este tema es importante resaltar la importancia de que «... tener 

claridad acerca de los derechos y, además, acerca de los procedimientos médicos, 

los riesgos, las ventajas y las secuelas, es indispensable para tomar decisiones libres» 

(González Vélez, coord., 2008a: 103). El derecho a la información también supone 

contar con datos sobre los procedimientos legales para el acceso a una atención 

integral de las mujeres que sufrieron situaciones de violencia sexual.

En cuanto al contenido de la información a suministrar a las niñas y adolescentes, 

siendo este un componente definitivo para el consentimiento, no deben hacerse 

diferenciaciones con los adultos, es decir, no debe ofrecérseles una información más 

limitada respecto a los procedimientos (riesgos, beneficios, alternativas) por su condi-

ción de menores de edad. Sin embargo, la manera en que se suministra la información 

a las niñas y adolescentes es crucial dado que sus decisiones están frecuentemente 

muy influenciadas por el profesional, la información que les provee y la manera en 

que se las trata. En esta misma línea, hay que considerar las necesidades particulares 

de ciertos grupos de mujeres, como resultado de sus situaciones especiales como 

las mencionadas en la sección sobre el derecho a la igualdad.

g. El derecho al debido proceso

El derecho al debido proceso es un mecanismo fundamental anclado en el Estado 

de Derecho y reconocido en el derecho internacional de los derechos humanos 

87 Corte Europea de Derechos Humanos, Open Door Counselling and Dublin Well Woman Centre and 
Others vs. Irlanda, 1992, párr.72.

88 Corte Europea de Derechos Humanos, Open Door Counselling and Dublin Well Woman Centre and 
Others vs. Irlanda, 1992, párr.77.

89 González Vélez, coord. (2008a: 104-105).



60 y el derecho constitucional para la protección de otros derechos como los hasta 

aquí descriptos. Además, el debido proceso es la base para comprender los pro-

cedimientos públicos y privados, administrativos y judiciales como un asunto de 

derechos y desde una perspectiva constitucional. Asimismo, como lo ha resaltado 

la Corte Constitucional colombiana, la protección del debido proceso «comprende 

una serie de garantías con las cuales se busca sujetar a reglas mínimas sustantivas 

y procedimentales el desarrollo de las actuaciones adelantadas por las autoridades 

en el ámbito judicial o administrativo con el fin de proteger los derechos e intereses 

de las personas vinculadas».90

Según se ha descripto en el capítulo I, en algunos países de LAC, el acceso al aborto 

en caso de violación se caracteriza por involucrar procedimientos judiciales o adminis-

trativos como requisitos para la prestación de los servicios de ILE. Esos procedimientos 

se construyen sobre la base de requisitos previstos en las normas o porque quienes 

intermedian la prestación de servicios de ILE los demandan independientemente de 

las exigencias formales de los marcos regulatorios. Además, en la aplicación de esos 

procedimientos se interpone una serie de obstáculos caracterizados en la descripción 

de las barreras de acceso a la ILE en el capítulo V. El derecho al debido proceso y los 

derechos que lo componen establecen las condiciones para la protección y garantía 

de los derechos de las mujeres a través de los procedimientos previstos.

El derecho al acceso a la justicia es un derecho complementario y habilitante al 

derecho al debido proceso. El sistema de los derechos humanos ha desarrollado 

estándares sobre el derecho a contar con recursos judiciales y de otra índole que 

resulten idóneos y efectivos para reclamar por la vulneración de los derechos fun-

damentales. De este modo, la obligación de los Estados no es sólo negativa –de no 

impedir el acceso a esos recursos– sino fundamentalmente positiva –de organizar 

el aparato institucional de modo que todos los individuos puedan acceder a esos 

recursos, para lo cual los Estados deben remover los obstáculos normativos, sociales 

o económicos que impiden o limitan la posibilidad de acceso a la justicia–. En este 

orden, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH, 2008) ha desarro-

llado estándares sobre cuatro temas:

 \ La obligación de remover obstáculos económicos para garantizar el acceso 

a los tribunales.

 \ Los componentes del debido proceso en los procedimientos administrativos 

relativos a derechos sociales.

90 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-383 de 2000.



61
 \ Los componentes del debido proceso en los procedimientos judiciales relativos 

a derechos sociales.

 \ Los componentes del derecho a la tutela judicial efectiva de derechos sociales, 

individuales y colectivos.

Diversas normas del derecho internacional y los regímenes constitucionales de LAC 

han institucionalizado el derecho al debido proceso refiriéndose, entre otros, a los 

principios de legalidad, favorabilidad, permisibilidad, publicidad, imparcialidad, el 

derecho de defensa, la prohibición de autoincriminación o de la incriminación de 

parientes cercanos, el derecho de acceso a la justicia y el derecho a una segunda 

instancia.91 Como resultado de ello, por su carácter estructural para el Estado de 

derecho, el derecho al debido proceso debe respetarse tanto en las actuaciones 

administrativas y judiciales como en las particulares, cuando éstas impliquen afec-

taciones a derechos sustanciales de las personas.

En un primer nivel, el derecho al debido proceso en sentido estricto supone el deber 

de respetar las formas procesales establecidas en las normas aplicables y las ritualida-

des previstas en la legislación, de forma tal de excluir toda acción fuera del derecho 

de parte de las autoridades y de los particulares. Ello porque la misma demarcación 

legal de las funciones y procedimientos que regulan la conducta de las autoridades 

y las personas constituye una garantía central para el Estado de derecho, de modo 

tal de preservar la seguridad jurídica y la igualdad ante la ley.

En la aplicación de la CV este derecho implica la improcedencia de requisitos adi-

cionales a los previstos por las normas que regulan el acceso a la ILE. Además, el 

debido proceso supone el deber de los actores del sistema de salud y los funcionarios 

administrativos y judiciales de ceñirse estrictamente a los procedimientos previstos 

para la realización de la ILE, distinguiendo con claridad entre los aquellos estableci-

dos como requisitos para la realización de la ILE, de un lado, y los correspondientes 

a la investigación y sanción de la violación, por el otro. En ese sentido, el debido 

proceso requiere la independencia de las investigaciones sobre la comisión de actos 

de violación y los requisitos para el acceso a los servicios de ILE.

De este reconocimiento se sigue el deber de garantizar el acceso de las mujeres a 

servicios de salud que no impliquen cargas excesivas, requerimientos irrazonables, 

o desproporcionados. Ejemplos de estas cargas no pertinentes lo constituyen:

91 Entre las normas que protegen el derecho al debido proceso cabe citar el art. 7 de la Declaración de 
los Derechos del Hombre y del Ciudadano, los arts. 8, 10 y 11 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, y los arts. 8 y 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos.



62  \ Las demandas de denuncia de la violación como requisito para la ILE cuando 

ésta no se exige o se declara improcedente.

 \ La exigencia de autorizaciones judiciales indebidas, permisos de terceros o 

certificaciones burocráticas de los establecimientos de salud o los facultati-

vos para obstruir el proceso para el acceso a la ILE (Cook y Howard, 2007).

Al respecto, los tribunales de Colombia han considerado que «...la solicitud efectuada 

por el médico ginecólogo encaminada a exigir orden judicial previa para proceder a 

efectuar la interrupción del embarazo constituye una práctica inadmisible por entero 

contraria a la normatividad vigente. Es preciso subrayar, otra vez, que las entida-

des prestadoras del servicio de salud –sean ellas particulares o estatales, laicas o 

confesionales– deben abstenerse de exigir a las mujeres que optan por interrumpir 

su embarazo bajo los supuestos previstos en la sentencia C-355 de 2006 un previo 

permiso judicial. Esta práctica resulta a todas luces inadmisible y se convierte en una 

seria y grave afrenta contra los derechos constitucionales fundamentales de la mujer 

que, como lo recordó la referida sentencia, han de ser garantizados y plenamente 

protegidos. Dicho de otro modo: no pueden elevarse obstáculos adicionales no con-

templados por la sentencia C-355 de 2006 que impliquen una carga desproporcionada 

y arbitraria a las mujeres que se encuentren bajo los supuestos previstos en la referida 

sentencia pues con ello se las coloca en situación de indefensión y se desconocen sus 

derechos constitucionales fundamentales» (González Vélez, 2011: 62-63).

Asimismo, en relación a la CV este deber de respetar las formas procesales según lo 

estrictamente previsto y excluyendo requisitos adicionales implica la no imposición 

de requisitos no previstos ni como condición de la realización de la ILE, ni luego de 

su concreción.

Un segundo componente del derecho al debido proceso es el principio de legalidad 

que, en su dimensión formal, exige que las actuaciones procesales se encuentren 

previstas en normas aprobadas con anterioridad al procedimiento en que ellas deben 

aplicarse. En el caso del acceso a la ILE en caso de violación este principio exige la 

previsión de reglas y procedimientos que regulen la prestación de los servicios de ILE 

y el respeto de esas reglas en los procesos previstos para definir el acceso a la ILE por 

violencia sexual. En este sentido la Corte Constitucional de Colombia ha afirmado: 

«...las garantías procesales imprimen transparencia a las actuaciones y en general a 

todas las actividades públicas, por lo tanto, el señalamiento de diversas etapas pro-

cedimentales que han sido previamente determinadas por la ley, cuyo propósito es 

el de equilibrar las cargas procesales entre los sujetes que concurren a una diligencia 

judicial. Por ello, los ciudadanos, sin distinción alguna, deben gozar del máximo 

de garantías jurídicas en relación con las actuaciones tanto administrativas como 



63
judiciales encaminadas a la observancia del debido proceso (...) En este orden de 

ideas, la función de administrar justicia está sujeta al imperio de lo jurídico; es decir, 

sólo puede ser ejercida dentro de los precisos términos establecidos con antelación 

por las normas generales y abstractas que vinculan positiva o negativamente a los 

servidores públicos; en consecuencia, estos tienen prohibida cualquier acción que 

no esté legalmente prevista y únicamente pueden actuar apoyándose en una previa 

atribución de competencia».92

Un tercer elemento central del derecho al debido proceso en la aplicación de la CV 

es el principio de favorabilidad según el cual, en materia penal, la ley permisiva o 

favorable debe aplicarse con preferencia a toda norma restrictiva o desfavorable. El 

deber de priorizar toda interpretación favorable a los derechos de las personas debe 

regir en particular los procedimientos administrativos o judiciales previstos para la 

prestación de los servicios de ILE en caso de violación en los cuales deberá estarse 

a la interpretación más favorable a la permisión de la ILE. En el caso de las disputas 

interpretativas que sobreviven en países como Argentina respecto del alcance de la 

CV, el principio de legalidad implica el mandato de interpretar las normas vigentes 

según el principio penal que exige la interpretación amplia de los permisos y restric-

tiva de las prohibiciones, por cual ante la duda de si el tipo penal cubre o no una 

acción, una correcta interpretación restrictiva de la norma y a favor de los derechos 

de las mujeres implicará excluir dicha conducta de la punibilidad (Cook et al., 2003).

En cuarto lugar, el derecho de defensa se erige como otro de los principios integra-

dores del derecho al debido proceso e implica la garantía de la participación en los 

procedimientos con el fin de ejercer la facultad de asistir al procedimiento, ser parte 

del mismo, defenderse, presentar argumentos, alegatos y pruebas. Además, son 

componentes del derecho de defensa tanto el derecho de contradicción como el 

derecho a la defensa técnica que exige la efectiva y real oportunidad de hacer valer 

las propias razones durante el procedimiento. En el caso del acceso a la ILE por CV, 

el derecho a la defensa conlleva el deber de garantizar la defensa de las mujeres en 

todo procedimiento previo a la realización de la ILE, sea este exigido por las normas 

aplicables o una demanda injustificada del los actores encargados de la prestación 

de los servicios de ILE.

En quinto término, encontramos el principio de celeridad que también conforma el 

derecho al debido proceso y exige la eliminación de todas las dilaciones injustificadas. 

Como consecuencia de este principio, los procedimientos médicos, administrativos 

y judiciales deben llevarse a cabo de forma rápida y sin demoras injustificadas. En la 

92 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia T-751A , 1999.



64 aplicación de la CV el reconocimiento de este derecho implica el deber de respetar 

los plazos expresamente previstos en las normas que regulan los procedimientos 

de ILE y la imposibilidad de imponer dilaciones indebidas. El principio de celeridad 

incluye el deber de atender a la importancia de la celeridad de los procedimientos 

para evitar los daños y los riesgos derivados del aborto tardío.93 Sobre las demoras 

desmedidas, la Corte Suprema canadiense ha considerado que aunque una demora 

pudiese no ser percibida como excesivamente larga, en el caso del aborto las con-

secuencias de dicha demora pueden causar un grave daño a la mujer, considerando 

en especial que dicha dilación implicará la necesidad de técnicas más complejas para 

llevar a cabo el aborto en las etapas más avanzadas de la gestación con la posibilidad 

de tornar el procedimiento más inseguro para la mujer.94 

En quinto lugar, la disponibilidad de al menos una instancia de apelación representa 

otro de los componentes del debido proceso vinculado a los derechos de contradicción 

y defensa. Según este principio, las decisiones adoptadas en procedimientos admi-

nistrativos o judiciales deberán poder ser pasibles de revisión por vía de apelación o 

consulta a un funcionario diferente. Los procedimientos previos a la realización de 

la ILE por CV deberán incluir todas las medidas necesarias para escuchar a las muje-

res o sus representantes y para atender a la defensa de los intereses de las mujeres 

en cada caso particular. Esas medidas deberán además ser sensibles a las distintas 

posiciones e identidades de las mujeres, según lo expresado en la sección sobre el 

derecho y el principio de igualdad.

Así mismo, el debido proceso también se integra por el principio de prevalencia de 

las normas sustanciales que resulta de la vinculación irrescindible entre las normas 

procesales y la efectividad del derecho sustancial. Según este principio, las finalidades 

superiores de la justicia no pueden ser sacrificadas por un culto ciego a las normas 

procesales o cuestiones de forma cuando éstas no sean necesarias para sustanciar 

una decisión. Este principio resulta particularmente importante en la CV cuando se 

imponen trámites administrativos o prácticas médicas que, no teniendo una relación 

directa con la adecuada atención de la ILE, atentan contra la garantía del acceso 

oportuno, respetuoso y adecuado.

93 Según lo ha considerado el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en el caso Tysiac vs. Polonia «118. In 
this connection the Court observes that the very nature of the issues involved in decisions to terminate a 
pregnancy is such that the time factor is of critical importance. The procedures in place should therefore 
ensure that such decisions are timely so as to limit or prevent damage to a woman’s health which might 
be occasioned by a late abortion. Procedures in which decisions concerning the availability of lawful 
abortion are reviewed post factum cannot fulfill such a function. In the Court’s view, the absence of 
such preventive procedures in the domestic law can be said to amount to the failure of the State to 
comply with its positive obligations under Article 8 of the Convention».

94 Supreme Court of Canada, R. Morgentaler v. TheQueen. 1988, párr. 27 y 28.
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Finalmente, el derecho de defensa se completa además con el derecho de acceso a la 

justicia lo cual implica no sólo la reparación de los daños materiales ocasionados por 

delitos como la violación sino también la protección integral de los derechos de las 

víctimas. Según lo ha entendido la Corte Constitucional de Colombia en la sentencia 

T-78 de 2010, el derecho de toda persona a acceder a la justicia comprende: «... 

contar, entre otras cosas, con procedimientos idóneos y efectivos para la determina-

ción legal de derechos y obligaciones, la resolución de las controversias planteadas 

ante los jueces dentro de un término prudencial y sin dilaciones injustificadas, la 

adopción de decisiones con el pleno respeto del debido proceso, la existencia de un 

conjunto amplio y suficiente de mecanismos para el arreglo de controversias, que se 

prevean mecanismos para facilitar el acceso a la justicia a los pobres y que la oferta 

de justicia permita el acceso a ella en todo el territorio nacional. Y, aun cuando en 

relación con este tema el legislador tiene un amplio margen para regular los medios 

y procedimientos que garanticen dicho acceso, ese margen no comprende el poder 

para restringir los fines del acceso a la justicia que orientan a las partes hacia una pro-

tección judicial integral y plena de los derechos, para circunscribir dicho acceso, en el 

caso de las víctimas y perjudicados de un delito, a la obtención de una indemnización 

económica. Por lo cual, el derecho a acceder a la administración de justicia, puede 

comprender diversos remedios judiciales diseñados por el legislador, que resulten 

adecuados para obtener la verdad sobre lo ocurrido, la sanción de los responsables 

y la reparación material de los daños sufridos. (...) De lo anterior se concluye que la 

concepción constitucional de los derechos de las víctimas y de los perjudicados por 

un delito comprende tres derechos esenciales: el derecho a la verdad, el derecho a 

la justicia y el derecho a la reparación del daño».95

Por otro lado, en el caso del acceso a la ILE por CV, el propio acceso a los servicios 

de ILE se torna un componente del derecho a la justicia y a la reparación del daño.

h. El derecho a la salud

El derecho a la salud, entendido como el disfrute del más alto nivel posible de bienestar 

físico, mental y social, se encuentra reconocido en diversos tratados internacionales 

de derechos humanos.96 Desde esta perspectiva también, la salud es un estado 

completo de bienestar físico, mental y social y no la mera ausencia de enfermedades.

El más alto nivel posible de salud hace referencia:

95 Corte Constitucional de Colombia, T-78, 2010, p. 30.
96 Para ampliar la información sobre este derecho ver González Vélez, 2008: 90-120.



66  \ Al nivel de salud que permite a una persona vivir dignamente (incluida la 

vida libre de violencia).

 \ A los factores socioeconómicos que hacen posible llevar una vida sana, in-

cluyendo los determinantes básicos de la salud, es decir que no se limita a 

la atención en salud.

 \ Al acceso a los servicios de salud y a la protección de la salud.

El derecho al más alto nivel posible de salud reconoce que los estándares de bienestar 

son individuales y que no pueden ser definidos con indicadores inflexibles que se apli-

quen de manera general a todas las personas. En este aspecto el derecho a la salud se 

vincula con el derecho a la autonomía, al reconocer que tales estándares de bienestar 

deben ser definidos por las mujeres, especialmente cuando se trata de servicios que 

ellas requieren, teniendo a disposición todas las condiciones que les permitan acceder 

a esos estándares: servicios seguros y de calidad, información, respeto y confiden-

cialidad.97 En el caso de la CV, los servicios deben abarcar, además de los de salud, 

todos los relacionados con la atención legal del caso y otras instancias administrativas.

Desde esta perspectiva hay cuatro elementos esenciales del derecho a la salud, la 

disponibilidad, la accesibilidad, la aceptabilidad y la calidad (que resultan cruciales 

para la garantía del acceso a servicios de ILE por CV):98

 \ Disponibilidad: servicios de salud suficientes y acordes con las necesidades 

de las mujeres, así como servicios legales y otros administrativos que estén 

involucrados, según cada contexto, en la atención integral a mujeres víctimas 

de violencia. Estos servicios deben estar disponibles a lo largo de todo el 

territorio nacional incluidas las zonas rurales.

 \ Accesibilidad: tiene varias facetas. La física da cuenta del hecho de que la 

oferta de servicios debe estar lo más difundida posible en el territorio. La 

económica da cuenta de la necesidad de que los diferentes grupos de mujeres 

dispongan de capacidad de pago para afrontar el precio de los servicios (Ri-

chey y Salem, 2008). También la accesibilidad está relacionada con el acceso 

a información y autonomía e implica abordar de manera clara y explícita las 

obligaciones que los profesionales de la salud y del ámbito judicial tienen de 

ofrecer información a las mujeres y de resguardar los estándares de calidad 

con que ésta debe ser suministrada, garantizando la oportunidad, la vera-

cidad, la integridad y la claridad. Por último, los desarrollos legales también 

97 González Vélez Ana Cristina, coord., 2008a: 30. Los textos entre paréntesis no hacen parte del original.
98 Observación General No. 14. Comité de Derechos Sociales, Económicos y Culturales.
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afectan la accesibilidad pues algunas políticas pueden requerir el diseño de 

normas en diferentes niveles, dado que la regulación es con frecuencia el 

primer paso en el camino a la accesibilidad.

 \ Aceptabilidad: los servicios de salud y otros servicios administrativos o lega-

les deben respetar la confidencialidad y el secreto médico y las necesidades 

especiales de los grupos de mujeres.

 \ Calidad: los establecimientos que presten servicios de atención a mujeres 

víctimas de violación deben cumplir con estándares de calidad, contar con 

personal capacitado, tecnología adecuada, etc. (González, 2010).

Entre el derecho a la salud y la violencia sexual existen diversas relaciones importantes. 

Desde una perspectiva de salud, la violación afecta todas las dimensiones de la salud:

 \ La física porque el mero acto violento constituye una violación de la integridad 

física y corporal de las mujeres, y las expone, cuando menos, a dos poten-

ciales situaciones: el embarazo no deseado y las infecciones de transmisión 

sexual, incluido el VIH. La negación u obstaculización de la prestación de 

servicios de ILE puede exponer a la mujer a riesgos para su salud física, como 

la esterilización y las infecciones, entre otros riesgos.

 \ La mental porque es común que la violación y el embarazo forzado generen 

en las mujeres una afectación emocional, que puede llegar hasta la ideación 

suicida o el suicidio, y que abarcan afectaciones psíquicas como la depresión 

y el estrés postraumático, entre otras (Londoño, 2000). El caso de Mariana 

(Argentina)99 refleja claramente cómo el avance de un embarazo resultado 

de una violación puede producir afectación de la salud mental extrema como 

la idea del suicidio (González Vélez, 2011).100

 \ La social puede ser afectada de múltiples formas: el riesgo de perder el 

trabajo, la interrupción de un proyecto de estudio o laboral, la pérdida de la 

99 Sentencias del Tribunal de Menores No. 1 del Departamento Judicial de Mar del Plata y de la Sala II 
Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Mar del Plata dentro del proceso de O.M.V. En González 
Vélez (2011).

100 El argumento central de la decisión (sentencias del Tribunal de Menores nº 1 del Departamento Judicial 
de Mar del Plata y del Sala II Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Mar del Plata dentro 
del proceso de O. M. V) en este caso fue que, conforme una interpretación amplia del derecho a la 
salud, la afectación de la salud mental que sufría Mariana justificaba la aplicación de la causal salud. 
Se argumentó que existía un riesgo serio para la salud mental derivado de la violencia sexual y además 
que en el caso concreto estaba ampliamente acreditado el daño para la salud mental: «De lo expuesto 
por el reconocido jurista, surge que el supuesto del embarazo derivado de una violación no es más que 
un caso particular de la hipótesis general de peligro para la salud de la madre del inciso primero, por lo 
que el encuadre en dicha premisa general, tiene expresamente en cuenta que el supuesto también se 
verifica particularmente en el inciso segundo, en tanto el embarazo es producto de una violación...».



68 pareja, el agravamiento de una situación de pobreza preexistente, el temor 

al estigma, el rechazo del producto, la humillación (Londoño, 2000). Todas 

estas circunstancias reflejan las múltiples maneras en que un embarazo 

resultado de una violación pueden afectar el bienestar de una mujer y por 

ende su salud en forma integral.

Al afectar la salud de las mujeres en sus dimensiones física, mental y social, la vio-

lación y el embarazo producto de la violación tienen un impacto de corto y largo 

plazo en el bienestar y la integridad de las mujeres en diversas esferas. Esto ha sido 

receptado por diversos instrumentos jurídicos, tanto internacionales como locales.

En 1993 las Naciones Unidas adoptó una primera definición de la violencia de gé-

nero como «todo acto de violencia basado en el género que tiene como resultado 

posible o real un daño físico, sexual o sicológico, incluidas las amenazas, la coerción 

o la privación arbitraria de la libertad, ya sea que ocurra en la vida pública o en la 

privada».101 Esta definición y las posteriores enunciadas en la Convención de Belén 

do Pará («cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, 

daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público 

como en el privado... incluye la violencia física, sexual y psicológica) y por la Organi-

zación Mundial de la Salud (OMS) («todo acto sexual, la tentativa de consumar un 

acto sexual, los comentarios o insinuaciones sexuales no deseados, o las acciones 

para comercializar o utilizar de cualquier otro modo la sexualidad de una persona 

mediante coacción por otra persona, independientemente de la relación de ésta con 

la víctima, en cualquier ámbito, incluidos el hogar y el lugar de trabajo») incluyen 

diferentes tipos de actos violentos ejercidos contra las mujeres y reconocen las tres 

dimensiones de la salud.

Asimismo, en los niveles nacionales, las definiciones adoptadas por las leyes expresan 

el reconocimiento de las diversas afectaciones y reflejan también que desde la comi-

sión misma de la violación, y del embarazo resultado de ésta, existe una afectación 

de la salud (concepto de daño contra la mujer).

En conclusión, teniendo en cuenta que la violación y el embarazo producto de la vio-

lación afectan el derecho a la salud, la interrupción del embarazo en estas situaciones 

es una medida que protege ese derecho. En este sentido, el derecho a la salud es un 

fundamento para el acceso al aborto en casos de violación en la medida que protege 

101 Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer. Asamblea General de las Naciones 
Unidas. 1993.
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el derecho de las mujeres a preservar su bienestar y a evitar la profundización de la 

afectación física, mental y social de su salud.

II.2. La violación y la salud pública

Además del marco internacional de derechos humanos, la problemática de la viola-

ción, su relación con el embarazo no deseado y el acceso a la ILE, deben comprenderse 

desde la perspectiva de la política en salud pública. Más allá de los impactos en la 

vida individual de las mujeres que han atravesado por situaciones de violación, ésta 

afecta la dimensión colectiva de la salud y por tanto es un problema de salud pública. 

En esta sección se brindan elementos para una mejor comprensión de la magnitud 

del problema, de la afectación a ciertos grupos de mujeres y de los efectos que la 

violación tiene sobre la salud de las mujeres. Se explica además por qué, desde una 

perspectiva de salud pública, es importante entender las formas en que la violación 

constituye una carga oculta.

El reconocimiento de la violencia contra las mujeres como un problema de salud 

pública se debe «al impacto negativo que tiene la misma en el bienestar y la salud 

integral de las mujeres» y «a que dicho impacto tiene lugar en una significativa 

proporción de mujeres en todo el mundo» (OPS, 2002: 20). La violación afecta dife-

rentes facetas de las vidas de las mujeres que permiten hablar de una crisis múltiple: 

«La violación afecta a la mujer en su integridad personal, social, sexual y existencial. 

Altera su historia y sus proyectos de vida y, cuando la víctima aún se encuentra en 

una etapa crítica, la confirmación del embarazo resultado de la misma se convierte 

en otro choque emocional intenso; en una crisis múltiple (...)» (Londoño, 2000).

Es fundamental comprender hasta qué punto la violación representa una afectación 

de la salud y un problema de salud pública, y consecuentemente también el embarazo 

impuesto por la violación (Jöchle, 1973 citado en Londoño, 2000), así como com-

prender que los embarazos producto de la violación son percibidos por las mujeres, 

como un segundo acto de violencia (Londoño, 2000). Es importante considerar, 

asimismo, que los embarazos derivados de violación también afectan al producto. 

Se ha estimado que «Los hijos producto de un embarazo por violación sufren las 

características de los hijos no deseados, presentando alto riesgo de desnutrición, 

maltrato infantil, abandono e incluso infanticidio» (WHO, 2002).

«La violencia contra las mujeres es un tipo común de violencia. Se estima que hasta 

seis de cada diez mujeres del mundo sufren violencia física o sexual a lo largo de su 

vida» (UNIFEM, 2009 citado por Contreras et al., 2010: 11). Pese a que la evidencia 



70 sobre la violencia sexual en LAC es limitada, hay claras indicaciones de que se trata 

de un problema tanto de salud pública como de violación de los derechos humanos. 

Según recientes evidencias, la prevalencia de relaciones sexuales forzadas por la 

pareja íntima varían entre el 5% y el 47% de acuerdo con los datos obtenidos en las 

encuestas de población (Contreras et al., 2010). Según la OMS (2003), casi una de 

cada cuatro mujeres refiere haber estado sometida a una violación por parte de su 

pareja, y hasta una tercera parte de las adolescentes han atravesado una iniciación 

sexual forzada. En relación con el impacto de la violencia en la salud, la violación 

y la violencia doméstica aparecen como causas significativas de discapacidad y 

muerte entre mujeres en edad reproductiva. Además de heridas, hematomas, frac-

turas, pérdida de capacidad auditiva, desprendimiento de la retina, enfermedades 

de transmisión sexual, abortos e incluso feminicidios (...)» (Sagot, Carcedo y Guido, 

2000: 21). Asimismo se estima que las cifras tienen importantes tasas de subregistro. 

Como es común que estas cifras provengan del sistema judicial o administrativo, no 

contemplan los casos de las mujeres que decidieron no denunciar (Lara et al., 2003). 

Esto indica que la incidencia de la violación puede ser aún más grande.

Desde una perspectiva de salud pública, las intervenciones deben priorizar los grupos 

que están expuestos a mayores riesgos; en este caso, aquellos susceptibles de requerir 

acceso a la CV, de tal modo que sea posible preservar, promover y mejorar su salud. 

Hay condiciones que pueden generar que algunas mujeres tengan más riesgo de 

atravesar situaciones de violación. En primer lugar, las condiciones socioeconómicas 

son un factor determinante. Asimismo, se debe considerar especialmente la situación 

de las mujeres con discapacidad, analfabetas o con bajo grado de escolaridad, las 

niñas y adolescentes, las mujeres indígenas, las mujeres migrantes, las mujeres en 

zonas de conflicto armado y desplazadas, las mujeres en situación de prisión, y las 

mujeres en situación de crisis humanitaria (Russo y Denious, 1998).

También es importante tener en cuenta que un número considerable de mujeres que 

experimentan abuso sexual o violación a edades tempranas pueden tornarse –en 

cifras significativas– en mujeres que se involucran en relaciones de revictimización o 

tener comportamientos de riesgo, embarazos no deseados y abortos. Asimismo, una 

elevada proporción de mujeres que han experimentado la experiencia del aborto, 

han experimentado violencia sexual en sus relaciones (Russo y Denios, 1998). 

Por otro lado, múltiples evidencias revelan la mayor probabilidad de que se produzca 

un embarazo en casos de violación que en la actividad sexual-coital corriente dado el 

impacto de las emociones, el estrés, el miedo, la presión y la ansiedad en el proceso 

reproductivo (Londoño, 2000). En un estudio realizado en México entre mujeres víc-

timas de violencia se diagnosticó embarazo en el 10% de las adolescentes atendidas 

por violación durante 1995. Igual porcentaje informó el CTA en mujeres en edad 
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reproductiva atendidas en esa institución durante 1998 (Lara et al., 2003). A esto 

se suma el que una gran proporción de estas mujeres opten por la interrupción del 

embarazo, cifras que se tornan más elevadas cuando las mujeres sobrevivientes de 

violación son atendidas en entidades que les brindan servicios integrales, como lo 

refleja un estudio en Cali, en el que el 63% había decidido interrumpir el embarazo 

(Londoño, 2000). Esto implica que, desde la salud pública, la atención integral a las 

mujeres que atravesaron episodios de violación debe incluir no sólo el manejo de 

estas situaciones, sino también el del embarazo no deseado, es decir, la garantía 

del acceso a la ILE.

II.2.1. La violación: una carga oculta para la salud 

Según el Banco Mundial la violencia de género es responsable por un año de cada 

cinco años de vida saludable perdidos (AVISA) por las mujeres en edad reproductiva 

(Heise et al., 1994). Asimismo, estudios recientes destacan que es causa significativa 

de enfermedades y muertes femeninas, producto de golpizas durante el embarazo, 

de violaciones conyugales, de abuso sexual en la niñez, de abortos practicados en 

malas condiciones sanitarias, de esterilizaciones forzadas, de carencias alimenticias 

y de escaso acceso a los servicios de salud, entre otras (Heise et al., 1994). Dado que 

la violencia no es una «enfermedad», la noción de carga oculta pretende mostrar la 

forma en que contribuye a incrementar otras afectaciones y morbilidades.

Se conoce como la «carga oculta de la enfermedad» al conjunto de efectos que 

no siempre son comprendidos desde los servicios y sistemas de salud, como con-

secuencia de la violación y que generan costos en múltiples niveles, tanto personal 

como familiar, comunitario y social. Es decir, se trata de carga que con frecuencia 

permanece oculta para los sistemas de salud.

Un estudio realizado en Estados Unidos mostró que las víctimas de violencia son 9 

veces más propensas al intento suicidio y el doble de veces más propensas a la de-

presión mayor. Las víctimas de violencia tienen altas tasas de estrés postraumático 

persistente, a lo que se suma cuando el aborto por violación está prohibido legal-

mente o donde no hay acceso a los servicios, miles de mujeres deben sufrir la doble 

humillación de ser violadas y luego obligadas a tener el hijo producto de la violación.

La violencia puede ser responsable de numerosas muertes maternas ocultas, espe-

cialmente entre jóvenes con embarazos no deseados. El clásico estudio realizado por 

Heise et al. (1994) para el Banco Mundial indica que del total de años de vida perdidos 

ajustados por discapacidad (AVAD/DALYS) atribuibles a violencia doméstica y violación, 

en el grupo de mujeres entre 15 y 44 años, 2.5 millones se relacionan con el aborto y 



72 de estos, un 10% se atribuyen directamente a violencia doméstica y violación (carga 

de enfermedad, discapacidad futura) (Heise et al., 1994: 48).Cuando además de la 

violencia, hay un embarazo, todas estas afectaciones de la salud se convierten en 

factores de riesgo del embarazo. A los síntomas propios de la violencia sexual, debe 

sumarse también la angustia de las mujeres derivada de un embarazo no elegido, el 

miedo, el rechazo social por esta situación, y el temor a la reacción de sus parejas.

Hay un amplio reconocimiento de que la violación afecta las dimensiones tanto física y 

mental de la salud y se asocia con problemas de salud sexual y reproductiva, incluidas 

las ITS, el VIH, los embarazos no planeados y otros (Contreras et al., 2010). Entre las 

afecciones más comunes reportadas en estudios sobre mujeres que han atravesado 

por una violación, algunas de las cuales se han realizado un aborto, se ha reportado 

la alta prevalencia de HPV; también se ha señalado que entre un 4% y un 30% de 

las mujeres sobrevivientes de violación sufre alguna enfermedad de trasmisión sexual. 

Asimismo, las mujeres en esta situación sufren con mucha más frecuencia de dolores 

de cabeza y otros dolores crónicos, incluido el dolor pélvico y el dolor muscular, además 

de desórdenes intestinales e infecciones vaginales recurrentes (Bourasa y Berubé, 2007).

Según la OPS, la violencia sexual contra las mujeres «repercute hondamente en la 

salud física y mental de las víctimas» (OPS, 2002: 21) mientras que las lesiones físicas 

que «se asocia a un mayor riesgo de diversos problemas sexuales y reproductivos con 

consecuencias que se manifiestan tanto de inmediato como muchos años después de 

la agresión». Agrega que en la dimensión mental «las repercusiones son tan graves 

como en la física, y pueden ser también muy duraderas». Se estima que la violación 

aumenta los riesgos de mortalidad debido al suicidio, a la infección por el VIH o al 

homicidio. Las víctimas de violación tienen mayor probabilidad de sufrir trastornos 

«psíquicos y comportamentales de muy diversa índole, como depresión, abuso del 

alcohol, ansiedad y comportamiento suicida, además de problemas reproductivos 

como embarazos no deseados, enfermedades de transmisión sexual y disfunciones 

sexuales» (OPS, 2002: 9).

Los estudios también muestran que la violación incrementa la incidencia de episodios 

de ansiedad y miedo, el abuso de sustancias, y la disfunción sexual. Además, las 

mujeres que han sido violadas experimentan más pesadillas, pensamientos catas-

tróficos, sentimientos de alienación y soledad, vulnerabilidad, pérdida de control y 

baja autoestima (Russo y Denious, 1998). Por otro lado, es común que las mujeres 

con embarazos no deseados hayan tenido un mayor número de abortos que otras 

mujeres (Russo y Zieck, 1992).

En síntesis, la violación de las mujeres implica altos costos para los sistemas de salud 

pues deben atender las secuelas físicas y psíquicas de las mujeres que la sufren y 
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también implica costos para el desarrollo social y económico de los países que pierden 

la posibilidad de contar con la fuerza de trabajo de las mujeres en forma temporal 

o definitivamente (Heise et al., 1994).

Por estas consideraciones relativas al impacto de la violencia sexual sobre la salud, 

en los países en los que existe debate sobre la aplicación de la CV para interrumpir 

el embarazo y en aquellos donde la CV no se encuentra prevista en las normas le-

gales, puede y debe aplicarse la causal salud bajo el entendido de que un embarazo 

producto de la violación afecta la salud de las mujeres en todas sus dimensiones.102

102 Ver por ejemplo la sentencia del Tribunal de Menores Nº 1 del Departamento Judicial de Mar del Plata. 
Sentencia del 14 de Febrero de 2007, en causa Nº 40.939 «O. M. V.»
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capítulo III

 

 
La 
aplicación 
de la causal 
violación en 
el ámbito 
del sector 
salud

III.1. Presentación

Este capítulo describe las funciones y responsabilidades de los prestado-

res de servicios de salud para aplicar la CV según los diversos modelos 

regulatorios sobre al aborto vigentes en la región de LAC (sección III.2.) y 

describe un conjunto de estándares para una adecuada aplicación de la 

CV en el sector salud (sección III.3.).

Estos estándares apuntan a reducir las barreras de acceso que con frecuencia 

las mujeres que han sido violadas enfrentan. Complementado con el capí-

tulo siguiente, este capítulo está especialmente dirigido a los prestadores 

de servicios de salud y busca contribuir a una mayor y mejor coordinación 

entre éstos y los otros actores involucrados en la aplicación de la CV.103 

Cualquiera resulte la puerta por la que una mujer que ha sufrido una viola-

ción ingrese a un servicio de salud (como primera entrada o remitida desde 

otra instancia), debe recibir atención integral y oportuna, en el entendido 

103 Es relevante destacar que cuando la norma legal vigente no requiere la intervención del 
ámbito judicial o de otras autoridades administrativas para acceder a la interrupción del 
embarazo, esa intervención no podrá ser invocada o requerida por los profesionales de la 
salud.
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en esta situación. Según la OMS, esta ruta crítica debe ser entendida como «un 

proceso que se construye a partir de la secuencia de decisiones tomadas y acciones 

ejecutadas por las mujeres afectadas por la violencia intrafamiliar y las respuestas 

encontradas en su búsqueda de soluciones». La ruta crítica se inicia cuando las mu-

jeres afectadas deciden revelar esa situación a otra persona, como un primer intento 

de buscar soluciones.104 

La ruta crítica describe las decisiones y acciones emprendidas por las mujeres y las 

respuestas encontradas en su entorno familiar y comunitario así como en el ámbito 

institucional. En este último, la capacidad de respuesta puede observarse en el acceso, 

la disponibilidad y la calidad de los servicios, los que a su vez están determinados 

por factores estructurales y normativos, así como por las representaciones sociales, 

actitudes y comportamientos de los proveedores (Sagot, 2000: 9).

Además de los estándares, es importante recordar que los Estados tienen un con-

junto de obligaciones de respeto y protección frente a la ILE por la CV. Entre éstos, 

abstenerse de interferir en el acceso a servicios y respetar las decisiones de las mu-

jeres. Adicionalmente, tienen obligaciones de cumplimiento que exigen condiciones 

institucionales para que el acceso a los servicios sea efectivo y seguro. Esta obligación 

de los Estados se traduce en el desarrollo de políticas y normas jurídicas que abor-

den de manera integral la atención de la violación y del embarazo, y que garanticen 

el acceso a los servicios que sean necesarios para la mujer. Esta obligación estatal 

también comprende el financiamiento de los servicios, la difusión de estas políticas, 

y el diseño y puesta en marcha de mecanismos de evaluación y monitoreo.

La violación de las mujeres es un problema de salud pública que vulnera un conjunto 

de derechos. Para responder a sus responsabilidades, los servicios de salud deben 

aplicar la CV en concordancia con el derecho a la salud y el conjunto de derechos 

que se ven afectados de no garantizarse un abordaje integral de la situación de una 

mujer que ha atravesado una violación.

104 Esta noción de ruta crítica se basa en la idea de que existe un conjunto de factores que impulsan a 
una mujer a buscar ayuda o la inhiben de hacerlo, entre ellos: la información, el conocimiento, sus 
percepciones y actitudes, los recursos disponibles, su experiencia, la valoración sobre la situación y los 
apoyos u obstáculos.
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III.2. La aplicación de los estándares  
 según los diversos  
 marcos regulatorios del aborto

Tomando como referencia el diagnóstico del capítulo I, esta sección desarrolla los 

estándares que deben aplicarse en todos los modelos, identificando las diferencias 

derivadas de las normas específicas sobre la autorización judicial, la denuncia o 

cualquier otro aspecto regulado para el acceso al aborto por la CV.

Las cuatro principales combinaciones de legislaciones en el marco de las cuales los 

servicios de salud y jurídicos deben dar respuesta a las mujeres en situación de vio-

lación en la región de LAC son:

a. Legislaciones que establecen el modelo de permisos con 

 causal violación, con y sin causal salud, y con distintos  

 requisitos sobre denuncia de la violación o autorización  

 judicial o administrativa de la ILE

Allí donde la legislación establece un modelo de permisos que prevé la CV, cuando 

la realización del aborto por esta causal no demanda requisitos previos –como la 

denuncia o la autorización judicial o administrativa:

 \ La CV debe ser entendida y aplicada por los prestadores de servicios de 

salud sobre la base de la afirmación de la mujer acerca de la existencia de la 

violación y sin exigir otros requisitos.

Si la legislación contempla la CV y requiere la ejecución de algún procedimiento ante 

las autoridades judiciales o administrativas previo a la ILE:105 

 \ Las prestadoras de servicios de salud deben estar debidamente informadas y 

preparadas para dar a las mujeres la información necesaria para cumplir con 

esos procedimientos y estar en condiciones de acceder a la ILE.

Cuando la legislación vigente incluye la CV y la causal salud, los servicios de salud 

tienen la posibilidad de aplicar la causal salud debido al riesgo que comporta para 

una mujer llevar adelante un embarazo producto de una violación. En estos casos, 

105 Ver Capítulo I, Clasificación de los modelos de permisos según causales y requisitos de denuncia o 
autorización previa.
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de este capítulo.

b. Legislaciones con modelo de permisos  

 sin causal violación y con causal salud

Si la CV no está contemplada en la legislación vigente, los profesionales de la salud 

deben aplicar la causal salud a las mujeres embarazadas puesto que la violación y 

los embarazos derivados de ésta afectan el derecho a la salud física, mental y social.

La violación tiene serias implicaciones sobre la salud de las mujeres que justifican 

plenamente la aplicación de la causal salud. Estas afectaciones han sido reconocidas 

por los organismos de derechos humanos y por decisiones judiciales tal como se 

referenció en capítulos anteriores. Asimismo, porque los profesionales de la salud 

tienen la responsabilidad de interpretar las causales de interrupción del embarazo 

de conformidad con el principio pro persona, principio por el cual debe adoptarse 

la interpretación de la norma legal que mejor proteja los derechos de las mujeres y 

mejor se ajuste a su decisión.

c. Legislaciones con modelo de permisos  

 con causal vida y sin causal violación ni causal salud

Cuando las legislaciones con modelo de permisos incluyen la causal vida pero no así 

la CV o la causal salud, los profesionales de la salud deben ofrecer servicios de aborto 

a mujeres que han sido violadas sobre la base del fundamento de la protección de su 

derecho a la vida, interpretado en consonancia con el resto de los derechos previstos 

en los tratados de derechos humanos.106

La interpretación restrictiva de la causal vida es incompatible con los derechos hu-

manos de las mujeres y, en especial, con el reconocimiento a la vida consagrado en 

los tratados de derechos humanos y en las constituciones de los países de la región, 

tal como lo han manifestado los órganos de monitoreo de los tratados de derechos 

humanos en múltiples ocasiones.107

106 Los fundamentos de derechos humanos de protección de la vida han sido desarrollados en el capítulo 
II.

107 Para una revisión exhaustiva de las recomendaciones generales y por país de los órganos de monitoreo 
de tratados de derechos humanos de las Naciones Unidas respecto del derecho a la vida de las mujeres 
frente a la penalización del aborto ver Zampas y Tood-Gher (2011).
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d. Legislaciones con modelo de penalización total del aborto 

Cuando las legislaciones penalizan el aborto sin excepción, los servicios de inte-

rrupción del embarazo para las mujeres que fueron violadas pueden ofrecerse con 

fundamento en los derechos a la vida, la salud y al resto de los derechos previstos 

en los tratados de derechos humanos según lo expuesto en el capítulo II. En ese 

sentido, los órganos de monitoreo de los tratados de derechos humanos de Naciones 

Unidas y el Sistema Interamericano de Derechos Humanos han considerado que la 

penalización total del aborto es incompatible con los derechos humanos.108

A título ilustrativo, cabe mencionar que el Comité de Derechos Humanos ha expre-

sado su preocupación por las leyes restrictivas sobre aborto de países de la región 

como Chile, especialmente cuando la vida de la mujer está en riesgo.109 También ese 

Comité ha manifestado su preocupación por la penalización del aborto cuando el 

embarazo es resultado de una violación,110 y ha dejado en claro que las regulaciones 

restrictivas del aborto en caso de violación son incompatibles con los derechos de 

las mujeres según lo demanda la protección del derecho a la vida según el artículo 

6 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.111 El mismo organismo 

convocó también a los Estados a reformar las leyes restrictivas del aborto para ayu-

dar a las mujeres a evitar embarazos no deseados y abortos inseguros,112 e invitó 

a los Estados a dictar leyes de acuerdo con el Pacto que monitorea.113 Sobre LAC, 

en especial, el Comité de Derechos Humanos, el Comité de la CEDAW, y el Comité 

de los Derechos del Niño han instado en reiteradas oportunidades a países como 

Chile, El Salvador, Guatemala y Nicaragua a proteger la vida de todas las personas, 

incluyendo la de las mujeres que decidieron terminar con sus embarazos.114 Al mis-

mo tiempo, esos comités han solicitado a los países que revisen la legislación que 

penaliza restrictivamente el aborto.115 

108 Ver Zampas y Tood-Gher (2011).
109 Observaciones Finales del Comité de Derechos Humanos en lo relativo a Chile, 18 de mayo de 2007, 

CCPR/C/CHL/CO/5 al pár. 8.
110 Observaciones Finales del Comité de Derechos Humanos sobre Gambia, 12 de agosto de 2004, en el 

pár. CCPR/CO/75/GMB. 17.
111 Perú, 15 de noviembre de 2000, en el pár. CCPR/CO/70/PER. 20, pár. 20.
112 Observaciones Finales del Comité de Derechos Humanos en relación con: Chile, 18 de mayo de 2007, 

CCPR/C/CHL/CO/5 al pár. 8, El Salvador, 22 de agosto de 2003, en CCPR/CO/78/SLV pár. 14; Madagascar, 
11 de mayo de 2007, CCPR/C/MDG/CO/3 en el párr. 14; y Polonia, el 2 de diciembre de 2004, en el pár. 
CCPR/CO/82/POL. 8.

113 Chile y El Salvador, véase nota supra. Por ejemplo el CDH recomendó a Chile modificar su legislación 
en materia de aborto para incluir en ella algunas excepciones.

114 Chile, 30 de marzo de 1999, CCPR/C/79/Add.104 al apartado 15; Guatemala, 27 de agosto de 2001, 
en el pár. CCPR/CO/72/GTM. 19.

115 Observaciones Finales del Comité sobre: Chile, 25 de agosto de 2006, CEDAW/C/CHI/CO/4 en los pár. 
19-20; Colombia, 4 de febrero de 1999, A/54/38, pár. 394; Panamá, 2 de julio de 1998, A/55/38 /
Rev.1, pár. 201; y el Perú, el 8 de julio de 1998, en el pár. A/53/38/Rev.1. 340.
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normas restrictivas puede fundarse también en los parámetros de derechos humanos 

desarrollados por el Sistema Interamericano de Derechos Humanos. Al respecto, en 

diciembre de 2006, el Relator sobre los Derechos de las Mujeres de la Comisión Inte-

ramericana dirigió al gobierno de Nicaragua una carta en la que manifestaba que la 

ley de aborto de ese país era contraria al derecho internacional, dado que amenazaba 

los derechos humanos de las mujeres y ponía en peligro su salud. Según el Relator 

«el aborto terapéutico ha sido reconocido internacionalmente como un servicio de 

salud especializado y necesario para las mujeres, teniendo como presupuesto salvar 

la vida de la mujer cuando es amenazada durante el embarazo, y la negación de 

los servicios de aborto pone en peligro la vida de las mujeres del mismo modo que 

su integridad física y psicológica».116 El Relator llamó así al gobierno de Nicaragua 

a tomar en cuenta en la corrección de la prohibición total del aborto prevista en la 

ley, los principios de derechos humanos.117

III.3. Los estándares

Los estándares para el acceso a los servicios de ILE por la CV son definidos desde la 

perspectiva de los derechos humanos y en consideración de los retos y las barreras 

que supone la aplicación de la CV en los servicios de salud. Asimismo la CV debe 

ser aplicada en el sector salud de conformidad con un conjunto de derechos que 

a su vez deben guiar las normas y los protocolos que se utilicen para la atención. 

También esos derechos deben ser el criterio para interpretar esas normas y protocolos 

en casos de duda, vacíos o contradicciones.

A continuación se desarrollarán los once estándares aplicables a todos los permisos 

descriptos en la sección anterior:118,119 

a. Información y respecto de la autonomía.

116 Organización de los Estados Americanos - Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Carta a 
Nicaragua el Ministro de Relaciones Exteriores, Excmo. Norman Calderas Cardenal, 10 de noviembre 
de 2006, disponible en: http://www.reproductirights.org/pdf/index.nicaragua.english.pdf.

117 Ibídem.
118 Los estándares son igualmente aplicables a los países con modelo de derogación/plazos o trimestres/

mixto o combinado. Según estas combinaciones, los países de LAC con alguna de estas combinaciones 
serían: Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Guatemala, Guyana, México, Panamá, 
Paraguay, Perú, Venezuela, y Uruguay. Ver capítulo para los modelos y países donde rigen.

119 No obstante, cuando un modelo plantea alguna necesidad específica o cuando resulte necesario enfatizar 
algún estándar dadas ciertas características del modelo, se hará explícita referencia a ello.
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b. Respecto de las decisiones de las mujeres.

c. Confidencialidad.

d. Límites a la objeción de conciencia.

e. Principio pro persona.

f. Atención integral.

g. Calidad de la atención.

h. Atención sin dilación.

i. Coexistencia de causales.

j. Respeto de las decisiones de las autoridades públicas.

k. Resolución de conflictos para favorecer el acceso oportuno a servicios.

a. Información y respeto de la autonomía

Este estándar exige proveer información que incluya: la situación legal del aborto 

en el país, los requisitos necesarios para acceder a los servicios de salud –si éstos 

estuvieran legalmente estipulados–, los requisitos para acceder a la ILE según lo 

establecido por las normas legales, las diversas tecnologías utilizadas para la ILE, y 

la consejería posterior al ILE.

La información es un elemento crítico para tomar decisiones autónomas y por tanto 

debe ser oportuna, clara, veraz y completa. En la práctica, la información y el respeto de 

la autonomía de la mujer se traducen en el reconocimiento de su derecho al consenti-

miento informado cualquiera sea la decisión que la mujer tome. Y el deber de respetar 

la decisión de la mujer no sólo aplica a la médica tratante o a los miembros del equipo 

de salud, sino a todo el personal que interviene en la prestación del servicio de salud.

Es necesario tener en cuenta que para algunas mujeres –como migrantes, adolescen-

tes, mujeres de sectores sociales en situación de vulnerabilidad, entre otras– puede ser 

necesario que la información sea transmitida de una manera especial precisamente 

con el fin de facilitar la comprensión y que esa información pueda ser utilizada para 

tomar una decisión.120 

120 Así, en algunas situaciones será necesario utilizar la lengua con la que la mujer se comunica, en otras 
será necesario considerar la falta de apoyos sociales y familiares que una mujer migrante puede padecer, 
por ejemplo.
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particulares de los distintos grupos de mujeres de tal forma de garantizar que su 

consentimiento sea libre e informado.121 Por ejemplo, los contextos de prisión o 

de conflicto armado imponen a las mujeres severas restricciones a la libertad para 

tomar decisiones. Por ello, las profesionales de la salud deben contribuir a habilitar 

las condiciones para que las mujeres puedan obtener información completa y veraz 

en forma oportuna, así como crear las mejores condiciones posibles para reducir las 

presiones de esos contextos restrictivos. A esto contribuiría, por ejemplo, la prohi-

bición de ejercer la objeción de conciencia cuando se trata de mujeres en situación 

de privación de la libertad o mujeres que viven en contextos de conflicto armado, 

de tal manera que el acceso a la ILE no se demore.

El consentimiento informado supone: 

 \ La garantía de que el acto de voluntad de las mujeres de interrumpir o no 

interrumpir el embarazo es autónomo y se encuentra libre de influencias y 

presiones de cualquier tipo. En contextos en los que se ha vivido una violación, 

esta constatación es de particular importancia dado que un alto porcentaje 

de las mujeres que han sido violadas conocen a su agresor o éste forma 

parte de su entorno familiar, lo que puede conllevar fuertes presiones para 

tomar una decisión en un sentido u otro. También estas presiones pueden 

influir en la decisión de la mujer de denunciar o no la violación, así como en 

recurrir a mecanismos de verdad, justicia y reparación.

 \ La provisión de información completa, clara, veraz y oportuna sobre todo 

lo relacionado con el servicio de ILE y con la atención de la violación. Debe 

incluir asimismo información sobre los procedimientos necesarios para ac-

ceder al servicio de ILE por la CV, la posibilidad de aplicar otras causales y 

las consecuencias derivadas de esas diversas opciones; los procedimientos 

disponibles para garantizar la verdad, la justicia y la reparación del acto de 

violación, y todos los aspectos asistenciales y administrativos relacionados con 

la provisión del aborto y con los demás servicios necesarios para la atención 

integral de la mujer que ha sido violada. «Con frecuencia los programas de 

salud que atienden a las víctimas de violación que quedan embarazadas a 

menudo no ofrecen información, referencias o acceso a servicios de aborto 

seguro y legal» (Contreras, et al., 2010).

121 Por ejemplo, algunas mujeres pueden sufrir situaciones de coerción en la decisión de seguir el embarazo 
o de no continuarlo. Cuando existe coerción en la decisión de interrumpir el embarazo se han observado 
malos resultados en el período posaborto (Russo y Denios, 1998).
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«El derecho a la verdad, comprende la necesidad específica de conocerla, de de-

nunciar los delitos –en este caso la violación– cometidos contra las mujeres (bien 

sea en el ámbito de la familia, del conflicto armado u otras) y la instrumentalización 

de su cuerpo. Implica la necesidad de hacer visible el daño irreparable que han te-

nido estos delitos en las mujeres y en la sociedad. Son las víctimas quienes deben 

determinar el contenido y la forma en que se dé a conocer dicha verdad; es decir, 

qué es necesario saber y cómo debe saberse y contarse. En lo que tiene que ver con 

el derecho a la justicia, el reconocimiento de la gravedad de los delitos de violencia 

sexual, supone imponer sanciones suficientes y específicas como garantía de justicia 

con las mujeres. En lo que respecta a los procesos de reparación, éstos requieren 

por un lado de la identificación de los delitos, así como de la identificación de las 

víctimas que sufrieron dichos delitos. Es necesario reconocer que los derechos de 

las víctimas fueron vulnerados y las motivaciones» (Barraza, 2008).

En cuanto a la información sobre los procedimientos que deben ser cumplidos para 

acceder al servicio de ILE por CV es importante enfatizar que la efectiva aplicación de 

este estándar debe considerar los diversos escenarios que muestran los países de la 

región (ver cuadro II en capítulo I). Por ejemplo, la información sobre la autorización 

o la ruta judicial necesaria de cumplimentar con anterioridad a la ILE deben darse 

con precisión en países como Bolivia, México o Panamá. En algunas provincias de la 

Argentina, Colombia, Costa Rica y Uruguay debe darse la información acerca de la 

sola exigencia de la denuncia previa a la violación.122 Finalmente, en algunos países 

en los que no se exige trámite previo como Brasil –en el cual las normativas indican 

la improcedencia de solicitar la denuncia de violación y se reconoce que la palabra 

de la mujer es suficiente– las profesionales deben informar expresamente de esta 

situación a la mujer para evitar dilaciones con trámites de denuncias innecesarios. 

Por su parte Ecuador, Guatemala y Paraguay disponen de normas que no aclaran 

de forma expresa la necesidad de la denuncia de la violación. En estos casos, exigir 

la denuncia resultaría inconsistente con las normas que reconocen la potestad de 

la mujer de denunciar la violación o de no hacerlo y por lo tanto, los profesionales 

deben proceder a brindar el servicio de ILE.

Cuando se trata de mujeres menores de edad o de mujeres con discapacidad se 

deben considerar sus circunstancias especiales tanto para ofrecer información como 

para verificar el acto de consentimiento. En el caso de las mujeres menores de edad, 

se debe dar información según las condiciones particulares, evaluar sus capacidades 

122 Respecto de la demanda de denuncias previas a la ILE, deben tenerse especialmente en cuenta los 
distintos tipos y formalidades de las denuncias requeridas (por ejemplo, denuncia penal, denuncia 
como declaración jurada, notificación a autoridades) y no exigir denuncias con requisitos formales no 
previstos por la norma.
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adolescente pueda ejercer el derecho de consentir y de tomar una decisión. Adicional-

mente, no puede obligarse a solicitar el consentimiento de terceros, menos aún cuando 

se trate de alguna persona con conflicto de interés.123 Si la norma legal dispone que 

el representante legal debe decidir y sustituir el consentimiento de la mujer menor 

de edad, es necesario asegurar toda la información necesaria para que esa persona 

pueda representar los intereses de la niña o adolescente en las mejores condiciones.

En el caso de las mujeres con discapacidad debe brindarse información que puedan 

comprender según sus diferentes limitaciones, del mismo modo que debe respetar-

se su voluntad procurando las condiciones y mecanismos necesarios para que ella 

pueda expresarla libremente. Si esto no fuera posible, quien se designe para prestar 

el consentimiento en su nombre deberá también contar con toda la información de 

tal manera que pueda atender las circunstancias de la mujer y tomar la decisión que 

mejor proteja sus derechos.124

Como en estas dos situaciones el embarazo fue producto de violación, es importante 

que los profesionales intervinientes contribuyan a adoptar las medidas necesarias 

para garantizar que la violación no se repita en el futuro.

b. Respeto de las decisiones de las mujeres

La aplicación de la CV supone el reconocimiento de la facultad de las mujeres para 

interrumpir el embarazo derivado de la violación y para decidir si denunciar o no la 

violación. También supone el respeto de esas decisiones por las profesionales de la 

salud que prestan el servicio y la disposición de los medios necesarios para tomar y 

llevar a cabo esas decisiones.

123 «(i) deben recibir información de acuerdo a su nivel educativo, social y cultural, de manera amigable para 
favorecer su comprensión; (ii) la capacidad para decidir terminar un embarazo que genera riesgo para 
su salud o su vida debe ser evaluada en cada caso concreto; (iii) se deben agotar todos los esfuerzos 
para que la menor pueda tomar la decisión directamente en ejercicio de su autonomía, (iv) las menores 
no pueden ser obligadas a informar o solicitar el consentimiento de terceros.» «En todo caso no puede 
ser una persona que se encuentre directamente en conflicto con sus intereses.» Idem. p. 185.

124 «(i) se debe proporcionar información a las mujeres con discapacidad a través de medios que se 
compadezcan con sus limitaciones, asegurándose que la información es comprendida, que los 
procedimientos, los efectos y las alternativas de tratamiento son claras; (ii) se debe atender, en principio, 
exclusivamente a la voluntad de la mujer discapacitada en relación con si desea o no terminar el embarazo 
y se deben agotar todos los medios necesarios para que ésta pueda expresar su deseo en relación con 
el embarazo; (iii) en caso de que resulte imposible que la mujer exprese su voluntad, la persona que la 
ley defina para que preste el consentimiento por ella (médico no objetor, familiar, tutor, esposo) debe 
atender a las circunstancias del caso, a la alternativa que mejor se compadece con el ejercicio de los 
derechos de la mujer, a sus condiciones clínicas. En todo caso no puede ser una persona que se encuentre 
directamente en conflicto con sus intereses». Idem. p. 185.
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c. Confidencialidad

En términos prácticos, este estándar establece el deber de guardar el secreto profe-

sional sobre toda la información provista en la consulta, incluida aquella relativa al 

acto de violación que produjo el embarazo. El deber de proteger esta información 

involucra no sólo a los profesionales de la salud que prestan servicios directamente 

a las mujeres, sino a todo el personal que participa en el proceso de atención.

La confidencialidad también exige que los conflictos de los profesionales de la salud 

entre su deber de denunciar y el derecho de las mujeres a la protección de la infor-

mación que dan en la consulta sean resueltos a favor del derecho de estas últimas. 

Esta afirmación es particularmente relevante para las mujeres que se encuentran en 

situaciones especiales como las que viven en contextos de conflicto armado, están en 

prisión, son desplazadas, etc. En esas situaciones, la denuncia puede acarrear repre-

salias cuyas consecuencias las mujeres deben poder evaluar para decidir si la realizan 

o no y en qué momento lo hacen. Cuando la denuncia de la violación está prevista 

legalmente, el deber de las profesionales de la salud de denunciar se enfrenta a su 

deber de guardar el secreto profesional y al derecho de las mujeres a su privacidad 

y a la confidencialidad. La primacía de la protección del derecho de la mujer se basa 

en su mayor peso en el ordenamiento jurídico, pero sobre todo es consecuencia de 

que protege derechos que no pueden ser subordinados a deberes legales.

Sobre el secreto médico es importante enfatizar que –según la jurisprudencia in-

ternacional– éste debe ser reconocido ante todo conforme a la deontología profe-

sional125 como un bien que el médico debe utilizar libremente a fin de preservar la 

relación médico-paciente y privilegiar la calidad de la atención. Esta afirmación es 

particularmente relevante para aquellos contextos como el de Perú en donde la Ley 

General de Salud (art. 30) obliga a los médicos a denunciar. «El Estado no puede 

vulnerar la protección de la salud y la vida que los médicos tienen a su cargo, a 

través de normas o interpretaciones de éstas que disuadan al médico de cumplir su 

deber, sea porque lo amenacen con la aplicación de una pena, amenaza que pudiera 

inhibir la prestación del servicio médico, sea porque lo induzcan a hacer distinciones 

contrarias a los principios de igualdad y no discriminación, sea porque lo obliguen a 

desviarse de la función que les corresponde y asumir otra, que entre en conflicto con 

aquélla, proponga dilemas inaceptables o altere de raíz la relación entre el médico 

125 Conjunto de principios y reglas éticas que regulan y guían una actividad profesional.



86 y el paciente, como sucedería si se obligara al médico a constituirse en denunciante 

–o delator– de los pacientes que atiende.»126,127 

El Comité de Derechos Humanos ha recomendado que las leyes nacionales sean 

modificadas en el sentido de proteger la confidencialidad de la información médi-

ca.128 El estándar de confidencialidad es el apropiado para la aplicación de la causal 

(incluso frente a normas como la del Perú)129 y es también aplicable allí donde los 

regímenes penales o procesales penales establecen excepciones basadas en la justa 

causa frente a las exigencias de denuncia o notificación de los hechos de violación 

al sistema judicial o a las autoridades administrativas.130

Es importante tener en cuenta que en los casos de mujeres menores de cierta edad 

o mujeres con discapacidad, las legislaciones establecen un estándar diferente, 

privilegiando el deber de los profesionales de la salud de denunciar –penalmente 

y/o a través de una notificación a las autoridades especializadas en la atención de 

víctimas de violación de mujeres menores de edad o personas con discapacidad–. 

En estos casos, según se explica en mayor detalle en el capítulo IV y el anexo 

correspondiente,131 los tribunales han establecido otras interpretaciones, como las 

de la Corte Interamericana en relación a la obligación de denuncia cuando se trata 

de un delito –violación– a mujeres menores de edad.132 En esos casos, la denuncia 

no supone violación del secreto profesional sino el cumplimiento del deber de de-

126 Voto razonado del Juez García Ramírez en el caso De la Cruz c. Perú. P. 83-84. Sentencia del 18 de 
noviembre de 2004. Corte Interamericana de Derechos Humanos.

127 Al respecto: «La Corte considera que la información que el médico obtiene en ejercicio de su profesión 
se encuentra privilegiada por el secreto profesional. Por ejemplo, el Código Internacional de Ética Médica 
de la Asociación Médica Mundial dispone que «el médico debe guardar absoluto secreto de todo lo que 
se le haya confiado, incluso después de la muerte del paciente» Artículo 97. Caso De la Cruz c. Perú. 
CIDH. 2004.

128 Artículo 100. Caso De la Cruz c. Perú. CIDH. 2004.
129 Otros países como México han protegido la confidencialidad en forma expresa en sus normativas, al 

afirmar que «la información recabada sobre cada caso será confidencial y no podrá ser revelada salvo 
estricta disposición legal».

130 Ver al respecto el capítulo I y el ejemplo de la legislación de la provincia de Chubut en el anexo III de 
ese capítulo. Asimismo, para más detalle sobre este deber de ponderación ver el capítulo IV.

131 El tratamiento que los distintos sistemas jurídicos dan a los deberes de denuncia o notificación a las 
autoridades frente a la evidencia de actos de violencia sexual cometidos contra mujeres menores de 
edad o discapacitadas se considera en detalle en el capítulo IV de este documento dada la conexión 
de las reglas sobre el tema y los procesos administrativos o judiciales con los que se conectan o que 
implican. En este acápite se mencionan los estándares genéricos y en el capítulo siguiente se desarrollan 
con más detalle según cada modelo de regulación de los deberes de denuncia.

132 «... la Corte observa que, si bien el médico que atendió a la víctima el 18 de febrero de 2002 habría 
dispensado la atención primaria solicitada (supra párr. 130), recibió información sobre una agresión física 
a una niña, cometida por militares, por lo cual, de conformidad con el ordenamiento jurídico interno, 
debió haber informado a las autoridades competentes. Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
Caso Rosendo Cantú c. México. Sentencia de 31 de agosto de 2010.
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nunciar penalmente o de notificar a las autoridades un potencial delito cometido 

sobre una mujer menor de edad.

Cuando el acceso a los servicios de ILE requiere la denuncia de la violación, el per-

sonal de salud debe estar en capacidad de ofrecer a las mujeres información veraz, 

completa y oportuna, y orientarlas sobre los procedimientos que deben seguir y los 

servicios de asistencia jurídica, social o de otro tipo disponibles para su acompaña-

miento. Los servicios de salud deben respetar la decisión de la mujer respecto de la 

reserva de la información sobre la interrupción del embarazo y la violación. Cuando 

una mujer decide no presentar la denuncia de la violación, tanto el médico tratante 

como el resto del personal que la atiende deben respetar esta decisión.

d. Límites a la objeción de conciencia

El derecho de las profesionales de la salud de ejercer la objeción de conciencia convive 

con el debido respeto por sus límites para proteger los derechos de las mujeres. Así, 

la objeción de conciencia pone en tensión el derecho de los profesionales de no llevar 

a cabo un procedimiento contrario a sus convicciones y el derecho de las mujeres a 

acceder a servicios de salud en condiciones seguras. En caso de que la prestadora que 

atiende la situación sea objetora de conciencia, debe cumplir de manera rigurosa los 

límites establecidos para el ejercicio de este derecho, particularmente la prohibición 

de negar la solicitud de información o no ofrecer la información completa a la mujer, 

así como la exigencia de remitirla a un profesional no objetor.

Acerca de la titularidad del derecho a la objeción de conciencia el estándar plantea 

que ésta sea de carácter individual (y no institucional) dado que su ejercicio no pue-

de poner en riesgo los derechos de las mujeres y que por tanto resulta necesario 

garantizar la prestación de los servicios ILE con otro profesional no objetor.133,134,135

133 Es necesario que los servicios cuenten con un listado de profesionales no objetores para referir 
eficazmente a la mujer. Por la misma razón, los servicios de salud deberían disponer de al menos un 
profesional no objetor disponible cada turno.

134 Países como México por ejemplo, determinan que «las instituciones públicas prestadoras de servicios 
de atención médica, deberán contar con médicos y enfermeras capacitados en procedimientos de 
aborto médico, no objetores de conciencia. Si en el momento de la solicitud de atención no se pudiera 
prestar el servicio de manera oportuna y adecuada, se deberá referir de inmediato a la usuaria, a una 
unidad de salud que cuente con este tipo de personal y con infraestructura de atención con calidad» 
(Gobierno Federal, México. Modelo Integrado para la Prevención y Atención de la Violencia Familiar y 
Sexual, Manual Operativo. Segunda Edición. México. 2010).

135 «(i) la objeción de conciencia, como derivada del derecho a la libertad de creencias, sólo corresponde 
a personas, no a instituciones; (ii) como regla general, todo el personal de salud puede a ser objetor de 
conciencia, salvo que las leyes internas de un país limiten esta expresión para algún sector del personal, 
sin embargo, el ejercicio de la objeción de conciencia no pondrá en riesgo el derecho a la salud y la vida 
de las mujeres, entre otros derechos humanos; (iii) en el marco del respeto de los médicos/as objetores, 
las instituciones que presten el servicio de salud tienen la obligación de garantizar la prestación de 
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no puede implicar desconocer o poner en riesgo la salud o la vida de la mujer y por 

tanto no puede alegarse cuando tal riesgo exista y no haya otro profesional que 

pueda prestar el servicio de ILE. Tampoco la objeción aplica para negar información 

completa y veraz a la mujer.136

Además de estas pautas generales válidas para todo tipo de interrupción del emba-

razo, en el caso de un embarazo derivado de una violación se debe destacar que:

 \ La objeción de conciencia no puede ser extendida a la prestación de otro tipo 

de servicios necesarios para atender a las mujeres en esta situación, o sea 

que no puede negarse ni la información ni la atención sobre otros aspectos 

relacionados a la situación de violación.

 \ La objeción de conciencia no puede ser usada como fundamento para negar 

información relativa a los procedimientos que deben ser cumplidos para acce-

der a los servicios de ILE por esta causal ni aquellos necesarios para acceder 

a procesos de verdad, justicia y reparación.

 \ Los profesionales de la salud que se declaren objetores no están exceptuados 

de la obligación de mantener el secreto profesional sobre la información de 

la consulta, incluida la información sobre la violación.137

los servicios de salud (interrupción del embarazo) cuando estos sean legales; (iv) aun cuando los y 
las médicas no pueden ser discriminadas por su posición frente a la interrupción del embarazo, no 
constituye un trato discriminatorio indagar por la posición de las o los candidatos a ocupar vacantes» 
(Gobierno Federal, México. Modelo Integrado para la Prevención y Atención de la violencia familiar y 
sexual, Manual operativo, segunda edición, México, D.F., 2010: 204).

136 «(i) cuando el riesgo para la salud o la vida de la mujer lo exija, y se requiera la interrupción del embarazo 
de manera urgente, no podrá ser alegada la objeción de conciencia; (ii) cuando el procedimiento no sea 
urgente las y los médicos objetores deben derivar a la mujer a un médico o médica no objetor para que 
reciba la atención que requiere, en condiciones de respeto y de manera inmediata; (iii) la objeción de 
conciencia no aplica para la obligación de proporcionar a la mujer información completa y veraz sobre 
el ejercicio de sus derechos y, por lo tanto, no puede usarse para maltratar a una mujer que solicita o 
requiere un servicio de ILE» (Gobierno Federal, México. Modelo Integrado para la Prevención y Atención 
de la Violencia Familiar y Sexual, Manual Operativo. Segunda Edición. México. 2010: 206).

137 En Colombia la Corte Constitucional ha señalado que: «La objeción de conciencia surge de su estrecha 
relación con el ejercicio de los derechos individuales a la libertad de pensamiento, libertad religiosa y 
libertad de conciencia. Sin embargo, como todos los derechos en un Estado democrático y pluralista, no 
es absoluto y no puede interferir en el disfrute de derechos de terceras personas (C-355/06, T-209/08, 
T-388/09). «(i) La objeción de conciencia es un derecho constitucional fundamental que como todo 
derecho dentro de un marco normativo que se abre a la garantía de protección y estímulo de la diversidad 
cultural (art. 1º y art. 7º constitucionales) no puede ejercerse de manera absoluta. (ii) El ejercicio del 
derecho constitucional fundamental a la objeción de conciencia recibe en la esfera privada por la vía de lo 
dispuesto en el artículo 18 superior una muy extensa protección que solo puede verse limitada en el evento 
en que su puesta en práctica interfiera con el ejercicio de derechos de terceras personas.» (T-388/09). La 
objeción de conciencia es individual y no colectiva, ni institucional, ni judicial, ni de funcionarios públicos. 
En materia de Interrupción Voluntaria del Embarazo, sólo pueden ejercerla los profesionales de la salud 
directamente involucrados en el procedimiento (C-355/06, T-209/08, T-388/09). «Sólo el personal médico 



89
 \ Las profesionales de la salud tienen el deber de referir a la mujer a la aten-

ción de un servicio o profesional de la salud no objetor y, cuando se trate 

de mujeres en situaciones especiales como las que viven en contextos de 

conflicto armado, si el profesional no tiene posibilidades de una referencia 

adecuada y oportuna deberá atender a la mujer.

e. Principio pro persona138

 \ Este principio debe ser tenido en cuenta para orientar la resolución de los 

conflictos y también para interpretar las normas sobre acceso a ILE por la 

CV. Este principio dispone que «cuando existan dudas acerca de qué norma 

debe aplicarse o de cómo debe entenderse su sentido– se adopte la inter-

pretación o la aplicación que mejor prevea la protección de los derechos. Lo 

anterior implica adoptar interpretaciones amplias cuando se trate de prote-

ger derechos, y restrictivas cuando se trate de comprender prohibiciones, 

ya que implican una limitación del ejercicio de la libertad» (Women´s Link 

Worldwide, 2010: 209).

En la aplicación de la CV este principio implica una interpretación restrictiva del delito 

de aborto y una interpretación amplia de la causal. Asimismo, la aplicación de la causal 

debe basarse en una comprensión de los actos de violación que se acompase con los 

instrumentos de derechos humanos, sin excluir la violación que pueda suceder en el 

marco de relaciones de pareja. Desde la perspectiva de este principio, aquellas mujeres 

que viven en relaciones de violencia de pareja, y que resultan embarazadas, aunque 

este embarazo no haya sido resultado directo de un abuso sexual, podrían incluirse 

en la CV en tanto la relación violenta limita con frecuencia la libertad y autonomía 

de la mujer en un sentido amplio. Así, los casos de CV incluyen tanto los casos de 

abuso sexual o violación como aquellos embarazos que ocurren en el contexto de 

relaciones de violencia sexual que exceden la violación para incluir situaciones de 

violencia sin coacción física.139

cuya función implique la participación directa en la intervención conducente a interrumpir el embarazo 
puede manifestar objeción de conciencia; contrario sensu, ésta es una posibilidad inexistente para el 
personal administrativo, el personal médico que realice únicamente labores preparatorias y el personal 
médico que participe en la fase de recuperación de la paciente» (T-388/09). Ver objeción de conciencia 
más ampliamente en Women’s Link Worldwide (2010).

138 También denominado principio pro homine.
139 Para precisar los alcances de las definiciones sobre violencia sexual, ver anexo II del capítulo I sobre 

normas de violencia sexual: «Los códigos de la región exhiben variaciones relevantes ya que algunos han 
sido objeto de reformas que actualizaron la tipificación de la violencia sexual para incluir conductas y 
formas de ejercicio de la violencia históricamente no reconocidas como tales y que exceden la definición 
de violación como acceso carnal coactivo para expandirla a la inclusión de la violencia ejercida sin 
coacción física pero mediante coacción psicológica o ‘sin consentimiento libre’ como lo explicitan 
algunos códigos de la región. Esa expansión también se ha extendido, en algunas normas, al castigo o 
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Tal como se señaló en el capítulo II, la violación es una de las formas de la violencia 

contra las mujeres, y la violencia contra las mujeres implica altos costos para los sis-

temas de salud y también para el desarrollo social y económico de las sociedades. 

Para los sistemas de salud, porque deben dar respuesta a las complejas y duraderas 

consecuencias físicas y psicológicas de la violación; y para las sociedades, porque 

éstas pierden la contribución del trabajo de las mujeres afectadas por la violencia 

en forma temporal o definitiva. Estos costos fueron conceptualizados en la literatura 

como la carga oculta de la violencia contra las mujeres (Heise et al., 1994).

La importancia de una atención integral de la salud es que la violación tiene impor-

tantes costos para las vidas de las mujeres que se agravan con una atención deficiente 

de la salud. Por otro lado, una atención integral contribuye a promover la denuncia 

temprana y la prevención de nuevas situaciones de violencia.

La atención integral implica que existen diversas condiciones para la prestación del 

servicio: los protocolos o las guías clínicas basados en la evidencia, los insumos ne-

cesarios, las profesionales entrenadas, los servicios apropiadamente difundidos en 

la comunidad, y la provisión de información completa y veraz. Los estándares de la 

atención integral deben orientar tanto al profesional directamente involucrado en la 

atención como también a quienes tienen a su cargo la gestión de los servicios. Con 

respecto a estos últimos, por ejemplo, deben garantizar recursos humanos que no 

sean objetores, que estén entrenados en las distintas técnicas para inducir un aborto, 

y que también dispongan de habilidades comunicacionales para dar información a 

las mujeres.

La atención integral incluye varios componentes (Ortiz Mariscal y Távara, 2011):

a. La consejería pre y posaborto.

b. La profilaxis del VIH/sida.

c. La provisión de anticoncepción de emergencia.

d. Los servicios de aborto seguro.

e. La atención integral de la violación (incluyendo la asistencia psicológica).

la sanción agravada de la violación en las relaciones maritales o relaciones estables en las que el acceso 
carnal se produce en contextos de violencia psíquica. En estos casos puede interpretarse que la causal 
violencia sexual permite la interrupción legal del embarazo producto de las formas de violencia sexual 
tipificadas en las normas que castigan el delito».
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f. La remisión oportuna a los servicios legales cuando fuere mandatario.

g. El cumplimiento de los requisitos que la norma legal estipule sin  dilaciones 

que puedan afectar la salud de la mujer o el acceso al aborto seguro.

h. El examen clínico.

i. La recolección de evidencias (en caso que la mujer consienta o se trata de 

un delito de acción pública).

Según estudios realizados recientemente en México, entre los obstáculos para ofrecer 

una atención integral se cuentan una red fragmentada de instancias jurídicas y de 

salud, la escasez de oferta de servicios de aborto legal, y la escasa información de 

la población acerca del acceso legal al aborto en caso de un embarazo producto de 

una violación.140 

g. Calidad en la atención 

En cuanto a la calidad de la atención resultan pertinentes los seis elementos del 

modelo de Judith Bruce (González Vélez, 2008) que, aplicado a los servicios de 

interrupción del embarazo, pueden sintetizarse como a continuación se describe, 

con las especificidades de la CV.

a. Información: debe incluirse aquella relativa a los procedimientos, eventuales 

riesgos y derechos, y debe ser brindada de tal forma que sea fácilmente 

comprendida y habilite a la mujer a tomar una decisión autónoma.141

b. Manejo del caso: las mujeres deben tener la posibilidad de considerar todas 

las opciones posibles frente a un embarazo no deseado (interrupción del 

embarazo, adopción o crianza) así como las opciones de diversos métodos 

para interrumpirlo. Es necesario verificar si los servicios incluyen el personal, 

la infraestructura y los insumos necesarios (incluidos los medicamentos para 

la ILE) tanto para la ILE como para la atención de la violación y otros tipos 

de violencia que puedan coexistir: apoyo psicosocial y psicológico, provisión 

de anticoncepción de emergencia, profilaxis de infecciones, anticoncepción 

posaborto, orientación en aspectos jurídicos, y test del VPH (Bourassa y 

140 En el caso de México, «el tiempo transcurrido entre la violación y el primer contacto con los servicios 
de salud es en promedio mayor a los tres meses, lo que provoca que en más de la mitad de los casos 
las mujeres acudan a su primera cita en el hospital con un embarazo que sobrepasa las 12 semanas de 
gestación»...«En el DF, solamente dos hospitales en la ciudad brindaron servicios de aborto legal de 
1991 al 2001, a pesar de que la población femenina en edad reproductiva (15 a 49 años de edad) que 
reside el D.F. es de 25.466.343. Esta oferta de servicios es muy baja comparada con la de otros países; 
en Brasil, por ejemplo, 40 hospitales brindan actualmente servicios de aborto legal» (Lara et al., 2003).

141 Ver estándar sobre Información y respeto de la autonomía en este capítulo.



92 Berubé, 2007). También el manejo de los casos de violación debe incluir 

la detección temprana del embarazo debido a que esto es determinante 

del acceso a servicios de ILE, sobre todo cuando existen plazos legalmente 

definidos. Si estos plazos son superados, la profesional puede apelar a la 

causal salud aplicando el criterio de coexistencia de causales según el cual 

debe aplicarse aquella causal cuyos requisitos sean menos gravosos y más 

permisivos para la mujer.

c. Capacidad técnica: la competencia técnica de los prestadores de servicios 

debe garantizarse para asegurar una atención integral –desde la orientación 

hasta la atención clínica–.142 Dado que resulta habitual que las mujeres que 

atravesaron una situación de violación acudan a los servicios de salud en 

etapas avanzadas del embarazo, una de las necesidades técnicas es que los 

prestadores estén técnicamente preparados para responder apropiadamente 

a esta circunstancia.143 Es importante diferenciar las competencias de los 

prestadores directos de servicios de las de aquellos que desempeñan tareas 

administrativas o de gerencia en los servicios de salud pues ambas funciones 

son importantes para el acceso oportuno y de calidad de servicios ILE.

d. Relaciones personales: es importante reconocer que las mujeres que solicitan 

una interrupción del embarazo acuden a los servicios quizás poco tiempo 

después de ocurrida la violación y por tanto puede ser que el violador aún 

se encuentre cerca de su entorno. En estos casos, además de la angustia 

por el embarazo no deseado, se suma el temor de esta cercanía.144 En estas 

142 La capacidad técnica se refiere fundamentalmente a las competencias técnicas de los proveedores para 
ofrecer una atención integral que incluya la orientación, la observancia de los protocolos y los aspectos 
relacionados con la bioseguridad.

143 Un estudio realizado en Estados Unidos sobre este tema mostró que el «32% de las mujeres violadas 
se dan cuentan que se encuentran embarazadas hasta que inician el segundo trimestre del embarazo, 
debido en gran parte a que sólo 24% recibe atención médica posterior a la violación» (Lara et al., 2003). 
En contextos como el colombiano, donde muchas mujeres son víctimas de abuso sexual en situaciones 
de conflicto armado interno, esta puede ser una situación común por la dificultad que tienen las mujeres 
para «abandonar» el lugar donde han sido violadas y buscar ayuda.

144 Sobre esta situación se ha descripto que «Las mujeres sobrevivientes, al darse cuenta y aceptar que 
están embarazadas como producto de la violación, además del choque emocional que sufren se ven 
obligadas a tomar decisiones difíciles, cargadas de conflictos y transgresiones como son: continuar el 
embarazo y al nacimiento conservar el hijo/a o darla en adopción o, interrumpir la gestación. La violación 
es una experiencia devastadora así como la preocupación por el embarazo y su confirmación. Si estaban 
intentando sustraerse al recuerdo de la violación, o al menos pensar menos en ella, el embarazo lo impide 
y, por el contrario, le da vigencia. Darse cuenta del embarazo por violación es una nueva violación que 
le causa estragos a las víctimas; tal vez más insanos que la primera, por cuanto se encontraban en un 
período de gran vulnerabilidad. Este embarazo quiere decir: La violación está presente y no se puede 
olvidar. El embarazo es una presión que obliga a muchas, a contar la experiencia de la violación que 
tenían escondida. Para algunas sobrevivientes, la certeza de la violación y del embarazo llegan juntas y 
fueron un golpe terrible tanto para ella como para la madre (...)» (Londoño, 2000: 108).
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situaciones, la atención integral debe incluir el trabajo interdisciplinario y el 

apoyo psicológico.

e. Mecanismos para alentar el seguimiento de la mujer: los servicios de salud 

deben garantizar el seguimiento de la mujer a lo largo de todo el procedi-

miento y también luego de concluido con el fin de asegurar que ella acceda 

a otros servicios que la protejan (por ejemplo la consejería anticonceptiva). 

En el caso de la CV se destaca la necesidad del seguimiento para prevenir 

futuros episodios de violencia sexual y eventuales embarazos no deseados y 

abortos.

f. Constelación apropiada de servicios: los servicios deben estar localizados 

geográficamente de tal forma que las mujeres puedan acceder con facilidad 

y satisfacer en ellos otras necesidades de salud sexual y reproductiva. Esta red 

de servicios debe atender las necesidades de salud derivadas del embarazo 

así como las derivadas de la violación. En relación a la atención del embarazo, 

deben ofrecer posibilidades para continuarlo (control prenatal, atención del 

parto y adopción o la ILE según sea la decisión de la mujer). Una constelación 

apropiada de servicios supone una activa coordinación interinstitucional e 

intersectorial entre los ámbitos de salud y justicia, así como otros ámbitos 

administrativos según lo establezcan las normas (como los de medicina legal, 

las comisarías de familia, la policía, entre otros).

h. Atención sin dilación

Este estándar apunta a que la atención de las mujeres que solicitan una ILE por 

CV debe realizarse en tiempo y forma. Esto requiere que el sector salud responda 

inmediatamente –cumpliendo con los requisitos legales cuando tales obligaciones 

existan– y que se preste particular atención a los límites que la norma establece so-

bre las semanas de gestación para el acceso a la ILE por CV para evitar que éste se 

supere y pueda ponerse en riesgo el acceso al aborto. Evitar dilaciones es también 

importante dado que el tiempo de gestación habilita el uso de distintas tecnologías 

para el aborto, algunas de ellas menos costosas para la mujer y los servicios de salud 

(como el uso de drogas). Si el límite legalmente establecido se excediera, el profe-

sional deberá aplicar el criterio de la coexistencia de causales (ver punto siguiente). 

Para la atención sin dilación se deben también respetar los períodos o tiempos de 

espera que estén estipulados en las normas legales.

i. Coexistencia de causales

Cuando una mujer desea interrumpir un embarazo la profesional tiene la obligación 

de identificar si su situación también se enmarca en otra de las causales contempladas 
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por una violación y al mismo tiempo ese embarazo produce algún riesgo para su 

salud. Si ambas causales están contempladas en las normas, debe aplicarse aquella 

que demande menos requisitos y/o que suponga menores cargas para las mujeres. 

En otras palabras, ante dos causales coexistentes, es necesario aplicar aquella que 

resulte más favorable y oportuna para la mujer.145

j. Respeto de las decisiones de las autoridades públicas

Como la aplicación de la CV puede tener una etapa que se desarrolle ante las au-

toridades judiciales o administrativas, los prestadores de servicios de salud deben 

respetar las decisiones que en esos sectores se adopten siempre y cuando los derechos 

de las mujeres estén protegidos.

El respeto de estas decisiones incluye:

 \ El deber de no obstruir las tareas de los funcionarios judiciales o administrati-

vos pues no es competencia de los prestadores de salud investigar si existió o 

no un delito, así como tampoco comprobar la consistencia entre las semanas 

de gestación y la fecha de la violación referida, o la comprobación acerca de 

si la relación sexual fue consentida o si hubo abuso.

 \ El deber de ejecutar la decisión y realizar la interrupción del embarazo, una 

vez verificado el cumplimiento de los requisitos judiciales y administrativos, 

debido a que no es competencia de los prestadores de servicios de salud 

decidir acerca de la procedencia o no de la aplicación de la CV.146

145 «Esto sucede, por ejemplo, cuando como consecuencia de una violación o de un embarazo forzado, 
una mujer sufre una afectación de su salud mental que puede empeorar con la continuación del mismo, 
o cuando, como consecuencia del embarazo de un feto anencefálico, una mujer enfrenta riesgos para 
su salud física. En el primer caso, además de la causal salud podría resultar aplicable la excluyente de 
responsabilidad para el delito de aborto basada en la violencia sexual; en el segundo, la excluyente por 
malformaciones fetales» (González Vélez, 2008: 70). «Si todas las causales estuvieran contempladas en 
la legislación, debe aplicarse la que exija menores requisitos... esto es, siempre debe aplicarse la causal 
más favorable, más oportuna y menos complicada para la mujer. Estos casos ilustran una aplicación 
particular del principio pro homine, según el cual, no podrá oponerse la inexistencia (cuando la causal 
no está prevista en la norma legal) o inaplicabilidad (cuando la causal tiene requisitos de aplicación más 
gravosos) para negar el procedimiento, ya que lo relevante es la preservación de la salud de la mujer y 
no el origen de su afectación».

146 Por ejemplo en el caso de Colombia, el único requisito para la CV es la copia de la denuncia y en el caso 
de Brasil no hay denuncia. En el primer caso se debe realizar la ILE cuando la mujer presente la denuncia 
y en el segundo cuando la mujer afirme haber sido violada. Para los requisitos concretos en cada país 
ver capítulo I.
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 \ El deber de no exigir requisitos adicionales a los establecidos en la norma 

legal ni interpretar estos requisitos de modo tal que resulten más gravosos 

para la mujer de lo que el texto de la norma legal dispone.147

Cuando la legislación nacional requiere algún tipo de formalidad en la toma de 

pruebas o cuando se exige alguna acción por parte de la medicina legal –más allá 

de las exigencias comunes a la posible comisión de cualquier delito de violencia 

sexual–,148 es necesario evitar la excesiva intervención del médico forense con el fin 

de evitar las siguientes situaciones (Human Rights Watch, 2005):

 \ Barreras de acceso cuando las pruebas forenses únicamente se toman por 

médicos especializados o en institutos públicos especiales.

 \ Manejo de un concepto muy limitado de la prueba forense.

 \ Separación entre los servicios médico-legales y otros servicios de salud nece-

sarios después de una violación u otro tipo de violencia sexual, lo que impide 

una atención oportuna y limita la colección de las pruebas forenses.149

147 En Colombia los proveedores de servicios de salud no pueden por ejemplo acceder a que se entregue una 
autorización judicial o a que se convoque a una junta médica puesto que la jurisprudencia ha señalado 
claramente que la copia de la denuncia es el único requisito exigible. En este país, la Corte Constitucional 
ha señalado que: «Está terminantemente prohibido elevar obstáculos, exigencias o barreras adicionales a 
las establecidas en la referida sentencia C-355 para la práctica del aborto en los supuestos allí previstos. 
Entre las barreras inadmisibles se encuentran, entre otras: a) Realizar juntas médicas, de revisión o de 
aprobación por auditores que ocasionan tiempos de espera injustificados para la práctica del aborto 
inducido; b) Impedir a las niñas menores de 14 años en estado de gravidez exteriorizar libremente 
su consentimiento para efectuar la interrupción voluntaria del embarazo, cuando sus progenitores o 
representantes legales no están de acuerdo con dicha interrupción; c) Imponer requisitos adicionales, 
verbigracia, exigir: dictámenes de medicina forense; órdenes judiciales; exámenes de salud que no son 
practicados de manera oportuna; autorización por parte de familiares, asesores jurídicos, auditores, 
médicos y pluralidad de galenos; d) Alegar objeción de conciencia colectiva que desencadena, a su turno, 
objeciones de conciencia, institucionales e infundadas; e) Suscribir pactos –individuales o conjuntos– para 
negarse a practicar la interrupción del embarazo; f) Acogerse a formatos o plantillas de adhesión que 
incidan en que las entidades hospitalarias no cuenten en su planta de personal con médicos dispuestos 
a prestar los servicios de interrupción voluntaria del embarazo, sea por cuanto estos(as) profesionales 
de la medicina son víctimas de discriminación en el momento en que se efectúa su vinculación laboral o 
por cuanto, una vez vinculados(as), reciben presiones en el sentido de abstenerse de practicar abortos; 
g) Descalificar conceptos médicos expedidos por psicólogos a quienes Ley 1090 de 2006 les reconoce el 
estatus de profesionales de la salud; h) Ser reticentes en cumplir a cabalidad con las reglas de referencia 
y contrarreferencia imprescindibles para atender eventos en los que el servicio médico –en este caso 
la práctica del aborto inducido– no está disponible en el centro hospitalario al que acude la paciente; 
i) No disponer dentro de algunas redes públicas de prestadores del servicio de salud en los niveles 
departamental, distrital y municipal del servicio de interrupción voluntaria del embarazo (T-388/09)» 
(Women´s Link Worldwide, 2010).

148 Ver capítulo IV.
149 «Es decir que los médicos encargados de recoger la prueba forense en ciertos países deliberadamente 

ignoran las necesidades de atención de salud de la víctima –necesidades que a veces son inmediatas– 
simplemente porque no es su trabajo atenderle a ella sino a los fiscales y a la policía. En este caso, el 
resultado no necesariamente es impunidad, sino una potencial violación del derecho al más alto nivel 
posible de salud física y mental» (Women´s Link Worldwide, 2010).
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de la violación.150

Se requiere del trabajo conjunto entre los sectores pues ni los prestadores de servi-

cios de salud pueden ignorar las instancias judiciales cuando éstas están legalmente 

previstas como parte de los procedimientos para acceder a la ILE, ni el sector judicial 

puede ignorar las necesidades de atención integral de la salud de la mujer que ha 

sido violada.

k. Resolución de conflictos para favorecer el acceso oportuno  

 a servicios

Los conflictos en la aplicación de la CV pueden presentarse entre varios actores:151 

 \ Entre la mujer y el prestador: cuando, por ejemplo, la profesional de la salud 

considera que la mujer miente sobre el acto de violación porque las sema-

nas de gestación no coinciden con la fecha de referencia de la violación; o 

cuando interpreta el permiso de aborto en forma limitada, o exige requisitos 

no contemplados en la normas o que exceden sus contenidos (tales como la 

aprobación de la ILE por una junta médica o por un dictamen de medicina 

forense, o cuando distorsiona los procedimientos vigentes exigiendo el con-

sentimiento de un representante para las mujeres menores de edad).

 \ Entre la mujer y la autoridad judicial o administrativa: cuando éstas últimas 

exigen requisitos no contemplados en la norma o cuando se realizan inter-

pretaciones limitantes del permiso de aborto.

 \ Entre la autoridad de salud y la autoridad judicial o administrativa: cuando 

una autoridad judicial o administrativa obstruye la decisión de la mujer o 

cuando los procedimientos resultan tan fragmentados que se desincentiva 

la búsqueda de servicios y/o se obstaculiza el acceso a ellos.

En todos los casos, estos conflictos deben ser resueltos teniendo en cuenta varios 

criterios complementarios: el derecho de las mujeres al bienestar y a tomar sus propias 

decisiones, el respeto por su autonomía, el uso de la evidencia en la práctica clínica, 

y el respeto del ordenamiento jurídico interno así como del derecho internacional de 

150 Muchas veces no habrán restos de semen, o huellas de violencia, u otras pruebas físicas de la violencia. 
Si el caso judicial depende casi exclusivamente de estas pruebas, su ausencia previsiblemente causa 
impunidad (Women´s Link Worldwide, 2010).

151 Para una amplia explicación de las barreras que pueden presentarse en la aplicación de laCV, ver 
capítulo I).
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los derechos humanos.152 Estos criterios se orientan a privilegiar las decisiones que 

mejor protegen los derechos de las mujeres y que se acompasan con sus decisiones 

personales. En todos los casos es importante que el sector salud limite el recurso a 

la intervención de las autoridades judiciales o administrativas.

Estos lineamientos para resolver conflictos se basan en el derecho a la privacidad que 

implica obligaciones negativas y positivas del Estado. Entre las primeras, se incluye 

la prohibición de interferir en la vida privada de las mujeres, en este caso particular, 

en la decisión de interrumpir un embarazo. Entre las segundas, se incluye la adop-

ción de medidas para garantizar el respeto de la privacidad en las relaciones entre 

particulares, por ejemplo en la intervención de los profesionales de la salud en las 

decisiones de las mujeres.153

En resumen, los servicios de salud deben evitar:

 \  Judicializar indebidamente los casos de ILE por CV.

 \  Demandar más requisitos que los contemplados legalmente y/o hacerlos más 

gravosos.

 \  Interpretar ampliamente las restricciones.

En todos los casos, deben generar condiciones para proteger los derechos de las 

mujeres y sus decisiones respecto de si continuar o interrumpir el embarazo y de-

nunciar o no la violación (incluyendo su acuerdo para realizar los exámenes médico 

legales para determinar la identidad del violador).

152 «(i) las mujeres tienen derecho a buscar su bienestar y a la protección de su salud, incluido el derecho 
a tomar decisiones para preservarla; (ii) las mujeres tienen derecho a que se respete su autonomía en 
la toma de decisiones sobre su salud; (iii) la práctica médica debe basarse en evidencia, y (iv) la práctica 
médica debe basarse en el respeto del ordenamiento jurídico interno de los países y del derecho 
internacional de los derechos humanos» (González Vélez, 2008: 226).

153 El respeto de la privacidad no puede ser sólo teórico por lo que implica la protección del derecho a 
tomar decisiones en el ámbito de la privacidad, pero también la posibilidad de hacerlas efectivas. Ver 
Corte Europea de Derechos Humanos. Tysiac vs. Poland. Decision, 2007.
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capítulo IV

 

 
La aplicación 
de la causal 
violación 
en ámbitos 
administrativos 
y judiciales

Este capítulo ofrece un conjunto de estándares para garantizar que, cuando 

sean legalmente exigidas y se adecuen a los derechos humanos, las actua-

ciones administrativas y judiciales relacionadas con la causal violación (CV) 

respeten los derechos de las mujeres que han atravesado una violación y no 

constituyan barreras de acceso a la interrupción legal del embarazo (ILE), 

y a la verdad, justicia y reparación de las víctimas.154

154 El derecho a la verdad, el derecho a la justicia y el derecho a la reparación son un conjunto de 
derechos que posee una persona que ha sido víctima/sobreviviente de un delito. El derecho 
a conocer toda la verdad sobre los sucesos ocurridos. Incluye tanto el conocimiento de la 
verdad como el reconocimiento a las víctimas. Las víctimas/sobrevivientes, tienen también 
el derecho a que se haga justicia. Este derecho implica, en primer lugar, que los Estados 
tienen el deber de crear la institucionalidad judicial (y policial, por ejemplo) necesaria para 
la denuncia, la investigación y el enjuiciamiento de los presuntos casos de violaciones de los 
derechos humanos. También el derecho a la justicia exige que los Estados extremen las medidas 
para evitar la impunidad ante violaciones graves y sistemáticas de los derechos humanos. 
Finalmente el derecho a la reparación si bien tiene que ver con el enjuiciamiento y castigo 
de los responsables, concretamente se trata de la reparación de los daños causados por 
la/s acción/es delictivas. La reparación es un proceso en el que no sólo se puede compensar 
económicamente a la persona que sufrió la violación de su derecho, sino que también puede 
incluir actos simbólicos y otro tipo de ayudas.
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trativos y del sistema judicial tanto en el proceso para la realización de la ILE como a 

lo relativo a las consecuencias de la ILE sobre los procedimientos de verdad, justicia 

y reparación para las víctimas de violación. Es importante aclarar que los aspectos 

más amplios relacionados con la intervención de áreas administrativas y judiciales 

frente a la atención integral de la violencia y la violencia sexual no son materia de 

este documento cuando no se vinculan con la ILE.155

A continuación se describen los ámbitos administrativos y judiciales en general, y 

los estándares según los tipos de regulaciones del aborto (sección IV.1.). Segundo, 

se presentan los tipos de intervenciones de autoridades administrativas y judiciales 

(sección IV.2.). Finalmente se desarrollan los estándares aplicables, en general, por 

todos los ámbitos intervinientes en la atención y acceso de la ILE por CV (sección IV.3.).

En los ámbitos administrativos, la aplicación de los estándares identificados en el 

capítulo alcanza a:

 \ Las fuerzas policiales.

 \ Los departamentos de medicina legal y forense.156

 \ Las dependencias estatales con competencia para prevenir e intervenir frente 

a situaciones violencia tal como los marcos legales y las políticas públicas 

lo estipulan. En este último caso, la organización de las áreas para prevenir, 

combatir y atender la violencia puede presentar divergencias en su diseño y 

organización entre los países de LAC. En algunos países, estas áreas admi-

nistrativas pueden incluir, por ejemplo, dependencias de distinto grado de 

especialización con competencia en la atención de casos de violencia contra 

las mujeres, niñas y adolescentes, mujeres con discapacidad, víctimas de 

trata, así como pueden incluir instancias abocadas a la atención exclusiva de 

personas que han sido víctimas de violación.

155 Para un abordaje comprehensivo de las funciones de los organismos administrativos y el poder judicial 
en la atención de la violencia sexual ver la revisión bibliográfica incluida en Contreras et al. (2010). En 
el mismo sentido, puede consultarse la revisión de la literatura en Távara (ed.) (2011).

156 En este documento nos referimos a los ámbitos de medicina forense como ámbitos administrativos 
que también pueden participar en el proceso para la realización de la ILE o en los procedimientos de 
verdad, justicia y reparación. Sin embargo, en algunos países la organización de las áreas de medicina 
forense depende del poder judicial. Por otra parte, la función de tomar y preservar prueba forense puede 
estar desdoblada en varios profesionales de la salud con la participación de áreas especializadas de la 
administración o el poder judicial, o puede corresponder a los profesionales de la salud que realizan el 
aborto sin implicar la participación de médicos forenses especialmente. En el capítulo III se han efectuado 
algunas consideraciones sobre las funciones y los estándares aplicables a la medicina forense o legal, 
a los que nos remitimos para más detalle.
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En el poder judicial los estándares serán de aplicación a las tareas jurisdiccionales y 

las relacionadas con ellas, realizadas por:

 \ Los jueces.

 \ Las fiscales.

 \ Los defensores públicos.

 \ Las asesorías tutelares.

 \ El personal dedicado a la asistencia en las funciones jurisdiccionales y en la 

prevención, investigación, sanción y reparación de la violencia.

Además, según la organización de las competencias judiciales en las legislaciones 

de la región, los estándares serán de aplicación a trámites realizados en juzgados 

penales, civiles, de familia, y a tribunales especiales dedicados a atender a las víctimas 

de violencia y/o niñas y adolescentes, mujeres con alguna condición de discapacidad.

Debe tenerse presente que en la región LAC cada Estado organiza las competencias 

de los poderes ejecutivo y judicial con criterios establecidos en la Constitución y las 

leyes relevantes.157 Por ello, en este capítulo se utilizará una división estandarizada 

de las funciones administrativas y judiciales. Además, en los países federales o con 

altos grados de descentralización administrativa las funciones administrativas y judi-

ciales pueden presentar divergencias importantes en cada Estado local (provincial) y 

mostrar instancias de superposición vertical y horizontal entre sectores, como ocurre 

en Argentina, México o Brasil.

Al igual que el capítulo precedente, éste apunta a la definición de estándares que 

contribuyan a una mejor y mayor coordinación entre los sectores involucrados en 

la aplicación de la CV. En la atención de las mujeres y en la provisión de verdad, 

justicia y reparación, cada sector deberá responder por sus competencias así como 

por aquellas comunes, como en el caso del suministro de información.

Siempre que una víctima de violación ingrese a una dependencia administrativa o 

judicial (sea como primera entrada o remitida por el sector salud), debe recibir aten-

ción oportuna y respetuosa de sus derechos ya que las instituciones administrativas y 

157 Incluso en algunos países, como la Argentina, ciertas competencias atribuidas en este documento al 
poder judicial han sido asignadas en la Constitución a órganos extrapoder del Estado federal como el 
Ministerio Público que abarca al Ministerio Público Fiscal (el cuerpo de fiscales del Estado) y el Ministerio 
Público de la Defensa (cuerpo de defensores públicos del Estado).
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en el capítulo III.

Los sectores judiciales y administrativos pueden desempeñar un rol en al menos tres 

momentos relevantes en el acceso a la ILE por la CV:

 \ Pueden ser el ámbito del primer contacto de una mujer que ha sido violada, 

con las instituciones estatales al recibir la denuncia de la violación de parte 

de la mujer o de terceras personas.

 \ Pueden ser un ámbito al que las víctimas de violación o sus representantes 

acudan voluntariamente o hayan sido referidos o denunciados por terceros 

–incluyendo, entre ellos, el sector salud– con el fin de completar algún pro-

cedimiento o denuncia previa como condición para la realización de la ILE.

 \ Puede tratarse de ámbitos a los que las víctimas o sus representantes pueden 

tener la potestad de recurrir o pueden haber sido forzados a recurrir con 

posterioridad a la realización de la ILE por los procedimientos de investigación, 

sanción y reparación de la violación.

En estas tres instancias de intervención potencial, los ámbitos administrativos y judi-

ciales pueden llevar a cabo distintas funciones o más de una de forma simultánea. 

De un lado, su participación puede requerirse para garantizar y facilitar el acceso 

efectivo y oportuno de las mujeres que han sido violadas a la ILE. Al mismo tiempo, 

cuando estas mujeres o sus representantes lo requieren o la legislación lo exige, esas 

instituciones deben cumplir un rol en la garantía de la sanción, investigación y repa-

ración integral para quienes han sido violadas. Asimismo, esas instituciones pueden 

haber sido involucradas para prevenir hechos futuros de violencia o la continuidad 

de prácticas denunciadas. Por último, cabe notar que en instancias como la realiza-

ción de la ILE, las funciones mencionadas se superponen por lo que la prestación 

de servicios para la ILE –y los procedimientos previos que resultan condición para 

ello– constituyen de por sí actos conducentes a la reparación de la víctima de vio-

lación. Al mismo tiempo, deberá tenerse presente la independencia y separabilidad 

de los trámites judiciales para la realización de la ILE de aquellos relacionados con 

la justicia frente a la violación.

Más allá de los estándares identificados en el capítulo anterior y el presente, los 

Estados y, por tanto, sus instituciones y funcionarios tienen el deber de respetar 

y proteger a las mujeres que han sido violadas cuando demandan la ILE y cuando 

buscan justicia frente a la violencia, evitando su revictimización en el curso de los 

trámites administrativos o judiciales. Esos deberes incluyen fundamentalmente las 

obligaciones negativas de:
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 \ Respetar las decisiones de las mujeres.

 \ Abstenerse de interferir creando barreras que obstaculicen el acceso a la ILE 

y a la investigación, sanción y reparación de las consecuencias de la violación.

Los Estados también están obligados a garantizar el acceso a la ILE y a la investiga-

ción, sanción y reparación de los actos de violencia a través de medidas positivas y 

con las diligencias debidas. Esto implica:

 \ El deber de disponer de las condiciones institucionales que permitan el acceso 

seguro, efectivo y oportuno a los servicios de ILE y el desarrollo de los procesos 

administrativos y judiciales según estándares de diligencia y debido proceso.

 \ El deber de prevenir a través de la regulación, creación e implementación 

de políticas públicas dirigidas a la atención integral de la violencia sexual.

Por último, cabe advertir que las intervenciones previas del poder judicial y/o la 

administración pública, como condición previa a la realización de la ILE pueden ser 

requisitos establecidos en las normas de derecho positivo o en la jurisprudencia que 

se encuentren en tensión con el derecho internacional de los derechos humanos y 

una interpretación adecuada de la Constitución del país. Así, si las mujeres que han 

atravesado una violación tienen derecho a decidir de forma autónoma la termina-

ción del embarazo y a recibir los servicios de ILE, las normas de derechos humanos 

y constitucionales aplicables pueden determinar la improcedencia de cargas despro-

porcionadas e inadecuadas a su finalidad como lo son la imposición de exigencias 

de denuncias o autorizaciones para la realización del aborto.158

En ocasiones, los reclamos de los profesionales de la salud en torno a una mayor 

certidumbre en la aplicación del modelo de permisos ha promovido la incorpora-

ción de los requisitos de la denuncia y la autorización judicial para acceder a la ILE. 

Estos trámites, si bien pueden actuar de facto como garantía o incentivo para el 

accionar médico, no son una justificación suficiente para la imposición de requisitos 

previos al aborto. Ello es así, en especial, si se examinan esas exigencias desde la 

perspectiva de los derechos humanos de las mujeres y de los derechos receptados 

158 La decisión de denunciar la violación es una potestad exclusiva de la mujer en los países de LAC que 
tipifican el delito de la violación como un delito de acción privada o dependiente de instancia privada. 
Allí donde como en Perú la legislación reconoce la violación como un delito de acción pública o cuando 
así se establece en casos de mujeres menores de edad o con discapacidad, esta no es una potestad 
de la mujer, sino un deber de todo aquel que tomara conocimiento de la comisión del delito. En estos 
casos, la afirmación de este párrafo del texto debe entenderse condicionada a esa regulación de la 
acción penal.



104 en las Constituciones de la región revisados en el capítulo II.159 A pesar de ello, en 

este documento se asume que aunque esos requisitos pudieran carecer de fun-

damentación adecuada se trata del derecho positivo en varios países de la región 

que los funcionarios del sector salud, administrativo y judicial deben aplicar cuando 

las legislaciones no autorizan el examen individual de la adecuación de las normas 

aplicables a la Constitución. Por lo tanto, mientras los profesionales de la salud no 

asuman o no estén facultados a asumir el cuestionamiento de los requerimientos 

previos a la ILE y mientras la aplicación de esas exigencias no resulte de imposible 

cumplimiento –como podría suceder en ciertas circunstancias extremas–, podrán 

aplicarlos dando lugar a la intervención de instancias administrativas y judiciales 

regidas por los siguientes estándares.

IV.1.  La aplicación de los estándares  
 según los tipos de regulaciones  
 del aborto 

En esta sección se presenta una descripción de los estándares que deben seguirse en 

las intervenciones judiciales o administrativas según los cuatro modelos de regulación 

descriptos en el capítulo I, a lo que deberá sumarse las normas específicas que cada 

país tenga en esta materia.

Hay que tener en cuenta que algunos estándares y deberes generales son aplicables 

a todos los modelos de regulación de la ILE. Así:

 \ No corresponderá exigir la intervención previa de autoridades administrativas 

y judiciales como condicionamiento a la realización de la ILE si este requeri-

miento no está previsto por la legislación.

 \ Cuando estas instancias previas son obligatorias, deben cumplirse con las 

obligaciones derivadas del marco nacional de garantías y de los derechos 

humanos, tal como se verá más adelante.

 \ Si la intervención administrativa o judicial fuera requerida luego de la realiza-

ción del aborto, deberá regirse por los estándares especificados más adelante, 

cuando fueran aplicables.

159 En ese sentido se expresa correctamente la Norma Técnica para la Atención Humanizada del Parto en 
Brasil.
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a. Legislaciones que establecen el modelo de permisos con  

 causal violación, con y sin causal salud, y con distintos  

 requisitos sobre denuncia o autorización judicial o  

 administrativa de la ILE

Según se ha señalado en el capítulo III, cuando el modelo de permisos de aborto 

prevé la CV y:

 \ No establece exigencias de dar intervención a otras instancias diferentes del 

ámbito de la salud, la CV debe ser aplicada por las prestadoras de servicios 

de salud sobre la base de la afirmación de la mujer respecto de la violación 

y sin que sean exigibles ningún otro requisito no establecido por las normas.

 \ Requiere el agotamiento de trámites, procedimientos o denuncias previos a 

la ILE ante las autoridades administrativas y judiciales, éstas deberán actuar 

según los estándares identificados más abajo.

b. Legislaciones con modelo de permisos sin  

 causal violación y con causal salud

Algunas legislaciones de la región no incluyen la CV pero sí el permiso de aborto 

ante el peligro para la salud de la mujer. En esos casos, cuando las profesionales 

de la salud apliquen la causal salud de conformidad a lo indicado en el capítulo III, 

no corresponderá dar intervención a ninguna dependencia judicial o administrativa 

como condición para el acceso a la ILE.

c. Legislaciones con modelo de permisos  

 con causal vida y sin causales violación y salud

En las legislaciones en las que el modelo de permisos contempla la causal vida pero 

no incluye la CV ni la causal salud, los servicios de ILE para mujeres que han sido 

violadas encuentran fundamento en la protección de su derecho a la vida interpretado 

en consonancia con el resto de los derechos previstos en los tratados de derechos 

humanos y considerados en el capítulo II.

d. Legislaciones con modelo de penalización total del aborto

En los casos de las normativas que penalizan el aborto sin reconocer excepciones, los 

servicios de ILE para las víctimas de violación pueden ofrecerse con fundamento en 

los derechos a la vida, la salud y al resto de los derechos previstos en los tratados de 

derechos humanos según lo expuesto en los capítulos II y III. En este sentido es im-

portante el reciente Informe presentado por la Asamblea General de la Organización 
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Humanos, Anand Grover. En él se exhorta a los Estados a despenalizar el aborto y se 

afirma que la aplicación de algunas leyes penales y otras restricciones jurídicas que 

impiden o dificultan el acceso a determinados bienes de salud sexual y reproductiva 

–como los métodos anticonceptivos, el aborto, o la educación sexual– constituyen una 

forma injustificable de coerción sancionada por el Estado y una violación del derecho 

a la salud, a la autonomía, a la dignidad humana y a la igualdad de las mujeres.160

IV.2. Tipos de intervenciones de 
autoridades administrativas y judiciales

Con independencia del modelo de regulación del aborto adoptado por los países 

de la región, varios ámbitos de la administración pública y el poder judicial pue-

den desempeñar diversos roles en la aplicación de la CV y, con posterioridad a la 

realización de la ILE, en el proceso de verdad, justicia y reparación. Así, pueden 

involucrarse en:

a. El proceso de prestación de servicios de ILE (antes, durante o luego de la 

realización).

b. La prevención y atención de la violación

c. Los procesos de investigación, sanción y reparación de la violencia.161  En 

este caso deben además tener en cuenta que el acceso a la ILE es parte de 

los deberes de reparación frente a la violación.

d. La protección a la mujer violada y el ofrecimiento de medidas inmediatas 

para garantizar su seguridad y bienestar (por ejemplo impedir que el agresor 

sexual no judicializado se oponga a la ILE).

Las intervenciones administrativas y judiciales pueden surgir de requisitos previstos 

en la legislación,162 o como acciones y decisiones impuestas de facto por actores 

en los sectores de salud, de justicia y la administración pública.163 En este último 

160 Resoluciones 15/22 y 6/29, Consejo de Derechos Humanos, 2011.
161 El deber de reparación incluye el deber de no repetición, tal como lo han sostenido los órganos del 

sistema internacional y regional de derechos humanos.
162 En este caso, los requisitos pueden surgir de códigos penales, leyes, resoluciones administrativas o 

protocolos y guías de atención. En el capítulo I se han referido algunas de las diversas fuentes legales 
que regulan la CV en distintos países de la región.

163 Para una identificación de este tipo de barreras ver el capítulo I de este documento.
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caso actúan como barreras sin justificación jurídica y pueden derivar en la imposi-

ción de requisitos cuando no están previstos, así como en la tergiversación de los 

efectivamente aplicables.

La participación de las dependencias administrativas y/o judiciales, varían por país, 

y encuentran sustento legal en las normas que regulan el aborto ante la CV o en la 

combinación de los regímenes que establecen:

 \ La acción penal en el delito de violación como de acción pública o depen-

diente de instancia privada.

 \ La protección del secreto profesional.

 \ Las obligaciones de denunciar el conocimiento de la violencia.

 \ La tipificación del delito de violación de los deberes de funcionario público 

o de profesionales ante la omisión de la denuncia cuando existe un deber.

 \ Los regímenes de denuncia o puesta en conocimiento de las autoridades de 

casos de violación en la regulación de protección de mujeres adultas, mujeres 

menores de edad y mujeres con discapacidad.

Finalmente, tal como lo ilustra el ejemplo del anexo III del capítulo I, la intervención 

de las autoridades judiciales o administrativas con posterioridad a la realización de 

la ILE puede haber sido promovida por las mujeres que han sido violadas, sus re-

presentantes cuando fueran mujeres menores de edad o con alguna condición de 

discapacidad, los profesionales de la salud u otras personas que hubieran tomado 

conocimiento de la situación de violencia sexual.

Como consecuencia de la combinación de estos criterios los distintos actores de de-

pendencias administrativas o judiciales deberán o podrán intervenir en la realización 

de una o más de las actividades que se señalan –sin pretensión de exhaustividad– en 

el cuadro I. En los países federales o descentralizados administrativa y judicialmente 

podría hallarse además una superposición de competencias judiciales y administra-

tivas de las áreas del gobierno federal y los gobiernos provinciales, si las normas 

aplicables así lo previeran.
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involucradas en la provisión de servicios de ILE, en la atención de la  

violación, y los procesos de verdad, justicia y reparación frente a ella.

Tipo de tareas

Poder judicial Dependencias administrativas

Ejemplos de paísesiDefensa 
pública 

(asistencia legal 
a las víctimas)

Procuraduría 
(fiscales)

Jueces y/o 
tribunales

Oficinas 
judiciales de 
atención de 
víctimas de 
violenciaii

Medicina 
legal o 
forense

Policía

Organismos 
administrativos de 

prevención y atención 
de víctimas de 

violencia

Recepción de denuncia de delito de violación (previa o 
posterior a la ILE, o independiente)

l l l l
Argentina, Estados de 
México, Colombia

Provisión de documento que evidencie la denuncia 
penal para su presentación en el sector salud para la 
realización de la ILE

l l l

Ídem

Recepción de la notificación de hechos de violencia 
(cuando no impliquen denuncia penal sino que sean 
exigidos por normas no penales para proteger a las 
víctimas o prevenir hechos futuros)

l l l

Argentina, Colombia, Es-
tados de México

Investigación, toma de pruebas, constatación de la 
violación, verificación de los hechos previa a la ILE

l l l l l

Trámite de autorización previa de la ILE l l Bolivia, Estados de México

Defensa de las víctimas de violación en los trámites 
judiciales o administrativos previos a la ILE o vinculados 
a la obtención de verdad, justicia y reparación por la 
violación

l

Cualquier país

Tareas forenses relacionadas a la obtención, manejo, 
preservación de la prueba de la violación (intervención 
antes de la ILE y ante el producto del embarazo luego 
de la ILE)

l

Cualquier país

Procedimientos y diligencias debidas en la investigación, 
sanción y reparación por la violación (antes, durante y 
luego de la realización de la ILE y con independencia 
de ella)

l l l l l l l

Todos los países

i Los países listados como ejemplos pueden incorporar en sus normas todas o alguna de las instancias indicadas en la fila correspondiente. Así por ejemplo, la policía en los Estados de México no tiene facultad para recepcionar denuncias, pero sí la Procuración Pública.

ii Allí donde existen bajo la órbita judicial, como en el caso de la Oficina de Violencia contra la Mujer de la Corte Suprema de Justicia de Argentina, estas oficinas tienen funciones específicas y no tienen competencia jurisdiccional sino de asistencia y guía a las víctimas.
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Cuadro VI. Tipos de tareas y, dependencias judiciales y administrativas  

involucradas en la provisión de servicios de ILE, en la atención de la  

violación, y los procesos de verdad, justicia y reparación frente a ella.

Tipo de tareas

Poder judicial Dependencias administrativas

Ejemplos de paísesiDefensa 
pública 

(asistencia legal 
a las víctimas)

Procuraduría 
(fiscales)

Jueces y/o 
tribunales

Oficinas 
judiciales de 
atención de 
víctimas de 
violenciaii

Medicina 
legal o 
forense

Policía

Organismos 
administrativos de 

prevención y atención 
de víctimas de 

violencia

Recepción de denuncia de delito de violación (previa o 
posterior a la ILE, o independiente)

l l l l
Argentina, Estados de 
México, Colombia

Provisión de documento que evidencie la denuncia 
penal para su presentación en el sector salud para la 
realización de la ILE

l l l

Ídem

Recepción de la notificación de hechos de violencia 
(cuando no impliquen denuncia penal sino que sean 
exigidos por normas no penales para proteger a las 
víctimas o prevenir hechos futuros)

l l l

Argentina, Colombia, Es-
tados de México

Investigación, toma de pruebas, constatación de la 
violación, verificación de los hechos previa a la ILE

l l l l l

Trámite de autorización previa de la ILE l l Bolivia, Estados de México

Defensa de las víctimas de violación en los trámites 
judiciales o administrativos previos a la ILE o vinculados 
a la obtención de verdad, justicia y reparación por la 
violación

l

Cualquier país

Tareas forenses relacionadas a la obtención, manejo, 
preservación de la prueba de la violación (intervención 
antes de la ILE y ante el producto del embarazo luego 
de la ILE)

l

Cualquier país

Procedimientos y diligencias debidas en la investigación, 
sanción y reparación por la violación (antes, durante y 
luego de la realización de la ILE y con independencia 
de ella)

l l l l l l l

Todos los países

i Los países listados como ejemplos pueden incorporar en sus normas todas o alguna de las instancias indicadas en la fila correspondiente. Así por ejemplo, la policía en los Estados de México no tiene facultad para recepcionar denuncias, pero sí la Procuración Pública.

ii Allí donde existen bajo la órbita judicial, como en el caso de la Oficina de Violencia contra la Mujer de la Corte Suprema de Justicia de Argentina, estas oficinas tienen funciones específicas y no tienen competencia jurisdiccional sino de asistencia y guía a las víctimas.
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 general

En esta sección se desarrollan los estándares aplicables en general a las instancias y 

tareas identificadas en el cuadro I, sea que éstas se desarrollen en sede administrativa 

o judicial, resaltando aquellos deberes compartidos por las funciones administrativas 

y jurisdiccionales. En el punto 4 de esta sección se presenta una breve referencia a 

la aplicación específica de estándares vinculados a áreas como la medicina legal o 

la defensa pública.

Los estándares aquí indicados buscan que las conductas de los funcionarios adminis-

trativos y judiciales que intervengan en la aplicación de la CV garanticen el acceso a 

los servicios de ILE y la efectiva investigación, sanción y reparación de la violación. 

Los estándares para la realización de las tareas descriptas en el cuadro I de forma 

previa, durante o con posterioridad a la realización de la ILE, definen los deberes y 

establecen pautas para una respuesta oportuna y de calidad de los sectores judiciales 

y administrativos. Estos estándares son aplicables a la interacción de los distintos 

sectores y sus dependencias, así como a la interacción de todos ellos con el sector 

salud. Adicionalmente, estos estándares deberían contribuir a contrarrestar la gran 

fragmentación del funcionamiento de las instancias administrativas, judiciales y de 

salud en el proceso de acceso a la ILE o en los procesos de justicia ante la violación.164

Según se ha indicado, la CV debe aplicarse respetando un conjunto de derechos 

que deben guiar la interpretación de las normas y los protocolos que regulan los 

procedimientos. Estos principios y derechos también deben actuar como criterios 

de interpretación de los estándares cuando éstos dieran lugar a dudas, vacíos o 

contradicciones.

Los siguientes estándares se aplican en términos generales a todos los modelos de 

permisos165 y de penalización total mencionados en el punto 1 de este capítulo y 

clasificados según otras variables en el capítulo I.166 Si un modelo planteara necesida-

164 Sobre la gran fragmentación y la ausencia de coordinación de estos procedimientos, el Informe sobre 
Acceso a la Justicia para las Mujeres Víctimas de Violencia en las Américas afirma: «La CIDH asimismo 
ha tomado conocimiento de la fragmentación de instituciones con competencia para recibir denuncias 
de violencia contra las mujeres y la ausencia de colaboración entre estas instituciones estatales, lo cual 
crea confusión y onerosidad en el seguimiento de los procesos. La Comisión reconoce que existen 
esfuerzos por parte de los Estados para eliminar esta fragmentación, pero que todavía son insuficientes 
para abordar las necesidades de las víctimas de violencia». (CIDH, 2007: 79). 

165 La Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Guatemala, Guyana, México, Panamá, 
Paraguay, Perú, Venezuela, y Uruguay. Ver Capítulo I definición del problema.

166 Los estándares son igualmente aplicables a los países con modelo de plazos, o combinado.
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des específicas o fuera necesario resaltar algún estándar en especial, se considerará 

el modelo o criterio de forma específica.

Los estándares que a continuación se desarrollan son:

a. Información.

b. Respeto de las decisiones de las mujeres y el consentimiento informado.

c. Respeto del debido proceso y garantías administrativas y judiciales.

d. Confidencialidad.

e. Límites a la objeción de conciencia.

f. Principio pro persona.

g. Atención integral.

h. Circunstancias especiales en casos de conflicto armado y posterior al 

conflicto.

i. Respeto de la actuación de los profesionales del sector salud.

a. Información

Cuando una mujer que atravesó una situación de violación o su representante arriba-

ran a dependencias administrativas o judiciales para realizar cualquiera de las tareas 

identificadas en el cuadro I en relación a la decisión de interrumpir un embarazo 

producto de una violación o en la persecución de justicia frente a la violencia sexual, 

deberán recibir información veraz, oportuna, clara, y completa sobre:

 \ El procedimiento para la realización de la ILE.

 \ Sobre enfermedades de transmisión sexual y, si estuviera previsto, el derecho 

a acceder a kits de profilaxis para los casos de violencia sexual, incluida la 

anticoncepción de emergencia.

 \ Los procedimientos de investigación, sanción y reparación.

 \ Las funciones desempeñadas por las autoridades administrativas  y/o judicia-

les.167

167 Para un detalle de la información que deberá suministrarse en relación a la atención de la violencia 
pueden consultarse los protocolos de atención de víctimas de violación disponibles en los países de 
LAC. Estos protocolos han sido revisados en el documento de Contreras et al. (2010) antes citado. Dada 
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autonomía en el proceso que llevará a la mujer a interrumpir el embarazo producto 

de la violación y a acceder a la justicia en búsqueda de terminar con la impunidad.

Cuando las dependencias administrativas o judiciales fueran el primer contacto de la 

mujer que ha sido violada, la provisión de información deberá incluir una descripción 

veraz y completa de la regulación legal del aborto en el país, los requisitos previstos 

para acceder a los servicios de salud para la ILE y los servicios de salud en los que la 

mujer podrá solicitar el aborto.

La provisión de toda la información deberá:

 \ Llevarse a cabo sin dilaciones y bajo un marco de respecto a las decisiones 

de las mujeres.

 \ Ser sensible a las identidades y posiciones de las mujeres, instrumentándose 

los canales adecuados para garantizar la comprensión de la información 

por mujeres indígenas, migrantes, mujeres con bajo nivel socioeconómico, 

menores de edad, entre otras.

Cuando mujeres menores de edad concurran a las dependencias administrativas o 

judiciales el suministro de información deberá realizarse teniendo en cuenta, como 

mínimo, el nivel educativo, social y cultural y presentado de forma tal que se favo-

rezca su comprensión. Por otro lado, en los casos en los que las normas de cada 

país prevean que la representación de la mujer menor de edad debe ser ejercida 

por familiares, tutores o encargados, deberá asegurarse el acceso de información 

también a quienes las representen. Esa representación no podrá quedar a cargo 

de personas que se encuentren directamente en conflicto con los intereses de las 

mujeres menores de edad.168

Sobre el derecho a recibir información por ciertos grupos sociales y, en especial, 

por las mujeres de los grupos étnicos, ha afirmado recientemente la Relatoría de 

Libertad de Expresión de la Organización de Estados Americanos (OEA): «Resulta 

de particular importancia hacer énfasis en el derecho de acceso a la información en 

cabeza de grupos o sujetos vulnerables o marginados, para quienes este derecho 

la gran variedad y la disímil profundidad en la especificación de los estándares aplicables a los actores 
involucrados en las etapas de la ruta crítica de la violencia identificados en los protocolos, no haremos 
referencias específicas en este documento. Sólo consideramos importante señalar, que en muchos de 
los protocolos no se incluyen referencias a los servicios de aborto por la CV, constituyendo ésta una 
deficiencia en algunos de ellos.

168 Contreras et al. (2010: 185).



113
es condición esencial de satisfacción de sus necesidades básicas. Así, por ejemplo, 

los Estados deben hacer esfuerzos para garantizar especialmente a los sectores más 

pobres de la población el derecho de acceso a la información sobre mecanismos 

de participación, programas sociales y otras formas de satisfacción de sus derechos 

fundamentales; los grupos étnicos y culturales tienen derecho a que el Estado diseñe 

políticas destinadas a adaptar el derecho de acceso a sus necesidades culturales, 

como por ejemplo, a su lengua; y las mujeres en toda la región tienen derecho a 

que el Estado les garantice plenamente el derecho de acceso a la información sobre 

sus derechos sexuales y reproductivos a través de su difusión masiva y especializada, 

por ejemplo, en todos los centros de atención básica». (CIDH, 2010: 31).

En igual sentido, ha señalado el Comité de Derechos Humanos en el caso LNP de una 

niña de la comunidad Qom presentado contra la Argentina: «... el trato recibido por 

la autora por parte del personal judicial, policial y médico descrito denota un incum-

plimiento del Estado de su obligación de adoptar las medidas de protección reque-

ridas por la condición de menor de la autora reconocida en el art. 24 del Pacto».169 

Asimismo, el Comité ha hecho notar que al no comunicar a la actora su capacidad 

de constituirse en querellante y al ofrecer información íntegramente en español y 

sin interpretación a pesar de que tanto ella como otros testigos tenían problemas de 

comunicación en dicho idioma, «se ha violado el derecho de la autora a acceder a 

los tribunales en condiciones de igualdad reconocido en el párrafo 1 del art. 14».170

La información sobre los procedimientos que las normas de algunos países de la 

región exigen como requisito previo para acceder al servicio de ILE por CV debe 

tener en cuenta los posibles escenarios en la región según lo señalado en el cuadro 

II del capítulo I. Así, en Bolivia, estados de México y Panamá debe suministrarse in-

formación sobre los requisitos y procedimientos para la autorización administrativa 

o judicial previo de la ILE. En algunas provincias de la Argentina, Colombia, Costa 

Rica y Uruguay debe suministrarse información sobre la denuncia previa de la violen-

cia.171 En los países que no exigen ni denuncia ni trámite previo a la realización de 

la ILE habrá que diferenciar dos tipos de situaciones. En Brasil,172 donde las normas 

sanitarias expresamente señalan que no corresponde realizar una denuncia previa de 

la violación, la información a suministrar a la mujer deberá ser clara respecto de la 

169 LNP, Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas, 11 de agosto de 2011, párr. 13.4.
170 LNP, Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas, 11 de agosto de 2011, párr. 13.5.
171 Respecto de la demanda de denuncias previas a la ILE, deben tenerse especialmente en cuenta los 

distintos tipos y formalidades de las denuncias requeridas (por ejemplo, denuncia penal, denuncia 
como declaración jurada, notificación a autoridades) y no exigirse denuncias con requisitos formales 
no previstos.

172 En la Argentina a nivel provincial esta es también la situación de Chubut donde la legislación aprobada 
en 2010 no exige denuncia penal de la violación sino sólo una denuncia certificada.



114 improcedencia de este requisito como condición para la ILE. En Ecuador, Guatemala 

y Paraguay, donde las normas nada dicen de la necesidad de denuncia previa de la 

violación, las autoridades administrativas o judiciales deberán ofrecer información 

sobre la falta de previsiones que demanden la denuncia previa. Al mismo tiempo, 

deberán abstenerse de imponer requisitos no previstos que constituyan obstáculos 

administrativos o judiciales en el acceso a la ILE en el sector salud.

b. Respeto de las decisiones de las mujeres  
 y el consentimiento informado

Del derecho a la información y el respeto de la autonomía se sigue el deber de ga-

rantizar el derecho al consentimiento informado que supone constatar que se respete 

la decisión de las mujeres impidiendo el ejercicio de la coerción o la interferencia en 

su autodeterminación.

Si bien el sector salud es el responsable de aplicar el consentimiento informado de 

las mujeres para la realización de la ILE, el deber de su respeto alcanza a la totalidad 

del personal administrativo o judicial interviniente en el proceso de acceso a la ILE, 

y la búsqueda de verdad, justicia y reparación. En consecuencia, en la realización de 

tareas como la recepción de la denuncia de la violación, la representación de la mu-

jer ante los procedimientos de autorización previstos por legislaciones de la región, 

la recolección de pruebas forenses sobre el cuerpo de la mujer y el producto de la 

violación deberá garantizarse su consentimiento informado.

El consentimiento informado supone la garantía de que el acto de voluntad de las 

mujeres es autónomo y se encuentra libre de influencias y presiones. En contextos 

de violencia sexual este elemento tiene especial relevancia dado el alto porcentaje 

de las mujeres que sufren actos de violación que conocen al agresor o éste hace 

parte de su familia, por lo que pueden darse fuertes presiones en su actuación a 

través del proceso para realizar la ILE –o no realizarla– y la posterior búsqueda de 

verdad, justicia y reparación.

Cuando concurran a las dependencias administrativas o judiciales mujeres menores 

de edad la verificación del consentimiento, cuando este fuera necesario, deberá 

realizarse teniendo en cuenta, como mínimo:

 \ Que deben recibir información de acuerdo a su nivel educativo, social y 

cultural presentada de forma tal que se pueda favorecer su comprensión.

 \ La capacidad para actuar cuando corresponda ante las autoridades adminis-

trativas o judiciales debe ser evaluada en cada caso concreto.
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 \ Se deben agotar todos los esfuerzos pertinentes para que la menor pueda 

tomar sus decisiones directamente en ejercicio de su autonomía.

 \ Las niñas y adolescentes no pueden ser obligadas a informar o solicitar el 

consentimiento de terceros en las actuaciones administrativas o judiciales que 

se relacionen con la ILE o los procesos de verdad, justicia y reparación.173

Si quienes concurren a las dependencias administrativas o judiciales son mujeres con 

alguna discapacidad, el suministro de información y la verificación del consentimiento 

de ellas o sus representantes, cuando éste fuera necesario, deberá realizarse teniendo 

en cuenta como mínimo:

 \ El deber de proporcionar información a las víctimas con discapacidad por 

medios adecuados según sus condiciones.

 \ El deber de atender, en principio, exclusivamente a la voluntad de las mujeres 

con discapacidad en relación a las decisiones vinculadas con la actuación 

administrativa o judicial.

 \ Si fuera imposible que la mujer exprese su voluntad, quien la ley defina para 

representarla (familiar, tutor o encargado) deberá actuar ante las autoridades 

administrativas o judiciales, siguiendo la alternativa que mejor se compadece 

con el ejercicio de los derechos de la mujer.

Al igual que en el caso de las mujeres menores de edad, si las normas dispusieran 

que la representante legal debe sustituir la voluntad de las mujeres con discapaci-

dad se deberá garantizar el acceso de información de quien las represente.174 La 

representación no podrá estar a cargo de quien se encuentre en conflicto con los 

intereses de la mujer con alguna condición de discapacidad.175

En conclusión, la aplicación de la CV exige:

 \ El reconocimiento de la facultad de las mujeres para interrumpir el embarazo 

derivado de la violación y para decidir denunciar o no los actos de violación 

y contribuir al proceso de investigación, sanción y reparación de la misma.

173 Los estándares han sido tomados de González Vélez, coord. (2008a: 187).
174 En la sentencia T-988/07, la Corte Constitucional colombiana ha detallado las condiciones de suministro 

de información y tratamiento de las mujeres con discapacidad física, psíquica o sensorial que también 
tienen derecho a una ILE. Al respecto ver la sentencia T-988/07 en WLW (2010).

175 WLW (2010: 185).



116  \ El respeto de esas decisiones por parte del personal de las dependencias 

administrativas y judiciales que debe participar en el procedimiento para 

acceder a la ILE o en los procesos de verdad, justicia y reparación.

 \ La disposición de todos los medios necesarios para que las mujeres puedan 

implementar sus decisiones en cumplimiento de lo previsto por las normas 

de derechos humanos aplicables al caso.

Según se indicó en el capítulo I, aun en los países en que el aborto está penalizado 

sin excepciones, en algunas ocasiones los funcionarios administrativos y del poder 

judicial, y los profesionales de la salud, pueden participar del proceso de autorización 

de ILE resultante de la violación.

c. Respeto del debido proceso y garantías  
 administrativas y judiciales

Las tareas en sede administrativa y judicial identificadas en el cuadro I deberán res-

petar el principio de debido proceso y las garantías sustantivas y procedimentales 

que se aplican a la actuación de los funcionarios administrativos y judiciales y los 

deberes del Estado.

Antes de avanzar, hay que tener en cuenta que las exigencias que se derivan del 

principio de debido proceso son también aplicables a las instancias administrativas. 

Así lo sostuvo la Corte Interamericana en el caso Claude Reyes y otros c. Chile, el 

art. 8.1 de la Convención, referido a las garantías del debido proceso , «no se aplica 

solamente a jueces y tribunales judiciales. Las garantías que establece esta norma 

deben ser observadas en distintos procedimientos en los que los órganos estatales 

adoptan decisiones sobre la determinación de los derechos de las personas, ya que 

el Estado también otorga a autoridades administrativas, colegiadas o unipersonales, 

la función de adoptar decisiones que determinen derechos».176

A continuación se especifican las consecuencias de la aplicación de estos principios 

y garantías, diferenciando dos etapas de la intervención de las dependencias admi-

nistrativas y judiciales. La distinción del juego de los principios y garantías intenta 

clarificar las diferentes lógicas con las que se aplican según la función final que 

persiguen las etapas en cuestión.

176 Caso Claude Reyes y otros c. Chile, Corte Interamericana de Derechos Humanos, 19 de septiembre de 
2006, párr. 118 y 119.
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 \ En los trámites administrativos y judiciales requeridos como condición para la 

realización de la ILE, según se ha detallado en el capítulo II, el debido proceso 

exige el respeto de los principios de legalidad, favorabilidad, permisibilidad, 

y el derecho de defensa. Esos principios del debido proceso y, en especial 

el principio de acceso a la justicia, son aplicables en general a los trámites 

judiciales que antes, durante y luego de la realización de la ILE garantizan la 

provisión de justicia frente al delito de violación.

 \ Para los principios, derechos y estándares que regulan el proceso judicial 

frente a la violación, el debido proceso y su principio de acceso a la justicia 

se conjugan con las garantías de investigación, sanción y reparación de la 

violencia desarrolladas en el sistema internacional de los derechos humanos.

c.1. Los procedimientos administrativos o judiciales cuando  
 son precondición de la realización de la ILE

Primero, en los procedimientos de notificación y autorización previos a la ILE esta-

blecidos por algunas legislaciones de la región, el principio de legalidad implica la 

improcedencia de requisitos adicionales a los previstos por las normas que regulan 

el acceso a la ILE y el deber de los funcionarios administrativos y judiciales de ceñirse 

estrictamente a los procedimientos previstos, separando y desvinculando aquellos 

establecidos como requisitos para la realización de la ILE de los correspondientes a 

la investigación y sanción de la violación.

Este principio restringe las imposiciones de cargas adicionales y formas procesales 

extra como condición del acceso a la ILE. Por tanto, no pueden exigirse requisitos 

como la prueba de la violación ni de las afirmaciones de la mujer. Tampoco pueden 

exigirse requisitos como las certificaciones notariales o de terceros sobre las palabras 

de la mujer al efectuar la denuncia. La imposición por las autoridades de exigencias 

no previstas en las normas, que tengan como objetivo o deriven en una obstruc-

ción del acceso a la ILE constituye una violación del principio de legalidad (Cook y 

Howard, 2007).

En ese sentido, en el caso LMR el Comité de Derechos Humanos al gobierno argen-

tino sostuvo frente a la judicialización indebida para la obstrucción de la prestación 

de los servicios de ILE que «los hechos constituyeron una injerencia arbitraria en la 

vida privada de L.M.R.» y que «la ilegítima injerencia del Estado, a través del poder 

judicial, en una cuestión que debía resolverse entre la paciente y su médico podría ser 



118 considerado una violación del derecho a la intimidad de aquélla. En las circunstancias, 

el Comité considera que se produjo una violación del art. 17, párrafo 1 del Pacto».177

Cuando las legislaciones prevén trámites como los establecidos ante las Procuradu-

rías en ciertos Estados de México, éstos deben ceñirse de forma estricta a los pasos 

establecidos en los protocolos, sin generar interferencias adicionales. Si, como ocurre 

en Bolivia, las regulaciones aplicables exigen la «iniciación de la acción penal» previa 

a la ILE, este requisito se considerará satisfecho con la denuncia judicial y sin trámi-

tes adicionales. En todos estos casos deben priorizarse las conductas que tiendan a 

evitar la doble victimización de la mujer que ha sufrido la violación y se encuentra 

en proceso de acceder a la ILE.

Segundo, en los trámites administrativos y judiciales previos a la ILE el principio de 

favorabilidad implica la preferencia de las normas más permisivas o favorables frente 

a las normas restrictivas o desfavorables. Cuando persistan disputas de interpretación 

sobre si los procedimientos son aplicables, se deberán privilegiar las interpretaciones 

menos exigentes respecto de la intervención administrativa o judicial como condición 

de acceso a la ILE.

Tercero, el derecho de las mujeres a defenderse, presentar argumentos, alegatos 

y pruebas en los procedimientos previos a la ILE también deberá ser garantizado 

en las actuaciones administrativas o judiciales. Si se presentaran afirmaciones que 

controvirtieran los dichos de las mujeres, el derecho de defensa implicará además 

la garantía del derecho de contradicción y la defensa técnica que exige la efectiva 

y real oportunidad de hacer valer las propias razones durante el proceso. Además, 

en estos casos, el principio de buena fe demanda a los funcionarios del Estado que 

participan en estos procesos, a actuar sin estereotipos ni intentos de obstaculización, 

y procurar confiar en la palabra de la mujer, quien está realizando una declaración 

pública. Estos derechos deberán garantizarse en especial cuando se tratara de de-

mandas o contradicciones emergentes de la interferencia injustificada de terceros 

en los procedimientos previos a la realización de la ILE.

Cuarto, el principio de celeridad también deberá regir las tareas listadas en el cuadro 

I como previas a la realización de la ILE. Ello implicará la eliminación de todas las di-

laciones injustificadas generadas en los trámites administrativos o judiciales previstos 

que deberán además llevarse a cabo de forma rápida y sin demoras desmedidas, 

respetando plazos razonables o los previstos en las normas que regulan los procedi-

177 L.M.R., Comunicación No 1608/2007 al Gobierno de Argentina, Comité de Derechos Humanos, 29 de 
marzo de 2011.
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mientos de ILE. Por otra parte, este principio debe conjugarse especialmente allí donde 

existen múltiples instancias de apelación de las decisiones administrativas o judiciales 

para que la garantía de doble instancia no se convierta en motivo de violación de los 

derechos. En ese sentido, se ha manifestado el Comité de Derechos Humanos en el 

caso L.M.R, sosteniendo que la multiplicación de instancias para acceder a un aborto 

permitido equivale a la falta de un recurso efectivo para reclamar por un derecho. 

El Comité de Derechos Humanos observó que «los recursos judiciales promovidos 

internamente para garantizar el acceso a la interrupción del embarazo fueron resueltos 

favorablemente para L.M.R. con el fallo de la Suprema Corte de Justicia. Sin embar-

go, para llegar a ese resultado la autora debió pasar por tres instancias judiciales, 

el período del embarazo se prolongó de varias semanas, con las consecuencias que 

ello implicaba para la salud de L.M.R. y motivó que, finalmente, tuviera que acudir 

a su realización de manera clandestina. Por estas razones el Comité considera que 

la autora no dispuso de un recurso efectivo y que los hechos descritos configuran 

una violación del art. 2, párrafo 3 en relación con los arts. 3, 7 y 17 del Pacto».178

El deber de evitar dilaciones en los trámites administrativos y judiciales implica además 

que la atención a las mujeres que solicitan una ILE por CV reciban atención en el 

servicio de salud en tiempo y forma, es decir, sin demoras provocadas por los trámites 

administrativos o judiciales. Para ello se requerirá que la recepción de las denuncias, 

el suministro de su prueba y la concreción de cualquier trámite previo –como los 

previstos en México ante la Procuraduría y los tribunales, o la iniciación de la acción 

penal estipulada en la legislación boliviana–, se realicen de forma inmediata y que 

se tomen en consideración los límites sobre las semanas de gestación que fijen las 

normas, si las hubiera. Cuando existen plazos, pero incluso cuando no hay previsión 

de plazos máximos para la realización de la ILE, el avance del embarazo podría poner 

en peligro el acceso al aborto por la CV.

Quinto, para los casos de trámites administrativos o judiciales en los que las autorida-

des pudieran, aunque fuera indebidamente, intervenir negando la autorización de la 

ILE resultará especialmente relevante la garantía del principio de la disponibilidad de 

al menos una instancia de apelación, otro de los componentes del debido proceso 

vinculado a los derechos de contradicción y defensa. Las decisiones adoptadas en 

procedimientos administrativos o judiciales que negaran la realización de la ILE de-

berán ser pasibles de revisión por vía de apelación o consulta a instancias diferentes.

178 LMR, Comunicación N° 1608/2007 al Gobierno de Argentina, Comité de Derechos Humanos, 29 de 
marzo de 2011, párr. 17
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derivados del principio de legalidad aplicable en sede administrativa, y en general, 

la preeminencia de las cuestiones sustantivas sobre las de forma también resultará 

relevante ya que las finalidades superiores de la justicia no pueden ser sacrificadas 

por un apego ciego a las normas procedimentales o cuestiones de forma cuando 

éstas no sean necesarias para sustanciar una decisión.

c.2. El derecho de acceso a la justicia,  
 la verdad y la reparación

El derecho de acceso a la justicia exige tanto la realización de la ILE como forma de 

reparación de la violación, como los deberes de investigar, sancionar y reparar frente 

al delito de violación sufrida por la mujer. En el capítulo III se han desarrollado en 

más detalle los componentes de este derecho y los deberes de combatir la impuni-

dad según los estándares establecidos en el derecho internacional de los derechos 

humanos a los cuales nos remitimos aquí.

No obstante, cabe recordar que respetar el debido proceso y garantizar la tutela ju-

dicial efectiva en los procesos de verdad, justicia y reparación corresponde, según lo 

ha resaltado la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el caso María da 

Penha, en los siguientes términos: «En el presente caso no se ha llegado a producir 

una sentencia definitiva por los tribunales brasileños después de diecisiete años, y ese 

retardo está acercando la posibilidad de impunidad definitiva por prescripción, con 

la consiguiente imposibilidad de resarcimiento que de todas maneras sería tardía. La 

Comisión considera que las decisiones judiciales internas en este caso presentan una 

ineficacia, negligencia u omisión por parte de las autoridades judiciales brasileñas 

y una demora injustificada en el juzgamiento de un acusado e impiden y ponen en 

definitivo riesgo la posibilidad de penar al acusado e indemnizar a la víctima por 

la posible prescripción del delito. Demuestran que el Estado no ha sido capaz de 

organizar su estructura para garantizar esos derechos. Todo ello es una violación 

independiente de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos en relación con el artículo 1(1) de la misma, y los correspondientes de la 

Declaración».179

Asimismo, según se ha pronunciado recientemente la Corte Americana de Derechos 

Humanos en el caso Campo Algodonero, el acceso a la verdad, justicia y reparación 

en circunstancias de violencia de género implica que: «Los Estados deben adoptar 

179 María da Penha Fernández contra Brasil, Informe 54/01, 16 de abril de 2001.
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medidas integrales para cumplir con debida diligencia en casos de violencia contra 

las mujeres. En particular, deben contar con un adecuado marco jurídico de protec-

ción, con una aplicación efectiva del mismo, con políticas de prevención y prácticas 

que permitan actuar de una manera eficaz ante las denuncias. La estrategia de 

prevención debe ser integral, es decir, debe prevenir los factores de riesgo y a la vez 

fortalecer las instituciones para que puedan proporcionar una respuesta efectiva de 

los casos de violencia contra la mujer. Asimismo, los Estados deben adoptar medidas 

preventivas en casos específicos en los que es evidente que determinadas mujeres 

y niñas pueden ser víctimas de violencia. Todo esto debe tomar en cuenta que en 

casos de violencia contra la mujer, los Estados tienen, además de las obligaciones 

genéricas contenidas en la Convención Americana, una obligación reforzada a partir 

de la Convención de Belém do Pará».180

Como surge de esta sentencia y de la jurisprudencia de la Corte Americana, la garantía 

de no repetición es parte del deber genérico de reparación, por parte del Estado. Las 

garantías de no repetición se refieren a medidas idóneas, de carácter administrativo, 

legislativo o judicial, o de política pública tendientes a que las víctimas no vuelvan a 

ser objeto de violaciones a su dignidad.

Por otra parte, la sección titulada Debida Diligencia y Acceso a la Protección Judicial 

del informe Acceso a la Justicia para las Mujeres Víctimas de Violencia en las Améri-

cas181 especifica con detalle y con citas de otros documentos afines el contenido de 

los estándares de debida diligencia en los procedimientos judiciales ante la violencia. 

Entre otros, al clarificar los deberes de algunos funcionarios en particular se afirma: 

«En torno a las actuaciones de los funcionarios judiciales, se ha destacado interna-

cionalmente la importancia de un poder judicial que emita decisiones de manera 

imparcial e independiente de interferencias de cualquier naturaleza, tanto directas 

como indirectas. Sobre el comportamiento de los fiscales, se estipula que deben 

evadir cualquier tipo de discriminación en su trabajo sobre la base de consideraciones 

políticas, sociales, religiosas, raciales, culturales y sexuales. Igualmente, se afirma el 

deber de los gobiernos de poner a disposición de todas las personas a lo largo del 

territorio nacional y sujetos bajo su jurisdicción, sin distinción alguna, abogados y 

servicios legales destinados a personas en situación de desventaja económica y so-

cial. Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley deben ejercer sus deberes 

sirviendo a su comunidad y protegiendo a todas las personas contra actos ilegales, 

respetando así los derechos humanos de todas las personas. Igualmente se ha afir-

180 Caso Campo Algodonero, Corte Interamericana de Derechos Humanos, 9 de diciembre de 2010, párr. 
258. Para un análisis de las consecuencias de esta decisión de la Corte Americana en material de los 
deberes de diligencia reforzada, ver, Abramovich (2010).

181 CIDH (2007).
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la víctima y sus familiares en las decisiones relacionadas con el arresto y detención 

del agresor. Por su parte, el Estado debe determinar responsabilidades y sancionar, 

cuando la policía no actúa en concordancia con el marco normativo [las notas han 

sido suprimidas]».182

d. Confidencialidad

El derecho de las mujeres a la confidencialidad conlleva:

 \ El deber de guardar secreto sobre toda la información entregada en los 

trámites y procedimientos que pudieran realizarse ante dependencias admi-

nistrativas y judiciales según se ha identificado en el cuadro I.

 \ El deber de preservar la confidencialidad sobre la identidad de las mujeres 

involucradas en los trámites administrativos o judiciales.

 \ El deber de confidencialidad permanece activo incluso con posterioridad a 

la ILE, o también para los casos donde se negó el acceso.

 \ El deber de los funcionarios administrativos o judiciales que tomaran conoci-

miento de la violencia sexual de abstenerse de denunciar el delito cuando las 

normas aplicables no los obliga a hacerlo relevando expresamente el deber 

de guardar secreto.

Los deberes de proteger estos tipos de información y guardar secreto involucran a 

todo el personal de las dependencias administrativas y judiciales que participara en 

cualquier momento de los procedimientos relacionados con la ILE y la búsqueda de 

verdad, justicia y reparación por la violencia.183

En particular, el derecho de las mujeres a la confidencialidad implica el deber de 

proteger la privacidad de toda la información personal contenida en los expedientes 

administrativos y judiciales que pudieran crearse, incluyendo especialmente la reserva 

182 CIDH (2007: 53). Puede consultarse el resto de esta sección del documento de la Relatoría de las Mujeres 
para más detalle de los deberes de debida diligencia en la actuación judicial.

183 En la Constitución mexicana, por ejemplo, este es un deber protegido expresamente en la fracción 
V, apartado c, del art. 20 de la Constitución que prevé el derecho de la víctima «al resguardo de su 
identidad y otros datos personales en los siguientes casos: cuando sean menores de edad; cuando se trate 
de delitos de violación ... El Ministerio Público deberá garantizar la protección de víctimas, ofendidos, 
testigos y en general todos los sujetos que intervengan en el proceso. Los jueces deberán vigilar el 
buen cumplimiento de esta obligación». Esta referencia aparece además en el Modelo Integrado para 
la Prevención y la Atención de la Violencia Familiar y Sexual, Gobierno Federal, México, 2010, p. 53.
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de su identidad. Esta última exige la garantía de no divulgación y el secreto sobre 

su nombre y cualquier otro dato personal revelado en el contexto de los trámites 

desarrollados en sede administrativa o judicial.

El deber de guardar secreto y no poner en conocimiento de terceros los hechos de 

violación, siempre que ello no fuera requisito previo para la ILE u obligatorio por 

ser un delito de acción pública, resulta especialmente relevante para el respeto de 

las decisiones de las mujeres mayores de edad. En estos casos es importante que 

ellas preserven la potestad de decidir si ejercer o no su derecho a denunciar y la 

confidencialidad de los datos revelados es presupuesto de la preservación de esa 

prerrogativa. Asimismo, la protección de ese derecho puede ser especialmente 

importante para las mujeres que viven en situación de conflicto armado, están en 

prisión, son desplazadas, etc., donde la denuncia puede traer represalias adicionales. 

Por último, respecto de los deberes de denuncia en los casos de mujeres menores 

de edad o mujeres con discapacidad, los regímenes jurídicos de la región establecen 

regulaciones diferentes cuando no exigen la denuncia previa a la ILE, dando prioridad 

al deber de los funcionarios públicos de denunciar penalmente o ante los responsables 

de la atención de casos de violencia contra mujeres menores de edad o con alguna 

condición de discapacidad. En ese caso, según lo prevén las legislaciones de Brasil, 

Guatemala, y Paraguay, y se indica en el anexo 1 a este capítulo, los operadores ad-

ministrativos y judiciales deberán diferenciar entre los casos en los que es obligatorio 

denunciar, y aquellos en los que es opción de los funcionarios públicos hacerlo. En 

general, esta distinción suele marcarse teniendo en cuenta la edad de las mujeres 

menores y la estimación de potenciales conflictos de interés de sus representantes 

con ellas. Asimismo, será necesario tener en cuenta qué tipo de denuncia prevé la 

legislación y ante quién debe efectuarse (penal o civil, judicial o administrativa).

e. Límites a la objeción de conciencia

Los funcionarios de dependencias administrativas y judiciales involucrados en las 

tareas descriptas en el cuadro 1 podrían invocar su derecho a ejercer la objeción de 

conciencia, por ejemplo, en la representación de mujeres cuando las legislaciones 

requieran autorización para la ILE. El ejercicio de la objeción debe respetar límites que 

resultan de la ponderación del derecho de los funcionarios de no defender derechos 

que atentan contra sus convicciones frente al derecho de las mujeres a acceder a sus 

derechos protegidos por la ley. En caso de que los funcionarios administrativos o 

judiciales fueran objetores, deberán respetar rigurosamente los límites establecidos 

para el ejercicio de este derecho, incluyendo la prohibición de negar información y 

el deber de remitir a otros funcionarios no objetores la tarea que objetan realizar.
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 \ La objeción de conciencia sólo podrá realizarse a título individual.

 \ Su ejercicio no podrá impedir la obtención de la respuesta requerida por la 

mujer de las dependencias administrativas o judiciales para la realización de 

la ILE.

 \ Deberá garantizarse que las mujeres puedan satisfacer sus requerimientos en 

sede administrativa o judicial mediante la remisión efectiva y expedita a otros 

funcionarios que sustituyan a los objetores en las tareas correspondientes.

 \ Cederá cuando el riesgo para la salud o la vida de la mujer o la urgencia de la 

situación lo exijan o cuando se trate de mujeres en circunstancias específicas 

como las que se viven en contextos de conflicto armado.

f. Principio pro persona184

El principio pro persona deberá tenerse en cuenta especialmente para orientar la 

resolución de los conflictos que pudieran suscitarse en las actuaciones administra-

tivas y judiciales, y para la interpretación de las normas sobre acceso a ILE por CV. 

Según este principio «cuando existan dudas acerca de qué norma debe aplicarse o 

de cómo debe entenderse su sentido se adopt(ará) la interpretación o la aplicación 

que mejor prevea la protección de los derechos. Lo anterior implica adoptar inter-

pretaciones amplias cuando se trate de proteger derechos, y restrictivas cuando se 

trate de comprender prohibiciones, ya que implican una limitación del ejercicio de 

la libertad». (González Vélez, coord., 2008a: 209). En las actuaciones desarrolladas 

en sede administrativa o judicial este principio implicará adoptar interpretaciones no 

restrictivas en las tareas listadas en el cuadro I.

g. Atención integral

Los funcionarios de la administración y el poder judicial deben contribuir a brindar 

una atención integral a las víctimas de violencia sexual ya sea en su acceso a la ILE 

como en los procedimientos de verdad, justicia y reparación. La atención integral 

implica, en primer lugar, que existan condiciones para la prestación de las funciones 

asignadas a las dependencias en el circuito que deben seguir las mujeres que solicitan 

la ILE y que buscan justicia ante la violencia. Estas condiciones pueden exigir: proto-

184 También conocido como pro homine.



125
colos o guías técnicas de actuación en sede administrativa o judicial, profesionales 

debidamente capacitados, programas o servicios específicos, y la disponibilidad de 

información completa, veraz y oportuna. Respecto de la disponibilidad de profesio-

nales para cumplir con las funciones asignadas resulta especialmente importante 

garantizar recursos humanos que no sean objetores, que tengan entrenamiento y 

habilidades en las distintas tareas listadas en el cuadro I.

En el caso de la actuación administrativa y judicial la atención integral puede incluir:

 \ El suministro de información y la remisión oportuna a servicios de salud y de 

otro tipo de asistencia ante la violencia.

 \ La provisión de información sobre los procedimientos administrativos y judi-

ciales para la ILE y la búsqueda de verdad, justicia y reparación.

 \ El cumplimiento de requisitos legales según las normas de debido proceso y 

sin imponer dilaciones que afectaran la prestación de los servicios de salud 

para la realización de la ILE y la atención de la violencia.185

g.1. Circunstancias especiales en casos de conflicto armado  
 y con posterioridad al conflicto

En los contextos de conflicto o posteriores a él, los problemas asociados a defi-

ciencias en infraestructura, barreras sociales y estigma se exacerban vulnerando de 

forma continua los derechos de las mujeres. En ese sentido, varias resoluciones del 

Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas se han referido especialmente a que 

la participación plena e igualitaria de las mujeres resulta indispensable en todos los 

esfuerzos para mantener y promover la paz y la seguridad.186 Estas resoluciones, 

han solicitado en particular prestar atención a las necesidades de mujeres y niñas 

durante los procesos de repatriación y reasentamiento, rehabilitación, reintegración 

y reconstrucción posconflicto. El Consejo de Seguridad adoptó la Resolución 1820 de 

2008 donde se reconoce el uso de la violencia sexual como «táctica de guerra para 

humillar, dominar, infundir temor, dispersar y/o reubicar forzosamente a miembros 

civiles de una comunidad o grupo étnico».

En esos contextos corresponde tomar medidas efectivas para prevenir y responder a 

actos de violación, y ofrecer mecanismos de verdad, justicia y reparación que enjuicien 

185 Para más detalle sobre las implicancias de la falta de atención integral de la violencia, ver Lara et al. 
(2003).

186 ONU, Consejo de Seguridad, Resolución 1328 (2000); 1820 (2008); 1888 (2009); 1889 (2009); y 1960 
(2010).
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las víctimas, en especial las mujeres y las niñas. En tres Resoluciones emitidas poste-

riormente, el Consejo de Seguridad definió las condiciones para la implementación de 

los compromisos mencionados. Así, la Resolución 1888 de 2009, creó el proceso para 

la designación de la Representante Especial del Secretario General sobre la Violencia 

Sexual en los Conflictos y el rápido despliegue de equipos de profesionales y asesores 

para enfrentar la violencia sexual en los conflictos y el posconflicto. La Resolución 

1889 del mismo año requiere la creación de una estrategia para aumentar la repre-

sentación de las mujeres en las decisiones sobre resolución de conflictos, así como 

en indicadores y propuestas para un mecanismo de vigilancia para lo cual, además, 

los Estados deben efectuar un seguimiento del gasto destinado a las mujeres en la 

planificación de la recuperación después de un conflicto.

En vistas de lo previsto en las resoluciones referidas y la jurisprudencia internacional 

generada en contextos como la Corte Penal Internacional, los funcionarios adminis-

trativos y judiciales que deban intervenir previamente a la realización de la ILE y en 

los procesos de justicia ante la violación infligida en contextos de conflicto armado y 

posteriores a éste, deberán tener en cuenta la excepcionalidad de las circunstancias 

evitando crear nuevas cargas y formalidades onerosas que tengan la potencialidad 

de desvirtuar los permisos de aborto por la CV y la garantía de una respuesta judicial 

ante la violencia.

 
h. Respeto de la actuación de las profesionales  
 del sector salud

La realización de la ILE dependerá en última instancia de la actuación de los profe-

sionales de la salud. Por lo tanto, las autoridades judiciales o administrativas (que 

incluyen, entre otros, ámbitos como los de la medicina legal) deberán interactuar 

respetando las decisiones y el saber técnico de los prestadores de servicios de salud 

siempre que éstas protejan los derechos de las mujeres.

Este deber de respeto supone, en primer lugar, el deber de los funcionarios administra-

tivos y judiciales de no obstruir mediante la usurpación, las tareas que se encuentran 

asignadas a los profesionales de la salud. Es decir, no compete a ellos involucrarse en 

el tratamiento médico y las tecnologías para la realización del aborto, ni intervenir 

en la atención médica de los aspectos relacionados con la violación. Asimismo, este 

deber implica que en casos como el de los médicos forenses éstos no se inmiscuyan 

en otros aspectos de la intervención de los profesionales del sector salud vinculados 

a la ILE o la atención de la violación.
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IV.4. Estándares específicos  
 según ámbitos administrativos  
 o judiciales

Hasta aquí hemos considerado las tareas que podrían tener que llevarse a cabo en 

sedes administrativas o judiciales señaladas en el cuadro I e identificado aquellos 

estándares y principios compartidos por los distintos actores. Sin embargo, resulta 

importante aclarar que en algunos casos las funciones serán reguladas, además de 

por los estándares generales, por normas específicas, tal como sucede con los de-

beres de diligencia técnica y de calidad de la actuación de la policía, los defensores 

públicos o los médicos forenses.

4. a.  Los médicos forenses y los departamentos de medicina legal. En el último 

punto del capítulo III se han indicado algunos de los estándares que deben 

respetar los profesionales de la salud en general, y los médicos forenses o 

responsables de medicina legal en la toma y el procesamiento de las pruebas 

de la violación, que incluyen la preservación del producto de la violación 

cuando se realizara la ILE. En este caso, deberán respetarse las reglas apli-

cables en general a la preservación de pruebas forenses. Cuando hubiera 

sido tomada por los profesionales de la salud que realizaron la ILE y no por 

médicos forenses especializados, la prueba producida como consecuencia de 

ello deberá conservarse hasta que las autoridades administrativas o judiciales 

citen a los profesionales en cuestión según las reglas y principios generales 

aplicables a la preservación de pruebas forenses de cada país. Asimismo, 

salvo instrucción judicial en ese sentido, al profesional de la salud que hubiera 

tomado las pruebas no le corresponderá ordenar pruebas de ADN sobre el 

producto del aborto.

En cada país, deberá consultarse el detalle de los procesos fijados por las normas en 

cuestión.187 De modo breve, puede encontrarse alguna de estas situaciones:

187 Como ejemplo de estas normas puede consultarse Ortiz Mariscal (2011b) en el que se citan ejemplos 
concretos. Así, a título ilustrativo, cabe citar que en Colombia, la Resolución 412 de 2000, la Ley 906 
de 2004 y el nuevo Código Penal colombiano exigen que las instituciones prestadoras de servicios de 
salud, públicas y privadas, deben garantizar la disponibilidad de los elementos necesarios para la toma 
de las muestras y evidencias y la cadena de custodia en la atención integral a víctimas de violencia sexual. 
Por su parte, en Puerto Rico, la 4a edición del Protocolo de Intervención para Víctimas/Sobrevivientes 
de Agresión Sexual en Facilidades de Salud, publicado en 2006 por el Centro de Ayuda a Víctimas de 
Violación, Secretaría Auxiliar de Salud Familiar y Servicios Integrados del Estado Libre Asociado de Puerto 
Rico, Departamento de Salud, se establecen las actividades que debe realizar el personal médico. En 
el inciso F se menciona: durante el examen físico y forense el personal clínico de la sala de emergencia 
es responsable de realizar el cernimiento (triaje) a la víctima de agresión sexual, incluyendo la toma de 
signos vitales.
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nismos especialmente previstos para la toma de las pruebas de la violencia. 

En algunos casos se indica además el proceso a seguir para la transferencia 

de la evidencia producida como consecuencia de la realización de la ILE a los 

operadores judiciales encargados de los procesos de justicia, definiéndose la 

cadena de transmisión de la evidencia entre el sector salud y los funcionarios 

administrativos y judiciales.

 \ No existen procedimientos. Los profesionales de la salud y los funcionarios 

administrativos y judiciales deberán actuar con debida diligencia en la pro-

ducción y preservación de la prueba y en la cadena de custodia generada 

por la transmisión entre las distintas dependencias involucradas en la toma 

de evidencia de la violación, la realización de la ILE y los procesos de verdad, 

justicia y reparación.

Existen protocolos con previsiones sobre el manejo de la prueba que no prevean las 

reglas aplicables al manejo de la prueba que constituye el producto luego de la rea-

lización de la ILE. Tanto cuando los protocolos nada dicen como cuando no existen 

guías de ese tipo, deberán aplicarse los estándares generales previstos para la toma, el 

manejo y la preservación de cualquier prueba médica y para su transmisión en la cade-

na de custodia a través de las instancias administrativas o judiciales correspondientes.

4.b.  La defensa pública y la asistencia legal a las mujeres que demandan la ILE. La 

representación legal de las mujeres por profesionales de la defensa pública 

ante los procedimientos administrativos o judiciales previos a la realización 

de la ILE y en los procesos judiciales de verdad, justicia y reparación exige 

el cumplimiento de estándares mencionados en este capítulo así como de 

estándares de calidad en la prestación de la asistencia legal correspondiente. 

Además, implica el deber de los organismos públicos a cargo de la provisión 

de esos servicios de organizar la asistencia legal para que las mujeres accedan 

efectivamente a la ILE y la justicia ante la violación de la que fueron víctimas.

Los derechos al debido proceso judicial y a la justicia, implican, entre otros, el deber de:

 \ Remover los obstáculos para garantizar el acceso a los tribunales.

 \ Garantizar la asistencia legal gratuita para la representación de las mujeres  

 en dichos procedimientos.

En este sentido, el Informe sobre Acceso a la Justicia de las Mujeres Víctimas de Vio-

lencia en las Américas (CIDH, 2007) ha llamado la atención sobre la persistencia de las 

deficiencias señaladas en los sistemas judiciales de la región, a pesar de los esfuerzos 

realizados por los Estados. Al respecto, la Comisión Interamericana ha señalado que 
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«ha constatado la gran divergencia que existe entre el acceso a la justicia por parte 

de mujeres que tienen recursos económicos y las que se encuentran en desventaja 

económica. En sus respuestas al cuestionario, algunos Estados manifestaron prestar 

asistencia legal gratuita a las víctimas. Sin embargo, la CIDH observa que conside-

rando la gravedad y la prevalencia del problema de la violencia contra las mujeres y 

su reconocimiento como un desafío prioritario, existe la necesidad de incrementar la 

asistencia legal gratuita. Actualmente es difícil evaluar si los programas mencionados 

realmente responden a las necesidades de las víctimas» (CIDH, 2007: párr. 184).

IV.5. Criterios para resolver  
 los conflictos para favorecer el  
 acceso oportuno a servicios

Según surge de la descripción de las barreras de interpretación y aplicación de la CV, 

los conflictos que involucran a las autoridades administrativas o judiciales pueden 

presentarse entre:

 \ La mujer y la autoridad judicial o administrativa (cuando éstas últimas exigen 

requisitos no contemplados en la norma o cuando se hacen interpretaciones 

limitantes del permiso de aborto) o

 \ Entre una autoridad de salud y una judicial o administrativa (cuando por ejem-

plo una autoridad judicial o administrativa obstruya la decisión de la mujer, 

o cuando los procedimientos resulten tan fragmentados que se desincentive 

la búsqueda de servicios).

Estos conflictos deben resolverse de acuerdo a los siguientes criterios:

 \ «las mujeres tienen derecho a buscar su bienestar y a la protección de su 

salud, incluido el derecho a tomar decisiones para preservarla.

 \ Las mujeres tienen derecho a que se respete su autonomía en la toma de 

decisiones sobre su salud.

 \ La práctica médica debe basarse en la evidencia.

 \ La práctica médica debe basarse en el respeto del ordenamiento jurídico in-

terno de los países y del derecho internacional de los derechos humanos.»188

188 González Vélez, coord. (2008a: 226).
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mejor protejan los derechos de las mujeres adecuándose a sus decisiones y a lo 

previsto por el marco de derechos humanos aplicable.

En resumen, los funcionarios administrativos y judiciales no deben:

 \ Judicializar indebidamente los casos de ILE por CV.

 \ Demandar más requisitos de los contemplados legalmente.

 \ Adornar los requisitos existentes y hacerlos más gravosos en lugar de respe-

tarlos de forma estricta.

 \ Interpretar ampliamente las restricciones.

En todos los casos, los funcionarios administrativos y judiciales involucrados deberán 

promover condiciones para proteger los derechos de las mujeres a fin de que éstas 

puedan:

 \ Continuar o interrumpir el embarazo derivado de la violación de acuerdo 

con su decisión.

 \ Denunciar o no los actos de violencia según sea su decisión.

 \ Decidir sobre la realización de los exámenes médico legales para determinar 

la identidad del violador.



capítulo V

 

 
Responsabilidades 
por las barreras 
y obstáculos 
para el acceso a 
la interrupción 
del embarazo por 
causal violación

Los capítulos anteriores han presentado el marco de principios y derechos, 

y consideraciones de política pública aplicables a la interrupción legal del 

embarazo (ILE) para las mujeres que han atravesado situaciones de violación. 

Ese marco genera una serie de obligaciones cuyo incumplimiento en el sec-

tor salud, la administración y el ámbito judicial da lugar a la responsabilidad 

y los deberes de reparación por parte de los individuos, las instituciones y 

el Estado, según se describirá en este capítulo.

Tanto la responsabilidad como los deberes de reparación están regulados 

en distintos niveles y pueden ser activados a través de diversos mecanismos. 

En el derecho nacional, cada país regla, mediante un conjunto de normas, 

la responsabilidad por el incumplimiento de las normativas aplicables frente 

a la vulneración de los derechos de las personas y establece los mecanismos 

para reclamar por incumplimiento de esa responsabilidad. Asimismo, en el 

derecho internacional y, especialmente, dados los compromisos interna-

cionales sobre derechos humanos, los Estados son responsables y deben 

reparar el incumplimiento de las obligaciones de respeto, protección y 

garantía de los derechos humanos que se producen en su territorio.
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en el acceso a la ILE en caso de violación (sección V.1.), este capítulo aborda, las 

implicancias de los incumplimientos del marco de derechos humanos en el derecho 

nacional de los actores e instituciones del sector salud y los ámbitos administrativos 

y judiciales ante la denegación o la obstrucción del aborto permitido (sección V.2.). 

A continuación, se refiere a la responsabilidad internacional del Estado y sus agentes 

por la violación de los deberes de respetar, proteger y garantizar los derechos de las 

mujeres frente a la demanda de la ILE en casos de violación (sección V.3.).

V.1. Barreras que obstaculizan el  
 acceso al aborto en caso de  
 violación

A continuación se describen las principales barreras que obstaculizan el acceso a 

servicios integrales de aborto en caso de violación.

Las normas que establecen el modelo de permisos de aborto requieren una serie de 

regulaciones, políticas públicas e iniciativas sanitarias que contribuyan a garantizar 

su aplicación efectiva a partir de la oferta de servicios de salud accesibles, integrales 

y de calidad para las mujeres que requieren la ILE. Sin embargo, la escasa evidencia 

empírica disponible a través de la región sugiere que las reglas, políticas públicas e 

iniciativas no están presentes en todas las jurisdicciones donde la normativa permite 

la ILE y que allí donde existen todavía se observa una brecha importante en términos 

del cumplimiento de estas normas y políticas, que no alcanzan aún a ofrecer servicios 

en todos los casos en los que las mujeres podrían demandar la ILE.

Algunos estudios han descripto las distintas barreras que se interponen entre las 

mujeres y el acceso a la ILE en los países donde rige el modelo de permisos.189 Las 

clasificaciones propuestas oscilan teniendo en cuenta criterios diversos. A modo de 

ejemplo, pueden citarse las categorías de barreras identificadas en un estudio de 

International Planned Parenthood Federation (2007, versión en inglés 2009) que 

las distingue en relación con: (a) la organización de los servicios, (b) su calidad, (c) 

189 Las investigaciones disponibles incluyen reportes de fact-finding realizados por organizaciones de la 
sociedad civil, de un lado, y un número reducido de estudios sistemáticos desarrollados por cientistas 
sociales, del otro. Como ejemplo de los primeros, cabe citar Human Rights Watch (2005; 2006); Pace 
et al. (2005). Entre los estudios sistemáticos pueden consultarse, Lara et al. (2003); Ramos et al. (2007); 
Díaz Amado et al. (2010); AUPF y RUDA (2008) y González Vélez (2008a).
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el ejercicio de derechos, (d) los sistemas de información, vigilancia y control de los 

servicios, (e) el financiamiento, (f) aspectos administrativos. En el mismo sentido, 

un documento reciente de la Organización Mundial de la Salud (WHO, 2011: 6-7) 

sobre el aborto en el mundo afirma que en los países donde el aborto es legal con 

frecuencia se observa:190

 \ «a pesar del reconocimiento del derecho en la ley, numerosos países no han 

efectuado provisiones o provisiones suficientes de servicios de aborto –lo que 

a menudo se debe a creencias sociales y culturales relacionadas con el aborto;

 \ falta de información sobre lo que permiten las leyes entre los profesionales 

de los sectores público, legal y de salud;

 \ falta de voluntad de los responsables de las políticas públicas y los profesio-

nales de la salud para implementar las leyes de aborto y reconocer que las 

mujeres tienen un derecho legal a abortar en ciertas circunstancias;

 \ falta de información a las mujeres sobre sus derechos de acuerdo a la ley y 

falta de información sobre las condiciones bajo las cuales tienen derecho a 

acceder a servicios de aborto;

 \ creencias legales y culturales en relación al aborto y temor al maltrato y las 

represalias legales podrían prevenir a las mujeres que buscan cuidados;

 \ los servicios públicos de aborto son muy costosos, y requieren pagos que 

muchas no pueden enfrentar;

 \ las instalaciones que ofrecen servicios de aborto no se encuentran bien 

distribuidas a través del país;

 \ los servicios de aborto pueden ser insuficientes frente a la demanda;

 \ los servicios de aborto pueden ser de baja calidad;

 \ las actitudes del staff médico pueden desalentar y las mujeres pueden sufrir 

abusos o maltratos;

 \ cuando la legislación lo permite, los objetores de conciencien podrían rehusar 

prestar servicios, incluso ante una necesidad urgente.»

A su vez, en el caso de acceso a la ILE para las mujeres sobrevivientes de una viola-

ción se presentan un conjunto de barreras específicas que obstruyen tanto la oferta 

como la demanda de servicios de aborto permitido. Estas barreras están presentes 

190 La traducción es nuestra.
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sistema judicial e instituciones complementarias (i.e. defensorías públicas, fiscalías, 

procuraciones, etc.), y las autoridades administrativas que, a los efectos del presente 

documento, incluyen los servicios de medicina legal, la policía y cualquier dependencia 

del poder ejecutivo tales como ministerios de justicia o de salud con funciones en la 

atención de sobrevivientes de violación o mujeres que solicitan ILE.

Las barreras que obstaculizan el acceso a la ILE incluyen:

 \ Las observadas en el sistema de salud en general y como cuestión previa 

respecto del acceso a la ILE.

 \ Un conjunto de barreras específicas vinculadas al formato de regulación de 

la causal que surgen vinculadas a la interpretación y la aplicación de las nor-

mas que establecen la causal violación, denominadas a continuación, como 

«barreras específicas».

El primer conjunto de barreras ha sido estudiado en detalle sobre el funcionamiento 

de la causal salud en IPPF (González Vélez, 2008b; González Vélez, coord., 2008a; y 

González y González, 2009). Las siguientes barreras del sistema de salud caracterizan 

la realidad de la ILE en los países con modelos de permisos:

 \ No disponibilidad de los servicios en todo el territorio nacional (concentración 

en ciudades capitales).

 \ Falta de proveedores debidamente entrenados para la prestación de la ILE.

 \ No disponibilidad de los métodos para la ILE (medicamentos, AMEU).

 \ Exigencia de médico especialista.

 \ Objeción de conciencia institucional o sin remisión oportuna o que afecta 

la información.

 \ Procedimientos internos que subordinan la decisión del profesional que brinda 

la atención a una autoridad administrativa.

 \ Remisión innecesaria a niveles de alta complejidad.

 \ Juntas médicas para autorizar procedimiento o establecer la existencia de 

la causal.

 \ Negación del servicio por inconsistencia entre semanas de gestación y fecha 

reportada de violación.
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 \ Certificado médico de afectación de la salud entendido como autorización 

para el procedimiento.191

 \ Desatención o trato irrespetuoso de la opinión de la menor madura para el 

consentimiento informado y la decisión final.

 \ Exigencia de pruebas que avalen que la relación sexual fue involuntaria o 

abusiva, que la violación se haya confirmado a satisfacción del juez, que el 

funcionario ante quien se eleva la denuncia esté convencido de la misma, o 

que se exija evidencia forense de penetración sexual192

 \ Solicitud de requisitos de orden formal (distintos a los padres o la persona 

que actúe en su nombre) para ILE en mujer discapacitada cuando ha sido 

víctima de acceso carnal violento, no consentido o abusivo.

Además, en el caso de los servicios de ILE para las mujeres que han atravesado 

situaciones de violencia sexual violadas, estas barreras adquieren ciertas caracterís-

ticas particulares que traen como consecuencia diversas formas de obstrucción de la 

oferta y también de la demanda de servicios de aborto permitido. Estas barreras se 

expresan en acciones u omisiones de actores e instituciones del sistema de salud, el 

sistema judicial e instituciones complementarias (por ejemplo defensorías públicas, 

fiscalías, procuraciones, etc.), y las autoridades administrativas del poder ejecutivo 

(por ejemplo ministerios de justicia o de salud, fuerzas policiales, ámbitos de medicina 

legal o forense) con funciones en la atención de las mujeres que han sido violadas 

y, entre ellas, quienes solicitan la ILE.

El segundo conjunto de barreras, es decir, las específicamente vinculadas a la causal 

violación podrían ordenarse según distintos criterios. Según se indica en el cuadro 

I, teniendo en cuenta los objetivos de este documento, distinguimos dos niveles en 

los que operan estas barreras para luego especificar los tipos de barreras dentro de 

cada uno de ellos:

 \ Las barreras presentes allí donde los modelos de permisos consagran expre-

samente la causal violación.

 \ Las barreras que surgen en los países donde el modelo de indicaciones carece 

de tal causal, por el otro.

 \ Asimismo, las barreras específicas se distinguen según sean:

191 Esta barrera opera claramente en el acceso a la causal salud. Puede también obstruir el acceso a la ILE 
ante la violación allí donde las normas no prevén expresamente la CV o donde ésta coexiste con la 
causal salud.

192 Corte Constitucional Colombiana. Sentencia T-988 de 2007.



136 1. Barreras de interpretación de la CV

 \ Escasez de servicios de aborto legal.

 \ Interpretaciones limitantes del permiso de denegación u obstrucción de 

la ILE proveniente de la incertidumbre, el cuestionamiento y/o la desin-

formación sobre la constitucionalidad de la CV prevista en las normas 

positivas o en la jurisprudencia.

2. Barreras de aplicación de las normas procedimentales que permiten la ILE 

por CV

 \ La imposición informal de requisitos adicionales no previstos en las 

normas que regulan los procedimientos previos a la ILE por parte de las 

autoridades sanitarias o de las judiciales y administrativas, incluyendo 

las policiales.

 \ La acumulación de trámites fragmentados ante autoridades diversas.

 \ La exigencia indebida de prueba o indicio comprobado de la violación 

(dictámenes de medicina forense, órdenes judiciales, exámenes médicos 

inoportunos, autorización o notificación por parte de familiares, asesores 

jurídicos, auditores, médicos).

 \ Dilaciones que pueden llevar a la denegación del acceso al aborto jus-

tificado por haberse excedido el plazo establecido de las semanas de 

gestación, formalidades excesivas en los casos en los que los abortos son 

solicitados por o para niñas, adolescentes o mujeres con discapacidad.

 \ La imposición indebida de requisitos no previstos en las normas o la apli-

cación restrictiva de la causal salud cuando no existe la CV, limitándola 

a la salud física, o la exigencia de requisitos de constatación médica del 

peligro para la salud manipulados de modo tal de excluir la violación 

como una causa de daño psicológico y/o social. 
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Cuadro VII. Niveles y tipos de barreras específicas de acceso al aborto en 

caso de violación según modelo de permisos vigente y ejemplos de obstáculos

Variación de 
modelo de permisos

Tipos de 
barreras de 
aplicación Tipos de obstáculos

M
od

el
o 

de
 p

er
m

iso
s 

co
n 

ca
us

al
 v

io
la

ci
ón

Barreras de in-
terpretación de 
la causal vio-
lencia 

Denegación u obstrucción de la ILE por incertidumbre, cuestionamiento y/o desinformación 
sobre la permisión de la causal violación. 

Denegación u obstrucción de la ILE por cuestionamiento de la constitucionalidad de la 
causal violación.

Denegación u obstrucción de la ILE por incertidumbre, cuestionamiento y/o desinformación 
sobre la causal violación a toda mujer o sólo «mujer idiota o demente».

Identificación del modelo de permisos o la causal violación como una excusa absolutoria y 
negación de los servicios de ILE por violación por entender que se encuentran prohibidos 
y son penalizables.

Elevación de los requisitos necesarios para realizar el aborto más allá de la denuncia y/o 
trámite administrativo para incluir otros trámites adicionales. 

Interpretación restrictiva de la causal violación allí donde ésta puede interpretarse inclu-
yendo la violencia psicológica haya o no coacción en el acceso carnal. 

Denegación u obstrucción de la ILE por cuestionamiento de la aplicación de la causal 
violación a mujer violada por su cónyuge, pareja estable, mujeres en situación de pros-
titución, y trabajadoras sexuales.

Barreras de apli-
cación ante paí-
ses con procedi-
mientos previos 
para la ILE por 
causal violación

Exigencia de requisitos médicos o legales adicionales aunque no estén previstos.

Exigencia de autorización judicial previa para realizar el aborto.

Imposición de prueba de la violación.

Fragmentación excesiva de los trámites previos médicos, legales y otros.

Dilaciones en los procedimientos de denuncia y/o autorización previstos.

No adaptabilidad de los servicios de ILE a necesidades de niñas, adolescentes y mujeres 
discapacitadas víctimas de violación. Imposición de requisitos estándar en caso de mujeres 
víctimas de violación desplazadas o ante conflictos armados.

No inclusión de la ILE en los programas de atención a mujeres víctimas de violación.

Barreras de apli-
cación en países 
sin procedimien-
tos previos para 
la ILE por causal 
violencia

Imposición a la mujer de denuncia previa de la violación cuando no es debida.

Exigencia de autorización previa judicial o administrativa de la ILE.

Exigencia previa de prueba legal de la violación o su constatación médica.

Denuncia de oficio de la violación posterior al aborto por los profesionales de la salud 
cuando la normativa no lo exige.

Imposición de toma y preservación de ADN y evidencia sobre la violación cuando la 
denuncia de la violación es opcional y voluntaria.

M
od

el
o 

de
 p

er
m

iso
s 

sin
 

ca
us

al
 v

io
la

ci
ón

Con causal 
salud

Barreras de apli-
cación

Denegación o aplicación restrictiva de la aplicación de la causal salud en caso de violación.

Exigencias no previstas y dilaciones para la aplicación de la causal salud a víctimas de 
violación.

Sin causal 
salud, con 
causal  vida

Barreras de apli-
cación

Denegación de la ILE por causal vida a las víctimas de violación cuya vida está en riesgo 
como consecuencia del embarazo o el conflicto armado.



138 V.1.1. Barreras de aplicación en países donde rige el  
 modelo de permisos con causal violación

a. Barreras de interpretación de la causal violencia para  

 su aplicación:

Allí donde la legislación vigente justifica el aborto en caso de violación, diversos estu-

dios han reportado restricciones en la prestación de servicios de ILE que van desde la 

escasez de servicios de aborto legal (Human Rights Watch, 2005; 2006) hasta aquellas 

que se originan en interpretaciones limitantes del permiso de aborto (Undurraga y 

Cook, 2009). En algunas instancias, en especial, la denegación u obstrucción de la 

ILE proviene de la incertidumbre, el cuestionamiento y/o la desinformación sobre la 

constitucionalidad de la causal violación prevista en las normas positivas o la jurispru-

dencia. En Colombia, por ejemplo, un estudio reciente realizado para los años 2007 

y 2008 sobre 36 casos de mujeres que recibieron inicialmente una negación ante su 

demanda de la ILE luego de ser víctimas de violación, encontró que en 18 casos los 

profesionales de la salud habían mostrado objeciones o directamente desinformación 

sobre la permisión del aborto por violación establecida por la Corte Constitucional 

de Colombia en su sentencia C-355 de 2006 (Díaz Amado et al., 2010).

En otras ocasiones, como ha ocurrido en varios casos que llegaron a los tribunales de 

provincias en la Argentina ante la violación sufrida por niñas y mujeres discapacitadas, 

los efectores del sistema de salud o funcionarios judiciales que tomaron conocimiento 

de la violación, han cuestionado la constitucionalidad de la permisión de aborto en 

caso de violación (Bergallo y Ramón Michel, 2009). Si bien en todos los casos litigados, 

los tribunales concluyeron finalmente la constitucionalidad de la ILE requerida por 

víctimas de violación, esos planteos se han reiterado anualmente desde el año 2006 

hasta comienzos de 2011 en diversas jurisdicciones del país y, en algunos casos, los 

tribunales de instancias inferiores han afirmado la inconstitucionalidad del permiso 

de ILE en caso de violación. En algunos de estos litigios, el cuestionamiento se ha 

referido a la imposibilidad de ofrecer los servicios de aborto en el sistema de salud 

debido a que las causales de permisión del aborto se consideran excusas absolutorias 

pero no causas de justificación. Este argumento ha aparecido en ciertas decisiones 

judiciales restrictivas en países como la Argentina y se ha empleado con frecuencia 

para negar los servicios de ILE.

Por otra parte, en seis de los casos litigados en la Argentina la obstrucción del acceso a 

la ILE se ha justificado en la interpretación restrictiva del alcance de la causal violencia 

sexual prevista en el inciso 2 de la segunda parte del artículo 86 del Código Penal de 

ese país (Bergallo y Ramón Michel, 2009). En esos litigios, se disputaba si la permisión 

de aborto en caso de violación se extendía a toda mujer violada o sólo a la mujer 



139
«idiota o demente.» La judicialización reiterada de estos conflictos interpretativos ha 

reforzado la incertidumbre sobre la extensión del permiso de aborto por violación 

lo cual justifica para algunos profesionales la negación de la ILE (Bergallo, 2010).

b. Barreras de aplicación de la causal violación en países con  

 procedimientos previos a la ILE

Según surge del cuadro I, países como México y Colombia, y algunas jurisdicciones 

de la Argentina, exigen la denuncia previa de la violación como requisito para la ILE. 

Además, en el caso de México, la denuncia de la violación debe ir acompañada por 

un trámite de autorización de la ILE concretado ante la Procuraduría de la Nación y los 

servicios de atención a las víctimas de violencia. En primer lugar, uno de los problemas 

recurrentes en el proceso de cumplimiento de estos trámites previos ha consistido 

en la imposición informal de requisitos adicionales no previstos en las normas de la 

ILE sea de parte de las autoridades sanitarias o de las judiciales y administrativas, 

incluyendo las policiales encargadas de tramitar la denuncia y/o la autorización 

para la realización de la ILE por violación. Un ejemplo de estos pasos adicionales es 

el caso mexicano donde Lara et al. (2003) encontraron que en algunos hospitales 

además de los procedimientos previstos en las normas se exigía la aprobación del 

comité de ética del hospital. O el caso colombiano de una mujer con diagnóstico 

de malformación fetal e indicación de ILE, cuyo caso se sometió a la realización de 

una junta médica (no prevista en las normas) y a la exigencia de una orden judicial 

(no prevista en las normas), llevando el embarazo hasta los 6 meses de gestación y 

a una terminación por cesárea.193

En segundo término, la misma acumulación de trámites fragmentados ante autorida-

des diversas ha representado otro tipo de barreras en el acceso a la ILE. Un estudio 

realizado en México en una institución de prestación de servicios explicó algunas de 

las barreras que sufrían las mujeres en el acceso a los servicios. Este estudio incluyó 

1681 mujeres víctimas de violencia de las cuales 272 resultaron embarazadas. Se 

identificó que una de las barreras de las mujeres para acceder a los servicios era que 

el procedimiento estaba demasiado fragmentado –lo cual retrasaba el acceso– y era 

muy exigente en términos burocráticos. Explica este estudio: «Aunque existe esta 

red de instancias gubernamentales en la cual se resuelve de forma fragmentada las 

necesidades psicológicas, legales y médicas de las víctimas de violación, la referencia 

de una instancia a otra es lenta y requiere de trámites burocráticos. Esta segmenta-

ción en los servicios retarda la llegada al hospital de las mujeres embarazadas por 

violación incluso más allá de los tres meses». (Lara et al., 2003: 80)

193 Corte Constitucional Colombiana, Sentencia T-388 de 2009.
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exigencia indebida de prueba o indicio comprobado de la violación es otra de las 

formas en las que se distorsionan y aumentan los requisitos existentes. Según lo ha 

considerado la Corte Colombiana se ha observado que estas exigencias extraordi-

narias indebidas incluyen a veces:

 \ Dictámenes de medicina forense.

 \ Órdenes judiciales.

 \ Exámenes médicos inoportunos.194

 \ Autorización o notificación por parte de familiares (del marido o de los padres), 

asesores jurídicos, auditores, médicos y pluralidad de galenos.

Estas demandas injustificadas causan o se complementan además con otras dilacio-

nes que terminan demorando el acceso a la ILE por violación. Por otro lado, cuando 

la dilación se prolonga, ésta puede implicar finalmente la denegación del acceso al 

aborto justificado en caso de violación por haberse excedido el plazo establecido 

de las semanas de gestación hasta las cuales se permite la interrupción. Así lo han 

reportado, estudios como el realizado por Díaz Amado et al. (2010) para Colombia.

Un cuarto mecanismo de distorsión de los procedimientos vigentes consiste también 

en establecer ciertas formalidades excesivas en los casos en los que los abortos son 

solicitados por o para niñas, adolescentes o mujeres discapacitadas. En estas opor-

tunidades, la exigencia de la autorización de más de uno de los representantes o la 

prueba formal de la tutela, se encuentran entre las herramientas empleadas para 

dilatar o finalmente obstruir el acceso al aborto a través del procedimiento especial-

mente previsto al efecto. Estas demandas indebidas han surgido en Argentina en 

los litigios que buscaban la autorización de los abortos justificados en los casos de 

violación de niñas discapacitadas (Faerman, 2008) y en Colombia donde los profe-

sionales han argumentado la necesidad de probar si hubo o no consentimiento en 

casos de violación de mujeres discapacitadas (González Vélez, 2011). De otro lado, 

la imposición de los procedimientos previos estándar puede resultar una barrera 

infranqueable para las mujeres en situación de prisión o en las víctimas de violencia 

en contexto de desplazamiento y conflictos armados. En estos casos, la imposibilidad 

de cumplimentar con los requisitos previos puede terminar desvirtuando el acceso 

al aborto justificado.

194 Según veremos en las siguientes secciones del documento, la jurisprudencia de la Corte Constitucional 
ha indicado de manera reiterada que estas prácticas están prohibidas en el marco de la prestación del 
servicio de ILE, de acuerdo con los derechos constitucionales de las mujeres que se encuentranen alguna 
de las circunstancias establecidas (C-355/06, T-209/08,T-388/09).
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c. Barreras de aplicación en países sin procedimientos previos  

 para la ILE por causal violencia

En los países donde no se exigen denuncias o autorizaciones previas, los obstáculos 

para el acceso a la ILE por violación pueden provenir de la imposición indebida de 

requisitos no previstos. Esos requisitos pueden consistir en la exigencia de la denuncia 

previa y/o la demanda de una autorización judicial o administrativa como condición 

para realizar el aborto. Además, esas imposiciones pueden implicar también el reque-

rimiento de la prueba de la violación por parte del sistema penal o la constatación 

de la consistencia de las declaraciones de la mujer por los profesionales de salud 

replicando la demanda de requisitos adicionales ya descripta en los puntos anteriores. 

Allí donde, como en Brasil, la normativa excluye el requisito de denuncia previa o en 

los países donde las reglas generales no estipulan un requisito puntual, la exigencia 

de todos estos requisitos es improcedente y constituye la imposición de cargas y 

restricciones indebidas como requisitos previos a la realización de la ILE por violación.

De otro lado, puede ser que las normas vigentes no exijan la denuncia o autorización 

previa, pero que las prácticas del sistema de salud conlleven la denuncia de oficio de 

la violación luego de la realización del aborto. En los casos en los que éste no es un 

requisito explícito de las normas sobre aborto o violencia, la práctica de realizar la 

denuncia posterior también puede dar lugar a una barrera que obstaculice el acceso 

a la ILE ya que ante la amenaza de la denuncia de personas a quienes las mujeres no 

tienen intención de denunciar se podría generar un desincentivo para acudir a los 

servicios legales de aborto por violación por la pérdida de confidencialidad en los 

servicios. Algo parecido puede ocurrir cuando la toma y preservación de la prueba 

de la violación se realiza contra la voluntad de la mujer allí donde ésta conserva la 

potestad y la opción de denunciar la violación luego del aborto.

V.1.2. Barreras de aplicación en países  
 sin causal violación

En los países en los que el modelo de permisos no prevé la causal violación pero sí 

incluye la causal salud, la restricción del acceso a la ILE puede provenir o bien de la 

aplicación restrictiva de la causal salud limitándola a la salud física o de la exigencia 

de requisitos de constatación médica del peligro para la salud manipulados de modo 

tal de excluir la violación como una causa de daño mental y social.

Finalmente, allí donde el modelo de permisos sólo permite el aborto en caso de peligro 

para la vida de la mujer la obstaculización del acceso a la ILE en caso de violación 
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la vida de la mujer que amenaza con suicidarse o de la afectación de la vida digna.

V.2. La responsabilidad en el plano  
 del derecho nacional

Pese a la escasa evidencia empírica disponible en la región de LAC se comparte el 

diagnóstico acerca de que una combinación de acciones y omisiones de actores 

con diferentes niveles de responsabilidad en la gestión del Estado y el sistema de 

salud, la prestación de servicios de salud, y la actuación de ámbitos administrativos 

y judiciales, producen brechas importantes en el cumplimiento de las normas sobre 

ILE en caso de violación. Estas brechas con frecuencia se traducen en la ausencia, la 

denegación o la obstrucción de servicios o en la prestación de servicios de ILE que 

vulneran los derechos de las mujeres que incluyen, por ejemplo, tratos abusivos o 

retrasos en la provisión.

Siguiendo lo expresado en la sección de barreras, y a modo de resumen, comprome-

ten la responsabilidad del Estado y de quienes participan en la aplicación de la CV:

 \ La ausencia de regulaciones y políticas públicas en los distintos niveles del 

Estado para ofrecer servicios de salud y otros complementarios para respon-

der a la demanda de la ILE de las mujeres que han sido violadas. El Estado 

también incurre en responsabilidad frente a la regulación deficiente de la 

legislación, así como en su interpretación y aplicación contraria a los derechos 

humanos de las mujeres. Por ejemplo, a través de la redacción confusa de las 

normas, la solicitud de requisitos no previstos en la ley que las mujeres no 

estén en condiciones de cumplir, la interpretación de la norma legal basada 

en estereotipos de género y la falta de credibilidad de las mujeres en situación 

de violación durante el proceso de aplicación de la ley.

 \ Los actos que impiden u obstaculizan el acceso efectivo de las mujeres a la 

ILE. Estos incluyen las negativas a prestar los servicios así como la imposición 

de barreras que, en la práctica, deriven en la imposibilidad de las mujeres de 

acceder a los servicios. Barreras como la solicitud de requisitos no previstos en 

la ley, la falta de insumos, la falta de recursos humanos entrenados, la falta de 

personal no objetor, la falta de definición clara de funciones y competencias, 

son tan sólo algunos ejemplos de estas obstrucciones.

 \ Los actos que retrasan el acceso a ILE. Pueden ser las mismas situaciones 

descriptas anteriormente aunque el resultado final derive en la negación del 
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servicio sino en la imposición de obstáculos que afectan los tiempos en los 

que finalmente se accede a la ILE. En estos casos también se comprome-

te la responsabilidad dado que la dilación en el acceso puede traer como 

consecuencia que el aborto resulte más difícil para las mujeres –biológica y 

emocionalmente, entre otras razones.

Los aspectos antes descriptos pueden comprometer la responsabilidad de las institu-

ciones y los profesionales de la salud pero también de las autoridades administrativas 

o judiciales que tienen a su cargo el agotamiento de los procedimientos de acceso 

a la ILE. En el caso de estos últimos, la dilación o la negativa en el acceso pueden 

presentarse cuando exigen requisitos no previstos en la ley, cuando los previstos son 

distorsionados mediante formalismos improcedentes, o cuando se hacen análisis 

restrictivos de la CV.

Por otro lado, en la aplicación de la CV para la ILE está involucrada la protección 

de múltiples derechos humanos de las mujeres. La imposibilidad de acceder a los 

servicios de ILE por barreras como las descriptas, viola los principios y derechos a:

 \ La dignidad.

 \ La autonomía.

 \ El libre desarrollo de la personalidad.

 \ La no discriminación.

 \ La salud.

 \ Estar libres de tratos crueles inhumanos y degradantes consagrados en las 

legislaciones nacionales y el derecho internacional de los derechos humanos.

En todos estos casos las acciones u omisiones comprometen la responsabilidad de:

 \ Los individuos y las instituciones involucradas en la situación.

 \ Los Estados pues estos tienen:

 \ El deber de no interferir en el acceso de las mujeres a servicios de ILE 

(obligaciones de respeto).

 \ El deber de evitar que terceros intervengan (obligaciones de protección).

 \ El deber de garantizar la infraestructura y la oferta de servicios que permita 

a las mujeres llevar sus decisiones sobre aborto a la práctica (obligaciones 

de cumplimiento).
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quienes se ha negado u obstruido el acceso a la ILE. Según veremos a continuación, 

la responsabilidad y la reparación resultan de y se alcanzan a través de un conjunto 

de normas y foros (tribunales, comisiones, etc.) nacionales e internacionales.

En los distintos países de la región, estas acciones y los deberes de respeto, protección 

y garantía de los derechos que las fundan surgen tanto de normas nacionales como de 

la Constitución y las leyes, entre otras, así como de los compromisos internacionales 

asumidos en los tratados de derechos humanos suscriptos por el Estado. A su vez, 

en algunos países como la Argentina, Bolivia, Colombia y recientemente México, 

las normas del derecho internacional de los derechos humanos se aplican también 

como parte del derecho nacional según las modalidades de recepción previstas en 

la Constitución de cada nación.

En el derecho nacional, la responsabilidad comprometida por la ausencia, la dene-

gación y la obstrucción de servicios de aborto puede ser de diferentes tipos: 

 \ penal

 \ civil

 \ administrativa (disciplinaria o profesional)

Estas responsabilidades son definidas en los niveles nacionales según un conjunto 

de normas que establecen la configuración de responsabilidades, remedios y repara-

ciones debidas frente a las violaciones de derechos. Diversas normas civiles, penales, 

administrativas y de regulación profesional sobre responsabilidad del Estado, las ins-

tituciones y los individuos son aplicables ante la falta, la denegación o la obstrucción 

de políticas y servicios de ILE a las mujeres que han sido violadas. En el mismo sentido, 

esos regímenes regulan los deberes de reparación a través de remedios previstos en 

los sistemas jurídicos nacionales, los cuales incluyen, por ejemplo, la compensación 

monetaria, la sanción administrativa o disciplinaria, o el castigo penal. En cada país, 

además, distintas cortes y foros administrativos tienen jurisdicción y procedimientos 

para la determinación de la responsabilidad y la reparación de las víctimas que han 

visto vulnerados sus derechos.

Un ejemplo de la aplicación del régimen penal de responsabilidad, lo ofrece el caso 

de Ana María Acevedo en el que un juez de la provincia de Santa Fe en la Argenti-

na procesó por lesiones culposas e incumplimiento de los deberes de funcionarios 

públicos a un equipo de profesionales de la salud que había denegado la realización 

de un aborto en caso de peligro para la vida y la salud de una mujer que enfrentaba 

el tratamiento de un cáncer y que falleció habiendo pasado los últimos meses de 
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su vida forzada a continuar un embarazo que le impedía tanto el tratamiento de su 

enfermedad mortal como la administración de calmantes para el dolor.195 Asimismo, 

otro caso, todavía pendiente de resolución ante la Corte Constitucional de Colombia, 

sobre la obstrucción del acceso a la ILE por malformaciones incompatibles con la 

vida, muestra a los tribunales considerando la aplicación de sanciones disciplinarias 

y profesionales. En ese sentido, luego de determinar la vulneración de los derechos 

fundamentales de la mujer y recordar los deberes éticos de los profesionales de la 

salud, un Juez recomendó la compulsa de copias del expediente judicial al Ministerio 

de Protección Social y la Superintendencia de Salud para que investigaran la conducta 

de las EPS y las IPS, y ordenó además notificar al Tribunal de ética médica para que 

revisara la actuación de los profesionales de la salud en el caso.196

También en Colombia, la Corte Constitucional sancionó a instituciones aseguradoras 

y prestadoras de servicios de salud, mediante la Sentencia T–209 de 2008, por dilatar 

y negar el acceso de una niña de 13 años a la ILE.197 Las entidades habían basado 

su negativa en el hecho de que el tiempo de gestación y la fecha en la que la menor 

afirmaba haber sido violada no coincidían, ello aunque se trataba de una menor de 

14 años que por su edad, según las normas penales de ese país, debe considerarse 

víctima de una violación. En su sentencia, la Corte Constitucional ordenó por un lado, 

el pago a la niña de una indemnización por los perjuicios causados, y por el otro, el 

inicio de procesos sancionatorios disciplinarios, administrativos, éticos y penales.198 

Finalmente, cabe citar como ejemplo, otra sentencia de la Corte Constitucional de 

Colombia, T-946/08 sobre una adolescente con síndrome de Down, embarazada, a 

la que le negó el aborto.199 El tribunal, siguiendo las decisiones anteriores sobre ILE, 

insistió en la no exigibilidad de requisitos de facto para el acceso al aborto permitido, 

y sostuvo que el médico que se declara objetor de conciencia tiene la obligación de 

remitir a la mujer gestante a un centro médico donde se realice el procedimiento. 

La Corte ordenó a las instituciones involucradas que se abstengan en el futuro de 

interponer obstáculos cuando se solicite la IVE, así como la remisión de copias a las 

entidades competentes para que estudien la actuación de la institución aseguradora 

y del médico tratante. Asimismo afirma que la actuación de los jueces de instancia 

justifica una investigación penal y disciplinaria.200

195 Resolución 1576, Juzgado Correccional de la Quinta Nominación de Santa Fe, libro de fallos 18, folio 
471, 11 de agosto de 2008. Caso conocido como Ana María Acevedo.

196 Silvia Juliana Arguello Gil. T-2.606.661. Pendiente de resolución en la Corte Constitucional de Colombia.
197 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia T–209, 27 de noviembre de 2009.
198 González Veléz, coord. (2008).
199 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia T-946/08, 2 de octubre de 2008.
200 El juez de primera instancia desestimó por ilegible la copia de la denuncia penal aportada por la 

demandante cuando debió oficiar a la autoridad competente para obtener copia de la denuncia penal. 
Y luego, en segunda instancia, el tribunal pese a dar por acreditada la denuncia concluyó que el estado 



146 V.3. La responsabilidad internacional  
 del Estado

Las normas del derecho internacional de los derechos humanos que reconocen 

los derechos en materia de acceso a la ILE por violación imponen a los Estados la 

exigencia de rendir cuentas (accountability) ante la comunidad internacional y sus 

individuos por el cumplimiento de las obligaciones asumidas. Esto es así, pues los 

tratados internacionales incorporan en su marco jurídico no sólo el reconocimiento de 

derechos humanos, sino también un amplio sistema de obligaciones para los Estados 

a nivel internacional (Mollmanm, 2005: 207) (Núñez Marín y Zuluaga Jaramillo, 2011).

Una concepción amplia de la rendición internacional de cuentas frente a los derechos 

humanos de las mujeres a la ILE por violación exige una multiplicidad de acciones 

de parte de los Estados, las instituciones y los individuos que intermedian tal acceso. 

Estas acciones deben dirigirse a generar capacidad de respuesta frente a las deman-

das de ILE, así como responsabilidad y reparación cuando los servicios no existen, 

se deniegan o se obstruyen.201

Según se adelantó en la Introducción, este documento se dirige a una audiencia 

primordialmente integrada por quienes intervienen en el sector salud y ámbitos 

administrativos y judiciales en el proceso de acceso a la ILE por la CV. Por lo tanto, 

resulta fundamental que tales actores conozcan las consecuencias de sus acciones 

en la configuración de la responsabilidad del Estado ante la comunidad internacional 

por las obligaciones y los compromisos asumidos en relación a los derechos humanos 

de las mujeres que demandan la ILE.

Los compromisos internacionales en materia de derechos humanos imponen también 

a los Estados tres niveles de obligaciones: las obligaciones de respetar, proteger y 

garantizar. Tal como se señaló anteriormente:

 \ La obligación de respetar implica la abstención de la obstrucción del dis-

frute de los derechos de las mujeres que demandan acceso a la ILE por la 

CV. Supone que el Estado no debe denegar o limitar el acceso a la ILE en 

condiciones de equidad para todas las mujeres.

de embarazo era avanzado, cuando no es de su competencia determinar la oportunidad para realizar 
la ILE.

201 Abramovich (2007) y Yamin (2010: 101).
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 \ La obligación de proteger a las mujeres que demandan la ILE por la CV su-

pone la intervención estatal para prevenir la violación de sus derechos por 

terceros que interfieran el disfrute de los mismos.

 \ La obligación de garantizar implica el deber estatal de adoptar las políticas 

públicas y medidas legislativas, administrativas, presupuestarias, judiciales y 

de otra índole necesarias para efectivizar los derechos de las mujeres que 

demandan la ILE ante un embarazo producto de la violación, y por ende 

incluye el deber de debida diligencia.202

Según un concepto amplio de la rendición de cuentas, los derechos de las mujeres 

que demandan la ILE por violación exigen la capacidad de respuesta del Estado y los 

sistemas de salud y justicia. Ello supone el diseño de políticas públicas y programas 

que garanticen la disponibilidad, accesibilidad, adaptabilidad y calidad de servicios 

de ILE, su implementación y evaluación, así como la organización de los mecanismos 

para procesar las demandas por responsabilidad y reparación en casos de violación 

de los derechos de las mujeres que requerían la ILE por la CV. Estas medidas deben 

diseñarse, implementarse y evaluarse en los distintos niveles de actuación del Es-

tado y deben abarcar aspectos financieros, administrativos, regulatorios, políticos 

e institucionales así como medidas legales.203 Cuando los Estados, a través de la 

actuación de sus agentes y sus instituciones, incumplen sus obligaciones en estos 

planos, comprometen su responsabilidad internacional. 

En particular, los Estados también son responsables por no establecer una regula-

ción que garantice el acceso de las mujeres a los servicios de ILE y por no controlar 

que esas regulaciones se cumplan y que esos servicios efectivamente se ofrezcan. 

Las resoluciones alcanzadas en algunos casos internacionales llevados contra países 

de la región como Paulina c. México, K.L.H. c. Perú, y LMR c. Argentina ilustran las 

determinaciones de los organismos del sistema universal y regional de protección 

de derechos humanos respecto de la responsabilidad y los deberes de reparación 

del Estado frente a la denegación de la ILE.

Esas determinaciones revisadas a continuación a título ilustrativo se complementan 

con la extensa serie de recomendaciones efectuadas a los países por los organismos 

de monitoreo de los tratados de derechos humanos de Naciones Unidas y, más 

202 Sobre el deber de diligencia, ver el capítulo IV.
203 Yamin (2010: 101).



148 recientemente, por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en recomen-

daciones específicas a países como Nicaragua.204

México: En el caso Paulina llevado ante la Comisión Americana de Derechos Humanos 

por la vulneración de los derechos de la joven en la obstrucción de su acceso a la ILE 

frente al a violación que había sufrido, la Comisión advirtió «la importancia de que 

los Estados adopten medidas de tipo penal, civil, o administrativo, con la finalidad de 

garantizar que hechos como los ocurridos en este caso sean debidamente sancionados 

y no permanezcan en la impunidad. La Comisión ha manifestado reiteradamente 

que un acceso de iure y de facto a recursos judiciales idóneos y efectivos resulta 

indispensable para la protección de todos los derechos de las mujeres, así como lo 

es el cumplimiento de los Estados de su obligación de actuar con la debida diligen-

cia frente a violaciones de sus derechos humanos».205 Asimismo, el contenido de 

la conciliación a la que arribaron las partes frente a la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos representa un ejemplo valioso sobre las consecuencias de la de-

terminación de responsabilidad estatal en el plano internacional para la definición de 

los deberes de reparación hacia la víctima de la obstrucción de su solicitud de ILE.206

Perú: La obligación de adoptar regulaciones que garanticen el acceso a la ILE ha 

sido desarrollada en el marco del caso de K.L.H., resuelto por el Comité de Derechos 

Humanos. En su decisión, el Comité de Derechos Humanos de la ONU encontró que 

la negativa a realizar el aborto, al que la actora tenía opción según la legislación pe-

ruana, no fue justificada y configuró una violación del art. 17 del Pacto Internacional 

de Derechos Civiles y Políticos.207 El Comité, a su vez, determinó que el sufrimiento 

moral infligido representaba la vulneración de la prohibición de tratos crueles, inhu-

manos o degradantes según el art. 7 del Pacto, de la protección especial de menores 

prevista en el art. 24, y del deber de adoptar medidas para garantizar los derechos 

previstos según su art. 2. La reparación ordenada por el Comité en este caso incluyó 

una indemnización para la actora y la adopción de medidas para evitar la repetición 

de violaciones semejantes.

204 Para una revisión completa de los estándares internacionales en materia de responsabilidad estatal y deberes 
de reparación establecidos en casos de ILE y de ILE ante la violación, ver Zampas y Tood-Gher (2011).

205 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe 21/07 en el marco de la Petición 161/02, Caso 
Paulina c. México, 2007.

206 Para una revisión del alcance de las medidas reparatorias acordadas entre México y la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, ver Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe 
21/07 en el marco de la Petición 161/02, Caso Paulina c. México, 2007.

207 Comité de Derechos Humanos, Dictamen en el caso K.L.H. c. Perú, Comunicación N° 1153/2003, ONU, 
2005.
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Argentina: En el caso LMR presentado ante las dilaciones y obstrucciones para el ac-

ceso a la ILE por una adolescente con discapacidad que había sido violada, el Comité 

admitió la violación del art. 7 del Pacto, al considerar que «la omisión del Estado al 

no garantizar a LMR el derecho a la interrupción del embarazo conforme a lo pre-

visto en el art. 86 inciso 2 del Código Penal causó a la joven un sufrimiento físico y 

moral contrario al art. 7 del Pacto, tanto más grave cuanto se trataba de una joven 

con discapacidad». Asimismo, el Comité encontró que habían sido vulnerados los 

art. 17 y 2 del Pacto; y que la falta de mecanismos para permitir la interrupción legal 

del embarazo torna al Estado responsable por la violación al derecho a la garantía y 

respeto de los derechos prevista en el art. 2 del Pacto en relación con los art. 3, 7 y 

17. Finalmente, el Comité receptó el pedido de garantías de no repetición declarando 

que «El Estado tiene también la obligación de tomar medidas para evitar que se co-

metan violaciones similares en el futuro» y al solicitarle que en un plazo de 180 días 

informe al Comité sobre las medidas que haya adoptado para aplicar su dictamen.

Más allá de estos casos referidos a la responsabilidad y la reparación debidas por 

los Estados por la obstrucción o denegación de la ILE, existe un amplio corpus de 

jurisprudencia de los organismos de derechos humanos a nivel internacional y re-

gional que ha establecido los estándares de responsabilidad del Estado frente a la 

violencia de género que también son importantes tanto para el tratamiento de la 

violencia sufrida por las mujeres que solicitan la ILE por la CV como por la violencia 

individual e institucional infligidas en la denegación y la obstrucción de servicios de 

ILE ante esa causal.

El sistema interamericano de protección de derechos humanos tiene antecedentes 

como el caso María da Penha Maia Fernandes, en el cual la Comisión Interamericana 

de Derechos Humanos concluyó, en su Informe de solución amistosa, que Brasil había 

incumplido sus obligaciones al no haber actuado y por haber tolerado la violencia 

a través de la ineficacia judicial general y discriminatoria.208 Este caso es clave por 

haber puesto el acento en que el Estado incumple sus deberes, de acuerdo al sis-

tema internacional de derechos humanos, no sólo por medio de actos de omisión 

sino también tolerando, en este caso, la violencia doméstica.209 Asimismo, han 

contribuido a expandir el concepto de violencia de género y violencia institucional, 

antecedentes como el caso Penal Miguel Castro resuelto por la Corte Americana de 

Derechos Humanos en noviembre de 2006, en el que el tribunal decretó la existen-

208 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Caso María da Penha Maia Fernandes, Informe 54/01, 
2001.

209 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Caso María da Penha Maia Fernandes, Informe 54/01, 
2001.



150 cia de formas de violencia específica contra las mujeres que denotaba un carácter 

sexista y discriminatorio.210

En el mismo sentido, los casos Rosendo Cantú y Fernández Ortega, han contribuido 

a definir los alcances de la responsabilidad estatal frente a la violación como una 

de las formas paradigmáticas de la violencia de género.211 La Corte determinó la 

responsabilidad internacional de México por la violación sexual de ambas mujeres 

indígenas Me’phaa, cometida por integrantes del ejército mexicano en el 2002.212 

El tribunal reconoció que se había violado el art. 7 de la Convención de Belén do 

Pará, hizo referencia también al art. 2 de este instrumento, sosteniendo además 

que también estas situaciones pueden constituirse en casos de tortura, según la 

Convención Americana para Prevenir y Sancionar la Tortura (Asensio et al., 2010).213 

En ambas sentencias, la Corte decidió que el Estado mexicano tenía los siguientes 

deberes:

 \ Reparar los daños íntegramente.

 \ Garantizar la seguridad futura de Inés y Valentina.

 \ Llevar a cabo la investigación y, en su caso, el proceso penal que tramite en 

la justicia civil sobre la violación sexual (y no en la jurisdicción militar) que 

habían sufrido Rosendo Cantú y Fernández.

 \ Examinar el hecho y la conducta de los agentes del Ministerio Público que 

dificultaron la recepción de la denuncia presentada por [Rosendo Cantú] así 

como del médico que no dio el aviso legal correspondiente a las autoridades, 

de acuerdo a la normativa disciplinaria del país.

 \ Adecuar la legislación y práctica interna en torno a los tratados internacionales 

para que lo sucedido a estas dos mujeres demandantes no vuelva a suceder.

210 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Penal Miguel Castro Castro, Sentencia del 25 de 
noviembre de 2006. Serie C, Nro. 160.

211 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Rosendo Cantú,Sentencia del 31 de agosto de 2010; 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Fernández Ortega. Sentencia del 30 de agosto de 
2010.

212 Para un análisis y reflejo más detallado de las particularidades que tiene la violencia sexual en las 
mujeres indígenas ver la demanda que presentó la Comisión Interamericana en el Caso Cantú ante la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos. Así, por ejemplo, sostuvo que «el caso refleja los abusos 
cometidos por las fuerzas militares destacadas en el Estado de Guerrero contra la población indígena, 
y en particular el uso de la violación sexual como forma de tortura en perjuicio de mujeres indígenas 
Me’phaa». Comisión Interamericana, Demanda Caso Rosendo Cantú y otra (Caso 12.579) c. México, 2 
de agosto de 2009, párr. 4.

213 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Rosendo Cantú, Sentencia del 31 de agosto de 2010. 
Serie C, N° 216. Caso Fernández Ortega, Sentencia 30 de agosto de 2010, Serie C., N° 215.
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 \ Realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional 

en relación con los hechos.

 \ Asegurar que los servicios de atención a las mujeres víctimas de violación 

sean proporcionados por las instituciones correspondientes, continuar las 

campañas de concientización y sensibilización de la población en general 

sobre la prohibición y los efectos de la violencia y discriminación contra la 

mujer indígena.

Finalmente, en su decisión más contundente, el caso Campo Algodonero,214 sobre 

las víctimas de Ciudad Juárez, la Corte propuso un abordaje integral de la violencia 

de género refiriéndose al art. 5 de la Convención Americana de Derechos Humanos, 

la Convención de Belén do Pará y la CEDAW como los instrumentos que conforman 

un corpus iuris en materia de protección de la integridad personal de las mujeres. 

En esta oportunidad, la Corte estableció, entre otros:

 \ Una serie de estándares de debida diligencia para la investigación, el pro-

cesamiento y la sanción de las personas responsables de las violaciones de 

derechos humanos. 

 \ La implementación de programas de educación y capacitación que incluyan 

perspectiva de derechos humanos y género, entre otros.

Para concluir, hay que tener presente que los mecanismos para responsabilizar a un 

Estado varían según las características de cada caso y de la forma en la que cada 

Estado ha plasmado sus compromisos internacionales. Pero en líneas generales 

incluyen al menos:

 \ Los informes sombra presentados ante los organismos de monitoreo de 

tratados de Naciones Unidas cada vez que un Estado es evaluado en su 

cumplimiento de obligaciones de los tratados de derechos humanos.

 \ Las demandas antes órganos con competencia jurisdiccional como los orga-

nismos del Sistema Interamericano de derechos humanos o Naciones Unidas 

cuando la competencia para considerar casos individuales se ha previsto en 

los tratados de derechos humanos o sus protocolos.

 \ Las denuncias frente a los Relatores Especiales de Naciones Unidas o el Sis-

tema Interamericano.

214 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso González y otras (Campo Algodonero), Sentencia 
de 16 de noviembre de 2009, Serie C. N° 205.
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capítulo VI

 

 
Metodología 
utilizada 
para el 
desarrollo 
del 
documento

 

A partir de la experiencia del proceso y resultados de la iniciativa «Causal 

salud, interrupción legal del embarazo, ética y derechos humanos» desa-

rrollada durante 2007 y 2008, un núcleo impulsor conformado por cuatro 

organizaciones de América latina y el Caribe (LAC): La Mesa por la Vida y 

la Salud de las Mujeres de Colombia, La Alianza Nacional por el Derecho a 

Decidir (ANDAR) de México, el Consorcio Latinoamericano contra el Aborto 

Inseguro (CLACAI) y el Comité de Derechos Reproductivos de la Federación 

Latinoamericana de Sociedades de Obstetricia y Ginecología (FLASOG), 

convocó a un grupo amplio y multidisciplinario de personas e instituciones 

con experiencia de trabajo en los campos de la salud y jurídico, y de los 

derechos humanos, para llevar adelante una iniciativa similar centrada en 

la causal violación (CV), una de las permisiones sobre el aborto que los 

códigos penales de varios países de la región prevén.215

En una primera reunión de trabajo realizada en la ciudad de Bogotá, 

Colombia, el 27 de abril de 2011 se reunieron integrantes de las organiza-

215 El grupo ampliado estuvo conformado por 36 personas que participaron a título individual 
o en representación de sus organizaciones nacionales o regionales (Anexo IV).



154 ciones convocantes, junto con las dos consultoras, especialistas en el campo de la 

salud pública y el derecho,216 encargadas de elaborar el documento base. En esta 

oportunidad se discutieron los lineamientos del documento respecto a cuestiones 

centrales tales como la audiencia, la estructura general y las ideas fuerza que se debían 

desarrollar y fundamentar. Con posterioridad a ese encuentro presencial, por medio 

de una plataforma virtual especialmente diseñada como un foro para la consulta y el 

debate217, este grupo debatió un documento desarrollado por las dos especialistas. 

El debate a través del foro virtual fue coordinado por una secretaría técnica218 que 

organizó un cronograma, propuso preguntas generales para todo el documento219 

y algunas preguntas específicas para cada capítulo, realizó el procesamiento de la 

información recibida en calidad de comentarios sustantivos, de forma, bibliografía 

sugerida, críticas del texto, etc., realizados por el grupo. Para recopilar y procesar 

los comentarios realizados a lo largo del foro, se utilizó una tabla de reducción de 

datos.220

La discusión en la plataforma virtual comenzó en el 1 de agosto de 2011 y finalizó 

el 11 de noviembre de ese año. Cada capítulo fue discutido de manera separada y 

secuencial. De esta manera se llevaron a cabo seis sesiones de discusión, para la in-

troducción del documento, y los cinco capítulos respectivamente. Como se mencionó 

arriba, las discusiones estuvieron dirigidas por preguntas generales y específicas. Una 

vez finalizada la etapa de intercambio en la plataforma virtual, durante diciembre y 

enero de 2012, se elaboró una nueva versión del documento recuperando los co-

mentarios consensuados del grupo, a cargo de la secretaría técnica.

El producto de esta iniciativa está concebido como una herramienta para el trabajo 

regional, que al tiempo que considera la diversidad de los escenarios nacionales ofrece 

una unidad de criterio y visión estratégica respecto de la promoción y la defensa 

del derecho de las mujeres a acceder a la interrupción del embarazo en condiciones 

216 Paola Bergallo (abogada) y Ana Cristina González Vélez (médica).
217 Agradecemos la colaboración de Guillermo Cuellar en el diseño de la plataforma y las consultas técnicas 

durante el proceso del Foro Virtual.
218 Silvina Ramos (socióloga) estuvo a cargo de la secretaría técnica y contó con la colaboración de Agustina 

Ramón Michel (abogada) durante el desarrollo del Foro Virtual y en la elaboración de la nueva versión 
del documento.

219 Las preguntas generales para las discusiones de cada uno de los capítulos eran: 1. ¿Qué temas o 
argumentos faltarían desarrollar para justificar los puntos de vista planteados en el capítulo?; 2. ¿Qué 
temas o argumentos necesitan más desarrollo del que actualmente tienen? ¿Qué dimensiones de un 
aspecto específico desarrollado en el capítulo pueden complementarse?; 3. ¿Qué ideas parecen poco 
claras?; 4. ¿Qué otros documentos (sentencias, referencias bibliográficas, ejemplos, etc.) podrían 
agregarse para fundamentar mejor las ideas expresadas en el capítulo? Asimismo se consultaba sobre 
conceptos que se consideraba necesario incluir en un glosario, y preguntas específicas en cada capítulo.

220 Esta tabla incluía los comentarios sustantivos de cada participante sobre cada pregunta central e 
identificaba los puntos conflictivos, incluía los comentarios de forma, identificaba los fuertes acuerdos 
y desacuerdos, e incluía las referencias bibliográficas sugeridas por las participantes.
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seguras, en el marco de las permisiones que las normas vigentes en los países de la 

región habilitan, en particular, la permisión de la violación.

El documento tiene varios objetivos. Por un lado, define el marco conceptual para 

interpretar y aplicar la CV. En segundo lugar, realiza un diagnóstico de la aplicación 

de esta causal desde la perspectiva jurídica y la de la salud, basándose en el análisis 

de los modelos legales vigentes en LAC y en la conceptualización de la violación 

como un problema de derechos humanos, de salud pública y como una carga oculta 

sobre la salud de las mujeres.

Además, el documento define un conjunto de estándares para una efectiva aplicación 

de la CV en el sector salud y judicial y otras áreas administrativas. Estos estándares 

especifican los deberes de los agentes de cada sector y establecen pautas para una 

respuesta oportuna y de calidad para el acceso de las mujeres a servicios de ILE.

El propósito último del consenso plasmado en este documento es promover y facilitar 

la aplicación de la CV en la región LAC y garantizar el acceso al aborto seguro para 

las mujeres en situación de violación. La decisión de construir un documento sobre 

los fundamentos y estándares para la aplicación de la CV a través de un proceso 

de construcción de un consenso regional parte de dos premisas. En primer lugar, 

esta causal está contemplada en las normas legales de muchos de los países de la 

región desde hace varias décadas y pese a ello no funciona como puerta de acceso 

al aborto para las mujeres. La segunda es que la aplicación efectiva y oportuna de 

la CV, así como de las otras causales (la causal salud por ejemplo), es una estrategia 

eficaz para avanzar en la lucha por el aborto legal.

La conformación del grupo que participó en la iniciativa CV se decidió conforme su 

trayectoria y capacidades para contribuir con conocimientos y perspectivas necesa-

rios para la discusión acerca de la violación y su relación con el aborto. El grupo se 

conformó con personas y organizaciones con experiencia en la gestión y provisión de 

servicios de salud (tanto en los aspectos clínicos como en la orientación y consejería); 

en la defensa legal de mujeres en situación de violación y en el litigio estratégico; 

en la investigación de esta problemática, así como personas y organizaciones dedi-

cadas a la incidencia en las políticas públicas y en la promoción del cambio cultural. 

Se conformó con ellas un espacio de discusión técnica y política sobre los alcances 

de la CV cuyo objetivo central fue presentar argumentos y proponer criterios para 

superar las barreras para el acceso al aborto que las mujeres enfrentan en el sector 

salud y el judicial, y contribuir a eliminarlas. 

De esta manera, el consenso pretende ser una herramienta de trabajo para dar certi-

dumbre a los profesionales de los sectores salud y jurídico y se basó en dos apuestas 
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por el otro, la generación de una herramienta técnicamente sólida y políticamente 

útil para impulsar la aplicación amplia e integral de la CV.

Sin duda la elaboración de un documento a través de un debate colectivo basado 

casi exclusivamente en la comunicación virtual y cuyo objetivo era construir un con-

senso resulta una tarea compleja que «más allá de requerir el establecimiento de 

reglas de juego para el funcionamiento operativo del proceso, motive el compromiso 

de los participantes, identifique los acuerdos y disensos y concluya con un trabajo 

de acuerdo colectivo» (González Vélez, 2009: 3). En otras palabras, el compromiso 

acordado por las participantes no sólo se basó en formar parte de este grupo de 

debate y participar del proceso aportando sus experiencias y conocimientos, sino 

que también significó su «acuerdo de alcanzar acuerdos» que permitieran nutrir la 

estrategia política regional para el acceso al aborto legal y seguro en la región LAC.

En buena medida, el proceso de CV fue posible dada la experiencia previa que la 

región y muchos de quienes participaron en esta nueva iniciativa habían tenido en 

la iniciativa «causal salud». También algunos de los argumentos del documento base 

elaborado y enriquecidos por los aportes y el debate durante el foro virtual se apoyan 

en aquella experiencia y su producto final.221

Por último, la construcción del presente documento se basó en cinco fuentes de 

consulta:

1. Instrumentos internacionales de derechos humanos (del sistema universal y 

de los sistemas regionales): Convenciones, Tratados, Planes de Acción, Ob-

servaciones y Recomendaciones de Organismos de Monitoreo, Documentos 

de Relatorías Especiales (Relatoría del Derecho a la Salud, Relatoría sobre la 

Violencia contra las Mujeres y Relatoría de los Derechos de las Mujeres –SIDH). 

Además, se ha puesto un énfasis especial en los estándares y precedentes 

del Sistema Interamericano de Derechos Humanos.

2. Jurisprudencia de Cuerpos y Organismos Jurisdiccionales a nivel internacional: 

Comité de Derechos Humanos, Comité de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales, Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, 

Comité contra la Tortura, Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 

Corte Americana de Derechos Humanos.

221 Disponible en: http://www.despenalizaciondelaborto.org.co/Causal-Salud
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3. Derecho comparado: Constituciones, legislación, regulaciones administra-

tivas, directrices y derecho liviano (soft law); jurisprudencia de altas cortes; 

y doctrina, todo ello de países seleccionados con especial énfasis en LAC. 

En particular, se revisaron sistemáticamente para los países de la región: 

Códigos penales, guías y protocolos del sector salud u otros sectores de la 

administración pública y el poder judicial. Las normas regulan los servicios de 

aborto legal; de atención de la violencia interpersonal; la violencia sexual; la 

atención de personas discapacitadas; el trato de niños, niñas y adolescentes; la 

práctica profesional de la medicina y otras profesiones de la salud; el secreto 

profesional; el deber de denunciar; los derechos reproductivos; y todas estas 

temáticas en situaciones de conflicto y las prisiones, entre otros.

4. Documentos de organizaciones internacionales (OMS, FIGO, FLASOG, IPPF) 

sobre el aborto, la violación como un problema de salud, la violencia sexual, y 

sobre la situación de las personas con discapacidad, las niñas y adolescentes, 

y la situación de la población en conflicto armado y en prisión.

5. Literatura especializada sobre el tema publicada en libros y revistas nacionales 

e internacionales.
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Anexo I. 
 
Normas que establecen el modelo de permisos y la 
causal violación en particular

País Definición causal violencia sexual

Argentina Código Penal (1921)

Artículo 86.

Incurrirán en las penas establecidas en el artículo anterior y sufrirán, además, inhabilitación especial por 
doble tiempo que el de la condena, los médicos, cirujanos, parteras o farmacéuticos que abusaren de su 
ciencia o arte para causar el aborto o cooperaren a causarlo.

El aborto practicado por un médico diplomado con el consentimiento de la mujer encinta, no es punible:

1º. si se ha hecho con el fin de evitar un peligro para la vida o la salud de la madre y si este peligro no 
puede ser evitado por otros medios;

2º.  si el embarazo proviene de una violación o de un atentado al pudor cometido sobre una mujer idiota 
o demente. En este caso, el consentimiento de su representante legal deberá ser requerido para el 
aborto.

Bolivia Código Penal (1972)

Artículo 266.

Cuando el aborto hubiere sido consecuencia de un delito de violación, rapto no seguido de matrimonio, 
estupro o incesto, no se aplicará sanción alguna, siempre que la acción penal hubiere sido iniciada.  
Tampoco será punible si el aborto hubiere sido practicado con el fin de evitar un peligro 
para la vida o la salud de la madre y si este peligro no podía ser evitado por otros medios.  
En ambos casos, el aborto deberá ser practicado por un médico, con el consentimiento de la mujer y 
autorización judicial en su caso.

Brasil Código Penal (1940)

Artículo 128. 

Não se pune o aborto praticado por médico: 

Aborto necessário

I - se nãoháoutromeio de salvar a vida da gestante; 

Aborto no caso de gravidez resultante de estupro 

II - se a gravidez resulta de estupro e o aborto é precedido de consentimento da gestante ou, quando 
incapaz, de seu representante legal.
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País Definición causal violencia sexual

Colombia Sentencia C-355 de 2006 de la Corte Constitucional de Colombia

…o se incurre en delito de aborto, cuando con la voluntad de la mujer, la interrupción del embarazo se 
produzca en los siguientes casos: 

(i) Cuando la continuación del embarazo constituya peligro para la vida o la salud de la mujer, certificada 
por un médico; 

(ii) Cuando exista grave malformación del feto que haga inviable su vida, certificada por un médico; y, 

(iii) Cuando el embarazo sea el resultado de una conducta, debidamente denunciada, constitutiva de 
acceso carnal o acto sexual sin consentimiento, abusivo o de inseminación artificial o transferencia 
de óvulo fecundado no consentidas, o de incesto.

Costa Rica Código Penal (1970)

Artículo 121.

No es punible el aborto practicado con consentimiento de la mujer por un médico o por una obstétrica 
autorizada, cuando no hubiere sido posible la intervención del primero, si se ha hecho con el fin de evitar 
un peligro para la vida o la salud de la madre y éste no ha podido ser.

Artículo 93.

Perdón judicial

También extingue la pena, el perdón que en sentencia podrán otorgar los jueces al condenado, previo 
informe que rinda el Instituto de Criminología sobre su personalidad, en los siguientes casos: (…)

5) A la mujer que hubiere causado su propio aborto si el embarazo ha sido consecuencia de una violación.

Ecuador Código Penal (1971)

Artículo 447.

El aborto practicado por un médico, con el consentimiento de la mujer o de su marido o familiares íntimos, 
cuando ella no estuviere en posibilidad de prestarlo, no será punible: 

1. Si se ha hecho para evitar un peligro para la vida o salud de la madre, y si este peligro no puede ser 
evitado por otros medios; y, 

2. Si el embarazo proviene de una violación o estupro cometido en una mujer idiota o demente. En este 
caso, para el aborto se requerirá el consentimiento del representante legal de la mujer.

Guatemala Código Penal (1973)

Artículo 134.

La mujer que causare su aborto o consintiere que otra persona se lo cause, será sancionada con prisión de 
uno a tres años. Si lo hiciere impulsada por motivos que, ligados íntimamente a su estado, le produzcan 
indudable alteración psíquica, la sanción será de seis meses a dos años de prisión.

Artículo 137.

No es punible el aborto practicado por un médico, con el consentimiento de la mujer, previo diagnóstico 
favorable de por lo menos otro médico; si se realizó sin la intención de procurar directamente la muerte 
del producto de la concepción y con el solo fin de evitar un peligro, debidamente establecido, para la vida 
de la madre, después de agotados todos los medios científicos y técnicos.
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Guyana Medical Termination of Pregnancy Act 1995

6. (1) Where a pregnancy sought to be terminated is of more than eight weeks duration and of not more 
than twelve weeks duration or the treatment for the termination of the pregnancy is by any lawful and 
appropriate medical preparation, then subject to the provisions of this Act, the treatment of such a 
pregnancy may be administered by an authorized medical practitioner and any assistant acting under 
such authorized medical practitioner’s directions but such treatment shall be administered only

(a) in an approved institution approved for that purpose, having regard to the medical procedure 
involved and the duration of the pregnancy; and

(b) where, in the opinion of the authorized medical practitioner administering or directing the 
treatment

(i) the continuance of the pregnancy would involve risk to the life of the pregnant woman or grave 
injury to her physical or mental health; (...)

(2) In determining whether the continuance of a pregnancy would involve risk of grave injury to the 
health of a pregnant woman as mentioned in sub-section (1)(b)(i), a medical practitioner or autho-
rized medical practitioner shall take into account the pregnant woman’s entire social and economic 
environment, whether actual or foreseeable.

México Códigos Penales estaduales

Véase información disponible en www.gire.org

Panamá Código Penal (2007)

Artículo 142. 

No se aplicarán las penas señaladas en los artículos anteriores:

1. Si el aborto es realizado, con el consentimiento de la mujer, para provocar la destrucción del producto de 
la concepción ocurrida como consecuencia de violación carnal, debidamente acreditada en instrucción 
sumarial.

2. Si el aborto es realizado, con el consentimiento de la mujer, por graves causas de salud que pongan 
en peligro la vida de la madre o del producto de la concepción.

En el caso del numeral 1, es necesario que el delito sea de conocimiento de la autoridad competente y 
que el aborto se practique dentro de los dos primeros meses de embarazo; y en el caso del numeral 2, 
corresponderá a una comisión multidisciplinaria designada por el Ministro de Salud determinar las causas 
graves de salud y autorizar el aborto.

En ambos casos, el aborto debe ser practicado por un médico en un centro de salud del Estado.

El médico o profesional de la salud que sea asignado por la comisión multidisciplinaria designada por el 
Ministerio de Salud o por sus superiores para la realización del aborto tiene el derecho de alegar objeción de 
conciencia por razones morales, religiosas o de cualquier índole, para abstenerse a la realización del aborto.
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Paraguay Código Penal (1997)

Artículo 109.

Muerte indirecta por estado de necesidad en el parto.

No obra antijurídicamente el que causara indirectamente la muerte del feto mediante actos propios del 
parto si ello, según los conocimientos y las experiencias del arte médico, fuera necesario e inevitable para 
desviar un peligro serio para la vida o la salud de la madre.

Artículo 352.

(…) Estará sin embargo exento de responsabilidad cualquiera de éstos que justificare haber causado el 
aborto indirectamente, con el propósito de salvar la vida de la mujer puesta en peligro por el embarazo 
o por el parto.

Perú Código Penal (1991)

Artículo 119.

No es punible el aborto practicado por un médico con el consentimiento de la mujer embarazada o de su 
representante legal, si lo tuviere, cuando es el único medio para salvar la vida de la gestante o para evitar 
en su salud un mal grave y permanente.

Uruguay Código Penal (1933)

Art. 328. Causas atenuantes y eximentes.

1º.  Si el delito se cometiere para salvar el propio honor, el de la esposa o un pariente próximo, la pena será 
disminuida de un tercio a la mitad, pudiendo el Juez, en el caso de aborto consentido, y atendidas las 
circunstancias del hecho, eximir totalmente de castigo. El móvil de honor no ampara al miembro de la 
familia que fuera autor del embarazo.

2º.  Si el aborto se cometiere sin el consentimiento de la mujer, para eliminar el fruto de la violación, la 
pena será disminuida de un tercio a la mitad, y si se efectuare con su consentimiento será eximido de 
castigo.

3º.  Si el aborto se cometiere sin el consentimiento de la mujer, por causas graves de salud, la pena será 
disminuida de un tercio a la mitad, y si se efectuare con su consentimiento o para salvar su vida, será 
eximido de pena.

4º.  En el caso de que el aborto se cometiere sin el consentimiento de la mujer por razones de angustia 
económica el Juez podrá disminuir la pena de un tercio a la mitad y si se efectuare con su consentimiento 
podrá llegar hasta la exención de la pena.

5º.  Tanto la atenuación como la exención de pena a que se refieren los incisos anteriores regirá sólo en 
los casos en que el aborto fuese realizado por un médico dentro de los tres primeros meses de la 
concepción. El plazo de tres meses no rige para el caso previsto en el inciso 3º.
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Venezuela Código Penal (2000 y 2005)

Artículo 435.

Cuando el culpable de alguno de los delitos previstos en los artículos precedentes sea una persona que 
ejerza el arte de curar o salud pública, si dicha persona ha indicado, facilitado o empleado medios con los 
cuales se ha procurado el aborto, en que ha sobrevenido la muerte, las penas de ley se aplicarán con el 
aumento de una sexta parte.

La condenación llevará siempre como consecuencia la suspensión del ejercicio del arte o profesión del 
culpable, por tiempo igual al de la pena impuesta.

No incurrirá en pena alguna el facultativo que provoque el aborto como medio indispensable para salvar 
la vida de la parturienta.
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Anexo II.  
Normas que definen los delitos de violencia sexual 

País Tipificación de la violencia sexual

Argentina Código Penal

Artículo 119. 

Será reprimido con reclusión o prisión de seis meses a cuatro años el que abusare sexualmente de 
persona de uno u otro sexo cuando, ésta fuera menor de trece años o cuando mediare violencia, 
amenaza, abuso coactivo o intimidatorio de una relación de dependencia, de autoridad, o de poder, o 
aprovechándose de que la víctima por cualquier causa no haya podido consentir libremente la acción.

La pena será de cuatro a diez años de reclusión o prisión cuando el abuso por su duración o circunstancias 
de su realización, hubiere configurado un sometimiento sexual gravemente ultrajante para la víctima.

La pena será de seis a quince años de reclusión o prisión cuando mediando las circunstancias del primer 
párrafo hubiere acceso carnal por cualquier vía.

En los supuestos de los dos párrafos anteriores, la pena será de ocho a veinte años de reclusión o prisión si:

a) Resultare un grave daño en la salud física o mental de la víctima;

b) El hecho fuere cometido por ascendiente, descendiente, afín en línea recta, hermano, tutor, curador, 
ministro de algún culto reconocido o no, encargado de la educación o de la guarda;

c) El autor tuviere conocimiento de ser portador de una enfermedad de transmisión sexual grave, y 
hubiere existido peligro de contagio;

d) El hecho fuere cometido por dos o más personas, o con armas;

e) El hecho fuere cometido por personal perteneciente a las fuerzas policiales o de seguridad, en 
ocasión de sus funciones;

f) El hecho fuere cometido contra un menor de dieciocho años, aprovechando la situación de convi-
vencia preexistente con el mismo.

En el supuesto del primer párrafo, la pena será de tres a diez años de reclusión o prisión si concurren 
las circunstancias de los incisos a), b), d), e) o f).

Artículo 120 

Será reprimido con prisión o reclusión de tres a seis años el que realizare algunas de las acciones 
previstas en el segundo o en el tercer párrafo del artículo 119 con una persona menor de dieciséis 
años, aprovechándose de su inmadurez sexual, en razón de la mayoría de edad del autor, su relación 
de preeminencia respecto de la víctima, u otra circunstancia equivalente, siempre que no resultare un 
delito más severamente penado.

La pena será de prisión o reclusión de seis a diez años si mediare alguna de las circunstancias previstas 
en los incisos a), b), c), e) o f) del cuarto párrafo del artículo 119.
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Bolivia Código Penal

Artículo 308.

Quien empleando violencia física o intimidación, tuviera acceso carnal con persona de uno u otro sexo; 
penetración anal o vaginal o introdujera objetos con fines libidinosos, incurrirá en privación de libertad 
de cinco (5) a quince (15) años.

El que bajo las mismas circunstancias del párrafo anterior, aunque no mediara violencia física o intimida-
ción, aprovechando de la enfermedad mental, grave perturbación de la conciencia o grave insuficiencia 
de la inteligencia de la víctima, o que estuviere incapacitada por cualquier otra causa para resistir, 
incurrirá en privación de libertad de quince (15) a veinte (20) años.

Artículo 308bis.

Quien tuviera acceso carnal con persona de uno u otro sexo menor de catorce años, penetración anal 
o vaginal o introdujera objetos con fines libidinosos, será sancionado con privación de libertad de 
quince (15) a veinte (20) años, sin derecho a indulto, así no haya uso de la fuerza o intimidación y se 
alegue consentimiento.

Quedan exentas de esta sanción las relaciones consensuadas entre adolescentes mayores de doce años, 
siempre que no exista diferencia de edad mayor de tres (3) años, entre ambos, y no se haya producido 
violencia ni intimidación.

Artículo 308ter.

Quien tuviera acceso carnal, penetración anal o vaginal o introdujere objetos con fines libidinosos, a 
persona de uno u otro sexo, después de haberla puesto con este fin en estado de inconsciencia, será 
sancionado con pena de privación de libertad de diez (10) a quince (15) años.

Artículo 309.

Quien, mediante seducción o engaño, tuviera acceso carnal con persona de uno u otro sexo, mayor 
de catorce (14) años y menor de dieciocho (18), será sancionado con privación de libertad de dos (2) 
a seis (6) años.

Artículo 310.

La pena será agravada en los casos de los delitos anteriores, con cinco años:

1) Si como producto de la violación se produjera alguna de las circunstancias previstas en los artículos 
270º y  271º de este Código;

2) Si se produjera un grave trauma o daño psicológico en la víctima;

3) Si el autor fuera ascendiente, descendiente o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad 
o segundo de afinidad;

4) Si el autor estuviere encargado de la educación o custodia de la víctima, o si ésta se encontrara en 
situación de dependencia o autoridad;

5) Si en la ejecución del hecho hubieran concurrido dos o más personas;

6) Si el autor utilizó armas u otros medios peligrosos susceptibles de producir la muerte de la víctima; o,

7) Si el autor hubiera sometido a la víctima a condiciones vejatorias o degradantes. 

Si como consecuencia del hecho se produjere la muerte de la víctima, se aplicará la pena correspon-
diente al asesinato.
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Brasil Código Penal

Estupro

Artículo 213.

Constranger mulher à conjunção carnal, mediante violência ou grave ameaça:

Pena - reclusão, de 6 (seis) a 10 (dez) anos.

Parágrafo único - (Revogado pela Lei n.º 9.281, de 04-06-1996).

Atentado violento ao pudor.

Artículo 214.

Constranger alguém, mediante violência ou grave ameaça, a praticar ou permitir que com ele se pratique 
ato libidinoso diverso da conjunção carnal:

Pena - reclusão, de 6 (seis) a 10 (dez) anos. 

Parágrafo único - (Revogado pela Lei n.º 9.281, de 04-06-1996).

Posse sexual mediante fraude.

Artículo 215.

Ter conjunção carnal com mulher honesta, mediante fraude:

Pena - reclusão, de 1 (um) a 3 (três) anos.

Parágrafo único. Se o crime é praticado contra mulher virgem, menor de 18 (dezoito) e maior de 14 
(catorze) anos:

Pena - reclusão, de 2 (dois) a 6 (seis) anos.

Atentado ao pudor mediante fraude.

Artículo 216.

Induzir mulher honesta, mediante fraude, a praticar ou permitir que com ela se pratique ato libidinoso 
diverso da conjunção carnal:

Pena - reclusão, de 1 (um) a 2 (dois) anos.

Parágrafo único. Se a ofendida é menor de 18 (dezoito) e maior de 14 (catorze) anos:

Pena - reclusão, de 2 (dois) a 4 (quatro) anos.

Artículo 217.

Seduzir mulher virgem, menor de 18 (dezoito) anos e maior de 14 (catorze), e ter com ela conjunção 
carnal, aproveitando-se de sua inexperiência ou justificável confiança:

Pena - reclusão, de 2 (dois) a 4 (quatro) anos.

Corrupção de menores.

Artículo 218.

Corromper ou facilitar a corrupção de pessoa maior de 14 (catorze) e menor de 18 (dezoito) anos, com 
ela praticando ato de libidinagem, ou induzindo-a a praticá-lo ou presenciá-lo: 

Pena - reclusão, de 1 (um) a 4 (quatro) anos.
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Colombia Código Penal

Artículo 205. 

Acceso carnal violento. El que realice acceso carnal con otra persona mediante violencia, incurrirá en 
prisión de doce (12) a veinte (20) años.

Artículo 207.

Acceso carnal o acto sexual en persona puesta en incapacidad de resistir. El que realice acceso carnal 
con persona a la cual haya puesto en incapacidad de resistir o en estado de inconsciencia, o en con-
diciones de inferioridad síquica que le impidan comprender la relación sexual o dar su consentimiento, 
incurrirá en prisión de doce (12) a veinte (20) años.

Si se ejecuta acto sexual diverso del acceso carnal, la pena será de ocho (8) a dieciséis (16) años.

Artículo 208.

Acceso carnal abusivo con menor de catorce años. El que acceda carnalmente a persona menor de 
catorce (14) años, incurrirá en prisión de doce (12) a veinte (20) años.

Artículo 210.

Acceso carnal o acto sexual abusivos con incapaz de resistir: El que acceda carnalmente a persona en 
estado de inconsciencia, o que padezca trastorno mental o que esté en incapacidad de resistir, incurrirá 
en prisión de doce (12) a veinte (20) años.

Si no se realizare el acceso, sino actos sexuales diversos de él, la pena será de ocho (8) a dieciséis (16) años.

Artículo 211. 

Circunstancias de agravación punitiva. Las penas para los delitos descritos en los artículos anteriores, 
se aumentarán de una tercera parte a la mitad, cuando:

1. La conducta se cometiere con el concurso de otra u otras personas.

2. El responsable tuviere cualquier carácter, posición o cargo que le dé particular autoridad sobre la 
víctima o la impulse a depositar en él su confianza.

3. Se produjere contaminación de enfermedad de transmisión sexual.

4. Se realizare sobre persona menor de catorce (14) años.

5. La conducta se realizare sobre pariente hasta cuarto grado de consanguinidad, cuarto de afinidad 
o primero civil, sobre cónyuge o compañera o compañero permanente, o contra cualquier persona 
que de manera permanente se hallare integrada a la unidad doméstica, o aprovechando la confianza 
depositada por la víctima en el autor o en alguno o algunos de los partícipes. Para los efectos previstos 
en este artículo, la afinidad será derivada de cualquier forma de matrimonio o de unión libre.

6. Se produjere embarazo.

7. Si se cometiere sobre personas en situación de vulnerabilidad en razón de su edad, etnia, discapa-
cidad física, psíquica o sensorial, ocupación u oficio.

8. Si el hecho se cometiere con la intención de generar control social, temor u obediencia en la comu-
nidad.

Artículo 212.

Acceso carnal. 

Para los efectos de las conductas descritas en los capítulos anteriores, se entenderá por acceso carnal 
la penetración del miembro viril por vía anal, vaginal u oral, así como la penetración vaginal o anal de 
cualquier otra parte del cuerpo humano u otro objeto.
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Costa Rica Código Penal

Artículo 156.

Será sancionado con pena de prisión de diez a dieciséis años, quien se haga acceder o tenga acceso 
carnal por vía oral, anal o vaginal, con una persona de uno u otro sexo, en los siguientes casos:

1) Cuando la víctima sea menor de trece años.

2) Cuando se aproveche de la vulnerabilidad de la víctima o esta se encuentre incapacitada para resistir.

3) Cuando se use la violencia corporal o intimidación.

La misma pena se impondrá si la acción consiste en introducirle a la víctima uno o varios dedos, objetos 
o animales, por la vía vaginal o anal, o en obligarla a que se los introduzca ella misma.

Artículo 157.

La prisión será de doce a dieciocho años, cuando:

1) El autor sea cónyuge de la víctima o una persona ligada a ella en relación análoga de convivencia.

2) El autor sea ascendiente, descendiente, hermana o hermano de la víctima, hasta el tercer grado por 
consanguinidad o afinidad.

3) El autor sea tío, tía, sobrina, sobrino, prima o primo de la víctima, hasta el tercer grado por con-
sanguinidad o afinidad.

4) El autor sea tutor o el encargado de la educación, guarda o custodia de la víctima.

5) Se produzca un grave daño en la salud de la víctima.

6) Se produzca un embarazo.

7) La conducta se cometa con el concurso de una o más personas.

8) El autor realice la conducta prevaleciéndose de una relación de poder resultante del ejercicio de su 
cargo, y esta sea realizada por ministros religiosos, guías espirituales, miembros de la Fuerza Pública 
o miembros de los Supremos Poderes.

Artículo 159.

Será sancionado con pena de prisión de dos a seis años, quien aprovechándose de la edad, se haga 
acceder o tenga acceso carnal con una persona de uno u otro sexo, mayor de trece años y menor de 
quince años, por la vía oral, anal o vaginal, con su consentimiento.

Igual pena se impondrá si la acción consiste en la introducción de uno o varios dedos, objetos o animales 
por la vía vaginal o anal.

La pena será de cuatro a diez años de prisión cuando la víctima sea mayor de trece años y menor de 
dieciocho años, y el agente tenga respecto de esta la condición de ascendiente, tío, tía, hermano o 
hermana consanguíneos o afines, tutor o guardador.

Artículo 160.

Quien pague, prometa pagar o dar a cambio una ventaja económica o de otra naturaleza a una persona 
menor de edad o a un tercero, para que la persona menor de edad ejecute actos sexuales o eróticos, 
será sancionado con las siguientes penas:

1) Prisión de cuatro a diez años, si la persona ofendida es menor de trece años.

2) Prisión de tres a ocho años, si la persona ofendida es mayor de trece años pero menor de quince años.

3) Prisión de dos a seis años, si la persona ofendida es mayor de quince años pero menor de dieciocho 
años.
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Ecuador Código Penal

Artículo 509.

Llámese estupro la cópula con una persona, empleando la seducción o engaño para alcanzar su con-
sentimiento.

Artículo 510.

El estupro se reprimirá con prisión de tres meses a tres años si la victima fuere mayor de catorce años 
y menor de diez y ocho.

Artículo 511.

Si la mujer fuere menor de catorce y mayor de doce, el estupro se reprimirá con prisión de dos a cinco años.

Artículo 511.1.

El que solicitare favores o realizare insinuaciones maliciosas de naturaleza sexual que atenten contra 
la integridad sexual de otra persona, y que no se halle previsto en los incisos anteriores, será reprimido 
con pena de prisión de tres meses a un año.

Las sanciones previstas en este artículo, incluyen necesariamente la prohibición permanente de realizar 
actividades que impliquen contacto con la víctima.

Si el acoso sexual se cometiere en contra de personas menores de edad, será sancionado con prisión 
de dos a cuatro años.

Artículo 512.

«Es violación el acceso carnal, con introducción total o parcial del miembro viril, por vía oral, anal o 
vaginal; o, la introducción, por vía vaginal o anal, de los objetos, dedos u órganos distintos del miembro 
viril, a una persona de cualquier sexo, en los siguientes casos:»

1. Cuando la víctima fuere menor de catorce años;

2. Cuando la persona ofendida se hallare privada de la razón o del sentido, o cuando por enfermedad 
o por cualquier otra causa no pudiera resistirse; y,

3. Cuando se usare de violencia, amenaza o de intimidación.
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Artículo 513.

El delito de violación será reprimido con reclusión mayor especial de dieciséis a veinticinco años, en el 
número 1 del artículo anterior; y, con reclusión mayor extraordinaria de doce a dieciséis años, en los 
números 2 y 3 del mismo artículo».

Artículo 514.

Si la violación produjere una grave perturbación en la salud de la persona violada se aplicará la pena 
establecida para los numerales 2 y 3 del artículo anterior; y, si le produjere la muerte, la pena será de 
reclusión mayor especial de dieciséis a veinticinco años

Igual pena de reclusión mayor especial de dieciséis a veinticinco años, se impondrá a los responsables 
de violación si las víctimas son sus descendientes, ascendientes, hermanos o afines en línea recta; 
debiendo en su caso, ser condenados, además a la pérdida de la patria potestad».
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Ecuador Artículo 515.

El mínimo de las penas señaladas por los artículos precedentes será aumentado con cuatro años:

Si los culpados son los ascendientes de la persona en quien ha sido cometido el atentado, o sus 
descendientes, hermanos o afines en línea recta; debiendo, en su caso, ser condenados, además a la 
pérdida de la patria potestad;

Si son de los que tienen autoridad sobre ella;

Si los responsables son de los que tienen autoridad sobre la víctima;

Si el atentado ha sido cometido sea por funcionarios públicos, o ministros del culto, que han abusado de 
su posición para cometerlo; por médicos, cirujanos, por profesionales de la salud y personal responsable 
en la atención y cuidado del paciente; y,

Si en los casos de los Arts. 507 y 512, el culpado, quienquiera que sea, ha sido auxiliado en la ejecución 
del delito por una o muchas personas.

Guatemala Código Penal

Artículo 173.

Comete delito o violación quien yaciere, con mujer, en cualquiera de los siguientes casos: 

1º. Usando de violencia suficiente para conseguir su propósito.

2º. Aprovechando las circunstancias, provocadas o no por el agente, de encontrarse la mujer privada 
de razón o de sentido o incapacitada para resistir.

3º. En todo caso, si la mujer fuere menor de doce años.

En los casos prescritos la pena a imponer será de seis a doce años.

Artículo 174.

La pena a imponer será de ocho a veinte años de prisión en los siguientes casos:

1º. Cuando concurrieren en la ejecución del delito dos o más personas.

2º. Cuando el autor fuere pariente de la víctima, dentro de los grados de ley, o encargado de su edu-
cación, custodia o guarda.

3º. Cuando, como consecuencia del delito, se produjere grave daño a la víctima.

Violación calificada

Artículo 175. 

Si con motivo o a consecuencia de la violación, resultare la muerte de la ofendida, se impondrá prisión 
de 30 a 50 años.

Se le impondrá pena de muerte, si la víctima no hubiere cumplido 10 años de edad.

Artículo 176.

El acceso carnal con mujer honesta, mayor de doce años y menor de catorce, aprovechando su inexpe-
riencia u obteniendo su confianza, se sancionará con prisión de uno a dos años. 

Si la edad de la víctima estuviere comprendida entre los catorce y los diez y ocho años, la pena a 
imponerse será de seis meses a un año.
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Guatemala Estupro mediante engaño

Artículo 177.

El acceso carnal con mujer honesta, menor de edad, interviniendo engaño o mediante promesa falsa de 
matrimonio, se sancionará con prisión de uno a dos años, si la edad de la víctima estuviere comprendida 
entre los doce y los catorce y con prisión de seis meses a un año si la víctima fuere mayor de catorce años.

Artículo 178.

Cuando el autor fuere pariente, dentro de los grados de ley, de la estuprada o encargado de su edu-
cación, custodia o guarda, las sanciones señaladas en los artículos anteriores se aumentarán en sus 
dos terceras partes.

México Véase la normativa estadual en www.gire.org

Panamá Código Penal

Artículo 171.

Quien mediante violencia o intimidación tenga acceso carnal con persona de uno u otro sexo, utilizando 
sus órganos genitales, será sancionado con prisión de cinco a diez años. También se impondrá esta 
sanción a quien se haga acceder carnalmente en iguales condiciones.

Se impondrá la misma pena a quien, sin el consentimiento de la persona afectada, le practique actos 
sexuales orales o le introduzca, con fines sexuales, cualquier objeto o parte de su cuerpo no genital, 
en el ano o la vagina.

La pena será de ocho a doce años de prisión, en cualesquiera de las siguientes circunstancias:

1. Cuando la violación ocasione a la víctima menoscabo de la capacidad sicológica.

2. Cuando el hecho ocasione a la víctima un daño físico que produzca incapacidad superior a treinta días.

3. Si la víctima quedara embarazada.

4. Si el hecho fuera perpetrado por pariente cercano o tutor.

5. Cuando el autor sea ministro de culto, educador o estuviera a cargo, por cualquier título, de su 
guarda, crianza o cuidado temporal.

6. Si el hecho se cometiera con abuso de autoridad o de confianza. 

7. Cuando se cometa con el concurso de dos o más personas o ante observadores.

8. Cuando el acceso sexual se haga empleando medios denigrantes o vejatorios.

La pena será de diez a quince años, si la violación la comete, a sabiendas de su situación, una persona 
enferma o portadora de enfermedad de transmisión sexual incurable o del virus de inmunodeficiencia 
adquirida.

Artículo 172.

Las conductas descritas en el artículo anterior, aun cuando no medie violencia o intimidación, serán 
sancionadas con prisión de diez a quince años si el hecho se ejecuta:

1. Con persona que tenga menos de catorce años de edad.
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Panamá 2. Con persona privada de razón o de sentido o que padece enfermedad o tenga discapacidad física 
o mental que le impida consentir o que, por cualquier otra causa, no pueda resistir el acto.

3. Abusando de su posición, con una persona que se encuentre detenida o confiada al autor para que 
la custodie o conduzca de un lugar a otro.

4. En una persona que por su edad no pueda consentir o resistir el acto.

Artículo 173.

Quien, valiéndose de una condición de ventaja, logre acceso sexual con persona mayor de catorce años 
y menor de dieciocho, aunque medie consentimiento, será sancionado con prisión de dos a cuatro años.

La sanción será aumentada de un tercio hasta la mitad del máximo:

1. Cuando el autor sea ministro de culto, pariente cercano, tutor, educador o estuviera a cargo, por 
cualquier título, de su guarda, crianza o cuidado temporal.

2. Si la víctima resultara embarazada o sufriera contagio de alguna enfermedad de transmisión sexual.

3. Si en razón del delito sufrido, se produjera su deserción escolar.

4. Cuando, mediante engaño, haya promesa de matrimonio para lograr el consentimiento de la víctima.

No se aplicarán las sanciones señaladas en este artículo cuando entre la víctima y el agente exista 
una relación de pareja permanente debidamente comprobada y siempre que la diferencia de edad no 
supere los cinco años.

Paraguay Código Penal

Artículo 128. Coacción sexual.

1º. El que mediante fuerza o amenaza con peligro presente para la vida o la integridad física, coaccionara 
a otro a padecer en su persona actos sexuales, o a realizar tales actos en sí mismo o con terceros, será 
castigado con pena privativa de libertad de hasta diez años. Cuando la víctima haya sido coaccionada 
al coito con el autor o con terceros, la pena privativa de libertad será de dos a doce años. Cuando la 
víctima del coito haya sido un menor, la pena privativa de libertad será de tres a quince años.

2º.  La pena podrá ser atenuada con arreglo al artículo 67 cuando, por las relaciones de la víctima con 
el autor, se dieran considerables circunstancias atenuantes.

3º.  A los efectos de esta ley se entenderán como:

1. actos sexuales, sólo aquellos que, respecto del bien jurídico protegido, sean manifiestamente 
relevantes;

2. actos sexuales realizados ante otro, sólo aquellos que el otro percibiera a través de sus sentidos.

Artículo 130. Abuso sexual en personas indefensas.

1º.  El que realizara actos sexuales en otra persona que se encontrase en estado de inconsciencia o 
que, por cualquier razón, estuviese incapacitada para ofrecer resistencia, será castigado con pena 
privativa de libertad de hasta tres años. Será castigada también la tentativa.

2º.  Si los actos sexuales con personas que se encontraran en las condiciones referidas en el inciso 
anterior comprendieran el coito, la pena privativa de libertad podrá ser aumentada hasta diez años.

3º.  La pena podrá ser atenuada con arreglo al artículo 67 cuando, por las relaciones de la víctima con 
el autor, se dieran considerables circunstancias atenuantes. En este caso no se castigará la tentativa.



189País Tipificación de la violencia sexual

Paraguay Artículo 131. Abuso sexual en personas internadas.

El que en el interior de:

1. una penitenciaría o una institución para la ejecución de medidas;

2. una institución de educación; o

3. un área cerrada de un hospital, realizara actos sexuales con internados bajo su vigilancia o aseso-
ramiento, o hiciera realizar a la víctima tales actos en sí mismo o con terceros, será castigado con 
pena privativa de libertad de hasta tres años o con multa.

Artículo 135. Abuso sexual en niños.

1º.  El que realizara actos sexuales con un niño o lo indujera a realizarlos en sí mismo o a terceros, será 
castigado con pena privativa de libertad de hasta tres años o con multa.

Con la misma pena será castigado el que realizara actos sexuales manifiestamente relevantes ante 
un niño y dirigidos a él, o lo indujera a realizarlos ante sí o ante terceros.

2º.  En los casos señalados en el inciso anterior la pena privativa de libertad será aumentada hasta 
cinco años cuando el autor:

1. al realizar el hecho haya maltratado físicamente a la víctima en forma grave;

2. haya abusado de la víctima en diversas ocasiones; o

3. haya cometido el hecho con un niño que sea su hijo biológico, adoptivo o hijastro, o con un 
niño cuya educación, tutela o guarda esté a su cargo.

3º. Cuando concurran varios agravantes de los señalados en el inciso 2º, el autor será castigado con 
pena privativa de libertad de hasta seis años.

4º. En los casos señalados en el inciso 1º, la pena privativa de libertad será de dos a diez años cuando 
el autor haya realizado el coito con la víctima.

5º. Será castigado con pena de multa el que:

1. realizara delante de un niño actos exhibicionistas aptos para perturbarle; o

2. con manifestaciones verbales obscenas o publicaciones pornográficas en los términos del artículo 
14, inciso 3º se dirigiera al niño para estimularlo sexualmente o causarle rechazo respecto al sexo. 

6º. Cuando el autor sea menor de diez y ocho años, se podrá prescindir de la pena. 

7º. En los casos de los incisos 1º y 5º se podrá prescindir de la persecución penal, cuando el procedi-
miento penal intensificara desproporcionadamente el daño ocasionado a la víctima.

8º. Se entenderá por niño, a los efectos de este artículo, a la persona menor de catorce años.

Artículo 136. Abuso sexual en personas bajo tutela.

1º. El que realizara actos sexuales con una persona:

1. no menor de catorce ni mayor de dieciséis años, cuya educación, guarda o tutela esté a su cargo;

2. no menor de dieciséis años ni mayor de edad, cuya educación, guarda o tutela esté a cargo del 
autor quien, abusando de su dependencia, lo sometiera a su voluntad;

3. que sea un hijo biológico, adoptivo o hijastro del cónyuge o concubino; o
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Paraguay 4. que indujera al menor a realizar tales actos en él, será castigado con pena privativa de libertad 
de hasta tres años o con multa. Con la misma pena será castigado el que, ante un menor y 
dirigido a él, realizara actos sexuales o lo indujera a realizarlos ante sí o ante terceros.

2º. El que se dirigiera al menor con manifestaciones verbales obscenas o publicaciones pornográficas 
en los términos del artículo 14, inciso 3º, para estimularle sexualmente o causarle rechazo, será 
castigado con pena de hasta ciento ochenta días-multa.

Artículo 137. Estupro.

1º. El hombre que persuadiera a una mujer de catorce a dieciséis años a realizar el coito extramarital, 
será castigado con pena de multa. 

2º. Cuando el autor sea menor de dieciocho años se podrá prescindir de la pena.

Perú Código Penal

Artículo 170. Violación sexual.

El que con violencia o grave amenaza, obliga a una persona a practicar el acto sexual u otro análogo, 
será reprimido con pena privativa de libertad no menor de cuatro ni mayor de ocho años.

Si la violación se realiza a mano armada y por dos o más sujetos, la pena será no menor de ocho ni 
mayor de quince años.

Artículo 171. Violación de persona en estado de inconsciencia o en la imposibilidad de resistir

El que practica el acto sexual u otro análogo con una persona, después de haberla puesto con ese objeto 
en estado de inconsciencia o en la imposibilidad de resistir, será reprimido con pena privativa de libertad 
no menor de 5 ni mayor de 10 años. Artículo 172. Violación de persona en incapacidad de resistencia

El que, conociendo el estado de su víctima, practica el acto sexual u otro análogo con una persona 
que sufre anomalía psíquica, grave alteración de la conciencia, retardo mental o que se encuentra en 
incapacidad de resistir, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de 5 ni mayor de 10 años.

Artículo 173. Violación de menor de catorce años de edad

El que practica el acto sexual u otro análogo con un menor de catorce años de edad, será reprimido 
con las siguientes penas privativas de libertad:

1. Si la víctima tiene menos de siete años, la pena será de cadena perpetua.

2. Si la víctima tiene de siete años a menos de diez, la pena será no menor de veinticinco ni mayor 
de treinta años.

3. Si la víctima tiene de diez años a menos de catorce, la pena será no menor de veinte ni mayor de 
veinticinco años.

Si el agente tuviere cualquier posición, cargo o vínculo familiar que le dé particular autoridad sobre 
la víctima o le impulse a depositar en él su confianza, la pena será no menor de treinta años para los 
supuestos previstos en los incisos 2 y 3.

Artículo 173 A. Violación de menor de catorce años seguida de muerte o lesión grave.

Si los actos previstos en los incisos 2 y 3 del artículo anterior causan la muerte de la víctima o le pro-
ducen lesión grave, y el agente pudo prever este resultado o si procedió con crueldad, la pena será de 
cadena perpetua.»
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Perú Artículo 174. Violación de persona bajo autoridad o vigilancia 

El que, aprovechando la situación de dependencia, autoridad o vigilancia practica el acto sexual u otro 
análogo con una persona colocada en un hospital, asilo u otro establecimiento similar o que se halla 
detenida, recluida o interna, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de 5 ni mayor de 
8 años e inhabilitación de dos a cuatro años, conforme al artículo 36, incisos 1, 2 y 3.

Artículo 175. Seducción.

El que, mediante engaño, practica el acto sexual u otro análogo, con una persona de catorce años y 
menor de dieciocho, será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de tres años o con pres-
tación de servicio comunitario de treinta a setentiocho jornadas.

Artículo 177. Formas agravadas.

En los casos de los artículos 170, 171, 172, 174, 175 y 176, si los actos cometidos causan la muerte de 
la víctima o le producen lesión grave, y el agente pudo prever este resultado o si procedió con crueldad, 
la pena privativa de libertad será respectivamente no menor de veinte ni mayor de 25 años, ni menor 
10 ni mayor de veinte años.

Artículo 178. Responsabilidad civil especial.

En los casos comprendidos en este capítulo el agente será sentenciado, además, a prestar alimentos a 
la prole que resulte, aplicándose las normas respectivas del Código Civil.

Uruguay Código Penal

Artículo 272. Violación.

Comete violación el que compele a una persona del mismo o de distinto sexo, con violencias o amenazas, 
a sufrir la conjunción carnal, aunque el acto no llegara a consumarse.

La violencia se presume cuando la conjunción carnal se efectúa:

1. Con persona del mismo o diferente sexo, menor de quince años. No obstante, se admitirá prueba 
en contrario cuando la víctima tuviere doce años cumplidos.

2. Con persona que, por causas congénitas o adquiridas, permanentes o transitorias, se halle, en el 
momento de la ejecución del acto, privada de discernimiento o voluntad.

3. Con persona arrestada o detenida, siempre que el culpable resulte ser el encargado de su guarda 
o custodia.

4. Con fraude, sustituyéndose el culpable a otra persona.

Este delito se castiga, según los casos, con penitenciaría de dos a doce años.

La pena a aplicar en caso de tentativa se regulará por lo dispuesto en el artículo 87; nunca será inferior 
a dos años de penitenciaría.

Artículo 275. Estupro.

Comete estupro el que, mediante promesa de matrimonio, efectuare la conjunción con mujer doncella 
menor de veinte años y mayor de quince.

Comete estupro igualmente, el que, mediante simulación de matrimonio, efectuare dichos actos con 
mujer doncella mayor de veinte años.

El estupro se castiga con pena que puede oscilar desde seis meses de prisión a tres años de penitenciaría.
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Uruguay Artículo 276. Incesto.

Cometen incesto los que, con escándalo público mantienen relaciones sexuales con los ascendientes 
legítimos y los padres naturales reconocidos o declarados tales, con los descendientes legítimos y los 
hijos naturales reconocidos o declarados tales, y con los hermanos legítimos. Este delito será castigado 
con seis meses de prisión a cinco años de penitenciaría.

Venezuela Código Penal

Artículo 374.

Quien por medio de violencias o amenazas haya constreñido a alguna persona, de uno o de otro sexo, 
a un acto carnal por vía vaginal, anal u oral, o introducción de objetos por alguna de las dos primeras 
vías, o por vía oral se le introduzca un objeto que simulen objetos sexuales, el responsable será casti-
gado, como imputado de violación, con la pena de prisión de diez años a quince años. Si el delito de 
violación aquí previsto se ha cometido contra una niña, niño o adolescente, la pena será de quince 
años a veinte años de prisión.

La misma pena se le aplicará, aun sin haber violencias o amenazas, al individuo que tenga un acto 
carnal con persona de uno u otro sexo:

1. Cuando la víctima sea especialmente vulnerable, por razón de su edad o situación, y, en todo caso, 
cuando sea menor de trece años.

2. O que no haya cumplido dieciséis años, siempre que para la ejecución del delito, el responsable se 
haya prevalido de una relación de superioridad o parentesco, por ser ascendiente, descendiente o 
hermano, por naturaleza o adopción, o afines con la víctima.

3. O que hallándose detenida o detenido, condenada o condenado, haya sido confiado o confiada la 
custodia del culpable.

4. O que no estuviere en capacidad de resistir por causa de enfermedad física o mental; por otro motivo 
independiente de la voluntad del culpable o por consecuencia del empleo de medios fraudulentos 
o sustancias narcóticas o excitantes de que éste se haya valido.

Parágrafo único: Quienes resulten implicados en cualquiera de los supuestos expresados, no tendrán 
derecho a gozar de los beneficios procesales de ley, ni a la aplicación de medidas alternativas del 
cumplimiento de la pena.

Artículo 375.

Cuando alguno de los hechos previstos en la parte primera y en los numerales 1 y 4 del artículo pre-
cedente, se hubiere cometido con abuso de autoridad, de confianza o de las relaciones domésticas, 
cuando se cometan por la actuación conjunta de dos o más personas, la pena será de prisión de ocho 
años a catorce años en el caso de la parte primera, y de diez años a dieciséis años en los casos esta-
blecidos en los numerales 1 y 4.

Párrafo único: Quienes resulten implicados en cualquiera de los supuestos expresados, no tendrán 
derecho a gozar de los beneficios procesales de ley ni a la aplicación de medidas alternativas del 
cumplimiento de la pena.

Artículo 378.

El que tuviere acto carnal con persona mayor de doce y menor de dieciséis años, o ejecutare en ella 
actos lascivos, sin ser su ascendiente, tutor ni institutor y aunque no medie ninguna de las circunstancias 
previstas en el artículo 374, será castigado con prisión de seis a dieciocho meses y la pena será doble 
si el autor del delito es el primero que corrompe a la persona agraviada.
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Venezuela El acto carnal ejecutado en mujer mayor de dieciséis años y menor de veintiuno con su consentimiento, 
es punible cuando hubiere seducción con promesa matrimonial y la mujer fuere conocidamente honesta; 
en tal caso la pena será de seis meses a un año de prisión. 

Se considerará como circunstancia agravante especial, en los delitos a que se contrae este artículo, 
la de haberse valido el culpable de las gestiones de los ascendientes, guardadores o representantes 
legales u otras personas encargadas de vigilar la persona menor de edad o de los oficios de proxenetas 
o de corruptores habituales.

Artículo 379.

En lo que concierne a los delitos previstos en los artículos precedentes, el enjuiciamiento no se hará 
lugar sino por acusación de la parte agraviada o de quien sus derechos represente. 

Pero la querella no es admisible si ha transcurrido un año desde el día en que se cometió el hecho o 
desde el día en que tuvo conocimiento de él la persona que pueda querellarse en representación de 
la agraviada.

El desistimiento no tendrá ningún efecto, si interviene después de recaída sentencia firme. 

Se procederá de oficio en los casos siguientes:

1. Si el hecho hubiere ocasionado la muerte de la persona ofendida, o si hubiere sido acompañado 
de otro delito enjuiciable de oficio.

2. Si el hecho se hubiere cometido en algún lugar público o expuesto a la vista del público.

3. Si el hecho se hubiere cometido con abuso del poder paternal o de la autoridad tutelar o de fun-
ciones públicas.

Artículo 380.

Todo individuo que, en circunstancias capaces de causar escándalo público, tenga relaciones incestuosas 
con un ascendiente o descendiente, aunque fuere ilegítimo, con algún afín en línea recta o con un her-
mano o hermana, hermanos, consanguíneos o uterinos, será castigado con presidio de tres a seis años.

Artículo 393. 

El culpable de alguno de los delitos previstos en los artículos 374, 375, 376, 378, 387, 388 y 389 quedará 
exento de pena si antes de la condenación contrae matrimonio con la persona ofendida, y el juicio cesará 
de todo punto en todo lo que se relacione con la penalidad correspondiente a estos hechos punibles.

Si el matrimonio se efectúa después de la condenación, cesarán entonces la ejecución de las penas y 
sus consecuencias penales.

Los reos de seducción, violación o rapto serán condenados, por vía de indemnización civil, si no se 
efectuare el matrimonio, a dotar a la ofendida si fuere soltera o viuda y, en todo caso, honesta.

Parágrafo único: En la misma sentencia se declarará que la prole gozará de los mismos derechos que la 
ley civil acuerda a los hijos legítimos, si el estado de los padres lo permitiere y en todo caso se condenará 
al culpable a mantener dicha prole.
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Clasificación de requisitos para ILE en países con 
modelo de permisos (con y sin causal violación). 
Primera parte 

Argentina Bolivia Brasil Colombia Costa Rica

Pena para la mujer 1 a 4 años 1 a 3 años de 
prisión

1 a 3 años de 
prisión

1 a 3 años 1 a 3 años de 
prisión. 6 meses 
a 2 años si el feto 
tuviere menos de 6 
meses de gestación. 
3 meses a 2 años 
si es para salvar el 
honor

Pena para 
profesionales de la 
salud

1 a 4 años + 
inhabilitación 
especial por el 
doble de tiempo

1 a 3 años de 
reclusión. 1 a 
6 si lo hiciera 
habitualmente 
(sic)
(art 269)

1 a 4 años 1 a 3 años Idem

Causales Salud y Vida

Determinación 
médica del peligro 
para la vida o la 
salud de la mujer

Sí Sí S/E Sí Sí

Concepto de salud 
integral

Síl Sí N/A Sí Sí

Requisitos para la 
constatación de la 
causal (un médico/
varios médicos/
comités de ética o 
interdisciplinario)

Un médico/Varios/
Comitésl

Un médico N/A Un médico Un médico

Causal Violación

Extensión de la 
causal a toda mujer

Disputa sobre 
«mujer idiota 
o demente» o 
cualquier mujer

Sí Sí Sí Sí

Abreviaturas:
l  País federal, con variaciones por provincias o estados l S/E Sin especificar l N/A No aplicable l N/D No disponible la información al respecto.
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Denuncia previa de 
la violación

Sí Sí. Exige que la 
acción penal haya 
sido iniciada

No. Expresamente 
excluye la 
exigencia de 
denuncia previa

Sí Sí

Autorización 
administrativa o 
judicial previa

No Sí (art 266 CP) No No No

Plazos No Sí No No No

Presunción de 
violación en 
menores/edad

Sí
Variaciones

Sí Sí Sí Sí

Deber/opción de 
denuncia médica 
posterior en caso de 
víctima adulta

Víctima menor de 
edad

Víctima con 
discapacidad

Sólo para víctimas 
incapaces según 
leyes de violencia 
doméstical

El delito de 
violación es 
dependiente de 
instancia privada

Los delitos de 
violencia de 
género son de 
acción pública. Ley 
contra la violencia 
doméstica 
establece en 
el Art. 22 que 
estos hechos de 
violencia sexual 
sólo pueden ser 
denunciados por 
la víctima, excepto 
si esta es menor 
de dieciocho 
años o está 
habilitada para 
denunciar. El art. 
24 establece que 
los prestadores 
de servicios de 
salud públicos 
o privados que 
brinden atención 
a víctimas de 
violencia están 
en la obligación 
de denunciar 
estos hechos. La 
ley señala que la 
denuncia puede 
realizarse ante el 
Ministerio Público 
o la policía

Los delitos de 
violencia de 
género son de 
acción pública. 
El ECA establece 
la figura jurídica 
de «delitos 
administrativos» 
en los cuales 
incurren 
funcionarios 
públicos 
cuando tengan 
conocimiento 
de maltrato o 
abuso contra 
las personas 
menores de edad 
y no notifiquen 
ni denuncien la 
situación ante el 
Ministerio Público. 
Se establece 
una sanción que 
corresponde a una 
multa sobre el 
salario

Completar Sí. Los delitos de 
violencia de género 
son de acción 
pública

Abreviaturas:
l  País federal, con variaciones por provincias o estados l S/E Sin especificar l N/A No aplicable l N/D No disponible la información al respecto.
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Preservación 
de evidencia de 
violación

En ocasiones, 
según 
determinación 
jurisprudencial

N/D Sí. Para la 
recolección de 
las pruebas 
médico-forenses 
se creó el Instituto 
Médico Legal 
(IML), el cual tiene 
la competencia 
exclusiva de llevar 
a cabo dichos 
exámenes como 
requerimiento 
definitivo para 
procesar una 
denuncia

Sí N/D

Deber/opción de 
dar conocimiento a 
autoridades en caso 
de mujeres menores 
de edad o con 
discapacidad

Causal de 
justificación/excusa 
absolutoria

La norma dice: 
«No será punible». 
En algunas 
jurisdicciones 
se entiende 
como causa de 
justificación. 
Algunos disputan 
el status de 
la norma no 
punibilidad

La norma dice: 
«no se aplicará 
sanción alguna». 
Causa de 
justificación según 
resolución de la 
Corte en 2008

La norma dice: 
«No se pune». 
Causa de 
justificación según 
la regulación del 
protocolo

La Corte emplea 
la expresión 
«despenalizar» 
y «justificación». 
La forma 
regulatoria regula 
como causal de 
justificación

La norma dice que 
se «extingue la 
pena» para la mujer. 
Artículo 93 Código 
Penal

Otros requisitos de acceso a los permisos de ILE

Profesional 
aprobado para 
el procedimiento 
médico

No Sí Sí Sí, depende del 
procedimiento

No

Asesoramiento o 
consejería previos 
obligatorios

No No Sí Sí No

Períodos de espera No No No No No

Consentimiento 
marital

No No No No No

Abreviaturas:
l  País federal, con variaciones por provincias o estados l S/E Sin especificar l N/A No aplicable l N/D No disponible la información al respecto.
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Consentimiento 
ma/paterno o de 
representantes

Sí Sí Sí No Sí

Mecanismos 
de referencia y 
contrarreferencia

No No Sí Sí No

Financiamiento o 
subsidio público de 
los servicios

Sí Sí Sí Sí Sí

Servicio ofrecido 
sólo en instituciones 
sanitarias 
autorizadas al 
efecto

No No No No, pero establece 
estándares de 
habilitación según 
el SOGCS

No

Aborto con 
medicamentosi

En algunas 
provinciasl

No Sí. Misoprostol. 
Norma técnica 
para atención 
humanizada del 
aborto 2005

Sí. Misoprostol. 
Norma técnica 
para la atención 
de la interrupción 
voluntaria 
embarazo

No.

Confidencialidad En algunas 
provinciasl

S/E Sí (Norma técnica 
para la atención 
humanizada del 
aborto 2005)

Sí (Norma técnica 
para atención de 
la interrupción 
voluntaria del 
embarazo)

S/E

Previsiones sobre 
la objeción de 
conciencia

Sí Sí Sí Sí Sí

Sanciones por no 
prestación del 
servicio

En algunas 
provinciasl

S/E Sí Sí S/E

i A verificar en documentos de la Organización Mundial de la Salud, la aprobación del misoprostol en los países. En aquellos donde hay 

abortos permitidos y permiten el uso off label de medicamentos, salvo regulación en contrario, debería ser legal el aborto medicamentoso.

Abreviaturas:
l  País federal, con variaciones por provincias o estados l S/E Sin especificar l N/A No aplicable l N/D No disponible la información al respecto
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Clasificación de requisitos para ILE en países con 
modelo de permisos (con y sin causal violación). 
Segunda parte 

Guatemala Guyana Panamá Venezuela

Pena para la mujer 1 a 3 años N/D 1 a 3 años 6 meses a 2 años

Pena para profesionales 
de la salud

1 a 3 años N/D 3 a 6 años 12 meses a 30 meses 
e inhabilitación 
profesional

Causales Salud y Vida

Determinación médica 
del peligro para la vida 
o la salud de la mujer

Sólo para el riesgo para 
la vida

Sí. Ver según causales Sí. Causa grave Para el riesgo para la 
vida

Concepto de salud 
integral

N/A Sí Salud física N/A

Requisitos para la 
constatación de la 
causal (un médico/
varios médicos/
comités de ética o 
interdisciplinarios)

N/A Sí Sí N/A

Causal Violación

Extensión de la causal 
a toda mujer

N/A Sí Sí Sí

Denuncia previa de la 
violación

N/A No Si. Acreditado en 
instrucción sumarial

N/A

Autorización 
administrativa o judicial 
previa

N/A No Causal salud: 
autorización 
administrativa de la 
comisión

N/A

Abreviaturas:
l  País federal, con variaciones por provincias o estados l S/E Sin especificar l N/A No aplicable l N/D No disponible la información al respecto.
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Plazos N/A Hasta las 8 semanas no 
hay restricciones. Entre 
las semanas 8, 12, y 16 
se permite la ILE según 
distintas indicaciones. 
Luego de la semana 16 
se permite en menos 
circunstancias

Causa violación: 
«dentro de los primeros 
meses de embarazo» 
(se entiende dos meses)

N/A

Presunción de violación 
en menores/edad

Sí. Menor de 12 años, 
también estupro

N/D Sí. Menor de 14 años Sí. Menor de 12 años 
También estupro

Deber/opción de 
denuncia médica 
posterior en caso de 
víctima adulta

Víctima menor de edad

Víctima con 
discapacidad

N/A para el aborto

Si bien el código penal 
establece que se trata 
de un delito de acción 
privada, el protocolo de 
atención a víctimas de 
violencia intrafamiliar 
plantea obligatoriedad 
de notificar y referir sin 
que quede supeditado 
a eso la provisión de 
servicios (pero refiere 
al art. sobre deber de 
denunciar delitos de 
acción pública)

N/D N/D N/A para el aborto 

Es de acción pública 
si el hecho se hubiere 
cometido con abuso del 
poder paternal o de la 
autoridad tutelar o de 
funciones públicas

Deber/opción de 
dar conocimiento a 
autoridades en caso 
de mujeres menores 
de edad o con 
discapacidad

N/A N/D N/D N/A

Causal de justificación/
excusa absolutoria

N/A Causal de justificación Causal de justificación N/A

Otros requisitos de acceso a los permisos de ILE

Profesional aprobado 
para el procedimiento 
médico

No Sí, dependiendo de las 
semanas de gestación 
(médico general puede 
prestar servicios de ILE 
hasta la 8° semana

No No

Abreviaturas:
l  País federal, con variaciones por provincias o estados l S/E Sin especificar l N/A No aplicable l N/D No disponible la información al respecto.
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Asesoramiento o 
consejería previos 
obligatorios

No N/D No No

Períodos de espera No N/D No No

Consentimiento marital No No No No

Consentimiento 
ma/paterno o de 
representantes

N/D Sí Sí N/D

Mecanismos 
de referencia y 
contrarreferencia

No Sí No No

Financiamiento o 
subsidio público de los 
servicios

N/D Sí Sí N/D

Servicio ofrecido 
sólo en instituciones 
sanitarias autorizadas 
al efecto

N/D Sí Sí. Servicio sanitario del 
Estado practicado por 
un médico

N/D

Aborto con 
medicamentos

N/D Sí No N/D

Previsiones sobre la 
objeción de conciencia

No Sí Sí No

Sanciones por no 
prestación del servicio

No Sí No No

Abreviaturas:
l  País federal, con variaciones por provincias o estados l S/E Sin especificar l N/A No aplicable l N/D No disponible la información al respecto.
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Anexo III.  
Clasificación de requisitos para ILE en países con 
modelo de permisos (con y sin causal violación). 
Tercera parte 

Ecuador México Paraguay Perú Uruguay

Pena para la mujer 1 a 5 años. 6 
meses a dos años 
si es por deshonra

Entre 15 días hasta 6 
años de prisión 

Algunos estados 
contemplan penas 
atenuadas en caso 
de aborto «honoris 
causa» 

15 a 30 meses. Si 
lo hizo para salvar 
el honor 6 a 12 
meses (art. 349)

No más de 2 
años de prisión 
o 52 a 140 
días de trabajo 
comunitario

3 a 9 meses

Pena para 
profesionales de 
salud

2 a 5 años de 
prisión

De 15 días a a 6 años 
de prisión 

La pena es la 
misma y se agrava 
según muerte o el 
peligro del medio 
empleado

De 1 a 4 años + 
inhabilitación

6 a 24 meses 
de prisión

Causales Salud y Vida

Determinación 
médica del peligro 
para la vida o la 
salud de la mujer

S/E Sí Sí Sí Sí

Concepto de salud 
integral

S/E Dos médicos 
especialistas cuando 
sean malformaciones y 
un médico si hay riesgo 
de vida.ii Ver Código 
Penal DF art 148

Sí S/E Sí

Requisitos para la 
constatación de 
causal (un médico/
Varios médicos/
comités de ética o 
interdisciplinarios)

S/E Dos médicos 
especialistas cuando 
sean malformaciones y 
un médico si hay riesgo 
de vida. Ver Código 
Penal DF art 148

S/E S/E
(Guía UNHU 
2007). Junta 
médica (3 Prof) + 
médico gineco-
obstétrico que 
evaluó el caso 

S/E

ii Se contempla como causal independiente de la causal de vida o salud en sólo 14 entidades del país.

Abreviaturas:
l  País federal, con variaciones por provincias o estados l S/E Sin especificar l N/A No aplicable l N/D No disponible la información al respecto.
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Ecuador México Paraguay Perú Uruguay

Causal Violación

Extensión de 
causal a toda 
mujer

Disputa sobre 
permiso para 
mujeres no 
discapacitadas 

Sí Sí N/A Sí

Denuncia previa de 
violación

No Sí S/E N/A No

Autorización 
administ. o judicial 
previa

No Sí No N/A No

Plazos No No la mayoría de los 
estados. 9 estados 
establecen plazo de 3 
meses de gestación

No No Sí

Presunción 
violación en 
menores/edad

Sí Sí Sí Sí Sí

Causal Violencia Sexual

Deber/opción de 
denuncia médica 
posterior en caso 
de víctima adulta

Víctima menor de 
edad

Víctima con 
discapacidad

Variaciones por 
estadol

Sí. Los delitos de 
violencia sexual 
son de acción 
pública

Preservación de 
evidencia violación

S/E Síl Sí Sí

Deber/opción de 
dar conocimiento 
a autoridades en 
caso de mujeres 
menores de edad o 
con discapacidad

N/D Sí Sí Sí

Abreviaturas:
l  País federal, con variaciones por provincias o estados l S/E Sin especificar l N/A No aplicable l N/D No disponible la información al respecto.
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Causal de 
justificación/
excusa absolutoria

La norma dice: 
«no es punible, 
misma redacción 
que en el Código 
argentino

Causal de justificación 
en algunos estados y 
en el DF después de 
los 12l

Causal de 
justificación (en 
la redacción 
anterior), ahora 
S/E. Interpretación 
sistémica, debe ser 
considerado causal 
de justificación

La norma dice: 
«no es punible». 
Interpretación 
sistémica, debe ser 
considerado causal 
de justificación

La norma 
dice: «eximido 
de castigo». 
Causa de 
justificación por 
determinación 
legislativa

Otros requisitos de acceso a los permisos de ILE

Profesional 
aprobado para 
el procedimiento 
médico

No Sí, en el caso del DF, 
donde está regulada 
su práctica. Sí, 
especialista 

No No No

Asesoramiento o 
consejería previos 
obligatorios

No No No No No

Períodos de espera No No No No No

Consentimiento 
marital

No No No No No

Consentimiento 
ma/paterno o de 
representantes

Sí Sí Sí S/E S/E

Mecanismos 
de referencia y 
contrarreferencia

No Sí No No No

Financiamiento o 
subsidio público de 
servicios

S/E Sí, en el caso del DF, 
donde está regulada su 
práctica

S/E S/E S/E

Servicio 
ofrecido sólo 
en instituciones 
autorizadas al 
efecto

No No No No No

Abreviaturas:
l  País federal, con variaciones por provincias o estados l S/E Sin especificar l N/A No aplicable l N/D No disponible la información al respecto.
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Ecuador México Paraguay Perú Uruguay

Aborto con 
medicamentos

No Si, en el caso del DF, 
donde está regulada su 
prácticaiii

No S/E 

(Guía de Práctica 
Clínica de 
Emergencias 
Obstétricas, 2007) 
Sí. Misoprostol. 
Directiva del 
Instituto materno 
perinatal 2007 
y Protocolo del 
Hospital de Belén 
de Trujillo

Sí. Decreto 
293/010 de la 
ley 18.426

Previsiones sobre 
la objeción de 
conciencia

Sí Sí, en el caso del DF, 
donde está regulada su 
práctica 

Sí Sí Sí

Sanciones por no 
prestación del 
servicio

No Sí, en el caso del DF, 
donde está regulada su 
práctica 

No No No

 

iii Lineamientos generales de organización y operación de los servicios de salud relacionados con la interrupción de embarazo en el distrito 

federal (2006).

Abreviaturas:
l  País federal, con variaciones por provincias o estados l S/E Sin especificar l N/A No aplicable l N/D No disponible la información al respecto.
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Anexo IV.  
Listado de participantes del foro virtual causal 
violación 

Nombre y apellido Pertenencia institucional País

Nathalia Gherardi Organización ELA Argentina

Silvia Camurça Articulación Feminista Mercosur Brasil

María José Araujo Red de Saúde de Brásil Brasil

Débora Diniz Instituto de Bioética, Derechos Humanos y Género ANIS Brasil

Cristiao Rosas Global Doctor´s for Choice – Brasil Brasil

Helena Acosta IPPF Colombia

Mónica Arango Center for Reproductive Rights (CRR) Colombia

Julieta Lemaitre CIJUS - Universidad de los Andes Colombia

Efraín Noguera Fundación Santa Fé Colombia

Juanita Durán Experta Jurídica en temas de salud Colombia

Natalia Pineda Londoño Fundación Si Mujer Colombia

Paola Salgado La Mesa por la Vida y la Salud Colombia

Viviana Bohorquez La Mesa por la Vida y la Salud/ CEDHUL Colombia

Beatriz Quintero La Mesa por la Vida y la Salud Colombia

Camila Umaña Orientame. Coordinadora de Relaciones Publicas y Comunicaciones Colombia

Diana Esther Guzmán Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad- DeJuSticia Colombia

Lucrecia Ramírez Restrepo Universidad de Antioquia. Facultad de Medicina, Dpto. de Psiquiatría Colombia

Pio Iván Gómez Sánchez FLASOG Colombia

Mariana Gil de Padilla FLASOG El Salvador

Christopher Bross UNFPA LAC-IPAS Estados Unidos

Alfonso Carrera Global Doctor´s for Choice - México México

Nombre y apellido Pertenencia institucional País
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Nombre y apellido Pertenencia institucional País

Regina Tames Directora de GIRE México

Erika Troncoso IPAS México México

María Consuelo Mejía Católicas Derecho a Decidir - México México

María Angeles López García Observatorio del Feminicidio México

José David Ortíz Mariscal FLASOG México

Line Bareiro Experta de la CEDAW Paraguay

Jeannette Llaja CLADEM Perú

Liz Meléndez Campaña por una Convención Interamericana de Derechos Sexuales y 
Reproductivos

Perú

Beatriz Ramírez PROMSEX Perú

Susana Chávez CLACAI Perú

Luis Távara FLASOG Perú

Sergia Galván Campaña 28 de Septiembre y Red de Salud de las Mujeres de América Latina 
y el Caribe

República 
Dominicana

José Figueroa FLASOG República 
Dominicana

Lucy Garrido Cotidiano Mujer Uruguay

José Enrique Pons FLASOG Uruguay

Paola Bergallo Universidad de San Andrés Argentina

Ana Cristina González Vélez La Mesa por la Vida y la Salud Colombia

Silvina Ramos CEDES Argentina

Agustina Ramón Michel CEDES Argentina
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